Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo

Propuestas Correlacionadas con la Ley de Amparo Vigente
Artículo 61

Artículo 61.  Si se estima procedente la acumulación, se remitirán los autos al juez requeriente con emplazamiento de las partes.

Si se estima que no procede la acumulación, se comunicará sin demora al juez requiriente, y ambos remitirán los autos de sus respectivos juicios, al Tribunal Colegiado de Circuito, dentro de cuya jurisdicción resida el juez de Distrito que previno.

Recibidos los autos, con el pedimento del Ministerio Público Federal y los alegatos escritos que puedan presentar las partes, resolverá el Tribunal Colegiado de Circuito dentro del término de ocho días, si procede o no la acumulación y, demás (sic), qué juez debe conocer de los amparos acumulados.

Cuando la acumulación de juicios que se siguen en diferentes juzgados haya sido promovida por alguna de las partes y resulte improcedente, se impondrá a ésta una multa de treinta a ciento ochenta días de salario.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 61. Si se estima procedente la acumulación, se remitirán los autos al Juez o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito requeriente con emplazamiento de las partes.

Si se estima que no procede la acumulación, se comunicará sin demora al Juez o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito requirente, y ambos remitirán los autos de sus respectivos juicios, al Tribunal Colegiado de Circuito, dentro de cuya jurisdicción resida el Juez de Distrito o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito que previno.

Recibidos los autos, con el pedimento del Ministerio Público Federal y los alegatos escritos que puedan presentar las partes, resolverá el Tribunal Colegiado de Circuito dentro del término de ocho días, si procede o no la acumulación y, demás (sic), qué Juez debe conocer de los amparos acumulados.

Cuando la acumulación de juicios que se siguen en diferentes juzgados haya sido promovida por alguna de las partes y resulte improcedente, se impondrá a ésta una multa de treinta a ciento ochenta días de salario. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2180)
Artículo 62.  Desde que se pida la acumulación hasta que se resuelva, se suspenderá todo procedimiento en los juicios de que se trate, hecha excepción de los incidentes de suspensión.

Artículo 63.  Resuelta la acumulación, los amparos acumulados deberán decidirse en una sola audiencia teniéndose en cuenta todas las constancias de aquéllos.

Los autos dictados en los incidentes de suspensión relativos a los juicios acumulados se mantendrán en vigor hasta que se resuelva lo principal en definitiva, salvo el caso de que hubieren de reformarse por causa superveniente.

Artículo 64.  En los juicios de amparo que se promuevan ante el superior del tribunal a quien se impute la violación, conforme al artículo 37, se observarán en lo que fueren aplicables, las disposiciones contenidas en este Capítulo; pero cuando se trate de competencia o acumulación en juicios de que conozcan tribunales comunes y jueces de Distrito, éstos deben ser designados competentes.

Artículo 65.  No son acumulables los juicios de amparo que se tramiten ante un tribunal Colegiado de Circuito o ante la Suprema Corte de Justicia, ya sea en revisión o como amparos directos; pero cuando alguna de las Salas o el Tribunal mencionado encuentren que un amparo que hayan de resolver tiene con otro o con otros de la jurisdicción de la propia Sala o del mismo Tribunal, una conexión tal que haga necesario o conveniente que todos ellos se vean simultáneamente, a moción de alguno de los Ministros que la integran o de alguno de los Magistrados del Tribunal Colegiado de Circuito respectivo, podrán ordenarlo, así, pudiendo acordar también que sea un Ministro o Magistrado, según se trate, quien dé cuenta con ellos.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los amparos en revisión por inconstitucionalidad de una ley o de un reglamento, podrán acumularse para el efecto de su resolución en una sola sentencia, cuando a juicio del tribunal haya similitud en los agravios expresados contra los fallos de los jueces de Distrito.

PROPUESTAS

Respecto a la acumulación considero que no existe ninguna razón de fondo que impida que ésta se de en los amparos directos, o en las revisiones que se interpongan en contra de una misma sentencia de amparo directo o indirecto, por las partes en el juicio, de hecho el artículo 65 prevé una especie de acumulación, sin embargo creo que la hipótesis del precepto citado más que facilitar las cosas las complica, pues si bien es cierto que el asunto lo deberá resolver el mismo tribunal y muy probablemente los proyectos de sentencia los elabore el mismo magistrado o ministro, también lo es que tienen que elaborar dos sentencias en lugar de una, lo que por simple economía procesal parece ilógico, ya que nada impediría que se pudieran resolver en una misma sentencia. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1632 y 1633)

Resolución de Asuntos en Bloque.  Uno de los factores que inciden en el rezago es el actual procedimiento marcado en la Ley vigente para tramitar los asuntos, adecuado para juzgados y tribunales que resuelvan un número no elevado de asuntos.  Los adelantos tecnológicos (y la pericia de los juzgadores y sus colaboradores y auxiliares) permiten que puedan resolverse un número elevados de asuntos agrupados temáticamente.  Para ello, bien valdría la pena prever expresamente esta posibilidad. (Julio César Vázquez Mellado García, Tomo III, página 1775)

AUDIENCIAS EN LA ACUMULACIÓN DE EXPEDIENTES.  No existe razón lógica, práctica ni legal para seguir sosteniendo las audiencias en los casos de acumulación, tanto si hay varios juicios en el mismo juzgado, o en otro distinto. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1794)

Se propone reformarlo para excluir a las autoridades que conozcan del amparo con base en el artículo 37, en razón de su derogación. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1911)

ARTÍCULO 65. No son acumulables los juicios de amparo que se tramiten ante un Tribunal Colegiado de Circuito o ante la Suprema Corte de Justicia, ya sea en revisión o como amparos directos; pero cuando el Pleno o alguna de las Salas o el tribunal mencionado encuentren que un amparo que hayan de resolver tiene con otro o con otros de la jurisdicción de la propia Sala o del mismo tribunal, una conexión tal que haga necesario o conveniente que todos ellos se vean simultáneamente, a moción de alguno de los Ministros que la integran o de alguno de los Magistrados del Tribunal Colegiado de Circuito respectivo, podrán ordenarlo, así, pudiendo acordar también que sea un Ministro o Magistrado, según se trate, quien dé cuenta con ellos.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los amparos en revisión por inconstitucionalidad de una ley o de un reglamento, podrán acumularse para el efecto de su resolución en una sola sentencia, cuando a juicio del tribunal haya similitud en los agravios expresados contra los fallos de los Jueces de Distrito o en su caso del magistrado del Tribunal Unitario de Circuito. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2181 y 2182)
Capítulo VII

De los impedimentos

Artículo 66.  No son recusables los ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Magistrados de los Tribunales Colegiados de Circuito, los jueces de Distrito, ni las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al artículo 37; pero deberán manifestar que están impedidos para conocer de los juicios en que intervengan, en los casos siguientes:

I.  Si son cónyuges o parientes consanguíneos o afines de alguna de las partes o de sus abogados o representantes, en línea recta, sin limitación de grado; dentro del cuarto grado, en la colateral por consanguinidad, o dentro del segundo, en la colateral por afinidad;

II.  Si tienen interés personal en el asunto que haya motivado el acto reclamado;

III.  Si han sido abogados o apoderados de alguna de las partes, en el mismo asunto o en el juicio de amparo;

IV.  Si hubiesen tenido el carácter de autoridades responsables en el juicio de Amparo, si hubiesen aconsejado como asesores la resolución reclamada, o si hubiesen emitido, en otra instancia o jurisdicción la resolución impugnada.

V.  Si tuviesen pendiente algún juicio de amparo, semejante al de que se trata, en que figuren como partes;

VI.  Si tuviesen amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las partes o sus abogados o representantes.

En materia de amparo, no son admisibles las excusas voluntarias. Sólo podrán invocarse, para no conocer de un negocio, las causas de impedimento que enumera este artículo, las cuales determinan la excusa forzosa del funcionario.

El Ministro, Magistrado o Juez que, teniendo impedimento para conocer de un negocio, no haga la manifestación correspondiente, o que, no teniéndolo, presente excusa apoyándose en causas diversas de las de impedimento, pretendiendo que se le aparte del conocimiento de aquél, incurre en responsabilidad.

PROPUESTAS

El artículo 66 dispone que no son recusables los ministros de la Suprema Corte, los Magistrados de los Colegidos y los Jueces de Distrito y el artículo 70 permite que el impedimento se alegue.  Y alegar el impedimento de un ministro, de un magistrado o de un juez, significa recusarlo, ya que el impedimento es la causa de la recusación.  Hay por tanto una incongruencia que deberá eliminarse, suprimiendo el actual texto del párrafo primero del artículo 66.(Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1077)
Artículo 66, agregar una fracción que sería la VII con el siguiente texto:

“Cuando alguno de los litigantes o de sus abogados es o ha sido denunciante, querellante o acusador del funcionario de que se trate”.

En mis 69 años de ejercer la profesión he podido comprobar que casi 99% de los funcionarios judiciales tanto federales como locales son como hoy se dice “viscerales”, es decir faltos de la suficiente nobleza y ecuanimidad para no guardar resentimiento cuando la persona o litigante, que aún sin éxito, porque entonces se siente víctima de calumnia, hubiere presentado alguna acusación en su contra.(Félix Galindo D. B., Tomo II, página  1367)

En este capítulo el legislador incurrió en graves contradicciones como lo es el señalar que los titulares de los órganos jurisdiccionales de amparo no son recusables, pero que deben declararse impedidos de conocer el juicio en caso de estar en alguno de los supuestos en que la Ley de Amparo estime que no deban hacerlo, incluso en el artículo 70 de la ley citada se faculta a las partes para que acudan al tribunal competente para alegar el impedimento, en la inteligencia que el tribunal que lo resuelva deberá determinar sobre la procedencia del mismo.

En estas condiciones es absurdo señalar que en el procedimiento de amparo no existe la recusación, cuando precisamente aunque con otro nombre, esta situación esta prevista en la ley de la materia.

Respecto a las causas de impedimento previstas en el artículo 66 de la Ley de Amparo, me parece que son adecuadas pero insuficientes por lo que aprovechando la reforma debería ampliarse el número de causas de impedimento, en la inteligencia de que en contra de lo que algunos tribunales federales pensan, el capítulo de impedimentos de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal no es aplicable en el juicio de garantías, aunque dicha ley sea posterior a la legislación de amparo, ya que conforme al artículo 107 constitucional solo en su ley reglamentaria, además de la Constitución, puede reglamentarse el juicio de garantías. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1633 y 1634)

Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el juez deberá excusarse de conocer cuando en él concurra alguno de los impedimentos a que se refiere el artículo 66 de esta ley. A este efecto, al aceptar su nombramiento manifestará, bajo protesta de decir verdad, que no tiene ninguno de los impedimentos legales. 

La prueba pericial será calificada por el Juez según prudente estimación.

La recepción de estas pruebas serán hechas en audiencia publica. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, página 209)

En cuanto a los impedimentos de los Ministros, Magistrados y Jueces de Distrito, que no los establezca la nueva Ley de Amparo, sino que nos remita a los establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, y que se corrija la pésima redacción del artículo 66 de la actual Ley de Amparo, para establecer de manera categórica que los citados servidores públicos deben excusarse cuando estén frente a un impedimento, sin perjuicio de la responsabilidad en que puedan incurrir, y que las partes podrán recusarlos cuando exista causa para ello, la que deberá acreditarse en el incidente respectivo. También precisar que si el servidor público no se excusa, cuando deba hacerlo, incurrirá en responsabilidad, y que la parte que recuse sin causa o no la pruebe, de la misma manera incurrirá en responsabilidad. (Dionisio F. Gutiérrez García, Tomo V, página 235)
Artículo 67.  Los ministros de la Suprema Corte de Justicia harán la manifestación a que se refiere el artículo anterior, ante el Tribunal Pleno o ante la Sala que conozca del asunto de que se trate.

Los Magistrados del Tribunal Colegiado de Circuito harán constar en autos la causa del impedimento en la misma providencia en que se declaren impedidos, y la comunicarán a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artículo siguiente.

De igual manera procederán los jueces de Distrito o autoridades que conozcan del juicio de amparo conforme al artículo 37; pero comunicarán la providencia mencionada al Tribunal Colegiado de Circuito de su jurisdicción, para que resuelva sobre el impedimento.

PROPUESTAS

También se propone reformarlo, para el único efecto de que se excluya la alusión a las autoridades que conozcan del juicio conforme al artículo 37 ;  propuesta similar se hace a los artículos 68,69 y 70. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1911)

ARTÍCULO 67. Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia harán la manifestación a que se refiere el artículo anterior, ante el Tribunal Pleno o ante la Sala que conozca del asunto de que se trate.

Los Magistrados *(se suprime) de Circuito harán constar en autos la causa del impedimento en la misma providencia en que se declaren impedidos, y la comunicarán *(se suprime) al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda en los términos de la fracción III  del Artículo siguiente.

 De igual manera procederán los Jueces de Distrito o autoridades que conozcan del juicio de amparo conforme al artículo 37; pero comunicarán la providencia mencionada al Tribunal Colegiado de Circuito de su jurisdicción, para que resuelva sobre el impedimento. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2183 y 2184)
Artículo 68.  El impedimento se calificará de plano admitiéndolo o desechándolo, en el acuerdo en que se dé cuenta, conforme a las siguientes reglas:

I.  La Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno, conocerá de los impedimentos de los Ministros en relación con los asuntos de la competencia del mismo Pleno;

II.  La Sala correspondiente de la Suprema Corte de Justicia conocerá de los impedimentos de los Ministros de la misma Sala y de los de los (sic) Magistrados del Tribunal Colegiado de Circuito, y

III.  Los Tribunales Colegiados de Circuito conocerán de los impedimentos de los jueces de Distrito de su jurisdicción o de los de las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al artículo 37.

PROPUESTAS

El artículo 37 fracción VII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación expresa:

"Con las salvedades a que se refieren los Artículos 10 y 21 "de esta ley, son competentes los tribunales colegiados de "circuito para conocer: ….VII De los impedimentos y "excusas que en materia de amparo se susciten entre "jueces de distrito, y en cualquier materia entre los "magistrados de los tribunales de circuito, o las "autoridades a que se refiere el Artículo 37 de la Ley de "Amparo. En estos casos conocerá el tribunal colegiado de "circuito más cercano. Cuando la cuestión se suscitara "respecto de un solo magistrado de circuito de amparo, "conocerá su propio tribunal."

En cambio el artículo 68 fracción II de la Ley de Amparo dice:

"II.- La Sala correspondiente de la Suprema Corte de "Justicia conocerá de los impedimentos de los Ministros "de la misma Sala y de los Magistrados del Tribunal "Colegiado de Circuito."

Es fácil advertir que los numerales son discordantes, porque mientras conforme a la Ley Orgánica, es al Tribunal Colegiado de Circuito más cercano a quien compete resolver los impedimentos de dos o más Magistrados de Circuito y al propio Tribunal Colegiado resolver el impedimento de un Magistrado de su adscripción, es a la Sala respectiva de la Suprema Corte a la que la Ley de Amparo confiere tales atribuciones. Por ende la reforma del artículo 68 fracción II de la Ley de Amparo es necesaria. (Enrique Arizpe Narro, Tomo I, páginas 333 y 334)

La propuesta tiene como razón que las fracciones II y III sean acordes con los artículos 18 y 37, fracción VII de la LOPJF.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 68.- El impedimento se calificará de plano admitiéndolo o desechándolo, en el acuerdo en que se dé cuenta, conforme a las siguientes reglas:


I.- La Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno, conocerá de los impedimentos de los Ministros en relación con los asuntos de la competencia del mismo Pleno;


II.- La Sala correspondiente de la Suprema Corte de Justicia conocerá de los impedimentos de los Ministros de la misma Sala; y 


III.- Los Tribunales Colegiados de Circuito conocerán de los impedimentos de los magistrados de Tribunales de Circuito, jueces de Distrito de su jurisdicción y de los de las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al artículo 37. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas  1405 a 1407)
ARTÍCULO 68. El impedimento se calificará de plano admitiéndolo o desechándolo, en el acuerdo en que se dé cuenta, conforme a las siguientes reglas:

I. La Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno, conocerá de los impedimentos de los Ministros en relación con los asuntos de la competencia del mismo Pleno;

II. La Sala correspondiente de la Suprema Corte de Justicia conocerá de los impedimentos de los Ministros de la misma Sala; y

III. Los Tribunales Colegiados de Circuito conocerán de los impedimentos de uno sólo de sus magistrados, o de dos o tres de los magistrados de otros Tribunales Colegiados, de los que afecten a los magistrados de los Tribunales Unitarios, o a los jueces de Distrito, o de las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al Artículo 37. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2184)
Artículo 69.  Cuando uno sólo de los Ministros que integren la Sala se manifieste impedido, los cuatro restantes calificarán el impedimento. Si lo admitieren, la Sala continuará el conocimiento del negocio con los Ministros restantes; solamente en caso de empate de la votación se pedirá a la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia la designación del Ministro Supernumerario que corresponda por turno, para que integre la Sala en la nueva vista del negocio.

Cuando se manifiesten impedidos dos o más Ministros de la Sala, se calificará, en todo caso, el impedimento del Ministro que primero lo hubiere manifestado, votando al respecto los restantes, aun cuando entre ellos hubiere alguno o algunos que se estimen impedidos. Si se admitiere, se pedirá a la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia la designación del Ministro Supernumerario que corresponda, a efecto de calificar el impedimento expresado en segundo lugar y que en su caso, integre la propia Sala. En la calificación de dicho impedimento votarán el Ministro designado y los restantes de la Sala, aún cuando entre ellos hubiere alguno o algunos que también se hayan manifestado impedidos, procediéndose en forma análoga respecto a los restantes impedimentos.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 69. Cuando uno sólo de los Ministros que integren la Sala se manifieste impedido, los cuatro restantes calificarán el impedimento. Si lo admitieren, la Sala continuará el conocimiento del negocio con los Ministros restantes; solamente en caso de empate de la votación se pedirá a la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia designe otro ministro*(se suprime), para que integre la Sala en la nueva vista del negocio.

Cuando se manifiesten impedidos dos o más Ministros de la Sala, se calificará, en todo caso, el impedimento del Ministro que primero lo hubiere manifestado, votando al respecto los restantes, aun cuando entre ellos hubiere alguno o algunos que se estimen impedidos. Si se admitiere, se pedirá a la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia la designación del Ministro *(se suprime) de la otra Sala , a efecto de calificar el impedimento expresado en segundo lugar y que en su caso, integre la propia Sala. En la calificación de dicho impedimento votarán el Ministro designado y los restantes de la Sala, aún cuando entre ellos hubiere alguno o algunos que también se hayan manifestado impedidos, procediéndose en forma análoga respecto a los restantes impedimentos.

Nota aclaratoria: En el Artículo que antecede se suprimió la denominación “supernumerarios”, toda vez que a raíz de las reformas publicadas en el D.O.F. el 31 de diciembre de 1994, al reestructurarse el máximo Tribunal Federal desapareció la Sala Auxiliar y como consecuencia los ministros supernumerarios que la integraban. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2184 y 2185)
Artículo 70.  El impedimento podrá ser alegado por cualquiera de las partes ante la Suprema Corte de Justicia, si se tratare de algún Ministro de la misma; o ante el Tribunal Colegiado de Circuito, cuando se refiere a un Magistrado; y ante el juez de Distrito o la autoridad que conozca del juicio a quienes se considere impedidos.

En el primer caso, se pedirá informe al Ministro aludido, quien deberá rendirlo dentro de las veinticuatro horas siguientes; en el segundo, el Tribunal remitirá a la Suprema Corte de Justicia, dentro de igual término, el escrito del promovente y el informe respectivo; y en el tercero, el juez de Distrito o la autoridad mencionada enviarán al Tribunal Colegiado de Circuito de su jurisdicción, también dentro de las veinticuatro horas, los citados escritos y su informe.

Si el Magistrado de Circuito, el juez de Distrito o la autoridad que conozca del juicio no dieren cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo anterior, la parte que haya alegado el impedimento ocurrirá al Presidente de la Suprema Corte o al Tribunal Colegiado de Circuito, según el caso, a fin de que, previo informe, se proceda conforme al párrafo siguiente:

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia, la Sala respectiva de ésta o el Tribunal Colegiado de Circuito, según los casos a que se refieren las fracciones I, II y III del artículo 68, resolverán lo que fuere procedente si el funcionario aludido admite la causa del impedimento o no rinde informe; pero si la negare, se señalará para una audiencia, dentro de los tres días siguientes, en la que los interesados rendirán las pruebas que estimen convenientes y podrán presentar alegatos, pronunciándose, en la misma audiencia, la resolución que admita o deseche la causa del impedimento.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 70. El impedimento podrá ser alegado por cualquiera de las partes ante la Suprema Corte de Justicia, si se tratare de algún Ministro de la misma; o ante los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando afecte a los Magistrado que los integren; o ante el  magistrado del Tribunal Unitario de Circuito, Juez de Distrito o la autoridad que conozca del juicio, a quienes se considere impedidos.

En el primer caso, se pedirá informe al Ministro aludido, quien deberá rendirlo dentro de las veinticuatro horas siguientes; en el segundo, el tribunal remitirá a la Suprema Corte de Justicia, dentro de igual término, el escrito del promovente y el informe respectivo; y en el tercero, el Juez de Distrito, el magistrado del Tribunal Unitario de Circuit,o o la autoridad mencionada enviarán al Tribunal Colegiado de Circuito de su jurisdicción, también dentro de las veinticuatro horas, los citados escritos y su informe.

Si el Magistrado de Circuito, el Juez de Distrito el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito o la autoridad que conozca del juicio no dieren cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo anterior, la parte que haya alegado el impedimento ocurrirá al presidente de la Suprema Corte o al Tribunal Colegiado de Circuito, según el caso, a fin de que, previo informe, se proceda conforme al párrafo siguiente:

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia, la Sala respectiva de ésta, el Tribunal Colegiado de Circuito, *(se suprime) o el  Tribunal Unitario de Circuito resolverán lo que fuere procedente si el funcionario aludido admite la causa del impedimento o no rinde informe; pero si la negare, se señalará para una audiencia, dentro de los tres días siguientes, en la que los interesados rendirán las pruebas que estimen convenientes y podrán presentar alegatos, pronunciándose, en la misma audiencia, la resolución que admita o deseche la causa del impedimento. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2185 y 2186)
Artículo 71.  Cuando se deseche un impedimento, siempre que no se haya propuesto por el Ministerio Público Federal, se impondrá, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, a la parte que lo haya hecho valer o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario. Si el ministro, magistrado o juez hubiere negado la causa del impedimento y ésta se comprobase, quedará sujeto a la responsabilidad que corresponda conforme a la ley.

PROPUESTAS

En otro orden de ideas, es también oportuno reformar las disposiciones que contienen la reglamentación de los impedimentos  y de las quejas administrativas en la medida de que si estos son promovidos sin causa o no son probados, no sólo se imponga la multa correspondiente a la persona que lo intente, sino también se sancione al abogado que lo asesore con la suspensión temporal del ejercicio de la profesión de abogado, ello con independencia también de las sanciones penales que en su caso pudiera incurrir.

Para estos efectos es necesario que los Recursos de Reclamación, los Impedimentos y las Quejas Administrativas, forzosamente estén formuladas no sólo por el gobernado, sino por el abogado que presta sus servicios profesionales a éste y que desde luego lo asesoró para la formulación de la demanda de garantías.

Cabe agregar, que la sanción determinada en la resolución que imponga la suspensión temporal del ejercicio de la abogacía, debe ser publicada en los diarios de mayor circulación y boletinada a  todos los órganos jurisdiccionales de la República Mexicana, puesto que de otra manera carecería de eficacia absoluta.

Resulta obvio señalar, que en la materia de las quejas  administrativas ésta facultad queda a cargo del Secretario Ejecutivo de Disciplina y que la determinación por él tomada, en el evento de no admitir quejas notoriamente improcedentes, pueda ser recurrida ante el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal quien en este caso, de confirmar la resolución impondrá la multa y la suspensión del ejercicio profesional.

Estos aspectos son o forman parte de algunos de los medios por los cuales, se pretende que la promoción del juicio constitucional se formule cuando efectivamente deba hacerse es decir cuando en verdad exista violación a las garantías individuales del gobernado, que los impedimentos y las quejas administrativas también se promuevan cuando existan pruebas y bases fundadas que ameriten la interposición de las mismas. Se estima que con ello, dejarán de proliferar juicios de amparo, quejas administrativas e impedimentos que no tienen más fin que el de retardar la aplicación del derecho. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, páginas  724 a 726)

REFORMA
ART. 71.- Cuando se deseche un impedimento siempre que no se haya propuesto por el Ministerio Público Federal, se impondrá,  sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, a la parte que lo haya hecho valer una multa de treinta a ciento ochenta días de salario y, a su abogado una suspensión en el ejercicio profesional de quince días a seis meses, según la gravedad del caso.... (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, página 727)

COMENTARIO FINAL.

Las consideraciones anteriores son, en concepto del suscrito una forma de limitar el juicio constitucional y hacer que éste  realmente recobre la esencia y razón de ser, desde luego que para una efectiva aplicación del juicio de garantías se estima necesario no una reforma a la Ley de Amparo sino una nueva Ley, que permita que el juicio constitucional sea realmente una garantía para el gobernado y no como se ha convertido en la actualidad, lo cual ha demeritado el funcionamiento de los órganos encargados de la administración de justicia, un instrumento que sólo pretende usarse para evadir el cumplimiento de la Ley.

De igual forma se estima necesario también, la elaboración de una nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación que contemple y regule específicamente las funciones de los órganos del Poder Judicial de la Federación ya que la que se encuentra en vigor, suprimió ordenamientos que eran necesarios y que sin embargo no se previeron, bien para sustituirlos por otros, bien para considerar situaciones que siguen presentándose y que, por laguna de la ley sólo constituyen un obstáculo más para la administración pronta de la justicia. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, página 730)

La propuesta tiende a evitar prácticas dilatorias en los procesos de amparo, por eso el aumento en el monto de la sanción.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 71.- Cuando se deseche un impedimento, siempre que no se haya propuesto por el Ministerio Público Federal, se impondrá, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, a la parte que lo haya hecho valer o a su abogado, o a ambos, una multa de cien a trescientos días de salario. Si el ministro, magistrado o juez hubiere negado la causa del impedimento y ésta se comprobase, quedará sujeto a la responsabilidad que corresponda conforme a la ley.(María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, página 1408)

Artículo 72.  El juez que se declare impedido no queda inhabilitado para dictar y ejecutar el auto de suspensión, excepto en el caso de tener interés personal en el negocio, en el que, desde la presentación de la demanda y sin demora, el impedido hará saber al promovente que ocurra al juez que debe substituirlo en el conocimiento del negocio.

PROPUESTAS

Que el juez incompetente pueda resolver sobre la suspensión (artículos 50 y 54 de la ley de la materia), sólo viene a robustecer lo ya conocido: la importancia y trascendencia de la medida.

Pero en lo que sí es confusa dicha ley es cuando previene, en su artículo 72, que, con la excepción que en el propio precepto se contempla, un juez que tenga impedimento también está facultado para decidir sobre la suspensión.

Voy a iniciar mi comentario partiendo de la conocida máxima que dice que lo actuado ante juez incompetente es nulo de pleno derecho, misma que me sirve para concluir que igualmente es nulo lo actuado ante juez que esté impedido.

Como la Ley de Amparo, sobre todo en el capítulo de la suspensión, jamás se vuelve a ocupar del punto que trato, y dado que en la generalidad de los casos tal medida se solicita desde con la demanda  misma,  me  pregunto  qué  sucederá  cuando  el  correspondiente tribunal colegiado resuelva el impedimento y lo declare fundado.

¿Acaso continuará vigente la suspensión?, o ¿no será nula   porque fue otorgada por alguien que no podía concederla?.

Para acabar con la incertidumbre pienso que en el propio artículo 72, o bien en alguno bis que se introdujera en el  capítulo relativo, se estableciera que en el supuesto a que aludo, la resolución nula porque sobre la medida (ya fuera que se hubiera negado  o concedido), seguirá firme aunque se declare fundado el impedimento y mientras no sea revocada a través del recurso correspondiente que se hubiera hecho valer. (Jorge Figueroa Cacho, Tomo I, páginas 404 y 405)

ARTÍCULO 72. El Juez o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito que se declare impedido no queda inhabilitado para dictar y ejecutar el auto de suspensión, excepto en el caso de tener interés personal en el negocio, *(se suprime) en tanto se califica el impedimento , el secretario que deba sustituirlo resolverá lo que corresponda. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2187)
Capítulo VIII

De los casos de improcedencia 

Artículo 73.  El juicio de amparo es improcedente:

I.  Contra actos de la Suprema Corte de Justicia;

PROPUESTAS

Se propone la adecuación de la Ley de Amparo para hacerla congruente con la creación del Consejo de la Judicatura Federal, específicamente la fracción I del artículo 73. (Teddy Israel Cortés Calderón, Tomo II, página 1278)

II.  Contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en ejecución de las mismas;

PROPUESTAS

Enmienda.

Art. 73 Fracción II.- Mismo texto, adicionando:..., respecto de quienes fueron parte en dichos juicios.

Motivos.

Si por una resolución dictada en un juicio de amparo se lesionan los derechos de quien o quienes son extraños al mismo, resulta una grave injusticia que les pare perjuicio la sentencia pronunciada en ese juicio de garantías donde no fueron oídos ni vencidos, de aquí que con la adición señalada, quede a salvo su derecho para que lo hagan valer en la vía y forma que corresponda.

El tercero extraño al juicio de amparo, que vea afectados sus intere​ses o derechos por la aplicación de una ejecutoria de Amparo confor​me a lo establecido en el artículo 73 fracción segunda de la ley de Amparo en vigor, está imposibilitado legalmente para interponer en contra de dicha aplicación el recurso extraordinario que representa el juicio de Amparo, por considerarse éste improcedente.

Sólo posee el tercero extraño al juicio de Amparo un medio de defensa raquítico, cuando las responsables al cumplimentar la ejecu​toria de amparo lo hacen con exceso o defecto, siendo procedente el recurso de queja, pudiendo ser inter​puesto este recurso, por cualquiera de las partes en el juicio o por cualquier persona que justifique legalmente que le agravia la ejecu​ción, siendo este último caso en donde se encuadra a los terceros extraños al juicio que se vean afectados.

La situación de dichos terceros, en cuanto a la improcedencia del Amparo y del recurso de queja, cuando la ejecutoria es cumplida en sus términos exactos, es confirmada por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La situación legal del tercero extraño ha creado diversas opinio​nes a favor y en contra por parte de diversos tratadistas de amparo.

Entre los que opinan en contra de la reglamentación le​gal que se le ha dado a los terceros extraños frente al cumplimiento de las ejecutorias de Amparo, encontramos al tratadista Ignacio Burgoa, quien en su texto el Juicio de Amparo manifiesta:

“La Jurisprudencia de la Suprema Corte que veda al tercero afectado por la ejecución de una sentencia de amparo, todo medio de defensa contra ella en sí misma, así como el estado de indefensión en que aquél está colocado, cuando no se trate de exceso o defecto en la realización práctica de la resolución constitucional definitiva de que se trate, es contraventora de garantías individuales, en especial de las contenidas en el artículo 14. En efecto, cuando se ejecuta una senten​cia de amparo sin que en ello exista exceso o defecto, sino que su rea​lización se ciña a su alcance protector, el tercero a quien puede afec​tar no tiene ningún medio de defensa para evitar el menoscabo a la privación de sus derechos. Por ende, sin previo juicio, sin darle oportu​nidad de defenderse, sin otorgarle la garantía de audiencia, se le pue​de privar de posesiones, derechos, propiedades, etc., mediante una ejecución de sentencia de amparo”.

Continúa señalando el citado autor, “bien es verdad que el tercero privado o desposeído de sus derechos, posesiones o propiedades, a virtud de una sentencia de amparo, respecto de la cual es ajeno, puede intentar las acciones ordinarias que le competan para recobrar la materia de la desposesión o de la privación; mas en realidad, tal posi​bilidad jurídica se endereza contra las consecuencias de la ejecución de la sentencia de amparo y no contra esta misma, que permanece inatacable cuando no hay exceso o defecto en su cumplimiento”. Por lo anterior, considera inconstitucional el artículo 96 de la ley de Amparo y la Jurisprudencia de la Suprema Corte que anteriormente fue trans​crita.

Similar criterio al de Ignacio Burgoa sostienen los juristas Romeo León Orantes y Germán Fernández del Castillo.

Romeo León Orantes señala que la Suprema Corte, como autoridad del estado, tiene la obligación de respetar el artículo 14 constitucio​nal, ya que no es posible admitir, so pretexto de la majestad y de la res​petabilidad de los fallos de la Corte y del interés social en pro de su debido cumplimiento, que se violen impunemente las garantías indivi​duales de una persona, a quien se priva de una propiedad que ha adquirido de buena fe; porque sobre aquella majestad y ese interés so​cial está la majestad misma de la Constitución y el interés social, de que ésta no sea infringida con perjuicio de los derechos fundamenta​les establecidos en los veintinueve primeros artículos de dicha ley.

Germán Fernández del Castillo señala: “El tercero que adquirió pro​piedades o derechos como efecto inmediato o mediato del acto recla​mado a la luz del artículo 14 de la Constitución, no puede ser privado de ellos, sino mediante juicio en el que se llenen las formalidades esenciales del procedimiento y, por lo mismo, la autoridad responsa​bles no puede de ninguna manera privar a ese tercero de sus propieda​des y derechos bajo el pretexto del amparo concedido contra el acto reclamado, pues esa privación tiene lugar sin el juicio correspondien​te, que es indispensable conforme al artículo 14, para que el tercero sea oído en defensa. Este es el principio fundamental de derecho con​tra la cual no cabe interpretar al artículo 80 de la Ley de Amparo”.

Entre los autores y tratadistas cuya opinión es favorable a la actual reglamentación legal que se le da al tercero extraño, encontramos a Luis Bazdresch y a Carlos Arellano García.

Luis Bazdresch señala respecto a los terceros extraños al juicio, que no se puede consentir que estén eximidos del fallo protector, porque han adquirido la propiedad o entraron en poder de la cosa, cuando ésta era ya materia del litigio de garantías y estaba, por tanto, sujeta a la de​cisión judicial referente al derecho del agraviado que había planteado su reclamación formal sobre su privación de esa cosa con violación de sus garantías individuales, y aun cuando el título de su derecho sea anterior a la promoción del amparo, no debe prevalecer contra la pose​sión o el derecho que el agraviado, por la violación demostró tener en el juicio de garantías, y que debe serle respetado en virtud del fallo protector pronunciado en dicho juicio pues, en ambos casos, el inte​rés público de la plena efectividad de las garantías invocadas y prote​gidas, que se extiende al íntegro restablecimiento del orden jurídico constitucional definido concretamente por el fallo protector, exige que la efectividad de ese fallo se realice, aunque de cualquier forma perjudique a algún tercero, pues el interés de éste, enteramente priva​do, debe ceder ante el referido interés público de la eficiencia del sis​tema de garantías y de la eficacia de las ejecutorias de Amparo.

Continúa manifestando que el problema se agrava cuando se atien​de a que el artículo 14 constitucional garantiza que nadie puede ser privado de sus bienes o derechos, sin el seguimiento de un juicio final en su contra y concluye que es más satisfactoria la resolución que da primacía a que la efectividad práctica del fallo de amparo frente al derecho del tercero, aun cuando éste sea adquiriente de buena fe, puesto que el interés público que existe en el cumplimiento del fallo constitucional conduzca necesariamente al restablecimiento comple​to del orden jurídico vulnerado por la violación de garantía declarada en dicho fallo, con la consiguiente restitución de las cosas al estado anterior de la violación, es más atendible y de mayor importancia que la garantía de audiencia del tercero afectado con la ejecución del pro​pio fallo protector, en razón de que la sentencia del Tribunal estableci​do expresamente a ese efecto, que declara que es violatoria de garan​tías la actuación de la autoridad responsable que privó al promovente del amparo de su posesión o de su derecho, reviste a esa posesión o a ese derecho de una protección explícita y directa, fundada en el pre​cepto constitucional relativo, que precisamente por tal calidad le da preferencia sobre cualquier derecho de tercero, que aunque esté titu​lado, no está a su vez protegido por una declaración similar a la de garantías que se cumplimenta, y el tercero afectado por el material cumplimiento del fallo de amparo, tiene expedita su acción para hacer valer la preferencia de su derecho frente a quien obtuvo la satisfacción del suyo mediante la ejecución de dicho fallo de amparo; de otra manera, si ese derecho de tercero debiera prevalecer sobre la senten​cia protectora de garantías y fuera suficiente para impedir su ejecu​ción; la decisión de la justicia constitucional quedaría burlada por no poder alcanzar la restitución, que en el sistema del control constitu​cional debe ser su resultado, como con toda precisión dispone el artí​culo 80 de la Ley de Amparo y que para la persona agraviada es la fina​lidad práctica y material de su acción de garantías.

Carlos Arellano García manifiesta que si al tercero extraño que es afectado por una ejecución o cumplimiento exactos, no se le concede el recurso de queja, por lo que se llevará a cabo la ejecución o cumpli​miento, ello no quiere decir que le afecte total y definitivamente ya que puede intentar con posterioridad el juicio correspondiente, de carácter ordinario, para hacer valer sus derechos contra el quejoso, por lo que no hay violación a la garantía de audiencia del artículo 14 constitucional y no cabe duda que el interés público en que se cum​plan rigurosamente las sentencias de amparo tienen una mayor importancia que el interés privado del tercero extraño. Por ello es que la sentencia de amparo se ejecuta o cumple sin que le puedan detener derechos del tercero extraño, éstos se salvaguardarán a posteriori mediante el juicio común correspondiente que siga contra el quejoso que obtuvo, en detrimento de los derechos del tercero extraño’

Como puede observarse, existen opiniones contrarias en cuanto a la actual reglamentación que se le da a los terceros extraños al juicio de amparo, respecto al cumplimiento de las ejecutorias que en dichos juicios se dictan, de tal suerte que previamente a cualquier postura personal que en el caso pudiera tomar, creo oportuno previamente responder a las siguientes interrogantes que al respecto se me pre​sentan; ¿conforme a nuestra forma de gobierno Democrático, es correcto que prevalezca el interés público sobre el interés particular?, y ¿existe realmente en el respeto a la garantía de audiencia del tercero extraño, únicamente un interés particular?

Para poder dar respuesta a la primera interrogante planteada, es necesario hacer una somera referencia al fin que persigue la Democra​cia como doctrina política.

La posible identificación de un esquema político depende de las características que asume la interdependencia de tres factores: el individuo, la colectividad y el Estado.

De esta manera podemos identificar como las doctrinas políticas predominantes de nuestra época, al Socialismo, al Liberalismo (Capi​talismo) y a la Democracia.

El liberalismo (individualismo que da preponderancia al individuo en el esquema político), cuya expresión contemporánea es la demo​cracia liberal, tiene como finalidad, en lo filosófico, salvaguardar los llamados “derechos inherentes” a la condición humana encarnados en cada individuo: derecho a la vida, la libertad, la felicidad. En lo ma​terial, garantizar la propiedad privada, con sus complementos insepa​rables: la iniciativa y la empresa privada.

Dentro de este esquema, la colectividad debe estar organizada y regida de modo que permita y asegure el respeto y el ejercicio de aquellos “derechos inalienables”. Sólo hay un límite para el desarrollo de la actividad individual y es aquel que demarca y protege los dere​chos de los demás, los órdenes ético y jurídico y aún religioso se encargarán de asegurar la coexistencia pacífica y armónica de las pre​rrogativas individuales.

El Estado no hará otra cosa que supervigilar y garantizar el desenvol​vimiento de la convivencia social. Tanto mejor desempeñará su papel el Estado. -dice el individualismo liberal- cuando menor sea su intro​misión en el libre juego de las llamadas “leyes naturales” en la filosofía, o “leyes del mercado” en la economía. El Estado es una especie de gendarme necesario pero incómodo, cuya presencia debe reducirse al mínimo estrictamente indispensable.

El individuo es pues, el protagonista y objetivo final de este orden político-económico. La colectividad lo sirve; el Estado lo protege.

Dentro de la concepción colectivista (con preponderancia de la colectividad), que engloba a las diversas formas del socialismo, el individuo deja de ser un fin en sí mismo; lo es, solamente, en la medi​da en que forma parte de la colectividad. La meta de la felicidad indi​vidual queda sustituida por la de la felicidad colectiva. Al hacerse evi​dente que, en la práctica, las prerrogativas individuales no se desen​vuelven y desarrollan solamente dentro de sus límites sino que tien​den a invadir las prerrogativas ajenas y a servirse de ellas para benefi​cio propio, surge el nuevo concepto: quien debe servir no es la colecti​vidad al individuo sino éste a aquélla. Y, al contribuir a la felicidad colectiva, el individuo se hace acreedor a la justa parte de felicidad como miembro integrante de la colectividad. A eso y nada más; queda entendido por supuesto, que la distribución de los beneficios colecti​vos, tanto morales y jurídicos como materiales debe ser igualitaria sin que quepa ninguna forma de privilegio. 

En este sistema, la única propiedad respetable es la que cumple una función social. El individuo y el Estado sirven a la colectividad sin reservas, desempeñando funciones coadyuvantes. 

Una posición intermedia, entre las dos corrientes anteriormente expuestas, es la que persigue la Democracia.

La palabra “democracia” proviene de los vocablos griegos Demos,  pueblo, y Kratos, autoridad o gobierno. La democracia propugna el concepto de soberanía popular, o sea, el derecho del pueblo todo a gobernarse por sí mismo, con finalidades que representa el interés de todo el pueblo.  La democracia presupone la igualdad de los hombres y su derecho igualitario tanto a ejercer la soberanía popular como a alcanzar los fines que de acuerdo con los conceptos esenciales de la filosofía liberal, tiene el hombre. 

Los requisitos que dan sello de autenticidad a un régimen democrático son: 

El sufragio o voto popular a través del que se expresa la voluntad del pueblo.  Al emitir su voto, cada ciudadano pone en juego, volunta​riamente, la parte que le toca a la soberanía popular.

Un estatuto constitucional o cuerpo fundamental de leyes, que establece y limita los derechos y atribuciones del individuo y del Esta​do, y las relaciones de uno con el otro, a fin de evitar el abuso de la libertad por parte de los individuos y el exceso de autoridad de los gobernantes.

La división de poderes dentro del estado. Un Estado centralizado tendería naturalmente al autoritarismo despótico. En la Constitución existen normas fijas e inviolables, en virtud de las cuales los tres poderes (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) cumplen sus respectivas funciones y se controlan entre si.

La adopción y vigencia de principios fundamentales (establecidos en la Constitución y en las leyes secundarias) destinados a garantizar la vida, la igualdad y las formas capitales de libertad de los ciudada​nos: libertad de pensamiento, de culto, de expresión, de petición, de asociación, de tránsito, etc. El ejercicio de esas libertades está condi​cionado solamente a los SUPERIORES intereses del ORDEN SOCIAL: seguridad del Estado y coexistencia pacífica de los derechos indivi​duales. Los derechos de cada uno se extienden, sin trabas, hasta el punto en que pudieren ser lesivos para los derechos de los demás y allí se detienen. El concepto de que esos derechos existen como atri​buto inherente a la condición humana, y que se deben respetar, cons​tituye la esencia ético-política de la democracia.

Con base en lo anteriormente expuesto se puede responder la pri​mera interrogante planteada en el sentido de que en este sistema democrático si debe imperar sobre el interés particular el interés público, pero siempre con respeto al mínimo de derechos que como gobernados poseemos.

Por lo que se refiere a la segunda interrogante, en el sentido de determinar si únicamente existe en el respeto a la garantía de audien​cia de los terceros extraños un interés particular. en mi opinión, resul​ta evidente que en el respeto a dicha garantía, existe un interés públi​co, ya que a través del respeto que se le dé a la misma, se estará dando el debido cumplimiento a una disposición de índole constitucional, y es innegable que el respeto a la Constitución reviste en sí mismo un interés de esta naturaleza, debido a que es esta ley el fundamento jurí​dico de todo el orden social y jurídico que existe en nuestro país.

De tal suerte, podemos concluir que, conforme a nuestro orden constitucional, sí debe concederse a los terceros extraños al juicio de garantías, la facultad de ser oído y vencido en juicio, a través de la con​cesión del ejercicio de la acción de amparo, en el caso concreto de que se estén perjudicando sus intereses o derechos, por la ejecución ma​terial de una ejecutoria de Amparo.

Negarles el ejercicio de la acción de amparo no solamente implica la violación a la garantía de audiencia consignada en el artículo 14 cons​titucional sino a la garantía de igualdad, prevista en el artículo lo. de la propia Constitución, efectivamente el citado precepto establece que: “En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restrin​girse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece”.

La igualdad jurídicamente se traduce en que varias personas, en número indeterminado, que se encuentren en una determinada situa​ción tengan la posibilidad y capacidad de ser titulares cualitativamen​te de los mismos derechos y contraer las mismas obligaciones que emanan de dicho estado.

Así pues, sería contradictorio desde el punto de vista meramente de esta garantía, que al encontrarse dos personas en la misma situación jurídica (quejoso y tercero extraño), a una se le conceda la facultad de ser oído en defensa de sus garantías a través del juicio de Amparo y a la otra no, misma situación jurídica que se traduce en la afectación de derechos con violación a las garantías tuteladas por la Constitución.

Estas consideraciones crean un dilema entre la posición de soste​ner, por un lado, la ejecutividad de las sentencias de Amparo y su efi​cacia y la respetabilidad de las garantías del tercero extraño al juicio, por el otro.

Para poder dar una solución, es necesario así mismo, independien​temente de las consideraciones teóricas y constitucionales, hacer una consideración sobre las consecuencias prácticas que tendría el conce​der de una manera genérica el juicio de Amparo a todo tercero extraño al juicio de garantías, en el cual se esté complementando material​mente la sentencia dictada en el mismo, y que afecte su esfera jurídica de derechos.

Como es fácilmente previsible, el conceder el juicio de amparo a todo tercero extraño al juicio, implicaría poner en grave peligro la efectiva observancia de las ejecutorias que se dicten en estos casos, haciendo en la mayoría de los juicios, imposible la restitución al que​joso en el goce de sus garantías violadas y la restitución de las cosas al estado que guardaban con anterioridad a la violación, ya que basta​ría que el tercero perjudicado en juicios del orden civil que es donde más se dan estos casos, transmitiera a otro la propiedad o la simple posesión de la cosa litigiosa, para poder detener los efectos que impli​ca una ejecutoria de Amparo, lo que pondría en grave riesgo la seguri​dad jurídica que se persigue a través del juicio de Amparo, así pues, aunque en ambos casos encontramos al interés público, es de mayor jerarquía el del cumplimiento de las ejecutorias de amparo, que el conceder la garantía de audiencia a los terceros extraños, que vean afectados sus intereses por la ejecución de una sentencia.

En consecuencia, el ejercicio de la acción de amparo por parte de terceros no es aceptable de un modo genérico, sin embargo, con el propósito de evitar que se vean afectados en su totalidad los terceros, al igual que lo hace el licenciado Ignacio Burgoa’, creo conveniente que en los casos de bienes inmuebles, se respete conforme a las ins​cripciones del Registro Público de la Propiedad a los terceros de bue​na fe que hayan adquirido el bien de una persona que en el propio registro aparecía con derechos o facultades para ello, al respecto manifiesta el citado jurista que, sólo mediante la anotación preventiva que el quejoso haga de su demanda, puede armonizarse la ejecutivi​dad de las sentencias constitucionales, con la respetabilidad de las garantías del o de los terceros que puedan adquirir dichos bienes registrables. Conforme a lo anterior, al registrarse la demanda que se intente y que tenga por objeto determinado bienes inmuebles, los ter​ceros adquirientes posteriores a dicha inscripción no se considerarán procesalmente terceros o extraños, sino causahabientes del que en el juicio de Amparo figure como tercero perjudicado.

En efecto, cuando un bien principalmente inmueble constituye la materia del amparo, es decir, si se encuentra subjudice en un juicio de garantías, la sentencia que en éste se pronuncie sólo puede ser ejecu​table frente al adquiriente si la transmisión respectiva se hubiese efectuado con posterioridad a la promoción de la demanda constitu​cional y si de esta circunstancia hubiese tenido conocimiento el adquiriente, con lo que éste asume el carácter de causahabiente de transmitente en el amparo respectivo, quedando sujeto, en relación con el bien adquirido, a los resultados procesales del juicio correspon​diente. El conocimiento de la previa promoción de la demanda de garantías y, por ende, de la calidad litigiosa del bien, sólo puede cons​tatarse desde un punto de vista pragmático y tratándose generalmen​te de inmuebles, mediante la anotación preventiva de la demanda en el Registro Público de la Propiedad, ya que en ausencia de la anota​ción, es muy difícil que el adquiriente se entere de la situación del bien adquirido o se demuestre que lo adquirió a sabiendas de ella.

Con la citada inscripción, quien celebre alguna operación -compra​venta, hipoteca, arrendamiento- sobre una propiedad que está sujeta al resultado del amparo, sabríamos o podría saber que se trataba de un bien litigioso, y si esto no obstante, lo adquiría o lo admitía como garantía hipotecaria o lo tomaba en arrendamiento, y después se amparaba al quejoso y en ejecución de la ejecutoria se le priva de la posesión o de la propiedad o de los derechos que en él tuviera, el ter​cero sería víctima de su imprudencia o su descuido; pero no de la injus​ticia que se comete privándole de un bien que adquirió de buena fe, fiado en la protección que las leyes han establecido para los terceros mediante la publicidad del Registro Público de la Propiedad, según el cual ese inmueble no estaba subjudice en el momento en que el terce​ro contrató, y esa inscripción se puede hacer en todas y cada una de las entidades federativas, ya que el articulo lo. del Código Civil del Distrito Federal dice que éste es aplicable en toda la República en asuntos del orden federal.

En este orden de ideas, se propone una reforma al  artículo 73 en su fracción relativa el que dispondrá:

El juicio de Amparo es improcedente:

II.- Contra resoluciones dictadas en los juicios de Amparo o en eje​cución de las mismas, EXCEPTUANDO LOS CASOS EN QUE SE TRATE DE TERCEROS EXTRAÑOS AL JUICIO DE BUENA FE, SEGUN LAS INSCRIPCIONES QUE APAREZCAN EN EL REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD, Y QUE HUBIESEN ADQUIRIDO EL BIEN MATERIA DEL JUICIO, ANTES DE LA INSCRIPCION PUBLICA DEL GRAVAMEN O EMBARGO RELACIONADO CON LA CONTIENDA JUDICIAL, O CON ANTERIORIDAD A LA PROMOCION DEL JUICIO.

Con la anterior reforma a la Ley de materia se lograría en parte contribuir al fin inmediato del Derecho: El mantenimiento eficaz y equitativo del orden Jurídico, el que se traduce en el soporte de todas las relaciones que surgen en nuestra sociedad, y en el único medio posible de obtener un desarrollo armónico y pacífico, como regulador de los intereses que surgen entre los integrantes de la propia Socie​dad. (Alfredo Rodrigo Lagunas Rivera, Tomo III, páginas 1521 a 1536)

III.  Contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de amparo que se encuentre pendiente de resolución, ya sea en primera o única instancia, o en revisión, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas;

PROPUESTAS

El artículo 51 establece que cuando el Juez de Distrito ante quien se haya promovido un juicio de amparo, tenga conocimiento de que otro está conociendo de un diverso juicio promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diversos, dará aviso inmediato a dicho juez por medio de oficio, acompañándole copia de la demanda con expresión del día y la hora de su presentación.

En el análisis de la acumulación de juicios, nos percatamos que ésta es una fase procedimental por donde los expedientes deben reunirse o “acumularse”, a fin de que su substanciación se lleve a cabo ante un solo juez, quien deberá fallarlos en una misma sentencia, tomando en cuenta el principio de economía procesal y a fin de evitar sentencias contradictorias.

En efecto, se establece que procede la acumulación sólo en juicios de amparo que se estén substanciando ante los jueces de distrito en amparo indirecto, no así en los juicios que se tramiten ante los Tribunales Colegiados de Circuito o en amparos directos.

La figura procedimental en comento puede ser tramitada de oficio o a petición de parte, quedando establecido también que el Tribunal competente para conocer y resolver la procedencia de la acumulación, lo es el Tribunal Colegiado de Circuito cuando los Jueces de Distrito pertenezcan a un mismo circuito, y si se promueve ante el superior jerárquico de la autoridad responsable, será competente el Juzgado de Distrito que ejerza jurisdicción en el lugar donde se ejecutó el acto reclamado; disponiéndose además, que deberán acumularse los juicios de acuerdo con su antigüedad, es decir se integrará al expediente más antiguo, el más reciente, pero si los dos se presentaron y se promovieron en la misma fecha y hora, el Tribunal competente será el que resuelva dicha cuestión, sin especificar quien.

El incidente de acumulación deberá tramitarse en una sola audiencia, en la que se hará una relación de los juicios, se citará a las partes para que por medio de alegatos expresen lo que a su derecho convenga, y el juez dictará la resolución que corresponda, contra la cual no procede recurso alguno.

Recibido el oficio por el juez requerido, las partes podrán presentar sus alegaciones, dentro del término de tres días, decidirá dentro de las veinticuatro horas siguientes sí se trata del mismo asunto, y si resulta que su conocimiento le corresponde a él, comunicará la resolución al juez requiriente. Si el juez requerido decidiera que no se trata del mismo asunto y reconociere la competencia del otro juez le devolverá los autos relativos; caso contrario, sólo le comunicará su resolución. Si el juez requiriente estuviere conforme con la resolución del requerido, lo hará saber a éste remitiéndole, en su caso, los autos relativos, o pidiendo la remisión de los que obren en su poder.

Es necesario hacer notar que contra las resoluciones que se dicten o que recaigan a la acumulación no procede recurso alguno, según lo establece la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación número veinticinco visible a fojas cuarenta y seis, octava parte común al Pleno y a las Salas del último apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995.

Los actos que produce el incidente de acumulación, como el oficio por el que un Juez pide a otro que le remita los autos para que se lleve a cabo la acumulación, consisten en suspender el procedimiento en los juicios que han de acumularse mientras no se decidan sobre dicha cuestión.

El artículo 73 de la Ley de Amparo expresa los casos de improcedencia del juicio de amparo que según el artículo 74 fracción III serán materia de sobreseimiento de la acción ejercitada; así entendemos por “improcedencia”, la situación procesal en la cual, por no reunir o existir todos los supuestos procesales del juicio constitucional, no debe admitirse la demanda de amparo ni tramitarse el juicio.

Según el artículo 103 Constitucional, el juicio de amparo es procedente cuando se reúnan los siguientes supuestos: Que exista un acto; que ese acto provenga de una autoridad; que la autoridad a través de ese acto viole garantías individuales y que el agraviado solicite la protección de la justicia federal.

De lo anterior se aprecia que la propia Carta Magna estableció las causas de improcedencia del juicio de amparo; por lo que al darle vida como tutelador de las garantías individuales, se plasma la forma y procedimiento respectivos, a éstas causales de improcedencia se han llamado actos ordinarios o legales.

Cabe reiterar que las causas de improcedencia previstas en el citado precepto de la Ley de Amparo no son las únicas que contempla dicho ordenamiento, si bien puede decirse que no hay más causas de improcedencia que las enunciadas expresamente por la Ley o que implícitamente se tengan en las mismas.

Lo anterior significa que el órgano jurisdiccional no puede aplicar otras causas de improcedencia diversas, sino tan sólo las que expresamente señala el artículo 73, aunque existen otras que no están previstas en el dispositivo en comento, sino que, combinados con éste, nos presentan por ejemplo, la causal de sobreseimiento, como puede observarse a continuación:

De la fracción XVIII del artículo 73 en combinación con el artículo 4, ambos de la ley de la materia, se desprende que, por no promoverse el juicio por la parte a quien perjudica el acto o la Ley que se reclama, se está en presencia de una causa de sobreseimiento, establecida en el artículo 74 fracción III.

La figura de la improcedencia es de orden público y debe declararse de oficio, aunque las partes no la soliciten, en cualquier momento procesal del juicio.

La improcedencia, como ya se dijo, produce el sobreseimiento del juicio de amparo; sin embargo, no a toda demanda de amparo corresponde una sentencia que resuelve la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado y esto se debe a que existen diversos criterios que hacen procedente el juicio de amparo, de tal manera la resolución que, en su caso, se dicte sólo declarará que el juicio ha sido improcedente, sobreseyéndolo, sin entrar al fondo del estudio constitucional del acto reclamado.

La fracción III del artículo en comento, expresa que el juicio de amparo es improcedente contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de amparo que se encuentre pendiente de resolución, ya sea en primera o única instancia, o en revisión, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.

Esto es, en virtud del principio de economía procesal y para poder evitar sentencias contradictorias y aún diferentes sobre una misma controversia, la Ley prohibe se interpongan otros juicios que pudieran iniciarse ante el mismo juzgado o ante otro diferente, variando únicamente los conceptos de violación, cuando uno idéntico esté pendiente de resolución.

Tenemos que el artículo 73 fracción III de la Ley de Amparo refiere a una causal de improcedencia de un juicio de amparo pendiente de resolución, sea que se encuentre en el Juzgado de Distrito, o ante los Tribunales Colegiados.

Dicha causal presupone que el amparo pendiente de resolución haya sido promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.

Por su parte, el artículo 51 de la misma Ley, que se refiere a la acumulación, establece que cuando un Juez de Distrito ante quien se promueve un amparo tenga conocimiento de que otro está conociendo de un diverso juicio promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diversos, iniciará los trámites correspondientes a la acumulación en los términos que en el mismo artículo prevé.

De lo anterior, se deduce que la causal de improcedencia prevista por el artículo 73 fracción III y los requisitos que establece el artículo 51 referente a la acumulación, hacen referencia a lo mismo, ya que ambos preceptos exigen que se trate del mismo quejoso, las mismas autoridades, el mismo acto reclamado y finalmente, citan al hecho de que los conceptos de violación puedan ser diversos.

La causal de improcedencia que se manifiesta en el precepto referido debe desaparecer para que opere en su lugar la acumulación por las razones que se han expuesto.

CRITERIOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION.

"AMPAROS PROMOVIDOS POR EL MISMO QUEJOSO.- Si las autoridades responsables son las mismas en dos juicios de amparo promovidos por el mismo quejoso, pero los actos reclamados y en especial el de aplicación son diversos, no procede sobreseer el juicio de amparo".

Séptima Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 16 Tercera Parte

Página:    58

IMPROCEDENCIA, CAUSAL DE, POR EXISTENCIA DE OTRO JUICIO DE AMPARO. SE REQUIERE DEMOSTRAR QUE SE REFIERE A LAS MISMAS AUTORIDADES RESPONSABLES E IDENTICOS ACTOS RECLAMADOS.  La Ley de Amparo exige para que opere la causal de improcedencia por existencia de juicio de amparo anterior, prevista por la fracción III del artículo 73 de la Ley de Amparo, únicamente la presencia de los siguientes requisitos: a) Que la ley o acto que se reclamen, sean materia de otro juicio de amparo; b) Que ese juicio esté pendiente de resolución, ya sea en primera o única instancia o en revisión; y c) Que ambos juicios de garantías estén promovidos por el mismo quejoso o quejosos, contra las mismas autoridades responsables y por el mismo acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.

"ACTOS RECLAMADOS EN JUICIO DE GARANTIAS ANTERIOR, CUANDO OPERA LA IMPROCEDENCIA QUE EL AMPARO CON MOTIVO DE,. El juicio de garantías contra un acto reclamado en un amparo anterior es improcedente, aunque en uno de tales amparos se hayan hecho valer violaciones a las leyes del procedimiento y en otras violaciones de fondo, por que de acuerdo con lo dispuesto por el Artículo 73 fracción III y IV de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, la invocada causal de improcedencia opera con independencia de que las violaciones constitucionales aducidas en dichos juicios sean diversas".

Amparo en Revisión 7488/81.- Máximo Juárez Miguel (Poblado de San Francisco Jaltepetongo Municipio del mismo nombre, Estado de Oaxaca) (Acumulación).- 29 de noviembre de 1982.- 5 votos ponente Carlos del Río Rodríguez.- Secretario Wilfrido Castañon León.- Informe de 1983.- Segunda Sala, pág. 70.

“ACUMULACION DE LOS JUICIOS DE AMPARO. LA ABSTENCION DE LOS JUECES DE DISTRITO PARA DECRETARLA, NO ES VIOLATORIA DEL ARTICULO 57 DE LA LEY DE AMPARO.- El Artículo 57 de la Ley de Amparo establece que los jueces de distrito podrán decretar la acumulación de los juicios de amparo. Tales términos evidencian que se trata de una facultad potestativa que tienen los jueces de distrito para decretar dicha acumulación en los casos que el citado precepto señala, con el propósito que seguramente tuvo en cuenta el legislador, de evitar que se pronunciaran resoluciones contradictorias en juicios de garantías en que los actos reclamados son los mismos, y por economía procesal, a fin de que en una sola sentencia se resolvieran todos los amparos acumulados, por lo que juez de distrito que se abstenga de tramitar la acumulación referida o no resulta violatorio del precepto legal invocado.”.

Amparo en revisión 6979/60.- Miguel Angel Díaz.- 22 de junio de 1973. 5 Votos. Ponente David Franco Rodríguez. Informe de la S. C. J. N. de 1973. Pág. 31 de la Sección correspondiente a la Tesis de la Sala Auxiliar, Sección Primera.

“ACUMULACION. PRECEPTOS QUE LA RIGEN. No se consideran normas fundamentales del procedimiento, su aplicación no priva de defensa a las partes.”.

Publicado en el apéndice de la jurisprudencia de 1917 a 1975, Tercera Parte, págs. 208 y 209 (en relación con el Artículo 91 Fracción IV de la Ley de Amparo).

Se ha sentado el criterio de que las violaciones procesales que hubiera podido cometer el Juez de Distrito al declarar improcedente la solicitud de acumulación, no encuadran dentro de ninguno de los supuestos de la fracción IV del Artículo 91 de la Ley de Amparo, que faculta al Tribunal de Segunda Instancia para conocer de violaciones cometidas por el Juez de Distrito durante la secuela del procedimiento, en los casos en que se hubieran violado las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicios de amparo, cuando el juez hubiera incurrido en alguna omisión que dejara sin defensa al quejoso o pudiera influir en la sentencia definitiva.

No puede estimarse que los preceptos que rigen la acumulación sean reglas fundamentales que norman el procedimiento con el amparo, ya que se trata de una cuestión que se plantea de manera eventual y por ello no puede estimarse fundamental; tampoco puede considerarse que las resoluciones sobre acumulación priven de defensa a las partes o influyan de manera decisiva en la sentencia definitiva, ni menos aún que priven de audiencia a las partes que tienen derecho a intervenir en el juicio.

“ACUMULACION. NO PUEDE RESOLVERSE EN LA REVISION.- Este Tribunal Pleno no puede ocuparse ahora del problema de acumulación que impropiamente se infiltra en el capítulo de agravios que ocupan nuestra atención, pues tal cuestión compete decidirla exclusivamente a los jueces de distrito, según se desprende de una recta interpretación de los artículos 57, 58 y 59 de la Ley Reglamentaria del Juicio Constitucional.”.

Tesis Pág. 265 Informe 1973. Pleno.

“ACUMULACION CARACTER DE LAS REGLAS QUE LA RIGEN.- No puede estimarse que los preceptos que rigen la acumulación sean reglas fundamentales que norman el procedimiento en el amparo, ya que la acumulación es una cuestión que se plantea de manera eventual y, por ello, no puede estimarse “fundamental”; tampoco puede considerarse que las resoluciones sobre acumulación priven de defensa a las partes o influyan de manera decisiva en la sentencia definitiva, ni menos aún que priven de audiencia a las partes que tienen derecho a intervenir en juicios.”.

Amparo en revisión 5196/70.- Raúl Ramos Willes y otros.- 4 de noviembre de 1971.- Unanimidad de 4 votos.- Ponente Jorge Iñarritu.- Informe rendido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por su Presidente: Sr. Lic. Alfonso Guzmán Neyra. De 1971 pág. 85.

“ACUMULACION. UNA VEZ SOLICITADA, DEBE SUBSTANCIARSE.- Atento a lo dispuesto por los artículos 50, 60 y 62 de la Ley de Amparo, cuando se solicite la acumulación de juicios diversos, el juez de distrito está obligado a substanciarla, citando a las partes a una audiencia, oyendo los alegatos que éstas produjeren y dictando la resolución correspondiente, suspendiendo previamente el procedimiento en el juicios principal.”.

Informe de 1981. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa de Primer Circuito. Pág. 80 y 81.

Actualmente, los conflictos que se susciten sobre resoluciones que en materia de acumulación pronuncien los Juzgados de Distrito, serán resueltos por los Tribunales Colegiados de Circuito y, en ningún caso, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, siendo el Tribunal competente para ello, aquél dentro de cuya jurisdicción resida el Juez de Distrito que previno. Como fácilmente se advierte, con esta medida, además de evitar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación entre al conocimiento de cuestiones que no resultan trascendentes, se logra una mayor celeridad en el desarrollo del juicio constitucional, con la circunstancia de que para desalentar la promoción de acumulaciones improcedentes, en caso de que así suceda, se impondrá a la parte que la promovió una multa de treinta a ciento ochenta días de salario.

La modificación al segundo párrafo del artículo 58 de la Ley de Amparo se hace cargo del problema relativo a los jueces de distrito de la jurisdicción del Tribunal Colegiado de Circuito, pero no resuelve quien decidirá el problema de la acumulación, si se trata de jueces de distrito que no son de la misma jurisdicción; además, regula el caso de duda sobre quien previno. En efecto, el segundo párrafo de este artículo se modificó para establecer que las dudas sobre la competencia del Juez de Distrito se decidirán por el Tribunal Colegiado de Circuito en caso de acumulación de demandas.

De Los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados, se desprende que para que se decrete la causal de improcedencia prevista por la fracción III del artículo 73 de la Ley de Amparo es necesario que se llenen los siguientes requisitos:

 Que la Ley o acto que se reclama es materia de otro juicio de amparo.

Que dicho juicio esté pendiente de resolución, ya sea en primera o en segunda instancia.

Que ambos juicios de garantías hayan sido promovidos por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades responsables y por el mismo acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.

Si el Tribunal que decreta la acumulación de juicios de amparo la solicita, y el Juez de Distrito niega tal petición, de acuerdo con el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia en el Informe de 1973, pág. 31, Sala Auxiliar, Sección Primaria, esta facultad (la de decretar la acumulación) es POTESTATIVA del Juez de Distrito y si niega la solicitud de acumulación, resulta que esta actitud no infringe lo dispuesto por el artículo 57 de la Ley de Amparo, pues se sostiene que los preceptos que rige la acumulación no se considera normas fundamentales del procedimiento y no puede decirse que el solicitante de la acumulación haya quedado en estado de indefensión.

Contrariamente a lo sustentado por el máximo Tribunal de Justicia en relación a las normas que rigen la acumulación, se deja al solicitante en un completo de estado de indefensión, porque al hacer del conocimiento al Juez de Distrito que existen dos juicios de amparo tramitados ante juzgados diferentes y que se encuentran pendientes de resolución; un Juez Federal puede negar la acumulación en un caso previsto por la Ley de Amparo, es decir, basado en el criterio que conforme a lo dispuesto por el artículo 57 debe decretarse la acumulación, ya que es una facultad potestativa, y en lugar de conceder la acumulación solicitada sobreseé el juicio; con lo que pudiera llegar a darse el caso de infringir todo lo relativo a las reglas que rigen la acumulación.

Es muy importante destacar que si existen dos juicios de garantías promovidos por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades responsables, por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diferentes, y algunos de estos juicios es sobreseído con apoyo en los artículos 73 fracción III y 74 fracción III de la Ley de Amparo, podría estimarse que dicho sobreseimiento no causa perjuicio al quejoso porque sus intereses jurídicos estarían protegidos, pero sucede que cuando los dos jueces de distrito tienen conocimiento de los juicios de garantía promovidos ante juzgados diferentes, ambos decretan el sobreseimiento con apoyo en la causal antes mencionada, en lugar de decretar la acumulación, por lo que obviamente el quejoso queda en estado de indefensión.

Consideramos que debe dársele un enfoque más adecuado a la redacción del artículo 73 fracción III, para hacerlo acorde con las reglas que rigen la acumulación.

En este sentido y, de acuerdo con las normas que rigen la acumulación, y en función del problema planteado, se concluye que la causal de improcedencia debe desaparecer, quedando subsistente las reglas que rigen la acumulación y estableciéndose el recurso que resultara procedente para combatir la negativa de la acumulación.

HIPOTESIS:

El incidente es toda cuestión contenciosa que surge dentro de un juicio y que tiene con este una estrecha relación.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley de Amparo, en los juicios de garantía no se substanciarán más artículos del previo y especial pronunciamiento que lo expresamente establecido por esta Ley, como artículo que es de carácter limitativo y no enunciativo.

Dentro del juicio de amparo se considera como incidentes de previo y especial pronunciamiento los siguientes:

De Nulidad de Notificaciones.

De Competencia o Incompetencia del órgano jurisdiccional que conoce del asunto.

Incidente de Suspensión.

Incidente de Acumulación de Juicios.

La acumulación de autos en el amparo, es una institución por cuya virtud los expedientes deben reunirse a fin de que su substanciación se lleve a cabo ante un solo Juez, quien deberá fallarlos en una misma sentencia, por economía procesal y a fin de evitar sentencias contradictorias.

Sólo es dable la acumulación de juicios de amparo promovidos en vía indirecta más no respecto a los juicios de amparo promovidos en forma directa.

La acumulación puede tramitarse a petición de parte o de oficio por el órgano jurisdiccional.

La acumulación se basa en la litispendencia y en la conexión de la causa.

La improcedencia del juicio de amparo es de orden público y debe declararse de oficio.

La fracción III del artículo 73 de la Ley de Amparo prevé una causal de improcedencia basada en el principio de economía procesal para evitar el pronunciamiento de sentencias contradictorias.

Existe contradicción en lo dispuesto por los artículos 51 y 73 fracción III de la Ley de Amparo, pues en un momento dado se hace negatoria el trámite relativo a la acumulación previsto por el artículo 51, para en su lugar declarar improcedente el juicio en términos al artículo 73 fracción III, sin adentrarse al estudio de las violaciones constitucionales.

La abstención de los jueces de distrito para decretar la acumulación es, en realidad, una facultad potestativa de los mismos órganos federales.

La abstención de los jueces de distrito para decretar la acumulación es violatoria del artículo 57 de la Ley de Amparo.

Los preceptos que rigen la acumulación no se consideran normas fundamentales del procedimiento.

PROPUESTA:

Desaparecer la causal de improcedencia prevista y sancionada por el artículo 73 fracción III para que únicamente prevalezca la figura establecida en el artículo 51 que se traduce en la acumulación de juicios. ( Luis Ignacio M. Lujano Rivera, Tomo III, páginas 1953 a 1969)

IV.  Contra leyes o actos que hayan sido materia de una ejecutoria en otro juicio de amparo, en los términos de la fracción anterior;

V.  Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso;

PROPUESTAS

Presunción del interés jurídico.

Sólo un demente y además de buena posición económica, podría encontrar divertimiento en la promoción de un juicio de amparo cuando no estén realmente amenazados sus derechos o interese, pues esto le implicaría tomarse diversas molestias y sufragarlos considerables gastos y horarios inherentes a tal tipo de asuntos, sin beneficio alguno para su persona.

A pesar de lo expuesto, existe una verdadera maraña de precedentes y tesis jurisprudenciales en torno al “interés jurídico” que debe probar la parte quejosa a efecto de lograr la admisión de su demanda de garantías, maraña en la cual se atrincheran los malos juzgadores para deshacerse de miles y miles de juicios. Las exigencias que los quejosos deben satisfacer en torno al interés jurídico son variadísimas, destacando las dos siguientes resumidas al máximo: titularidad de un derecho público, subjetivo, exigible u oponible, derivado de una norma de derecho objetiva y, por otra parte, existencia de un daño, lesión o perjuicio con afectación inmediata y directa del bien jurídico tutelado.  Tales criterios pueden conformar múltiples combinaciones que toman impenetrable la jurisdicción del amparo.

Por otra parte, gravita sobre el particular afectado la carga de la prueba en cuanto a los presupuestos de la acción, siendo sumamente común que las demandas de amparo no se admitan por deficiencias sobre estos aspectos, sobre todo cuando las mismas son interpuestas contra leyes autoaplicativas o contra actos amañados o imprecisos de la autoridad administrativa.

Bastante ilustrativo sobre este tema es el bloqueo que sufrieron miles de contribuyentes que se inconformaron contra el impuesto de nóminas por no haber acreditado la existencia de sus relaciones obrero-patronales momento de presentarse las demandas de amparo, como también ilustrativos son los incontables casos en que no se entró al fondo de los juicios intentados contra el impuesto al activo, bajo la consideración de que las empresas no probaron la titularidad sobre bienes objeto de tal gravamen, lo cual es incalificable, pues resulta inconcebible que alguna empresa pueda operar sin tener cualquier tipo de activos registrados en su contabilidad.

Es este uno de los aspectos que amerita urgentemente enmendarse, concediendo presunciones de buena fe y veracidad a los particulares agraviados, para que no queden en estado de indefensión por errores formales de planteamiento de sus acciones o deficiencias probatorias. 

Indiscutiblemente, resulta muchísimo más condenable dejar desprotegido a cualquier ciudadano que tiene razones de fondo para concederle un amparo, por haber incurrido en omisiones o defecto al proponer su defensa legal, que otorgar la protección de justicia federal a quien no comprueba claramente su interés lesionado y, a pesar de ello, obtiene sentencia en tal sentido, lo cual por ciento ni siquiera a las autoridades responsables puede parar perjuicio. (Ivan Rueda Heduán, Tomo I, página 105 a 107)

Reformas en relación con el principio del agravio personal y directo. (artículos 102, fracción I de la Constitución y 4° de la Ley de Amparo).

24.- De acuerdo con el artículo 107, fracción I, el amparo solamente puede pedirlo la persona a quien agravia el acto de autoridad, disposición que se repite en el artículo 4° de la Ley de Amparo, preceptos que son la base de las fracciones V y VI del artículo 73 que disponen, la primera, que el amparo es improcedente contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso y la segunda, que el amparo no procede contra leyes autoaplicativas que no causen agravio con su sola vigencia.

El interés jurídico se ha definido por la Suprema Corte de Justicia como un derecho subjetivo, como un derecho protegido por la norma, y en el juicio de amparo los jueces lo aplican rígidamente para desechar la demanda o sobreseer el juicio.

Es obvio que el juicio de amparo, como todo juicio, sólo debe promoverlo quien tiene legitimación activa, es decir quien tiene una razón o motivos válidos, objetivos, para promoverlo.  Un juicio civil, por citar un ejemplo, deberá promoverlo aquél que pueda obtener un provecho o librarse de una carga con la sentencia. 

25.- Pero en el mundo de hoy han adquirido relevancia derechos que en otro tiempo no tenían importancia, derechos que incluso, ya han sido, de alguna manera, incorporados a la Constitución Federal, como son el derecho a la protección de la salud y el derecho a un medio ambiente adecuado, que implica conservación del aire, del agua, de la flora, de la fauna y la inexistencia de la contaminación (artículo 4° de la Constitución párrafos 4 y 5). El artículo 73, fracción XXV, concede facultad al Congreso para establecer y sostener en la República museos, bibliotecas, observatorios; para legislar sobre monumentos arqueológicos e históricos, cuando su conservación sea de interés nacional; y por ello debo decir que, por una parte, el Estado esta obligado a la conservación de los monumentos; de los bosques, de la flora y la fauna y por otra los particulares tienen el derecho de gozar de un medio ambiente adecuado lo que implica aire, agua limpios y protección de los desechos venenosos o radioactivos, etc. 

Pero es el caso que la protección concreta del bosque o del monumento, del agua o del aire, no implica un derecho subjetivo.  Si al Gobierno del Distrito Federal se le ocurre talar el Bosque de Chapultepec para construir un estacionamiento, los habitantes de la Ciudad, y si se quiere de la República, podrán escribir en contra del proyecto, manifestarse, obstruir calles y carreteras, pero no pueden pedir amparo, porque no tienen un derecho protegido, porque no son propietarios del Bosque de Chapultepec.

Y estos intereses, que se llaman intereses difusos, que yo definiría diciendo que son derechos de todos y de nadie, necesitan ser protegidos.  Podría pensarse y promoverse la protección, mediante algún juicio contencioso administrativo; pero esto implicaría, en realidad, la desprotección porque se trataría de expedir 33 leyes diversas, una federal, una del Distrito Federal y 31 de los estados, lo cual implica, a la postre, que de alguna manera habría aspectos que no se protegerían.

Y si el amparo se creó para proteger al individuo y a las sociedades de los abusos del poder, para proteger los derechos humanos, estos derechos, incluso aquéllos que no tienen titular, deben ser protegidos; pero con el sistema actual del agravio personal y directo, observando en forma absoluta el interés jurídico a raja  tabla no hay forma de pedir amparo a menos que, y en esto consiste la reforma, se acepte que  el amparo, cuando de este tipo de derechos se trate, sea promovido por interés simple; pero como esto es peligroso o puede dar lugar a abusos, debe adoptarse con mucho tiento, con mucho cuidado; vale decir, señalar en una enumeración cerrada aquellos casos en los cuales se podría aceptar el amparo por interés simple, que pudiera ser promovido por cualquiera que demostrara su deseo de que se protegiera la fauna, la flora, los monumentos, la belleza natural.

Para que esta reforma tuviera éxito, debería hacerse una segunda excepción al principio de relatividad.  En este caso la sentencia que se dictara debiera tener efectos universales.  Y debe tener efectos universales por la naturaleza del objeto, ya que cuando hay un interés difuso, ya se dijo que es un derecho de todos y de nadie; por consiguiente, si se obtuviera el amparo contra un acto u omisión de una autoridad que fuere en detrimento del bien protegido, la justicia federal protegería el bien en beneficio de todos, trátese de monumentos históricos, de la fauna, de la flora por lo que la sentencia debe tener efectos universales. ( Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1040 a 1043)

Respecto de la improcedencia prevista en el artículo 73 de la actual Ley de Amparo quisiera hacer los siguientes comentarios:

a) Los autores del juicio de garantías tuvieron como una de sus principales preocupaciones el éxito de la institución, ya que sabían que los controles constitucionales previstos hasta entonces, como el Supremo Poder Conservador, habían fracasado, por lo que pensaron en la necesidad de limitar lo más posible su procedencia, para que el juicio que en ese momento nacía no se viera como una amenaza por los poderes que iba a controlar, sino que por el contrario tuviera éxito y se convirtiera en una institución eficaz de protección de los derechos fundamentales consagrados en la constitución.

Una de las formas que encontraron para limitar el control jurisdiccional de la constitución se consagra en el principio de agravio personal y directo, el que me parece adecuado; sin embargo hay algunos casos en los que el gobernado sufre las consecuencias de los actos de autoridad contrarios a la constitución o a la ley, y no puede acudir al amparo porque no se le causa un daño concreto a su persona o todavía no se lo ha causado. En algunos de estos casos la autoridad actúa de manera impune, porque sabe que no existe manera de anular su acto o exigirle responsabilidad, por ello cuando se trate de actos contrarios a la constitución o a la ley y que afecten o puedan afectar a los intereses de la colectividad en general o de un grupo determinado de personas, como excepción, en lugar de exigirse un agravio personal y directo debería de bastar un interés simple o difuso, es decir que la persona que solicitare la protección federal pudiera hacerlo por el simple hecho de haberse producido un acto que pudiera causarle algún daño; claro esta que habría que tener mucho cuidado en determinar los casos en los que por excepción  procediera el juicio de garantías por interés simple.

Algunos de los casos en los que podría exigirse el interés difuso serían los siguientes:

Supóngase que la autoridad competente decide fraccionar el Bosque de Chapultepec para hacer en él un conjunto residencial y/o comercial. Si bien es cierto esto no ha sucedido todavía, no hay que olvidar que uno de los últimos actos del presidente López Portillo fue consecionar el Desierto de los Leones para la tala de árboles, lo que causó una gran deforestación en la zona, y el consecuente daño ecológico lo que puede traer consecuencias para la salud no sólo para los habitantes del lugar sino para todos los que viven en la ciudad de México, pero como esto no le causa un daño personal y directo a ninguna persona, nadie pudo impugnar ese acto.

Piénsese en la construcción de una termoeléctrica o alguna industria de carácter peligroso en una zona habitacional, con violación al uso del suelo, pero insisto, como ello no causa perjuicio a nadie en concreto, ninguna persona puede impugnar su autorización, y en este sentido se han pronunciado los tribunales federales.

Como se ve el tema de los intereses difusos es de gran relevancia y actualidad, por lo que creo que si se va a elaborar una nueva Ley de Amparo, cuando menos debe hacerse un estudio serio de la pertinencia de incorporarlos a la Ley de Amparo. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1634 a 1636)
VI.  Contra leyes, tratados y reglamentos que, por su sola vigencia, no causen perjuicio al quejoso, sino que se necesite un acto posterior de aplicación para que se origine tal perjuicio;

PROPUESTAS

Reformas en relación con el principio del agravio personal y directo. (artículos 102, fracción I de la Constitución y 4° de la Ley de Amparo).

De acuerdo con el artículo 107, fracción I, el amparo solamente puede pedirlo la persona a quien agravia el acto de autoridad, disposición que se repite en el artículo 4° de la Ley de Amparo, preceptos que son la base de las fracciones V y VI del artículo 73 que disponen, la primera, que el amparo es improcedente contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso y la segunda, que el amparo no procede contra leyes autoaplicativas que no causen agravio con su sola vigencia.

El interés jurídico se ha definido por la Suprema Corte de Justicia como un derecho subjetivo, como un derecho protegido por la norma, y en el juicio de amparo los jueces lo aplican rígidamente para desechar la demanda o sobreseer el juicio.

Es obvio que el juicio de amparo, como todo juicio, sólo debe promoverlo quien tiene legitimación activa, es decir quien tiene una razón o motivos válidos, objetivos, para promoverlo.  Un juicio civil, por citar un ejemplo, deberá promoverlo aquél que pueda obtener un provecho o librarse de una carga con la sentencia. 

Pero en el mundo de hoy han adquirido relevancia derechos que en otro tiempo no tenían importancia, derechos que incluso, ya han sido, de alguna manera, incorporados a la Constitución Federal, como son el derecho a la protección de la salud y el derecho a un medio ambiente adecuado, que implica conservación del aire, del agua, de la flora, de la fauna y la inexistencia de la contaminación (artículo 4° de la Constitución párrafos 4 y 5). El artículo 73, fracción XXV, concede facultad al Congreso para establecer y sostener en la República museos, bibliotecas, observatorios; para legislar sobre monumentos arqueológicos e históricos, cuando su conservación sea de interés nacional; y por ello debo decir que, por una parte, el Estado esta obligado a la conservación de los monumentos; de los bosques, de la flora y la fauna y por otra los particulares tienen el derecho de gozar de un medio ambiente adecuado lo que implica aire, agua limpios y protección de los desechos venenosos o radioactivos, etc. 

Pero es el caso que la protección concreta del bosque o del monumento, del agua o del aire, no implica un derecho subjetivo.  Si al Gobierno del Distrito Federal se le ocurre talar el Bosque de Chapultepec para construir un estacionamiento, los habitantes de la Ciudad, y si se quiere de la República, podrán escribir en contra del proyecto, manifestarse, obstruir calles y carreteras, pero no pueden pedir amparo, porque no tienen un derecho protegido, porque no son propietarios del Bosque de Chapultepec.

Y estos intereses, que se llaman intereses difusos, que yo definiría diciendo que son derechos de todos y de nadie, necesitan ser protegidos.  Podría pensarse y promoverse la protección, mediante algún juicio contencioso administrativo; pero esto implicaría, en realidad, la desprotección porque se trataría de expedir 33 leyes diversas, una federal, una del Distrito Federal y 31 de los estados, lo cual implica, a la postre, que de alguna manera habría aspectos que no se protegerían.

Y si el amparo se creó para proteger al individuo y a las sociedades de los abusos del poder, para proteger los derechos humanos, estos derechos, incluso aquéllos que no tienen titular, deben ser protegidos; pero con el sistema actual del agravio personal y directo, observando en forma absoluta el interés jurídico a raja  tabla no hay forma de pedir amparo a menos que, y en esto consiste la reforma, se acepte que  el amparo, cuando de este tipo de derechos se trate, sea promovido por interés simple; pero como esto es peligroso o puede dar lugar a abusos, debe adoptarse con mucho tiento, con mucho cuidado; vale decir, señalar en una enumeración cerrada aquellos casos en los cuales se podría aceptar el amparo por interés simple, que pudiera ser promovido por cualquiera que demostrara su deseo de que se protegiera la fauna, la flora, los monumentos, la belleza natural.

Para que esta reforma tuviera éxito, debería hacerse una segunda excepción al principio de relatividad.  En este caso la sentencia que se dictara debiera tener efectos universales.  Y debe tener efectos universales por la naturaleza del objeto, ya que cuando hay un interés difuso, ya se dijo que es un derecho de todos y de nadie; por consiguiente, si se obtuviera el amparo contra un acto u omisión de una autoridad que fuere en detrimento del bien protegido, la justicia federal protegería el bien en beneficio de todos, trátese de monumentos históricos, de la fauna, de la flora por lo que la sentencia debe tener efectos universales. ( Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1040 a 1043)
VII.  Contra las resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades en materia electoral;

VIII.  Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus respectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes, en elección, suspensión o remoción de funcionarios, en los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana o discrecionalmente;

Contra actos consumados de un modo irreparable;

PROPUESTAS

La fracción IX del artículo 73 de la Ley de Amparo señala la improcedencia del juicio de garantías cuando se haya consumado de manera irreparable el acto de autoridad, situación que es lógica si se toma en cuenta que el objeto de las sentencias de amparo es restituir al quejoso en el estado en que se encontraba antes de cometerse la violación. No obstante ello el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo permite el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, es decir en lugar de restituir al quejoso en el estado en que se encontraba antes de que se violaran sus garantías individuales, la ejecución de la sentencia de amparo se haría liquidando los daños y perjuicios que causo al quejoso el acto de autoridad violatorio de sus garantías.

Si bien estoy de acuerdo con el cumplimiento sustituto como un caso de excepción
, creo que deberían limitarse los casos en los que procede, pues en la ley no se establecen.  (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1638)

X.  Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica. 

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se considere irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente;

PROPUESTAS

Ciertamente, la exclusión del artículo 16 constitucional en el segundo párrafo de la fracción X, del artículo 73 de la Ley de Amparo, es un retroceso al espíritu garantista y proteccionista que hasta el momento ha influido en el actuar de la nueva conformación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues es palpable en los nuevos criterios que la misma ha emitido, su preocupación por que en realidad se administre justicia por los organismos jurisdiccionales que conforman al Poder Judicial de la Federación.

El infortunio de esta reforma radica en que ahora, la institución de la improcedencia gana de nuevo terreno al campo del estudio del fondo del juicio, pues la primera implica precisamente la imposibilidad legal de estudiar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un acto reclamado, y cuando se crean excepciones a la improcedencia, hablamos de que la autoridad judicial debe proceder a este estudio.

El hecho de eliminar causales de improcedencia o de poner excepciones a las mismas, compromete a la autoridad judicial a llevar a cabo su verdadera función, definir cuál es la situación de derecho que debe imperar en la controversia que se le plantea, y ello sólo se logra con la resolución de fondo.

La preocupación del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar y dar el verdadero alcance al párrafo segundo de la fracción X, del artículo 73 de la Ley de Amparo, se centró en cuanto a la orden de aprehensión y el auto de formal prisión; sin embargo la orden de aprehensión no es el único acto privativo de libertad que prevé el artículo 16 constitucional, pues como garantía este propio precepto legal, establece como casos de excepción al mandamiento de la orden de aprehensión, a la detención por flagrancia en la comisión de delitos y a la detención por casos de urgencia decretada por el Ministerio Público, también llamada detención administrativa por urgencia; en ambos casos, la autoridad judicial que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley, esto es, que tiene constitucionalmente la obligación de analizar al momento de radicar la consignación si en la detención del inculpado existió o no un caso de flagrancia o urgencia.

La preocupación actual radica en saber si la calificativa de la flagrancia o urgencia administrativa que impone la Constitución Federal en su artículo 16, a la autoridad judicial, también estaría incluida como un acto consumado por el cambio de situación jurídica al decretarse el auto de formal prisión en contra del inculpado.

Para esclarecer el planteamiento, recurramos a un ejemplo: Imaginemos que una persona es detenida por alguna corporación policiaca, que obviamente es una autoridad distinta al Ministerio Público, como probable responsable de un delito, y en forma inmediata es puesto a disposición del representante social, quien integra su averiguación previa y determina consignarlo ante el Juez de la instancia; esta última autoridad tiene la obligación en el auto de radicación de ratificar o no la detención del inculpado analizando si existió flagrancia o es un caso de urgencia administrativa; dicha autoridad judicial determina que existió flagrancia, ratifica la detención, y cita para la recepción de la declaración preparatoria; antes de que se determine la situación jurídica del inculpado, éste promueve juicio de amparo contra el auto de radicación porque considera que no se debió ratificar su detención, al no existir flagrancia; sin embargo antes de que se resuelva el juicio de amparo, se le dicta formal prisión, y se informa esta situación al Juez de Distrito en donde se tramita su amparo.

Bajo una óptica legal, estaríamos ante un cambio de situación jurídica, pues la privación de la libertad del inculpado, ya no es por la ratificación de la detención, sino por el auto de formal procesamiento, y como las garantías que prevé el artículo 16 constitucional no se encuentran ahora protegidas en la excepción que establece el reformado segundo párrafo de la fracción X, del artículo 73 de la Ley de Amparo, se tendría que decretar el sobreseimiento en el juicio constitucional, situación que obviamente resulta contrario al ya mencionado espíritu garantista de la actual Suprema Corte de Justicia de la Nación, y del contexto universal de protección a los derechos humanos.

Cabe señalar que antes de que se diera la reforma legal que nos ocupa, existían diversos criterios que no aclaraban esta situación, pues algunos de ellos consideraban que el juicio de amparo era improcedente si se reclamaba el auto que ratificaba la detención una vez que se había dictado el auto de formal prisión, otros señalaban que tenía que impugnarse en forma autónoma al auto de formal prisión, también había criterios que establecían que debía ser en forma conjunta con el auto de formal prisión, y claro existían aquellos que daban respuesta a este planteamiento a favor del quejoso, en el sentido de que se resolviera el fondo de su petición, y que no operaba la improcedencia por cambio de situación jurídica, no obstante que se dictara auto de formal prisión, existiendo como única coincidencia en los criterios de los Tribunales Colegiados, el hecho de que este acto no era reclamable en amparo directo. (Horacio Armando Hernández Orozco, Tomo I, páginas 237 a 240)

Consecuentemente al suprimirse en esta reforma el artículo 16 constitucional, es evidente que si el acto reclamado se hace consistir en una orden de aprehensión, y ésta fuera ejecutada, o bien el quejoso se presentara voluntariamente a rendir declaración preparatoria ante el juez de la causa, al emitirse el auto de formal prisión, o en su caso de sujeción a proceso, ello originaría la improcedencia del juicio de garantías por cambio de situación jurídica, de tal manera que la única posibilidad de que se llegara a analizar la constitucionalidad de una orden de captura, seria en dos casos, a saber:

El primero, que el quejoso no solicitara la suspensión del acto reclamado, pues de hacerlo, en términos del artículo 138 de la propia Ley de Amparo, adicionado con un segundo párrafo en el mismo decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el ocho de febrero del año en curso, estaría obligado a presentarse ante el juez de la causa en el término de tres días, pues se estableció que: "Cuando la suspensión se haya concedido contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa o el ministerio público, y en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida", por lo que consecuentemente, al presentarse el quejoso dentro de ese término ante el juez del proceso y después de rendir su declaración preparatoria, tendría que resolverse su situación jurídica dentro del término constitucional, y en caso de emitirse auto de formal prisión o de sujeción a proceso, ello provocaría necesariamente que se actualizara la causal de improcedencia a que se refiere la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, y consecuentemente el sobreseimiento en el juicio de garantías.

El segundo, que el quejoso permanezca evadido de la acción de la justicia, hasta en tanto se resuelve el juicio de amparo respectivo, en el que necesariamente se analizará la constitucionalidad de la orden de captura reclamada.

Esas dos opciones, a criterio de la ponente son perjudiciales, la primera para el quejoso, porque se ve obligado con motivo de la suspensión a presentarse ante el juez de la causa con el consecuente e inevitable cambio de situación jurídica que se originará y con ello, el sobreseimiento en el juicio de amparo; la segunda para la sociedad, la cual está interesada en que los probables responsables de la comisión de un hecho delictuoso no se evadan de la acción de la justicia.

Por tanto, debió efectuarse la reforma en términos diversos, pues aun cuando en la iniciativa correspondiente se indicó: "Se propone derogar el párrafo segundo de la fracción X del artículo 73, toda vez que en la actualidad, dicho dispositivo produce confusiones y duplicidad de procedimientos, imposibilita y aun interrumpe la función jurisdiccional tanto al juez constitucional como al juez natural, al permitir que los procedimientos transcurran hasta que se dicte sentencia definitiva en el juicio de amparo, pues al mismo tiempo que se sigue el proceso penal ante el juez natural, se tramita el juicio de control constitucional, contra la orden de aprehensión, pero con la incongruencia de que el hecho de que se conceda el amparo en estos casos, produce el efecto de anular todo lo actuado en el proceso ordinario y trae como consecuencia la libertad del encausado, no obstante que la privación de la libertad que éste sufre, ya no tiene como base la orden de aprehensión que se combatió en el amparo, sino un auto de formal prisión que con posterioridad le fue dictado, con la circunstancia de que para el momento de la concesión del amparo, pudieran haberse recabado nuevos elementos probatorios que hacen mayormente probable la responsabilidad penal del quejoso, en la comisión del delito que se le atribuye".

Y en el diario de debates del Senado de fecha diez de septiembre de mil novecientos noventa y ocho, en relación a esta iniciativa se desprende que se dijo: “de acuerdo con el párrafo segundo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, existe la posibilidad, en la mayoría de los casos, de que los procesos penales sean anulados por el efecto del otorgamiento del amparo que se promueva contra una orden de aprehensión a pesar de que se hubiere dictado el auto de formal prisión al quejoso sujetándolo al proceso correspondiente. En el caso particular, en la iniciativa se propone derogar totalmente el párrafo segundo del numeral de referencia, sin embargo, las comisiones dictaminadoras estiman la conveniencia de reformar dicho párrafo en lugar de derogarlo para excluir de él únicamente las cuestiones relativas a los amparos que se reclamen por violaciones al artículo 16 constitucional. No es saludable para el interés social el que un inculpado, que eventualmente resultara favorecido por la sentencia de amparo contra la orden de aprehensión, habiéndose probado su culpabilidad en la fase de instrucción, se anularan, por efecto de dicha sentencia, las actuaciones del proceso penal, quedando en libertad, aun cuando el ministerio público pudiera ejercer de nueva cuenta, con nuevos elementos, el ejercicio de la acción penal, ello causaría irritabilidad social justificada”. Reforma que en su oportunidad, fue aprobada por la Cámara de Diputados en los términos propuestos por el Senado.

La ponente considera que sin dejar de desconocer que la concesión del amparo contra la orden de aprehensión, con los criterios sustentados por la actual integración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación anteriormente citados, producía el efecto de anular todo lo actuado en el proceso ordinario y traía como consecuencia la libertad del encausado, sin embargo, ello se debía precisamente a que se daba la oportunidad de que se analizara la constitucionalidad de la orden de aprehensión reclamada, y si concedía el amparo, es incuestionable que ello se debía a que los elementos de prueba recabados durante la averiguación previa no habían resultado suficientes para sustentar la orden de aprehensión reclamada y en todo caso, esto era imputable a la representación social, que frecuentemente no integra adecuadamente las averiguaciones previas que consigna, y por tanto, la privación de la libertad del quejoso, resultaría ilegal, pero con la reforma en análisis no se estará en aptitud de analizar la constitucionalidad de ese acto, por lo que se hace totalmente nugatoria, en caso de que procediera, la concesión del amparo en favor del indiciado y quejoso.

En consecuencia, la ponente concluye que tal reforma atentó contra el objeto del juicio de amparo al impedir que se resuelva la constitucionalidad de la orden de aprehensión que se señale como acto reclamado, haciendo a un lado la armonía que debe prevalecer entre la procedencia del juicio de amparo y la tutela a la violación de garantías individuales, por lo que era innecesaria esta reforma, sobre todo, porque el alcance e interpretación del texto anterior del párrafo del precepto reformado, ya había sido definido por la actual integración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los términos ya expuestos, y fundamentalmente porque se daba la oportunidad de analizar la constitucionalidad de las determinaciones del juzgador desde el inicio del proceso. (María Eugenia Estela Martínez Cardiel, Tomo I, páginas 537 a 542)

2.- La desafortunada reforma realizada al artículo 73 fracción X de la Ley de Amparo recientemente vino a proscribir prácticamente el Juicio de Amparo contra la Orden de Aprehensión  junto con las reformas en materia de suspensión. Al eliminar el artículo 16 del precepto en comento, se considera que existe un cambio de situación jurídica al dictarse un auto de formal prisión, dejando sin efecto la orden de aprehensión; sin embargo, dicho precepto señal que solo habrá cambio de situación jurídica al dictarse sentencia de primera instancia tratándose de violaciones a los artículos 19 y 20 Constitucionales; sin embargo, dentro del artículo 20 están contemplados derechos que pueden ser vulnerados, como el derecho de defensa o el de ofrecer pruebas en la averiguación, pero que al estar dentro del artículo 20 Constitucional, no hay cambio de situación jurídica sino hasta sentencia; esto se antoja incongruente y falto de técnica, pero además se considera que no es restringiendo derechos como se combate a la delincuencia; idéntica situación ocurre a la inversa, cuando por reclamarse una falta de fundamentación y motivación contemplada en el artículo 16, sí hay cambio de situación jurídica aun y cuando se trate de un acto que por su naturaleza intrínseca no la genere. No se deben disminuir los instrumentos de defensa frente al Estado, sin hacer eficiente a las Autoridades. Por tanto, sugiero recuperar el texto anterior de este precepto y que quede de la siguiente manera el segundo párrafo de la fracción X de la Ley de Amparo:

ARTICULO 73: 

X- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - “Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 ó 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto.  La autoridad judicial  que conozca del proceso penal suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso una vez cerrada la instrucción, y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente.” (Jorge Chessal Palau, Tomo II, páginas  788 a 790)

Se deroga 2º párrafo (Ricardo Ojeda Bohórquez, Tomo II, página 819)

La derogación del segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo me parece acertada, pues así se terminarán todos esos problemas jurídicos que en la práctica generan a los jueces; así se podrá nuevamente sobreseer en el juicio de garantías por cambio de situación jurídica cuando en virtud de la presentación del quejoso a declarar en preparatoria ante el Juez de la causa, se le decreta auto de formal prisión o de libertad por falta de elementos para procesar. También serán inaplicables las tesis que interpretaron el párrafo derogado. (Ricardo Ojeda Bohórquez, Tomo II, página 825)

1.- Análisis de la garantía prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2.- La finalidad del juicio constitucional de amparo. 

3.- Análisis de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo.

3.1.- Texto anterior a la reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve.

3.2.- Exposición de motivos para la reforma.

3.3.- La Reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve.

4.- La efectiva tutela a la garantía prevista en el artículo 16 de la Constitución Federal.

1.- Análisis de la garantía prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece: 

“. . .

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y existan datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la responsabilidad del indiciado

. . .

En los casos de delito flagrante, cualquier persona puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad inmediata y ésta, con la misma prontitud, a la del Ministerio Público.

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder…”.

En el mencionado precepto se tutela la libertad física de todo individuo, misma que no podrá ser restringida sino en los casos y cumpliendo los extremos que la carta magna señala.

Por regla general un individuo sólo pude ser detenido por orden judicial de aprehensión. Como excepciones a esta regla general se tienen los casos de flagrancia y urgencia, en los cuales un individuo puede ser privado de su libertad, en el primer caso por cualquier persona o autoridad, y en el segundo por orden escrita de detención del Ministerio Público.

A través de estos lineamientos constitucionales, se pretende proteger a todo individuo de ser detenido en forma arbitraria, y el acto de molestia causado, necesariamente deberá estar precedido del mandamiento del juez que previamente haya analizado la averiguación previa consignada por el ministerio público, de donde se desprenda el acreditamiento del cuerpo del delito de que se trate así como la probable responsabilidad del inculpado, y que el delito imputado se encuentre sancionado con pena privativa de libertad. Las excepciones a esta regla general serán únicamente en tratándose de flagrancia y urgencia.

En el mandamiento constitucional que se comenta, se protege la libertad física del individuo frente al poder del Estado, y esto desde luego es justificable si atendemos a que la libertad constituye después de la vida el bien de mayor valor para el hombre.

El reconocimiento de la citada garantía individual obedece a que por vivir en un Estado Democrático de Derecho conforme a los lineamientos de la carta magna, el Estado y por tanto las autoridades deben ser respetuosos de los derechos constitucionales y por ello se protege la libertad física de los individuos, la cual únicamente se puede restringir en los casos establecidos previamente por la ley, observando siempre las formalidades y requisitos que ella establece. Nuestra constitución ha acogido los lineamientos señalados en su artículo 16 el cual establece que por regla general de todas las autoridades del Estado sólo los juzgadores tienen facultades para dictar órdenes que tengan por efecto privar de la libertad a una persona, pero aun cuando se faculta a la autoridad judicial para ordenar aprehensiones no puede hacerlo de manera discrecional y mucho menos arbitraria. Debe dictar una orden de aprehensión únicamente cuando se reúnan los extremos exigidos por la carta magna, de donde resulta que aún cuando se lo solicite el órgano de acusación faltando alguno de dichos elementos debe abstenerse de hacerlo, ya que de otro modo resultaría arbitrario y contrario al espíritu de la Constitución, que al limitar el poder a través del reconocimiento de los derechos fundamentales del hombre ha establecido un Estado Democrático de Derecho que tiene como premisa fundamental que todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste.

Por lo que la propia Constitución al reconocer tales derechos inherentes al ser humano exige a los distintos órganos que forman parte del Estado Mexicano su observancia y respeto, lo que implica que los mencionados órganos no tienen un poder ilimitado ni tampoco arbitrario, pues de ser así estaríamos en presencia de un Estado autoritario que concibe al hombre como una cosa y no como su razón de ser, lo cual estaría en abierta pugna con los principios fundamentales y rectores de la Constitución Política.

2.- La finalidad del juicio constitucional de amparo. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no se ha limitado únicamente al reconocimiento de los derechos fundamentales del hombre como lo es la libertad, sino que también prevé un mecanismo para hacer efectiva la observancia de tales derechos ante las autoridades estatales: El juicio de amparo.

A través del juicio de amparo se pretende proteger, tutelar o salvaguardar la fuerza de la Constitución, lo que necesariamente implica  el respeto de las garantías del gobernado, lográndose de esa manera el imperio de la ley fundamental sobre todos los actos de autoridad del Estado Mexicano y sobre todos los demás cuerpos legales. El juicio de garantías tiene como finalidad la observancia estricta de las garantías del gobernado que estatuye nuestra carta magna por todos los actos de las autoridades estatales; mediante su implantación se busca que todas las autoridades respeten las mencionadas garantías y que en caso contrario cuando el gobernado ha visto violada su esfera de derechos por alguna autoridad puede hacer valer este juicio para que el acto de autoridad que contraviene los derechos constitucionales de que es titular sea anulado o invalidado por los Tribunales Federales competentes para que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de ser conculcada su garantía, o bien, tratándose de omisiones, se obligue a la autoridad responsable a realizar los actos ordenados por las leyes, y se restituya de este modo el orden constitucional desconocido y negado por las autoridades responsables.

Es así que a través de la institución de amparo no sólo se protege al gobernado en su esfera jurídica contra los actos del poder público sino que ante todo se tutela a la ley suprema del país reafirmando su supremacía respecto de cualquier acto emanado de los poderes del Estado.

Al ser la libertad uno de los más caros bienes del hombre  existe la necesidad del imperio de un Estado Democrático de Derecho, el que se consigue cuando en sociedad todos los integrantes de ella respetan los derechos de los demás, tal respeto es necesario para una convivencia pacífica. Empero, esa conducta de respetar los derechos de los demás se debe imponer en primer lugar a las personas físicas que fungen como agentes o autoridades estatales. Si estas personas actúan despótica y arbitrariamente, desobedeciendo los mandatos constitucionales y dañando así a cualquiera de los miembros de la sociedad, sus actos deben ser invalidados por ser anticonstitucionales, restituyendo al gobernado en el goce de su garantía.

De esta manera se busca que la Constitución sea efectivamente la ley suprema del país, sobre la cual ninguna autoridad ni ley puede estar, constituyendo esto la soberanía constitucional, que primeramente debe ser acatada e impuesta a las autoridades estatales y posteriormente a los gobernados. La importancia de la inviolabilidad de la Constitución y por supuesto su observancia a cargo de las autoridades, se encuentra tutelada por el juicio de amparo, y significa la implantación del Estado Democrático de Derecho necesario en toda sociedad para su convivencia pacífica.

Corresponde al Poder Judicial de la Federación, conforme a los lineamientos constitucionales la salvaguarda de la Constitución Federal frente a la actividad de los otros dos poderes clásicos del Estado, Legislativo y Ejecutivo, así como de sus propios órganos jurisdiccionales cuando no actúan como tribunales de amparo, y de los poderes de las Entidades Federativas, en el orden estatal y municipal, como una garantía de equilibrio en el ejercicio del poder, sistema adoptado en el artículo 49 de la propia carta magna que parte del principio de la división de poderes obedeciendo a la máxima formulada por Montesquieu: “por la naturaleza misma de las cosas es necesario que sea el poder quien frene al poder”.

De ahí, que se haya creado el juicio de amparo, como un medio jurídico procesal, a través del cual se impongan los mandatos constitucionales aun de manera coactiva a los órganos estatales, cuando éstos han inobservado o desacatado, en perjuicio del gobernado, los mencionados mandatos fundamentales.

3.- Análisis de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo.

Originalmente la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo en vigor, solamente contaba con un primer párrafo, que decía:

 “El juicio de amparo es improcedente:

 . . .

X.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica ”.

Dicha fracción ha sufrido dos modificaciones, la primera de fecha diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro, en que se le adicionó un segundo párrafo; y la segunda, de fecha ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, en que se modificó el citado párrafo adicionado.

3.1.- Texto anterior a la reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve.

La fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, antes de su reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve establecía:

“El juicio de amparo es improcedente: 

…

X.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 ó 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso una vez cerrada la instrucción, y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente”.

3.2.- Exposición de motivos para la reforma.

En lo relativo a dicho numeral, el Ejecutivo Federal expresaba: 

“…La reforma a la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se justifica en la necesidad de adecuar las normas jurídicas a la realidad imperante, que día a día exige una evolución del derecho. Se propone derogar el párrafo segundo de la fracción décima del artículo 73, toda vez que en la actualidad, dicho dispositivo produce confusiones y duplicidad de procedimientos, imposibilita y aún interrumpe la función jurisdiccional, tanto al juez constitucional como al juez natural, al permitir que los procedimientos transcurran hasta que se dicte sentencia definitiva en el juicio de amparo, pues al mismo tiempo que se sigue el proceso penal ante el juez natural, se tramita el juicio de control constitucional, contra la orden de aprehensión, pero con la incongruencia de que el hecho de que se conceda amparo en estos casos, produce el efecto de anular todo lo actuado en el proceso ordinario y trae como consecuencia la libertad del encausado, no obstante que la privación de la libertad que éste sufre, ya no tiene como base la orden de aprehensión que se combatió en el amparo, sino un auto de formal prisión que con posterioridad le fue dictado, con la circunstancia de que para el momento de la concesión del amparo, pudieran haberse recabado nuevos elementos probatorios que hacen mayormente probable la responsabilidad penal del quejoso, de la comisión del delito que se le atribuye…”.

Por su parte, la cámara de senadores modificó la iniciativa presidencial en base a las consideraciones y a los términos que a continuación se apuntan: 

“… De acuerdo con el párrafo segundo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, existe la posibilidad, en la mayoría de los casos, de que los procesos penales sean anulados por el efecto del otorgamiento del amparo que se promueva contra una orden de aprehensión, a pesar de que se hubiere dictado el auto de formal prisión al quejoso, sujetándolo al proceso correspondiente. En el caso particular, en la iniciativa se propone derogar totalmente el párrafo segundo del numeral de referencia, sin embargo, las comisiones dictaminadoras estiman la conveniencia de reformar dicho párrafo, en lugar de derogarlo, para excluir de él únicamente las cuestiones relativas a los amparos que se reclamen por violaciones al artículo 16 Constitucional. No es saludable para el interés social, el que un inculpado, que eventualmente resultara favorecido por la sentencia de amparo contra la orden de aprehensión, habiéndose probado su culpabilidad en la fase de instrucción, se anularan, por efecto de dicha sentencia, las actuaciones del proceso penal, quedando en libertad aun cuando el Ministerio Público pudiera ejercer de nueva cuenta con nuevos elementos, la acción penal. Ello causaría irritabilidad social justificada. En este sentido, el consabido párrafo, artículo 73…”.

En el dictamen emitido por la cámara de diputados prevaleció la modificación hecha por la cámara de senadores, argumentándose: 

“…Por lo que se refiere a la ley de amparo, se estima que al considerar irreparablemente consumadas las violaciones al artículo 16 Constitucional, y por consiguiente improcedente la acción de amparo, en la hipótesis de reclamación de la orden de aprehensión, al haber cambiado la situación jurídica del indiciado quejoso, ya sea porque voluntariamente se presentó ante el juez de la causa o se ejecutó el mandamiento restrictivo de la libertad, en los casos permitidos por la ley, evita con ello que el autor del delito, que deba ser castigado, se sustraiga de la jurisdicción del juez y por lo tanto, de la acción de la justicia; siendo bastante entendible la argumentación que da la colegisladora, cuando alude a que el quejoso no se le priva de sus derechos fundamentales, en el caso de que se cometan, porque tiene la facultad de solicitar nuevamente la protección federal, pero ahora contra el auto que decida su situación jurídica y que determine la restricción de su libertad; agregándose por parte de esta comisión que tanto la orden de aprehensión como el auto de formal prisión son actos de gobierno que el invocado artículo 16 los considera como de molestia y que son necesarios para que se deslinde la responsabilidad de aquel o aquellos, a quien se les atribuye la comisión de un delito, entendiéndose en consecuencia, que tal reforma está dentro de los causes constitucionales; como también así se sostiene en la iniciativa. La reforma anterior a juicio de la comisión que suscribe, es determinante para evitar la impunidad de que tanto se queja la ciudadanía…”.

3.3.- La Reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve.

De acuerdo con el testo aprobado, la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo vigente dispone:

“El juicio de amparo es improcedente:

…

X.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se considere irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente”.

De lo anterior se advierte que en el segundo párrafo de la fracción X del artículo 73, transcrita, se eliminó la protección a la garantía derivada del artículo 16 de la Constitución Federal.

La actual redacción del precepto citado hace nula la garantía de seguridad jurídica que debe observarse para iniciar un procedimiento del orden penal, específicamente para emitir una orden de aprehensión, ya que de acuerdo con el numeral comentado, el mandato constitucional previsto en el artículo 16 de la Carta Magna, constituye una garantía que puede ser violada sin existir un medio para hacerla efectiva, esto es, se trata de un derecho subjetivo público sin protección, ya que de acuerdo como se encuentra establecida la supuesta tutela de esta garantía en la Ley de Amparo, en la generalidad de los casos el Juzgador de Distrito dictará una sentencia de sobreseimiento por haber operado un cambio de situación jurídica al dictarse en su caso un auto de formal prisión. Podemos distinguir los siguientes supuestos: 

Primero: Como resultado de haberse librado una orden de aprehensión contra determinado sujeto y éste obtiene la suspensión provisional del acto reclamado por tratarse de un delito no grave; empero el artículo 138 párrafo segundo de la Ley de Amparo al imponerle al quejoso la obligación de comparecer ante el Juez de su causa dentro del plazo de tres días inevitablemente traerá como consecuencia al dictarse en su caso un auto de formal prisión un cambio de situación jurídica.

Segundo: Cuando el inculpado se encuentre preso, del mismo modo, si solicita el amparo y protección de la justicia federal, al dictarse la resolución de término constitucional operará también un cambio de situación jurídica.

Tercero: Sólo en el caso de que el inculpado solicite amparo sin suspensión del acto reclamado, ocultándose durante toda la tramitación del juicio para evitar ser privado de su libertad, es cuando el Juzgador Constitucional, entra al estudio de la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado.

Ello significa que el pluricitado precepto de la Ley de Amparo desconoce la garantía prevista en el artículo 16 Constitucional al dejar sin protección al gobernado que reclame la violación de la misma, lo que indudablemente implica un desacato a la norma fundamental, ya que ésta prevé en su artículo 103 fracción I que el juicio de amparo es procedente contra actos de autoridad que violen las garantías individuales.

Lo anterior significa que el respeto a la mencionada garantía queda al arbitrio de las autoridades, ya que aun cuando la Constitución reconoce la citada garantía y establece el juicio de amparo para hacerla efectiva, la Ley de Amparo hace nula su observancia, dejando al quejoso en estado de indefensión.

Así se pone de manifiesto que una disposición como la que se estudia desvirtúa la naturaleza del juicio de amparo, puesto que de ningún modo protege la garantía constitucional prevista en el artículo 16, pues no hay que perder de vista que las garantías establecidas respectivamente en los numerales 16 y 19 de la Ley fundamental tienen naturaleza diversa: a) orden de aprehensión, y b) formal prisión; por lo que ambas merecen en atención de lo dispuesto en la facción I del artículo 103 de la Carta Magna, la protección de la Justicia de la Unión.

Es de advertir que aducir como se hizo en la exposición de motivos y en los dictámenes de las cámaras, que en algunos casos lleguen al procedimiento nuevos elementos de convicción que justifiquen el auto de formal prisión y que de concederse la Justicia de la Unión se produciría la nulidad de lo actuado no es razón suficiente para negar la tutela a la mencionada garantía, ya que esto no obsta para que el Ministerio Público aporte nuevos elementos probatorios ejercitando de nueva cuenta acción penal, por lo que la facultad de la representación social para solicitar una nueva orden de aprehensión queda intocada y expedita.

La Ley de Amparo se prevé los procedimientos para hacer efectivas las garantías constitucionales de los gobernados que le han sido conculcadas, y no para hacer efectivas las acciones ilegales de las autoridades; esto último desvirtúa la esencia del juicio de amparo y convierte a los tribunales constitucionales en auxiliares policiacos y de la justicia ordinaria.

Insistir en el sistema que impera significa seguir tolerando actos arbitrarios por parte de los órganos encargados de la procuración y administración de justicia, en menoscabo de la libertad de los gobernados, y permitir así el desenvolvimiento de procedimientos penales viciados de origen.

De esta guisa resulta claro que ninguna frase provenga de donde provenga como aquélla que la “la opinión pública”, “la conciencia del pueblo” y las demás de la misma índole que para la aplicación de la política legislativa se ponen en juego, resultan sólo subterfugios que tiene por objeto justificar actos abusivos o arbitrarios del poder público, usados con el objeto de manipular los más bajos sentimientos de la sociedad, para sacar adelante el objeto de la política abusiva del poder que más pronto que tarde incidirá negativamente, precisamente en demérito de los derechos de la sociedad en forma de ciudadano o individuo a quien vanamente se dice cuidar o proteger con aquellas leyes que ahora cuestionamos.

4.- La efectiva tutela a la garantía prevista en el artículo 16 de la Constitución Federal.

Dada la autonomía de las garantías previstas en los artículos 16 y 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ambas deben de ser tuteladas a través del Juicio Constitucional de Amparo. Debiéndose agregar al artículo 73 fracción X, párrafo segundo, de la Ley de Amparo el supuesto consistente en que cuando en vía de amparo indirecto se reclamen violaciones al artículo 16 constitucional sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia por cambio de situación jurídica.

Ello significaría la efectiva tutela de la garantía de seguridad jurídica establecida en el numeral 16 de la Carta Magna, trayendo como consecuencia que el quejoso ya esté o no privado de su libertad tendrá la certeza de que se le restituirá en el goce de su garantía cuando haya sido conculcada.

Se propone adoptar la redacción que tenía el párrafo segundo, fracción X, del artículo 73 de la Ley de Amparo antes de la reforma del ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve y que había sido introducida por adición de dicho párrafo de diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro. (Francisco Salvador Pérez, Tomo II, páginas 883 a 899)

Se proponen algunas reformas, las que se precisan en el apartado siguiente. No sin antes  poner de manifiesto que todo lo anterior no es simplemente “Un ideal de justicia” o “Un sueño  imposible”, ya que  la Política Criminal se ha encargado  de hacer creer a la opinión pública que en la medida de la dureza de las penas habrá disminución del delito. Lo que visto a la luz de la realidad queda descubierto como falso. Yo se que esta propuesta, en principio y dada la creencia popular ya mencionada, se antoja descabellada y absurda porque surgirían las siguientes preguntas:

 ¿No se incrementará en progresión geométrica la delincuencia? ¿Qué sucederá con la opinión pública? ¿Cuántas criticas se recibirán? etc.  No obstante, ésta, que se antoja una  simplísima propuesta, abriría realmente el camino hacia un derecho verdaderamente humano y auténticamente racional, despojado de la contaminación de la mencionada Política Criminal que obedece más a intereses de cúpulas  Gubernamentales que a los fines de Derecho. Y en relación al resultado de poner en práctica la presente propuesta, seguramente, y  muy lejos de las expectativas  mencionadas, no pasaría nada. Es decir, ni se incrementaría la delincuencia, ni tampoco aumentaría la impunidad y mucho menos habría un caos social, porque ciertamente los índices delincuenciales se han incrementado gracias precisamente al pésimo sistema que se tiene de impartición de justicia, el que propicia que los indiciados que están siendo procesados se contaminen con los sentenciados y aunado a las familias  de aquellos que caen en conductas antisociales  dado que se va desarrollando un odio, un rencor y un desprecio hacia la sociedad. Demostrar mi aserto implicaría un estudio de campo de un costo muy elevado y de mucho tiempo. Sin embargo, valdría la pena  el detenerse, al menos un poco en mi propuesta y sus consecuencias para que mi objetivo estuviera cumplido. Es decir, estaría satisfecho con saber que hay intentos por crear legislación   acorde con nuestros avances tecnológicos. Y si una vez estudiada mi propuesta no se aplicara a la nueva Ley de amparo, estaría convencido de que todavía nuestra sociedad no está preparada para  estar bajo un Derecho Humano. ( Luis Angel Sánchez Albarrán, Tomo II, páginas  1126 y 1127)

CAPITULO OCTAVO

Artículo 73 fracción X párrafo segundo.

Se propone que quede  la siguiente manera el párrafo II

Artículo 73 …

I…

IX…

X…

Cuando por vía de Amparo indirecto se reclamen violaciones a los  artículos 14, 16, 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, etc.

Es decir, se adicionan las hipótesis de los artículos 14 y 16. (Luis Ángel Sánchez Albarran, Tomo II, páginas 1130 y 1131)

En este breve trabajo al que me referiré enseguida, el que trataré de precisar,  y que estimo, puede contribuir a evitar que los Tribunales Colegiados de Circuito, se vean saturados de ingresos en asuntos, que al resolverse no se estudia, en sentido estricto, el fondo del asunto, por no dar cumplimiento a ciertos requisitos procesales que impone la actual Ley de Amparo, motivo por el cual, creo que el crecimiento vertiginoso que ha tenido el Poder Judicial de la Federación, en los últimos años, entre otras causas, se debe al elevado ingreso de asuntos que son sometidos a la consideración, de dichos Tribunales Colegiados,  particularmente a ellos me referiré, y creo que ello ha sido, como ya se ha sostenido en diferentes foros, al abuso del juicio constitucional por parte de la sociedad, de manera que es preciso establecer ciertos mecanismos, que permitan filtrar sólo aquéllos asuntos que cumplan con determinados requisitos, para que la carga laboral que llegue a los Tribunales Colegiados, sean asuntos que no distraigan la atención del juzgador, esto es, controversias en las cuales, sí se resuelva el fin toral de que se duele el quejoso, observando lo previsto en la Ley de Amparo, tratándose de juicios de amparo en los que se plantee una cuestión de legalidad.

Existe reiterada jurisprudencia en el sentido de que, cuando se presente un juicio de amparo directo en materia civil, mercantil o administrativa, en asuntos en los cuales opera el principio de estricto derecho y por ende, no existe la suplencia de la deficiencia de la queja, si no se prepara debidamente el juicio de amparo en contra de la violación procesal, que trasciende al sentido del fallo, en el sentido de que, durante la tramitación del juicio en primera instancia,  debe hacerse valer el recurso ordinario para impugnar la violación procesal, así como la resolución que al efecto se dicte, en caso de que le sea adversa, o no se le admita el recurso, pues de no hacerlo  así, los conceptos de violación que esgrima en torno a este tema serán inatendibles,  por no haberse preparado adecuadamente el juicio de amparo. Lo anterior se resuelve en una sesión plenaria, habiéndose turnado el expediente al magistrado ponente, quien elabora un proyecto de resolución y el sentido del fallo invariablemente es la negativa del amparo, por resultar inoperantes los conceptos de violación, de manera que, la propuesta que me permito elevar a Sus Señorías, consiste en que para evitar la tramitación de un juicio de amparo cuyo resultado será negándose la protección constitucional que se solicita, por no haber preparado el quejoso debidamente el juicio de amparo, será desechar desde el principio, la aludida demanda y esto puede lograrse, estableciéndose en la Ley de Amparo, la obligación por parte de la autoridad responsable, de certificar al pie de la demanda, tal y como lo establece el actual artículo 163, la fecha de presentación de la demanda, la fecha de notificación del acto reclamado y los días inhábiles que mediaron entre ellas, incluyendo en dicha certificación, cuando de los términos de la demanda de amparo, la responsable advierta, que uno o varios de los conceptos de violación, van encaminados destacar que existieron violaciones procesales, si el quejoso preparó debidamente el juicio, esto es, si interpuso los recursos ordinarios en contra de las violaciones procesales que esgrime en sus motivos de inconformidad, de manera que al advertir en la aludida certificación, el presidente del Tribunal Colegiado de Circuito, que el quejoso no cumplió con lo anterior, lejos de admitir a trámite una demanda de amparo, cuyo resultado se sabría hasta el momento de resolverse y que sería de evidente negativa, por los motivos ya expuestos, basta con desecharla por no cumplir con lo que exigiría la nueva Ley de Amparo, o sea, no preparar adecuadamente el juicio de amparo,  lo cual se traduce en que ingresarían al Tribunal, sólo aquéllos asuntos en los cuales sí se estudiarían las violaciones procesales que fueron debidamente preparadas, para lograr lo anterior, propongo adicionar los artículos que enseguida se mencionan, con los textos en que podrían quedar, siguiendo los lineamientos establecidos por esa H. Comisión y que son en lo conducente de la siguiente manera:

“Artículo 73, el juicio de amparo es improcedente:

“Fracción X. ......


 ............

“ter. Contra sentencias definitivas, emanadas de procedimientos civiles, mercantiles o administrativos, cuando se aleguen violaciones procesales, que deban considerarse irreparablemente consumadas. Se entiende por violación procesal irreparablemente consumada, cuando el quejoso no impugne dicha violación mediante los medios ordinarios establecidos por la ley respectiva.”

“Artículo 163. La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió. Esta tendrá la obligación  de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas. Cuando en la demanda de amparo se aleguen violaciones procesales, que trasciendan al resultado del fallo, la autoridad responsable, certificará si el quejoso impugnó la violación procesal que manifiesta en su demanda de amparo, mediante los medios ordinarios que la ley aplicable establece; la falta de constancia se sancionará en los términos del artículo siguiente”.(José Tomás Garrido Muñoz, Tomo II, páginas  1380 a 1383)

La propuesta pretende dar oportunidad de estudiar la constitucionalidad de los órdenes de aprehensión, pues su actual texto hace inocua su promoción.  

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 73.- El juicio de amparo es improcedente:


X.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se considere irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente; (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1410 a 1412)

Se propone considerar otra vez al articulo 16 de la Constitución Política de los estados unidos mexicanos en el contenido del referido articulo, a efecto de que por la vía del amparo indirecto de inmediato se reclamen violaciones al mismo, ya que en la actualidad se encuentra roto el estado de derecho al quedar en completo estado de indefensión el agraviado o quejoso, en los casos en que es privado de su libertad por parte del Agente del Ministerio Público, la policía o cuando la autoridad judicial expide una orden de aprehensión sin que se encuentren reunidos los requisitos que establece el propio articulo 16 constitucional, siendo anuladas las garantías de audiencia y legalidad que establecen los artículos 14 y 16 de la Constitución; además de no de respetarse lo dispuesto por los artículos 103 fracción I y 107 fracción XII constitucionales. (Victorio Rubén Montalvo Rojas, Tomo III, página 1615)

Se propone reformar la fracción X, párrafo segundo, para incluir al artículo 16 Constitucional.  Lo anterior para no hacer  negatorio el juicio de amparo indirecto contra ordenes de aprehensión, reaprehensión,  arresto y detención. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1912)

El Artículo 73 fracción X fue adicionado con un segundo párrafo en el que originariamente se indicó que cuando se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es causa de improcedencia el cambio de situación jurídica porque solo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia. La adición fue reformada según publicación del Diario Oficial de la Federación del 8 de Febrero de 1999 donde se elimina las violaciones al artículo 16 subsistiendo por lo que respecta al 19 ó 20.

También se afirma que la autoridad Judicial debe suspender el procedimiento una vez cerrada la instrucción.

La redacción señalada ha generado confusión porque se estima que el cambio de situación jurídica en sentencia de primera instancia solo se da cuando cause estado y además sea absolutoria, situación en que se hace innecesario el trámite del amparo, porque de concederse el amparo cuando se reclame ilegalidad en el procedimiento y tenga que otorgarse la protección, en cumplimiento a los efectos restitutorios de las sentencias de amparo quedarán sin valor alguno todos los demás actos procedimentales posteriores a la formal prisión.

Desde otro punto de vista en la práctica cuando se cierra la instrucción y aun no se resuelve el amparo el procedimiento penal queda paralizado en perjuicio tanto del reo como de la sociedad, la suspensión se propone debe considerarse de la audiencia de defensa a que se refiere el artículo 20 fracción VI de la Constitución Federal, ya que nada impide que cerrada la instrucción en el procedimiento, se entre a la etapa del juicio propiamente dicho con las conclusiones que también pueden ser inacusatorias con lo que se esta privando también a los reos de la posibilidad de obtener la absolución en forma expedita.

La reforma propuesta es la siguiente:

Art. 73 fracción X Segundo Párrafo: Cuando por la vía de Amparo Indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 ó 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la autoridad judicial que conozca del proceso penal suspenderá  en estos casos el procedimiento en el que corresponda al quejoso hasta antes de citarse a la audiencia a que se refiere el artículo 20 fracción VI de la Constitución, una vez que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 199 y 200)

XI.  Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento;

PROPUESTAS

Respecto a la Ley de Amparo, el principal defecto, entre otros, que permite que los actos de autoridad contrarios a la Constitución y violatorios de las garantías individuales, prevalezcan en forma indefinida y permanente, lo presentan los artículos 21, 22 y 218, en relación de la Fracción XII del artículo 73 de la misma Ley.

Los artículos 21, 22 y 218, de la Ley de Amparo, establecen términos para la presentación de la demanda de garantías; en el artículo 73 de la misma Ley, en su fracción XII, dispone que el juicio de amparo es improcedente contra los actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquéllos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los citados artículos 21, 22 y 218.

Comentamos anteriormente, que el pueblo mexicano, en su gran mayoría no es conocedor del Derecho y menos del juicio de amparo; y generalmente, no tiene la posibilidad de contratar un abogado, menos a uno especialista en la materia, por lo que es injusto que se le tenga por consintiendo tácitamente un acto y por no contar con los medios para defenderse adecuadamente.

Lo anterior se traduce en que muchos de los casos no está en condiciones, ni tiene los medios, para estar en posibilidad de presentar la demanda de amparo en el término que para tal efecto fija la ley.

La figura de improcedencia del juicio de amparo por consentimiento, ya sea expreso o tácito, debe desaparecer de la Ley de amparo, porque con ello se condena al pobre, o al ignorante, a la restricción de sus garantías prohibida por el artículo 1º Constitucional, y se condiciona al individuo a que no goce de las garantías individuales que otorga la Constitución, como lo demanda dicho precepto.

La figura de la improcedencia del juicio de amparo, por preclusión del término para promoverlo, debe concentrarse a los actos derivados de los procedimientos judiciales, en los que el agraviado sea parte y haya tenido plena audiencia, en atención a que es también interés de la sociedad el que los juicios tengan pronta resolución.

¿Cómo es posible que Código Civil Federal de 1928, que en su exposición de motivos nos presenta conceptos hermosos al hablar de un “Código Civil Social”, que rompe con el injusto principio de que “en los contratos la voluntad de las partes es la Suprema Ley”, sancionando con nulidad a los actos ejecutados en contra del tenor de las leyes prohibitivas o de interés público, no permita que los actos nulos puedan valer por prescripción o por confirmación y por el contrario la Ley de Amparo, permita que las violaciones a la Constitución a las garantías individuales, que constitucionalmente son irrenunciables, puedan prevalecer por consentirlo expresa o tácitamente el gobernado, lo que puede suceder por la amenaza de la autoridad, por ignorancia o pobreza?.

Si el artículo 1º Constitucional, establece el primer principio general de la Constitución y de los derechos del ser humano, el que todo individuo goce de las garantías individuales, y por ello es eminentemente público y de interés social, ¿Cómo entonces es posible que la Ley de Amparo permita la renuncia a las garantías individuales y que se dé el caso de restricción de las garantías individuales?.

Indudablemente, los artículos 21, 22, 73, fracciones XI y XII, de la Ley de Amparo, como se presentan, son contrarios al principio establecido por los artículos 1º y 133 de la Constitución, porque permiten que una Ley o un acto de autoridad inconstitucional, prevalezca en forma indefinida y permanente sin medio de defensa para el gobernado. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas 807 a 810)

Indudablemente, los artículos 21, 22, 73, fracción XI y XII, de la Ley de Amparo, como se presentan, son contrarios al principio establecido por los artículos 1º y 133 de la Constitución, porque permiten que una ley o un acto de autoridad inconstitucional, prevalezca en forma indefinida y permanente sin medio de defensa para el gobernado. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, página 8)

XII.  Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los artículos 21, 22 y 218.

No se entenderá consentida tácitamente una Ley, a pesar de que siendo impugnable en amparo desde el momento de la iniciación de su vigencia, en los términos de la fracción VI de este artículo, no se haya reclamado, sino sólo en el caso de que tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en relación con el quejoso.

Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la ley en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la ley si no se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir de la fecha en que se haya notificado la resolución recaída al recurso o medio de defensa, aun cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad.

Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deberá estarse a lo dispuesto en el artículo 166, fracción IV, párrafo segundo, de este ordenamiento.

PROPUESTAS

Dice: “Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los artículos 21, 22 y 218.”
Adicionar:

o por la falta de adhesión al juicio de amparo, en el caso del artículo 158, tercer párrafo. (cuya modificación se propone adelante). ( María del Rosario Mota Cienfuegos, Tomo I, página 573)

Respecto a la Ley de Amparo, el principal defecto, entre otros, que permite que los actos de autoridad contrarios a la Constitución y violatorios de las garantías individuales, prevalezcan en forma indefinida y permanente, lo presentan los artículos 21, 22 y 218, en relación de la Fracción XII del artículo 73 de la misma Ley.

Los artículos 21, 22 y 218, de la Ley de Amparo, establecen términos para la presentación de la demanda de garantías; en el artículo 73 de la misma Ley, en su fracción XII, dispone que el juicio de amparo es improcedente contra los actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquéllos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los citados artículos 21, 22 y 218.

Comentamos anteriormente, que el pueblo mexicano, en su gran mayoría no es conocedor del Derecho y menos del juicio de amparo; y generalmente, no tiene la posibilidad de contratar un abogado, menos a uno especialista en la materia, por lo que es injusto que se le tenga por consintiendo tácitamente un acto y por no contar con los medios para defenderse adecuadamente.

Lo anterior se traduce en que muchos de los casos no está en condiciones, ni tiene los medios, para estar en posibilidad de presentar la demanda de amparo en el término que para tal efecto fija la ley.

La figura de improcedencia del juicio de amparo por consentimiento, ya sea expreso o tácito, debe desaparecer de la Ley de amparo, porque con ello se condena al pobre, o al ignorante, a la restricción de sus garantías prohibida por el artículo 1º Constitucional, y se condiciona al individuo a que no goce de las garantías individuales que otorga la Constitución, como lo demanda dicho precepto.

La figura de la improcedencia del juicio de amparo, por preclusión del término para promoverlo, debe concentrarse a los actos derivados de los procedimientos judiciales, en los que el agraviado sea parte y haya tenido plena audiencia, en atención a que es también interés de la sociedad el que los juicios tengan pronta resolución.

¿Cómo es posible que Código Civil Federal de 1928, que en su exposición de motivos nos presenta conceptos hermosos al hablar de un “Código Civil Social”, que rompe con el injusto principio de que “en los contratos la voluntad de las partes es la Suprema Ley”, sancionando con nulidad a los actos ejecutados en contra del tenor de las leyes prohibitivas o de interés público, no permita que los actos nulos puedan valer por prescripción o por confirmación y por el contrario la Ley de Amparo, permita que las violaciones a la Constitución a las garantías individuales, que constitucionalmente son irrenunciables, puedan prevalecer por consentirlo expresa o tácitamente el gobernado, lo que puede suceder por la amenaza de la autoridad, por ignorancia o pobreza?.

Si el artículo 1º Constitucional, establece el primer principio general de la Constitución y de los derechos del ser humano, el que todo individuo goce de las garantías individuales, y por ello es eminentemente público y de interés social, ¿Cómo entonces es posible que la Ley de Amparo permita la renuncia a las garantías individuales y que se dé el caso de restricción de las garantías individuales?.

Indudablemente, los artículos 21, 22, 73, fracciones XI y XII, de la Ley de Amparo, como se presentan, son contrarios al principio establecido por los artículos 1º y 133 de la Constitución, porque permiten que una Ley o un acto de autoridad inconstitucional, prevalezca en forma indefinida y permanente sin medio de defensa para el gobernado. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas 807 a 810)

b)  Limitar la procedencia del juicio de amparo indirecto en materia administrativa, reformando las fracciones XII y XV del artículo 73 de la Ley de Amparo, para suprimir la opción que se establece en el párrafo tercero de la primera de ellas, con el objeto de que los afectados con la aplicación de una ley agoten necesariamente los medios de defensa ordinarios, como ocurre en los procedimientos judiciales; asimismo, adicionar la fracción XV de dicho precepto a fin de que se precise la obligación de agotar los recursos o medios ordinarios de defensa, aun cuando se hagan valer violaciones directas a la Constitución. (Arturo Iturbide Rivas, Tomo II, página 1250) 
Toda vez que el amparo fue creado para proteger al gobernado de los actos arbitrarios de las autoridades, y debe estar al alcance de cualquier persona, la ley debe de dar facilidades para que en las demandas de amparo indirecto en cualquier materia no se exijan más requisitos que el de señalar a groso modo los actos que se reclamen, las autoridades responsables y los hechos en que apoyen su demanda, no obstante no señalar concepto de violación, y sin importar la fecha del conocimiento de tales actos, en cuyo caso no deberá de actualizarse causa de importancia alguna de improcedencia por no promoverse dentro de cierto tiempo, ya que es bien sabido que la mayoría de la población campesina, obrera, indígenas o de las clases más necesitadas poco tienen acceso a este medio de defensa constitucional cuando es a ellos a quien más debe proteger. Por lo tanto, el juicio deberá ser más oficioso, aún en cuanto a recabar pruebas se refiere, sin tantas trabas jurídica y procurando siempre la búsqueda de la verdad. (Jaqueline Velázquez Ramírez, Tomo IV, páginas 2795 y 2796).

Indudablemente, los artículos 21, 22, 73, fracción XI y XII, de la Ley de Amparo, como se presentan, son contrarios al principio establecido por los artículos 1º y 133 de la Constitución, porque permiten que una ley o un acto de autoridad inconstitucional, prevalezca en forma indefinida y permanente sin medio de defensa para el gobernado. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, página 8)

XIII.  Contra las resoluciones judiciales o de tribunales administrativos o del trabajo respecto de las cuales conceda la ley algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas, aun cuando la parte agraviada no lo hubiese hecho valer oportunamente, salvo lo que la fracción VII del artículo 107 Constitucional dispone para los terceros extraños.

Se exceptúan de la disposición anterior los casos en que el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, deportación o destierro, o cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución.

XIV.  Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordinarios algún recurso o defensa legal propuesta por el quejoso que pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto reclamado;

XV.  Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos algún recurso, juicio o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos mediante la interposición del recurso o medio de defensa legal que haga valer el agraviado, sin exigir mayores requisitos que los que la presente ley consigna para conceder la suspensión definitiva, independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta ley. 

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación;

PROPUESTAS

Modificación al Principio de Definitividad.

Como regla general, los afectados por un acto de autoridad, antes de acudir a la vía del amparo, deben agotar todos los recursos y juicios previos establecidos en ley, mediante los cuales sean enmendables las violaciones de que se trate. 

Lamentablemente la Legislación Federal, en el ámbito administrativo y fiscal, se encuentra cargada de recursos que los particulares agraviados deben agotar ante los propios órganos de gobierno que emiten el acto de molestia, existiendo también en algunas áreas procedimientos contenciosos intermedios intentables ante tribunales que operan fuera del marco del Poder Judicial. Lo más delicado del caso es que la regulación jurídica de todas esas instancias jurisdiccionales es bastante heterogénea, conformándose así un verdadero mosaico procedimental, que siembra confusión, como está reconocido y censurado en diversas tesis de jurisprudencia de Tribunales Colegiados de Circuito.

La incoherencia de esos medios defensivos que deben intentarse forzosamente antes de acudir al juicio de amparo se ha tratado de corregir a través de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, vigente a partir de junio de 1995, aunque no en forma integral, como sería deseable, por haber quedado excluidas de su campo de acción diversas ramas del Derecho Administrativo y Fiscal.  Como quiera que sea, la referida Ley establece un solo recurso administrativo de revisión que viene a sustituir a la inmensa mayoría de los que se encontraban establecidos hasta antes de la fecha mencionada en múltiples leyes administrativas, ejercitable por los particulares afectados en forma absolutamente optativa, ya que el mismo ordenamiento los coloca en la posibilidad de plantear sus defensas directamente  ante el Poder Judicial Fiscal en caso de no inspirarle confianza la tramitación previa, con lo cual al parecer, también se desconoce la obligatoriedad de promover en forma intermedia los juicios contenciosos administrativos, como el de nulidad el que conoce el Tribunal Fiscal de la Federación.

Por razones de carácter constitucional, los particulares siempre tendrán la posibilidad de acudir en última instancia a los jueces de amparo cuando no encuentran satisfacción a sus acciones defensivas en niveles inferiores; y como las propias autoridades involucradas en este tipo de contiendas también tienen a su alcance recursos de revisión ventilables ante el Poder Judicial Federal cuando estiman que fueron mal juzgados sus actuaciones por tribunales de inferior rango, lo cual acontece particularmente en materia tribunal, lo más frecuente es que las causas terminen resolviéndose final y definitivamente en dichas últimas instancias, después de haberse perdido valiosos tiempos durante el trámite de las etapas procedimentales anteriores.

De conformidad con la corriente actual de darles carácter optativo, la Ley de Amparo debería contener una normatividad en el sentido de considerar procedentes las demandas de garantías que los particulares desearan hacer en forma directa contra actuaciones indebidas de los órganos de gobierno, independientemente de que se hubieren o no agotado los juicios contenciosos administrativos intermedios a los que se ha hecho referencia, que en muchas ocasiones despiertan desconfianza entre los gobernados debido a la ubicación imprecisa dentro del marco constitucional de los tribunales que tienen encomendada su resolución y debido, sobre todo, a que no está debidamente garantizada la autonomía e imparcialidad de los juzgadores que los integran.

Si esta sugerencia se tomara en cuenta, automáticamente se resolverían otras muchas complejidades, como la que se pasa a abordar en el siguiente apartado.

7 Acceso Preferente al Juicio de Amparo.

En muchísimas ocasiones la emisión de un acto de autoridad administrativa puede estar viciado, a la vez, de inconstitucionalidad y de mera ilegalidad. Lo primero, por cobrar fundamento en una ley o en un reglamento que se estimen contrarios al texto de nuestro Código Supremo o porque sean conculcatorios por sí de garantías individuales distintas a las de estricta legalidad y, lo segundo, por considerarse adicionalmente que la autoridad actuante incurrió en otras violaciones legales de carácter secundario.

Lo más ortodoxo en estos casos, por jerarquización de valores jurídicos, es que primero se eluciden las cuestiones de inconstitucionalidad y después las de simple ilegalidad. Sin embargo, el quejoso que proceda de esa manera, acudiendo directa e inmediatamente al juicio de garantías, de conformidad con las regulaciones procesales actualmente en vigor, en caso de que se desestimen sus planteamientos defensivos, pierde irremediablemente la posibilidad de impugnar con posterioridad los vicios secundarios del acto reclamado.

Consecuentemente, por razones de seguridad jurídica, el particular que se encuentra en la hipótesis que se está tratando en este apartado, debe recorrer primeramente todo el viacrusis previo de recursos y defensas ordinarias, con los gastos y dilaciones que ello entraña, para finalmente formular sus planteamientos de inconstitucionalidad en caso de no haber obtenido fallo favorable previo, lo cual es del todo injusto.

Sería muy saludable en estos casos abrir de una vez las puertas del amparo a efecto de resolver los aspectos prioritarios de la controversia, sin perjuicio de que en caso de no obtenerse fallo favorable, el mismo juez que conociera de la causa se avocara en segundo término a las cuestiones de ilegalidad, o de que el particular afecto después pudiera interponer los recursos o juicios ordinarios. Esta inversión procedimental que se sugiere reubicaría el amparo en un sitial preeminente respecto a los medios ordinarios de defensa. (Ivan Rueda Heduán, Tomo I, páginas 108 a 111)

Ahí se castiga, por ignorancia o por pobreza; o por la conjunción de esas dos situaciones, a aquél que no tiene los medios necesario para defenderse, por lo que la Ley se adecua a la necesidad social.

Toda Ley, debe nacer de una necesidad social y para satisfacerla, atendiendo a la realidad histórica del pueblo para el que se legisla, sino no tiene ninguna justificación; y nuestra Constitución, en su artículo 107, y la Ley de Amparo, en la fracción XV, actualmente no satisfacen los requerimientos del pueblo mexicano. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, página 812)

Propongo una adición al artículo 73, fracción XV, último párrafo, de la Ley de Amparo, en el sentido de que no exista obligación de agotar algún recurso administrativo, si el término legal y efectivo para que se promueva, tramite y resuelva éste, excede al término de 30 días que en el artículo 147 de la Ley de Amparo se señala para la celebración de la Audiencia Constitucional. Esta propuesta es atingente en la actualidad, porque se traduce en una auténtica denegación de justicia el tiempo real que tardan las autoridades administrativas en resolver los recursos ordinarios. (Bulmaro Corral Rodríguez, Tomo II, página 876)

Limitar la procedencia del juicio de amparo indirecto en materia administrativa, reformando las fracciones XII y XV del artículo 73 de la Ley de Amparo, para suprimir la opción que se establece en el párrafo tercero de la primera de ellas, con el objeto de que los afectados con la aplicación de una ley agoten necesariamente los medios de defensa ordinarios, como ocurre en los procedimientos judiciales; asimismo, adicionar la fracción XV de dicho precepto a fin de que se precise la obligación de agotar los recursos o medios ordinarios de defensa, aun cuando se hagan valer violaciones directas a la Constitución. (Arturo Iturbide Rivas, Tomo II, página 1250)

En tratándose de actos de las autoridades administrativas se ha estimado que no opera el principio de definitividad, cuando el medio ordinario de defensa no suspenda el acto o exija mayores requisitos que los previstos en la Ley de Amparo para hacerlo, cuando el acto reclamado carece de manera absoluta de fundamentación y motivación, cuando se apoye en una norma general que sea impugnada de inconstitucional, y en general cuando en la demanda de amparo se alegue una violación directa a la constitución, pues el problema fundamental consistente en la constitucionalidad del acto no sería resulto en el recurso, debido a que la única autoridad que puede pronunciarse sobre la constitucionalidad de los actos es el Poder Judicial Federal, lo  que da lugar a que con el recurso no pueda modificarse o revocarse aquél acto de autoridad que esté sustentado en una norma inconstitucional o que directamente contraríe a la norma fundamental.

No obstante que este criterio es acertado, curiosamente no se aplica a los amparos en materia judicial, lo que me parece inexplicable pues no obstante que la apelación que se interponga en contra de un auto o de una sentencia que se apoye en una norma inconstitucional, incluso ya declarada así en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de todos modos hay que agotar el recurso aunque de antemano se sepa que no se va a resolver el problema de constitucionalidad y por lo mismo el acto, cuando menos respecto de la inconstitucionalidad, no podrá ser modificado ni revocado, lo que hace que el recurso sea inútil y se prolongue innecesariamente la duración de la controversia. Por ello en esos casos y por no existir razón de fondo que aconseje lo contrario, estimo que cuando el auto de la autoridad judicial o del tribunal administrativo, ya sea un auto o una sentencia, se apoyen en un texto inconstitucional, no se exija agotar el recurso antes de acudir al juicio de garantías.

Esta excepción al principio en cita, se debe a que si bien es cierto que con el medio ordinario de defensa puede modificarse o revocarse el acto reclamado, también lo es que como el tema fundamental consistente en la constitucionalidad del acto no sería resuelto en el recurso, debido a que la única autoridad que puede pronunciarse sobre la constitucionalidad de los actos es el Poder Judicial Federal, lo que da lugar a que con el recurso no pueda modificarse o revocarse aquél acto de autoridad que esté sustentado en una norma inconstitucional o que directamente contraríe a la norma fundamental. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1636 a 1638)

La otra propuesta que se hace es la modificación a la fracción XV del artículo 73:

Se propone que se suprima de la fracción XV del artículo 73 la última parte que establece:  “Independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta Ley”.

La propuesta anterior tiene como objetivo que no se tome como pretexto para no agotar los recursos o juicio ordinario, el que la Ley que rige al acto no regule su suspensión aún en el caso de que el acto reclamado no sea suspendible pues siendo el juicio de amparo, un medio extraordinario de defensa y que está a cargo de los funcionarios Judiciales Federales, analizar la constitucionalidad de los actos de las autoridades, el mismo sólo debe ser promovido una vez que el interesado ha agotado todos los recursos  o medios ordinarios que tenga a su alcance, pues a través de éstos el acto que le afecta pueda ser anulado, revocado o modificado, ya que no debe dejar de considerarse que el juicio de amparo es un medio de control constitucional, y no un juicio de anulación o de simple análisis de legalidad.

La modificación anterior se propone porque en ocasiones, puede ocurrir que el acto reclamado, por su naturaleza no sea suspendible y no obstante ello, si la Ley que rige el acto no prevé la suspensión ese hecho permite que el afectado con el acto, no tenga que agotar ese recurso o medio ordinario de defensa y se acuda directamente al juicio de amparo, lo que provoca que asuntos que pueden ser analizados y resueltos por autoridades comunes, pasen a incrementar el número de juicio de amparo sin que exista como razón lógica o jurídica para relevar al interesado de acudir al recurso o juicio ordinario el hecho de que la Ley del acto no prevea la suspensión de este aún cuando ese acto nunca podría, por su naturaleza, ser suspendido. (Rosa Elena Rivera Barbosa, Tomo III, páginas1755 a 1757)

XVI.  Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado;

XVII.  Cuando subsistiendo el acto reclamado no pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de existir el objeto o la materia del mismo;

XVIII.  En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la ley.

Las causales de improcedencia, en su caso, deberán ser examinadas de oficio.

PROPUESTAS

C).- Precisando el Artículo de la Ley de Amparo actual:

Son los artículos 73 de los casos de Improcedencia y 74 del sobreseimiento;

D) Párrafo o fracción que se crearía con la propuesta:

El 73 BIS.- El amparo no podrá decretarse improcedente sino cuando plenamente estén demostradas las causas que rigen el artículo precedente 73, fijando una Audiencia a efecto de desahogar pruebas, si tuvieren las partes para respetar su derecho de Audiencia y Defensa, antes de declarar la improcedencia y con las reglas para las pruebas que establece el artículo del 150 al 155 de la propia ley de Amparo.

El 74 BIS.- Los sobreseimientos no podrán ser decretados de plano por las autoridades que conozcan del amparo sin oír y escuchar a las partes interesadas, fijando al efecto una Audiencia en donde se tenga en todo caso derecho a la aportación de pruebas en los términos del artículo 150 al 155 de la propia ley de Amparo, y si se llegare a probar que no procede sobreseer se seguirá con el juicio.

F).- Consideraciones que explican las aportaciones:

Las consideraciones es de que los quejosos ven frustradas sus peticiones de tajo al resolverse la improcedencia y sobreseimiento de los amparo sin escuchar a las partes lo que viola el principio de legalidad y de audiencia y defensa, porque puede haber motivos extraordinarios de los quejosos por lo que no cumplieron con algún requisito legal, y se desvirtúa el amparo con su finalidad de garantizar los derechos de los mexicanos.

G).- La redacción que resultaría al incorporar los comentarios:

Esta considero resultaría de lo señalado para que el amparo no sea declarado improcedente o sobreseído con suma facilidad y las autoridades que lo resuelven eviten actuar en ocasiones en forma caprichosa o con estricto apego a la ley perjudicando al quejoso o las partes que intervienen, o incluso buscar una forma de deshacerse de conocer del juicio de garantías cundo este si es necesario y urgente para el que lo peticiona, y mientras se resuelve si es improcedente o se sobresee la causa se conceda toda suspensión provisional para que las cosas se mantengan en el estado que guarden, hasta en tanto no se resuelva en definitiva. (Lorenzo Sánchez Bravo, Tomo II, páginas 798 y 799)

Las causas de improcedencia y el sobreseimiento.

Si hay instituciones del juicio de amparo que han dado lugar a criticas son la improcedencia y el sobreseimiento.  Se dice que son injustas; que la improcedencia es una trampa procesal; que los funcionarios judiciales se valen de la improcedencia para sobreseer los amparos y no se cuantas razones más.

A una mirada superficial podrá parecerle que las causas de improcedencia no debían existir; pero si se les examina se encontrará con que son necesarias, ya que responden a la calidad de la autoridad responsable, por lo que no puede promoverse el amparo contra actos de la Suprema Corte (art. 73 de la Ley de Amparo f. I); a la naturaleza de los actos, por lo que no procede el juicio contra resoluciones dictadas en un juicio de amparo o en estricta ejecución de las mismas (art. 73, f. II); o contra resoluciones o declaraciones en materia electoral (art. 73, f. VII) o contra resoluciones de los Congresos, federal o locales, en elección, suspensión o remoción de funcionarios, si lo hacen con facultad discrecional o soberana (art. 73, f. VIII); por economía procesal, no es procedente el juicio cuando existe litispendencia (art. 73, f. III) o cosa juzgada (art. 73, f. IV), máxime si se considera el riesgo de sentencias contradictorias; si hay violación a los principios del amparo, no procede el juicio, por lo que las fracciones V y VI del artículo 73 de la Ley de Amparo impiden la procedencia del juicio, cuando no hay afectación al interés jurídico y las fracciones XIII, XIV y XV, cuando se reclaman actos que todavía no son definitivos, teniendo en cuenta que existen excepciones; tampoco procede el amparo en los casos en los que, concedida la protección de la Justicia Federal, no puede restituirse al agraviado en el uso y goce de la garantía violada (art. 73, fs. IX y X y art. 80).  Si el quejoso consintió los actos reclamados, expresa o tácitamente, el amparo no procede porque se aceptó la violación, teniendo en cuenta que el amparo sólo puede promoverse a petición de parte agraviada, que al consentir con los actos, perdió su derecho a impugnarlos (art. 73, fs. XI y XII).

Por último, si los efectos del acto reclamado dejan de existir, el amparo carece de materia pues ya no hay lesión a los intereses del quejoso, por lo que el juicio es improcedente (art. 73, f. XVI).

A pesar de su mala fama y las impugnaciones que se hacen a las causas de improcedencia, lo cierto es que son indispensables, por ello no pueden eliminarse sin embargo, cabe hacer algunas modificaciones:

Las fracciones V y VI del artículo 73 de la ley, que se refieren ambas al interés jurídico pueden englobarse en una, a la que se debe agregar un segundo párrafo, que diga que esa causa de improcedencia no se aplicará en el caso de los intereses difusos, si esta proposición es aceptada. 

La fracción X debe volver a la redacción anterior, o sea, que se considerarán consumadas irreparablemente las violaciones en materia penal, si el amparo se pide contra la orden de aprehensión y se dicta el auto de formal prisión;  y si el amparo se pide contra dicho auto de formal prisión, la irreparabilidad la causará la  sentencia y la razón de esto es la siguiente:

Para la orden de aprehensión se requieren menos elementos que para dictar la formal prisión, ya que basta la acusación de un delito que merezca pena corporal; pero para el auto de formal prisión se requieren, además de la presunta responsabilidad, las pruebas de la existencia del delito y para la sentencia, se requiere la prueba plena de la responsabilidad y la prueba plena de la existencia del delito.

Esta fracción adolece de un defecto común a toda la ley, a saber: frases o párrafos inútiles, que se agregaron en el curso del tiempo, como la frase “o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio” y el párrafo segundo.

Este, porque es una glosa del párrafo primero, pues no se justifica que se suspenda el dictado de la sentencia, si el amparo se pidió contra el auto de formal prisión, por cualquiera de dos motivos:

* En la instrucción se acreditó que el procesado es plenamente responsable.  Y si así es, resulta absurdo que por concederse el amparo contra la formal prisión, todo lo actuado en la instrucción se anulara.

* De la instrucción resulta que el procesado no es responsable del delito, por lo que es mejor la sentencia absolutoria.

En cuanto a la frase citada en primer lugar, que se refiere al procedimiento administrativo, de este tipo seguido en forma de juicio, la hipótesis de aplicación del precepto no ocurre porque en estos procedimientos, si hay una violación, ésta no es irreparable, porque siempre podrá reclamarse en el amparo contra la resolución que se dicte en ese procedimiento, de acuerdo con la fracción II del artículo 114 de la  Ley de Amparo.

En segundo lugar, suponiendo se diere la hipótesis, la frase podría eliminarse y que se dijera “contra actos emanados de cualquier procedimiento, cuando….”.  Con esta redacción, se cambia la frase “de un procedimiento judicial” y el artículo queda claro, más preciso, y sin palabras inútiles. 

Las fracciones XI y XII pueden englobarse en una sola, porque ambas se refieren a la misma hipótesis, agregando a la redacción de la fracción XI, lo siguiente: “o porque no se promovió el amparo en los plazos legales”.  

Las fracciones XIII y XIV deben fusionarse para convertiste  en una sola y respecto del primer párrafo de la fracción XIII, hay que eliminar la frase: “o de Tribunales Administrativos o del Trabajo” porque no agrega nada esta inserción a la claridad del artículo y porque hay una redacción alternativa más clara, que sería, una vez eliminada la frase y la palabra resoluciones, para quedar: “contra resoluciones de los Tribunales”, pues esta palabra “tribunales” abarca los judiciales, los administrativos, los del trabajo, con lo que se mejora o aligera la redacción del artículo, máxime que las Juntas de conciliación deben convertirse en Juzgados.  

El segundo y el tercer párrafo de la fracción XII, deben cambiar de ubicación, pues se refieren a dos plazos para pedir amparo, por lo que su lugar lógico es la fracción I del artículo 22 de la Ley de Amparo.

Hay que tomar en cuenta, también, que la redacción de estos párrafos debe de ser más sobria, menos barroca.

El cuarto párrafo de esta fracción deberá eliminarse ya que es inútil, pues si se va a promover el amparo directo, tendrá que sujetarse la demanda a lo dispuesto por el artículo 166, aunque en este punto no se diga nada.

Finalmente, las fracciones IX, XVI y XVII pueden convertirse en una, pues su razón de ser es la misma: la imposibilidad de obtener el objeto del amparo,  puesto que si se concediera la protección de la Justicia Federal, no se podría obtener la reparación de la garantía violada, dejándose de cumplir con el artículo 80.

En la fracción XVIII lo único que hay que hacer es agregar al final las palabras “Ley de Amparo”, ya que sólo esta y la Constitución pueden crear causas de improcedencia. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1049 a 1054)

En materia de improcedencia del juicio de amparo:

Artículo 73. El juicio de amparo es improcedente:

…

XVII. bis. Cuando se trate de resoluciones dictadas por el Ejecutivo Federal en ejercicio de la facultad contenida en el artículo 33 de la Constitución. Se exceptúa de dicha improcedencia, las resoluciones que a juicio del juez de Distrito, contuviesen vicios formales notoriamente insalvables tales como deficiencias en la identidad de la persona o de la atribución de su nacionalidad extranjera, cuando su expulsión suponga la desintegración de sus relaciones con menores de edad bajo su custodia, o cuando se acredita la existencia de un conflicto de normas de doble nacionalidad del individuo, en donde bajo cualquier título legal pudiese gozar al propio tiempo de la nacionalidad mexicana.(Juan de Dios Gutiérrez Baylón, Tomo II, páginas  1304 y 1305)

EXPOSICION DE MOTIVOS.-  En obvio de repetición de algunos motivos expuestos, la idea de adicionar el siguiente párrafo, es para que el juez diferencie a aquellos litigantes, y me refiero a los quejosos o terceros perjudicados, que por su naturaleza física o mental, necesitan de ciertas consideraciones en la ley para el pleno respeto de sus derechos.

ARTICULO 73

PROYECTO.-  (Adicionar un último párrafo al artículo 73 en la forma siguiente)  En forma especial cuando se afecten intereses o derechos de las personas a que se refiere el artículo 7 de esta misma ley; debiendo tener el juez especial cuidado en la aplicación de todos los artículos que hacen referencia a las personas en cita.(Alejandro V. Pintos Romero, Tomo II, páginas  1376 y 1377)

Establecer en la Ley de Amparo que son improcedentes las demandas de amparo indirecto en las que se combinen conceptos de violación de carácter constitucional, con cuestiones de legalidad. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1796)

Si observamos la estadística de la promoción de amparos, a nivel nacional de 100 amparos que se promueven, se sobreseen un 95 por ciento, y se otorga el uno o dos por ciento, los jueces y secretarios debido a la carga de trabajo, tratan de deshacerse, de estos amparos observando causales de improcedencia, y sobreseyéndose sin estudiar el fondo del asunto, por lo que sugiero que se derogue las causales de improcedencia que señala la ley, en su Capítulo VIII y IX de la Ley de Amparo, proponiendo en su lugar la obligación de estudiar el fondo de la violación en la garantía individual o social por parte de la autoridad jurisdiccional otorgando o negando la protección de la justicia federal, y que la deficiencia de la suplencia de la queja no solo sea en materia, penal agraria, o laboral sino en todas las materias. (Silverio Castañeda Ceballos, Tomo III, página 1990)

La indicada fracción ha sido considerada como un apéndice nocivo de la Ley de Amparo, virtud a que toda causa de improcedencia viene a limitar o hacer nugatoria la efectividad de los derechos o garantías individuales, ya que imposibilita el ejercicio de la acción de amparo. Cualquier limitación solo puede provenir de la Constitución o de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales en su fase procesal.

Sin embargo, la indicada fracción permite que cualquier disposición legal pueda establecer la improcedencia del juicio de amparo.

Ejemplo de lo que permite la citada disposición, es el que el Código de Procedimientos Civiles de algún Estado miembro de la Federación estableciera la improcedencia del juicio de amparo contra las resoluciones dictadas por algún Tribunal del mismo Estado, lo que resulta inadmisible por las razones antes expuestas.

Al respecto, la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la indicada fracción XVIII, no puede darle vigencia a la disposición de cualquier otra ley que señalara la improcedencia del juicio de amparo.

En este orden de ideas, para evitar cualquier interpretación equívoca de la fracción de que se trata se propone la siguiente redacción:

XVIII.- En las demás cosas en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales. (Secundino López Dueñas, Tomo III, páginas 2026 y 2027)

COMENTARIO: Es inconstitucional la fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, ya que si el precepto en conjunto distingue los supuestos específicos de improcedencia, una ley secundaria no puede impedir al juzgador el estudio de la demanda de garantías, considerada como supremo recurso o medio de defensa frente a los actos arbitrarios.  Por lo tanto, el examen de dichas causas debe obedecer estrictamente al contenido de la Constitución, de la Ley de Amparo y la jurisprudencia, en casos concretos. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, páginas 2046 y 2047)

ARTÍCULO 73. El juicio de amparo es improcedente:

I. Contra actos de la Suprema Corte de Justicia, actuando en Pleno o en Salas, así como contra las resoluciones que dicte el Consejo de la Judicatura Federal.

II. Contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en cumplimiento de las mismas;

III. Contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de amparo que se encuentre pendiente de resolución, ya sea en primera o única instancia, o en revisión, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas;

IV. Contra leyes o actos que hayan sido materia de una ejecutoria en otro juicio de amparo, en los términos de la fracción anterior;

V. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso;

VI. Contra leyes, tratados y reglamentos que, por su sola vigencia, no causen perjuicio al quejoso, sino que se necesite un acto posterior de aplicación para que se origine tal perjuicio;

VII. Contra las resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades en materia electoral, excepto, cuando como consecuencia de estas se violen garantías del gobernado.

VIII. Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus respectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes, en elección, suspensión o remoción de servidores públicos, en los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana o discrecionalmente;

IX. Contra actos consumados de un modo irreparable;

X. Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se considere irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso una vez cerrada la instrucción, y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente.

XI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento;

XII. Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los artículos 21, 22 y 218.

No se entenderá consentida tácitamente una ley, a pesar de que siendo impugnable en amparo desde el momento de la iniciación de su vigencia, en los términos de la fracción VI de este artículo, no se haya reclamado, sino sólo en el caso de que tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en relación con el quejoso.

Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la ley en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la ley si no se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir de la fecha en que se haya notificado la resolución recaída al recurso o medio de defensa, aun cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad.

Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deberá estarse a lo dispuesto en el artículo 166, fracción IV, párrafo segundo, de este ordenamiento;

XIII. Contra las resoluciones judiciales o de tribunales administrativos o del trabajo respecto de las cuales conceda la ley algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas, aun cuando la parte agraviada no lo hubiese hecho valer oportunamente, salvo lo que la fracción VII del artículo 107 constitucional dispone para los terceros extraños.

Se exceptúan de la disposición anterior los casos en que el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, deportación o destierro, o cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución;

XIV. Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordinarios  o autoridades administrativas  algún recurso o  medio de defensa legal propuesta por el quejoso que pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto reclamado;

XV. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos algún recurso, juicio o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos mediante la interposición del recurso o medio de defensa legal que haga valer el agraviado, sin exigir mayores requisitos que los que la presente ley consigna para conceder la suspensión *(se suprime), independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta ley.

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación;

XVI. Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado;

XVII. Cuando subsistiendo el acto reclamado no pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de existir el objeto o la materia del mismo; y

XVIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición señalada en la Ley Suprema o bien en  la jurisprudencia.

Las causales de improcedencia, en su caso, deberán ser examinadas de oficio. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2187 a 2191)

Así, debe revisarse todas las cuestiones relativos al sobreseimiento, ya que la mayoría de los juicios de amparo se sobreseen, situación que daría a pensar que la impartición de la justicia constitucional se hace nugatoria e ineficaz. (Román Díaz Vázquez, Tomo III, página 2291)

Se adiciona una causal de improcedencia tradicionalmente manejada por la jurisprudencia; estableciéndose claramente sus supuestos y excepciones.

TEXTO PROPUESTO

Art. 73. El juicio de amparo es improcedente:

XII. Contra actos consentidos tácitamente... 

XIII. Contra actos derivados de otros consentidos.

En ningún caso se entenderán como derivados de actos consentidos aquellos que no sean consecuencia necesaria y directa de los mismos.  Asimismo no tendrán tal carácter, aquellos que hayan tenido como antecedente requerimientos o actos que en sí mismos no hayan causado agravio al quejoso cuando éste tenga el carácter de tercero en el procedimiento del que derive el acto reclamado.

XIV. Contra las resoluciones judiciales o de Tribunales Administrativos o del Trabajo... (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2747 y 2748).

Lo anterior se traduce en que en muchos de los casos, el agraviado no esta en condiciones, ni tiene los medios, para estar en posibilidad de presentar la demanda de amparo en el termino que para tal efecto fija la ley. 

La figura de la improcedencia del juicio de amparo por consentimiento, ya sea expreso o tácito, debe desaparecer de la Ley de Amparo, porque con ello se condena al pobre, o al ignorante, a la restricción de sus garantías prohibida por el articulo 1º . Constitucional, y se condiciona al individuo a que no goce de las garantías individuales que otorga la Constitución como la manda dicho precepto.

La figura de la improcedencia del juicio de amparo por preclusión del termino para promoverlo, debe concretarse a los actos derivados de los procedimientos judiciales, en los que el agraviado sea parte y haya tenido plena audiencia, en atención a que es  también  interés de la sociedad el que los juicios tengan pronta resolución.

Como es posible, que el Código Civil Federal de 1928, que en su exposición de motivos nos presenta conceptos hermosos al hablar de un “Código Civil social “, que rompe con el injusto principio de que “en los contratos la voluntad de las partes es la suprema ley”, sancionando con nulidad a los actos ejecutados en contra del tenor de las leyes prohibitivas o de interés publico, no permita, que esos actos nulos puedan valer por prescripción o por confirmación; y por el contrario, la ley de amparo, permita que las violaciones a la Constitución, a las garantías individuales, que Constitucionalmente son irrenunciables, pueden prevalecer por consentirlo expresa o tácitamente el gobernado, lo que puede suceder por la amenaza de la autoridad, inducción de la autoridad mediante artefugios legales, o lo que es aún peor y degradante de la condición Humana y totalmente violatorio a la Constitución y los más elementales Derechos Humanos, que  por ignorancia o por pobreza prescriba la acción o se confirme el consentimiento tácito?.

Si el articulo 1º Constitucional establece el primer principio general de la Constitución y de los derechos del ser humano, el que todo individuo goce de las garantías individuales, y por ello es eminentemente publico y de interés social, ¿Como entonces es posible que la Ley de Amparo permita la renuncia a las garantías individuales y que se de el caso de restricción de las garantías individuales?. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, páginas 7 y 8)

En los amparos contra  actos Administrativos, salvo que los recursos puedan presentarse ante un Tribunal administrativo, el Amparo debe de poder pedirse aún y cuando exista recurso ante la misma autoridad, ya que la experiencia nos demuestra que la autoridad que emite el acto, siempre trata de sostenerlo a toda costa aún y cuando éste resulte ilegal y contrario directa o indirectamente a la Constitución; y el perjudicado se encuentra en total desventaja procesal.

En esos casos de actos administrativos, cuando se dan y son contrarios a la Constitución, lesionando las garantías individuales, debe estar el perjudicado en posibilidad de promover el juicio Constitucional, por lo que debe adecuarse incluso, en tal sentido, Fracción IV del articulo 107 Constitucional; especialmente, porque la mayoría del pueblo mexicano no tiene los medios para allegarse de asesoría jurídica ni conoce las leyes ni menos los recursos administrativos, sobre todo porque los actos administrativos se dan en contra de los mas pobres y desprotegidos; ello, atendiendo a nuestra realidad social. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, páginas 11 y 12)

Propuesta de texto que de ser aprobada se adicionaría a las 18 fracciones que existen actualmente en el artículo 73 de dicha ley. Esta redacción es resultado de consultas con expertos mexicanos en materia de arbitraje, quienes participan en el comité consultivo de controversias comerciales privadas del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y es congruente con las disposiciones relativas en la materia:

Artículo 73.- el juicio de amparo es improcedente:

…XVIII.- Contra actos emanados de árbitros o tribunales arbitrales, incluidos los paneles constituidos para resolver controversias según leyes o tratados internacionales de que México sea parte.

Justificación de la Reforma:

El arbitraje ha sido reconocido por diversos ordenamientos legales del país, como un medio alterno a los tribunales establecidos por el estado para la solución de controversias, ya sea entre particulares (arbitraje privado), entre estados (arbitraje público) o entre estados y particulares (arbitraje privado o mixto), en sus facetas de arbitraje nacional o arbitraje internacional.
 (María Jimena Valverde Valdés, Tomo V, página 150)

En el texto actual del artículo 73 de la ley de la materia, no existe alguna causal de improcedencia del amparo que describa en forma expresa o, por lo menos más clara, la obligatoriedad para el quejoso, de recorrer las instancias administrativas antes de acudir al juicio de garantías.

Aún cuando en el tercer párrafo de la fracción XII del mencionado precepto se prevé la improcedencia de amparo cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, resulta forzado invocar esa fracción para un caso concreto que, bajo nuestra apreciación, cada vez se presenta con más frecuencia.

El caso concreto al que nos referimos, es aquel cuando el particular considera agraviada su esfera jurídica por actos emitidos por la autoridad administrativa. En términos del artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, el gobernado puede optar por acudir al juicio de garantías o bien, interponer el recurso de revisión.

Para el caso de que se opte por interponer el recurso de revisión, la resolución que al efecto se dicta, muchas veces es impugnada de nueva cuenta por el particular por la vía del amparo. Sin embargo, no se agota el “principio de definitividad” el cual lo obligaría a acudir al Juicio de Nulidad.

Por ello, consideramos oportuno que pudiera adicionarse al artículo 73, una fracción en la que se estableciera la obligación para el gobernado de interponer el juicio de nulidad en contra de las resoluciones dictadas en los recursos de revisión hechos valer en términos del artículo 83 de la ley Federal de Procedimiento Administrativo antes mencionado.

Con base en el criterio de la tesis jurisprudencial 225, cuyo rubro establece “LEYES, RECURSOS QUE DEBEN AGOTARSE PREVIAMENTE AL AMPARO CONTRA.  CUANDO OPERA EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD DEL JUICIO DE AMPARO”, en relación con la tesis de ejecutoria XLVIII/99, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en NULIDAD. DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE AL AMPARO, SI EL QUEJOSO OPTO POR INTERPONER EL RECURSO ADMINISTRATIVO DE REVOCACION.”, el texto propuesto al efecto podría ser el siguiente:

Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la Ley en juicio de amparo. Sin embargo, si el interesado opta por el recuso o medio de defensa legal, queda obligado a recorrer, previamente a la interposición de la acción constitucional, todas las jurisdicciones, competencias y recursos ordinarios tendientes a revocar o modificar el acto que considera le causa lesión a sus intereses. (Miguel Bio Chan, Tomo V, páginas 221 a 223)

Que las causas de improcedencia de la acción y por ende del juicio, se contengan TODAS, en el artículo 107 Constitucional y no únicamente en la Ley de Amparo, puesto que si son el Constituyente originario o el permanente, quienes establecen la procedencia genérica del juicio, es a los únicos que les compete fijar los casos de excepción o de improcedencia, porque el legislador ordinario no puede limitar o restringir un derecho otorgado por aquéllos. 

Para evitar problemas de interpretación, que dentro de las causas o causales de improcedencia, no se incluya la que actualmente se contempla en la fracción  XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo vigente, puesto que cuando el legislador no distinguió, al intérprete de la norma no es dable hacerlo. La confusión radica en que no dice cual Ley es la que puede establecer las causas de improcedencia a parte de las que se describen o reseñan en el precepto citado. (Dionisio F. Gutiérrez García, Tomo V, páginas 229 y 230)
Capítulo IX

Del sobreseimiento

Artículo 74.  Procede el sobreseimiento:

PROPUESTAS

2.- Respecto del artículo 74 que establece las causas de sobreseimiento creo que sería más sencillo que las primeras cuatro fracciones desaparecieran y simplemente se dijera que procedía cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna causal de improcedencia. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1638)

I.  Cuando el agraviado desista expresamente de la demanda;

PROPUESTAS

Que una vez efectuado un estudio global de diversos aspectos y contenido del desistimiento, así como sus clases y los efectos que produce dentro del proceso y, en especial en la substanciación del Juicio Constitucional, se ha considerado que el desistimiento de la demanda en el juicio de Amparo sólo implica, en perjuicio del quejoso la pérdida de la instancia de garantías y no así de la acción de la misma, supuesto que trae como consecuencia una violación a la esfera jurídica del gobernado de conformidad con el artículo I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece:

“En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrás restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece”.

A mayor abundamiento, en el Juicio de Amparo el desistimiento de la demanda no debe generar en todos los casos la pérdida de la acción, toda vez que el quejoso jamás debe perder la facultad para presentarla nuevamente, siempre y cuando no haya caducado dicha acción.

Ahora bien, es de derecho explorado que el desistimiento no se traduce por parte del quejoso en consentir el acto reclamado pues implicaría una eventual renuncia a las garantías que le otorga nuestra Carta Magna.

Propuesta.- En mérito de lo anterior se propone que la redacción de la Fracción I, del Artículo 74 de la Ley de la materia podría modificarse en los términos siguientes:

“Cuando el agraviado desista expresamente en el juicio de garantías”

El desistimiento de la acción trae aparejado el consentimiento del acto reclamado, mientras que en el desistimiento de la instancia el quejoso únicamente pierde los beneficios que hubiese obtenido al tramitar el juicio, y por lo tanto la acción de amparo quedará expedita para ejercitarse nuevamente ante el órgano jurisdiccional. (Mario Luis Pérez Méndez, Tomo III, páginas 2056 y 2057)

II.  Cuando el agraviado muera durante el juicio, si la garantía reclamada sólo afecta a su persona;

III.  Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniese alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el Capítulo anterior;

IV.  Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el artículo 155 le (sic) esta ley.

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades responsables están obligadas a manifestarlo así, y si no cumplen esa obligación, se les impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de salario, según las circunstancias del caso.

PROPUESTAS

Injustamente, en ese precepto, en el Párrafo Cuarto de la Fracción II, se contempla la figura del sobreseimiento por inactividad y la caducidad, en el juicio de amparo. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, página 804)

El Párrafo Cuarto de la Fracción II, también del artículo 107 Constitucional, estimamos que debe suprimirse la primera parte, en atención a que debe desaparecer las figuras del sobreseimiento y la caducidad procesal en el juicio de amparo, por ser injusto que se castigue al gobernado por el incumplimiento de los deberes de la autoridad; reformándose en tal sentido la Ley de Amparo, como adelante se indica. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, página 807)

Se propone la adición de un capítulo que integre a la Ley de Amparo la figura de la caducidad, tomando en consideración que no todos los autos impulsan el procedimiento y eso se refiere directamente a las promociones que presenten las partes, ya que la tendencia actual de las autoridades federales es aminorar su ámbito de competencia, la opinión de esta mesa de trabajo se sintetiza en que es más justo y equitativo proponer la integración de esta figura jurídica que combate la apatía y negligencia de las partes.  En consecuencia, la propuesta incluiría la derogación de la fracción V del Capítulo IX, relativa al sobreseimiento.  Es preciso destacar que el término que se propone para que opere la caducidad es el de noventa días naturales en atención a lo previsto en el artículo 17 Constitucional. (Teddy Israel Cortés Calderón, Tomo II, página 1279)

El espíritu que llevó a la creación de la Ley de Amparo, sin duda alguna, el hacer valer y prevalecer los derechos humanos, las garantías individuales, que son valladares que impiden la arbitrariedad y el despotismo, espíritu que ha hecho de esta ley la más noble e ilustre institución que México ha brindado a la cultura jurídica universal, motivo por el cual debemos hacer que a toda costa subsista este afán y es por ello que no podemos permitir que los excesos la hagan decaer.

En efecto, desgraciadamente es práctica común que, en aras de exigir de los gobernantes el ajuste de su comportamiento a lo que dispone nuestra Constitución y las leyes, los gobernados caigan en excesos, tales son los casos de que algunas acciones de naturaleza ilícita, intenten protegerse con el desmedido abuso que se hace de la interposición de juicios de amparo, encaminados sólo a que el quejoso consiga una suspensión provisional, por lo que propongo una adición al artículo 74 fracción IV de la actual Ley de Amparo.

ACTUAL ARTÍCULO 74

Fracción IV

Procede el sobreseimiento: I.- …; II.- … ; III.- …;

…IV.- Cuando de las constancias de autos apareciera claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el artículo 155 de esta ley.

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades responsables están obligadas a manifestarlo así, y si no cumplen esa obligación, se les impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de salario, según las circunstancias del caso.;

V.- …

PROPUESTA DE ADICIÓN

…IV.- Cuando de las constancias de autos apareciera claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el artículo 155 de esta ley, en cuyo caso se le impondrá al quejoso una multa de diez a ciento ochenta días de salario, según las circunstancias del caso.

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades responsables están obligadas a manifestarlo así, y si no cumplen esa obligación, se les impondrá la misma multa que en el caso anterior. (Sonia Araceli Mondragón Alonso, Tomo IV, páginas 2781 a 2783).

V.  En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia. En ese caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida.

En los amparos en materia de trabajo operará el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados, cuando el quejoso o recurrente, según el caso, sea el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia.

PROPUESTAS 

Artículo 74.- "Procede el sobreseimiento:...

"...V. En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.
"Asimismo, en los amparos indirectos, cuando agotados los medios de apremio previstos por el artículo 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, a fin de obligar al quejoso a publicar los edictos para emplazar a un tercero perjudicado, éste continúe siendo omiso.
LA NO PUBLICACIÓN DE LOS EDICTOS, POR MEDIO DE LOS CUALES HA DE EMPLAZARSE A UN TERCERO PERJUDICADO EN EL JUICIO DE AMPARO, DEBE DE CONTEMPLARSE COMO UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA (sic) PARA SOBRESEER EN EL JUICIO.

Las formalidades esenciales a que se refiere esta parte del precepto (14 constitucional) consisten en la competencia, la procedencia de la acción, el emplazamiento en materia civil o la noticia de la acusación en materia penal, la oportunidad de aportar pruebas, la de razonar la defensa (alegatos), la sentencia congruente, motivada y fundada, y la posibilidad de interponer los recursos instituidos.

Por lo que podemos concluir que, en la substanciación del juicio de garantías debe existir una correcta integración del procedimiento, en el cual se ha de oír a cada una de las partes que intervengan en el mismo (agraviado, autoridad responsable, tercero perjudicado y agente del Ministerio Público Federal); y que, al no ser posible llevar a cabo el llamamiento a juicio del o los terceros perjudicados a través de la publicación de los edictos respectivos, de continuar con el trámite del amparo sin su conocimiento, se transgrediría la garantía de audiencia, al seguirse el procedimiento a sus espaldas y en consecuencia negársele el derecho de defenderse y ofrecer pruebas en su descargo.

En relación a lo expuesto, también cabe señalar que, al quedar paralizado el expediente por la no publicación de los edictos a costa del quejoso para lograr el emplazamiento del tercero o terceros interesados, se contraviene lo dispuesto en el artículo 17 constitucional, ya que se entorpece la impartición de justicia por retardarse la solución del conflicto. 

PLANTEAMIENTO 
 

Es ampliamente sabido que el emplazamiento a los terceros perjudicados en el juicio de amparo indirecto se realiza de manera personal; sin embargo, nos encontramos con un problema cotidiano, consistente en que el domicilio señalado por el quejoso para tal efecto ya no es el correcto, bien porque se cambió de casa, o bien, si es el procesal, porque el abogado que lo patrocina se cambió a otro lugar.

Por consiguiente, resulta necesario que el promovente del juicio de amparo proporcione el domicilio en que ha de ser llamado a juicio el tercero o los terceros perjudicados cuando les revista tal carácter, requisito que contempla la fracción II, del artículo 116, de la Ley de Amparo; sin embargo, cuando en el domicilio proporcionado en la demanda inicial de garantías no se puede llevar a cabo la diligencia de emplazamiento, porque éste no existe, o por haber dejado de ser el domicilio del o de los terceros perjudicados, o finalmente, porque a la autoridad responsable le es imposible llevar a cabo el emplazamiento.

Cabe hacer mención que la Ley de Amparo, en su artículo 30, establece las formas en que ha de notificarse a las partes que intervengan en los procedimientos constitucionales, cuando no conste en autos el domicilio ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones; en estos casos se faculta al tribunal, al Juez o a la autoridad que conozca del asunto para que proceda a llevar a cabo las medidas que estimen pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio, y si a pesar de las investigaciones antes referidas, éstas resultan infructuosas para localizar algún domicilio en que ha de llevarse a cabo el llamamiento correspondiente, el referido numeral dispone, que su emplazamiento se realice por medio de edictos, en los términos que señala el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Con el fin de conocer el domicilio en que han de ser llamados a juicio los terceros perjudicados, los Jueces de Distrito han llevado a cabo un sinnúmero de medidas para lograr tal fin, ya sea, que el promovente del amparo indague o proporcione el domicilio de los multicitados terceros, se requiere de nueva cuenta al peticionario de garantías para que proporcione diverso domicilio, con el apercibimiento que de no dar respuesta al mismo o resultar falso el que indique, se le impondrá una multa de carácter pecuniario, o que el actuario correspondiente lo indague en el directorio telefónico.

Al surgir esta dificultad, el Juez de Distrito también ordena se giren diversos oficios al Instituto Federal Electoral y a la Secretaria de Vialidad y Transporte del Estado, con el propósito de que en caso de existir credencial de elector expedida a su nombre o licencia para conducir, indiquen el domicilio que como suyo señaló; al Director del Registro Público de la Propiedad, a fin de que informen si en sus archivos existen inmuebles, propiedad del tercero perjudicado para estar en aptitud de llamarlo a juicio en alguno de ellos; a las Oficiales Mayores de Padrón y Licencias de los Ayuntamientos de la zona metropolitana, para que informen si acaso ante ellas tiene registrado giro comercial a su nombre, de ser así manifiesten el domicilio que proporcionó, con el ánimo de emplazarlo ahí. De igual manera, se envían comunicados a las siguientes corporaciones policiacas: Subdelegación de la Procuraduría General de la República en el Estado; Dirección de la Policía Investigadora del Estado y, Direcciones de las Policías Municipales de la zona metropolitana que abarca las demarcaciones territoriales antes precisadas. Finalmente, también se ordena al actuario judicial adscrito, consulte los autos del proceso de origen del que derivan los actos reclamados, para constatar si el tercero perjudicado señaló algún domicilio para recibir notificaciones, diverso de aquel donde se le haya tratado de emplazar; en resumen, se hace todo lo posible para intentar localizar al tercero o terceros interesados, aunque en muchas de las ocasiones esa búsqueda resulta infructuosa.

Hecho lo anterior, no habiéndose encontrado casa en donde pueda ser llamado a la litis constitucional, se ordena la publicación de los edictos correspondientes, acorde con la fracción II, del numeral 30, de la ley de la materia, que en lo conducente establece: "...Si a pesar de la investigación se desconoce el domicilio, la primera notificación se hará por edictos a costa del quejoso, en los términos que señale el Código Federal de Procedimientos Civiles...", apercibiendo al impetrante de garantías que en caso de no hacerlo, se le impondrá multa por mil pesos.

Así las cosas, el llamamiento a juicio del o de los terceros perjudicados, se ordena a través de la publicación de edictos, tal como lo disponen los artículos 30, fracción II, de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la ley de la materia, y en virtud de ser una carga procesal, es obligación de la parte quejosa y a su costa la publicación de los mismos. De igual manera, de acuerdo a lo que dispone el artículo 59, del enjuiciamiento federal en mención, se apercibe al quejoso con multa para que acredite las gestiones tendientes a publicar los referidos edictos, aun cuando la mayoría de las veces omiten cumplir con tal requerimiento, no obstante hacerse efectiva la multa correspondiente. Sin embargo, en algunos casos no se logra la publicación de los multicitados edictos no obstante el empleo de medidas tan extremas, situación que redunda en un mismo inconveniente: la falta de emplazamiento del o de los terceros perjudicados, y con ello, la inactividad procesal en la integración de los juicios de garantías. 

A pesar de ello, en la mayoría de los casos el agraviado evade su responsabilidad, posiblemente por el alto costo de la publicación de los edictos y no exhibe los ejemplares de los diarios en donde se publican, sin importarle que se le puedan hacer efectivas las sanciones económicas que se le continúen imponiendo, atento a que la autoridad exactora tarda en cobrar las multas impuestas, además utilizan como fácil salida el cambiar de domicilio para oír notificaciones, o bien, indicar que no poseen bienes a su nombre; por tanto, es claro que ningún sentido tendría continuar con el procedimiento administrativo de ejecución, pues la erogación que le causaría a la nación cobrar la multa, en muchas de las veces sería mayor a ésta.

Cabe hacer notar que para ese entonces, sin exagerar, ya transcurrió no menos de un año y el juicio continúa paralizado.

Existen criterios de algunos Tribunales Colegiados de Circuito, que sostienen que la no exhibición de los ejemplares de periódicos donde se publiquen los edictos por los que se emplaza a algún tercero, a la fecha no constituye una causa de sobreseimiento del juicio de garantías, en virtud de que no existe en la Ley de Amparo, precepto alguno que así lo disponga, y en su orden establecen lo siguiente:

1.- El primero (criterio aislado) se encuentra en la página 414, del Tomo III, febrero de 1996, Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, y es del siguiente tenor:

"EMPLAZAMIENTO MEDIANTE EDICTOS. EL JUEZ DEBE DICTAR LAS MEDIDAS PROCEDENTES PARA OBLIGAR A LA QUEJOSA A EVIDENCIAR QUE CUMPLIÓ CON EL. Con fundamento en el artículo 30, fracción II, de la Ley de Amparo, el a quo está facultado para que realice el emplazamiento mediante edictos y a cuenta de la quejosa, empero si ésta no demuestra haber cumplido con tal mandato, dentro de los tres días siguientes que le fueron otorgados, ello no es suficiente para decretar el sobreseimiento, sino en su caso dictar las medidas procedentes, para obligar a la quejosa a evidenciar ante él, que en efecto obedeció a lo ordenado y luego tener por emplazado al tercero perjudicado, siguiendo el procedimiento de amparo hasta el dictado de la sentencia constitucional respectiva, según lo prevé el numeral 157 de la Ley de Amparo."

En la página 986, (jurisprudencia) del Tomo VII, enero de 1998, de la Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se establece: 

"EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS A UN TERCERO PERJUDICADO. LA NO EXHIBICIÓN DE ÉSTOS POR EL QUEJOSO NO ORIGINA EL SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO DE GARANTÍAS. El hecho de que la parte quejosa no exhiba los ejemplares de los periódicos donde se publiquen los edictos por medio de los cuales se emplaza a algún tercero perjudicado, no constituye una causa de sobreseimiento del juicio de garantías, pues no existe precepto alguno en la Ley de Amparo que así lo disponga. En todo caso, aquella omisión a lo sumo provoca que se usen contra dicha parte los medios de apremio que establece el artículo 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria por prevención expresa del numeral 2° de aquel ordenamiento." TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

En la diversa página 338, (criterio aislado) del Tomo VIII, julio de 1998, de la Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, establece:

"AMPARO, SOBRESEIMIENTO DEL. NO OPERA CUANDO EL QUEJOSO NO EXHIBE EN EL JUICIO, LOS PERIÓDICOS EN QUE DEBIERON PUBLICARSE LOS EDICTOS RELATIVOS AL EMPLAZAMIENTO DEL TERCERO PERJUDICADO. El incumplimiento del quejoso a la prevención de exhibir los ejemplares de los periódicos en que se publicó el emplazamiento por edictos del tercero perjudicado, no genera el sobreseimiento en el juicio de garantías, pues en la Ley de Amparo no existe disposición alguna que sancione tal renuencia de esa forma, debiendo en todo caso el Juez de Distrito, ante la omisión del quejoso, emplear en su contra los medios de apremio que establece el artículo 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, a fin de lograr que cumpla el requerimiento." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.

Sin embargo, consideramos de tomarse en cuenta, que si el juicio de amparo es un procedimiento sumarísimo, la no integración de éste, contraviene el principio que consagra el artículo 17 de la Constitución General de la República, el cual establece que los Tribunales deben de administrar justicia pronta y expedita; por lo que, en el caso que se expone, si el quejoso omite llevar a cabo la publicación de los edictos para emplazar a alguno de los terceros perjudicados, dicha conducta origina la paralización procesal del juicio de garantías, aun cuando con posterioridad señale un diverso domicilio como del tercero perjudicado, no obstante que su emplazamiento fue ordenado llevarse a cabo por medio de edictos. En estos casos, se accede a ordenar su llamamiento a juicio en el último domicilio proporcionado para tal efecto, lo que de una u otra forma, deviene en prácticas dilatorias que retrasan la resolución de los juicios al ser imposible la localización del o los terceros, a pesar de los medios empleados.

Si el fin perseguido con la interposición del juicio de amparo, es que no se le vulneren al quejoso las garantías individuales consagradas en nuestra Carta Magna; si no se oye a la totalidad de las partes, como es el caso de los terceros perjudicados, se contravienen los principios que rigen el juicio de amparo, al violarse las garantías de dichos terceros por no estar en aptitud de ser oídos ni vencidos dada su falta de emplazamiento, inclusive a través de edictos cuando se desconoce su domicilio.

En esa tesitura, debe establecerse que la no publicación de los edictos por parte del quejoso, retarda y entorpece indefinidamente la función de administrar justicia, razón por la cual es menester que esa circunstancia sea incorporada al artículo 74 de la Ley de Amparo como una causal más de sobreseimiento, ya que, al no ser posible llamar a juicio a la totalidad de las partes, no puede ni debe entrarse al estudio del fondo del negocio, por los motivos apuntados en el contenido del presente tema.

Así las cosas, como antes quedó establecido, a nada práctico conduciría que se siguieran imponiendo los medios de apremio que prevé el arábigo 59, del Código Procesal Civil Federal, supletorio a la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, pues aun cuando hasta se ha llegado al extremo de que por conducto de la Policía Judicial Federal, se presente al quejoso para que realice la publicación de los edictos, éste se esconde, se cambia de casa, o bien, su autorizado en términos del artículo 27 de la Ley de Amparo. Por ello, el juicio de garantías queda paralizado en acatamiento a los criterios que se citó y que obligan en términos del artículo 193 del mismo ordenamiento legal, a no sobreseer.

CONCLUSIÓN

De todo lo expuesto con anterioridad, se arriba a la siguiente conclusión: si dentro de un juicio de amparo, se encuentra ordenado el emplazamiento de un tercero perjudicado por medio de edictos a costa del quejoso y la publicación de los mismos no se lleva a cabo a pesar de todos los medios empleados para tal efecto, deberá sobreseerse el juicio de garantías para evitar la paralización del expediente y el entorpecimiento de la más noble tarea que se le puede encomendar al ser humano: la impartición de justicia.

Debido al planteamiento desarrollado, el suscrito propone adicionar un párrafo segundo a la fracción V, del artículo 74 de la Ley de Amparo, y recorrer en orden progresivo los restantes, para quedar como sigue: (Gabriel Montes Alcaráz, Tomo I, páginas 205, 207 a 217)

Párrafo o fracción que se crearía con la propuesta:

El 73 BIS.- El amparo no podrá decretarse improcedente sino cuando plenamente estén demostradas las causas que rigen el artículo precedente 73, fijando una Audiencia a efecto de desahogar pruebas, si tuvieren las partes para respetar su derecho de Audiencia y Defensa, antes de declarar la improcedencia y con las reglas para las pruebas que establece el artículo del 150 al 155 de la propia ley de Amparo.

El 74 BIS.- Los sobreseimientos no podrán ser decretados de plano por las autoridades que conozcan del amparo sin oír y escuchar a las partes interesadas, fijando al efecto una Audiencia en donde se tenga en todo caso derecho a la aportación de pruebas en los términos del artículo 150 al 155 de la propia ley de Amparo, y si se llegare a probar que no procede sobreseer se seguirá con el juicio.

Consideraciones que explican las aportaciones:

Las consideraciones es de que los quejosos ven frustradas sus peticiones de tajo al resolverse la improcedencia y sobreseimiento de los amparo sin escuchar a las partes lo que viola el principio de legalidad y de audiencia y defensa, porque puede haber motivos extraordinarios de los quejosos por lo que no cumplieron con algún requisito legal, y se desvirtúa el amparo con su finalidad de garantizar los derechos de los mexicanos.

La redacción que resultaría al incorporar los comentarios:

Esta considero resultaría de lo señalado para que el amparo no sea declarado improcedente o sobreseído con suma facilidad y las autoridades que lo resuelven eviten actuar en ocasiones en forma caprichosa o con estricto apego a la ley perjudicando al quejoso o las partes que intervienen, o incluso buscar una forma de deshacerse de conocer del juicio de garantías cundo este si es necesario y urgente para el que lo peticiona, y mientras se resuelve si es improcedente o se sobresee la causa se conceda toda suspensión provisional para que las cosas se mantengan en el estado que guarden, hasta en tanto no se resuelva en definitiva. (Lorenzo Sánchez Bravo, Tomo II, páginas  798 y 799)

Lo mismo sucede con el sobreseimiento por inactividad procesal, previsto por la fracción V del artículo 74 de la Ley de Amparo, ya que la práctica nos demuestra que todos los casos se presentan por inactividad de la autoridad, precisamente en los amparos en revisión, castigándose en forma injusta al quejoso por el hecho de que la autoridad no cumple con sus obligaciones; siendo que las partes generalmente residen en lugar distinto al Tribunal de Amparo y no tienen los medios para contratar la vigilancia del negocio, lo que se traduce en denegación de justicia, prohibida por el artículo 17 Constitucional.

Por ello, pensamos que debe desaparecer el Párrafo Cuarto de la fracción II del artículo 107 Constitucional la figura del sobreseimiento por inactividad procesal y la caducidad de la instancia. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, página 810)

Respecto de la causal de la fracción V del artículo 74, la misma debe desaparecer pues son absurdos el sobreseimiento por falta de promoción o la caducidad, ya que son notoriamente injustos.  En primer lugar, de acuerdo con el sistema de la Ley de Amparo, (artículo 157)  una vez promovida la demanda, toca al Juez de Distrito continuar el juicio sin que se requiera promoción de la parte o sea, existe una obligación de parte del Juez de continuar el juicio aun cuando las partes no promuevan, lo que significa que si un asunto queda rezagado 300 días en el Juzgado de Distrito, quién no cumple con su obligación es el Juez de Distrito, pero se sanciona a la parte quejosa.

En segunda instancia, una vez presentados los agravios y, en su caso, los alegatos, las partes no tienen nada que hacer; no existe ya procedimiento alguno, porque una vez en manos del ponente el expediente dicho ponente está obligado a redactar la resolución y a listar el asunto, lo que significa  que si no se redacta, sea por la razón que se quiera: indolencia, exceso de trabajo, dificultad del negocio, que sé yo; pero no es la parte la culpable y se le sanciona.  

En el amparo directo, cuando el expediente llega al Tribunal Colegiado está completo salvo, en su caso, la vista al Ministerio Público.  Y si esto es así, el quejoso no tiene nada que hacer.  Todo ésta hecho y sólo resta que el ponente redacte el proyecto de sentencia y lo liste y si no lo hace, no es el quejoso quien tiene la responsabilidad y obligación de promover “la continuación de un procedimiento” que no existe, de ahí que nuevamente se sanciona al quejoso, sin culpa y, repito, todo esto es injusto.

A esto se replica: hay juicios que no se mueven porque las partes carecen de interés, por cualquier motivo.  Y tales juicios, en multitud de ocasiones causan el rezago, que hay que eliminar. 

Que haya casos en que las partes han perdido el interés es verdad; pero la causa del rezago, de la acumulación de expedientes, no es la falta de interés de las partes; pues obedece a otras causas que son: la negligencia de los juzgadores; la auto limitación en el número de asuntos que se fallan en cada sesión; la falta de sanciones eficaces en contra de los abogados que interponen demandas o recursos improcedentes, práctica que podrá eliminarse con multas elevadas, que se hicieran efectivas, cuyo monto fuere a favor del Poder Judicial, que debería tener la facultad de cobrarlas, mediante uno o más actuarios y una oficina, en cada circuito, dedicada exclusivamente a esa misión y espero que en el futuro la sanción pudiera ser la cancelación de la cédula profesional, por falta de ética. 

Si se elimina la causa, cesará el efecto o sea, no habrá rezago y hay Juzgados y Tribunales en que el rezago no existe, a pesar de que reciben igual número de expedientes, que los que si tienen rezago. Y si se pregunta porque ocurre ese fenómeno, la respuesta está en que unos trabajan más que otros.

Finalmente, y suponiendo la falta de interés de las partes en el juicio, para no ser injustos, cabría, al cabo de los 300 días, interpelar, mediante notificación personal, al quejoso o al recurrente para que manifestaran en un plazo perentorio, 3 o 5 días, si quieren continuar o no el juicio.  Si dicen que no o no contestan, entonces dictar el sobreseimiento o la caducidad. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas  1054 a 1056)

El sobreseimiento y la caducidad en materia de Amparo se encuentran regulados en la Ley de la Materia dentro del artículo 74, y en particular sobre la materia de trabajo señala lo siguiente:

“Art. 74.- Procede el sobreseimiento:

I.....

II...

III...

IV...

V.-
En los amparos directos y en los indirectos, que se encuentran en trámite ante los Jueces de distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos sesenta y cinco días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los Amparos en Revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia.  En ese caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida.

En los Amparos en materia de trabajo operara el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados cuando el quejoso o recurrente, según el caso se el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia, no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia.

Cabe precisar que el citado artículo 74 de la Ley de Amparo se sustenta en el artículo 107 fracción XIV de nuestra Constitución Política, donde se dispone lo siguiente:

“Art. 107.- Todas las controversias de que habla el Artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la Ley, de acuerdo a las bases siguientes:

XIV.-
Salvo lo dispuesto en la parte final de la fracción II de este artículo, se decretará el sobreseimiento del Amparo o la caducidad de la instancia por inactividad del quejoso o del recurrente, respectivamente, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, en los casos y términos que señale la Ley Reglamentaria.  La caducidad de la instancia dejará firme la sentencia recurrida.”

De lo anterior se advierte que el artículo 107 Constitucional en su fracción XIV solamente dispone que la caducidad de la instancia por inactividad del quejoso o recurrente opera en materia civil o administrativa, de esta forma, evidentemente se excluye a la materia laboral, en tanto que, del texto del artículo 74 fracción V de la Ley de Amparo, se desprende que la caducidad también opera en materia de trabajo, por consiguiente, la ley secundaria en comento excede lo dispuesto en la propia Carta Magna, lo que denota la inconstitucionalidad del tercer párrafo de la fracción V del artículo 74 de la Ley de Amparo.

En efecto, la caducidad en materia de trabajo carece de sustento dentro de la Constitución Política, por consiguiente, las disposiciones establecidas en este rubro en la Ley de Amparo deber ser derogas, en atención a que del artículo 133 de la Carta Magna, se deriva el principio de supremacía constitucional, según la cual una norma secundaria contraria a la ley suprema, no tiene posibilidad de existencia dentro del orden jurídico, incluso, la misma Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido la supremacía absoluta de la Constitución sobre toda la legislación secundaria, y la sociedad y el Estado tienen interés en que se apliquen desde luego los preceptos de aquélla y no los textos contrarios de la misma.

Por otra parte, resulta pertinente agregar que al momento en que la parte agraviada presenta su demanda de Amparo Directo, agota el principio de instancia por parte y con esto desahoga su actividad procesal, pues no existe regulado ningún otro momento en que el quejoso o recurrente pueda intervenir en el juicio de garantías a excepción de lo dispuesto en el artículo 78 de la propia Ley de Amparo, por consiguiente, la parte quejosa, al presentar su demanda, solo debe esperar la resolución del tribunal que conozca, misma que debe ser emitida en los términos de Ley, en enseguida consecuencia, la caducidad resulta ser inadecuada, ya que es resultado de la inactividad en que incurre el juzgador, y por lo tanto, la caducidad es en realidad una denegación de justicia, aunada a una sanción grave, como lo es el sobreseimiento, lo que en nada contribuye a la impartición de justicia por parte del Estado.

c)
REDACCION.

Bajo las razones señaladas, el texto del artículo 74 fracción V podría quedar de la siguiente forma:

“Art. 74.- Procede el sobreseimiento:

I....

II...

III...

IV...

V.- 
En los amparos directos y en los indirectos, que se encuentran en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los amparos en Revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia.  En ese caso, el Tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia, no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal, ni la caducidad de la instancia. ( Juan Palma Hernández, Tomo II, páginas 1101 a 1105)

Enmienda.

LA DEROGACIÓN TOTAL DE ESTA FRACCIÓN.

Motivos.

Tratándose del juicio constitucional, su objeto es resolver sobre la violación de las garantías individuales, las cuales son irrenunciables lo que se desprende del contenido del artículo 1º en relación con el 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, según los mismos dichos derechos subjetivos públicos no podrán restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que la propia constitución establece, dentro de los cuales no está contemplada su renuncia, sea expresa o tácita.  En tratándose del sobreseimiento del amparo por inactividad procesal o por caducidad de la instancia, estaríamos en el supuesto de renuncia tácita de las garantías individuales así se trate de una cuestión sujeta a la sentencia de los órganos del Poder Judicial Federal, por lo que desde el punto de vista constitucional carece de justificación la norma en cuestión, procediendo su derogación.

Es incuestionable que tratándose de una controversia donde está en juego el abuso del poder por parte de los titulares del mismo, cuyas consecuencias se traducen en el quebranto de la norma constitucional, a la cual toda autoridad se debe someter y toda persona debe acatar, como dijera Don José María Iglesias: “Sobre la Constitución nada, sobre la constitución nadie”, de aquí que se trata de un proceso de incontrovertible interés público en el cual el principal impulsor debe ser el órgano jurisdiccional, rigiendo el principio de la oficiosidad por las razones apuntadas por lo que deben suprimirse las causas de sobreseimiento de referencia. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas 1143 a 1145)

Propongo sea suprimido el tercer párrafo de la fracción V del artículo 74 (el cual limita la caducidad de la instancia en materia laboral al supuesto de que el quejoso o recurrente sea el patrón), y en lugar de ello, se modifique el primer párrafo de dicha fracción para quedar como sigue:

“… V.-  En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden CIVIL, ADMINISTRATIVO O LABORAL, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso…”.

Tal propuesta obedece a que no existe razón para que la caducidad de la instancia no opere en los casos en que el quejoso o recurrente sea el trabajador, puesto que la forma en que se encuentra redactado el párrafo en cuestión en la Ley de Amparo en vigor, genera una situación de desigualdad entre las partes. Resulta conveniente recordar que en materia burocrática, la caducidad de la instancia opera en perjuicio del trabajador dentro de un lapso de tiempo mucho más corto. (Martín González Gamboa, Tomo II, páginas 1251 y1252)

Por lo que toca al sobreseimiento por inactividad procesal, en contra de lo que pudiera pensar el Poder Judicial Federal, expreso mi inconformidad por ser notoriamente inconstitucional e injusta, pues el exceso de trabajo del tribunal o su pereza, se sanciona en perjuicio del quejoso o del recurrente, lo que estimo inexplicable, no obstante que la caducidad haya aparecido en la legislación de amparo con el objeto de poder archivar definitivamente aquéllos asuntos que esencialmente estuvieron en la Corte durante años incluso décadas, sin que las partes los activarán.

Este criterio se corrobora del propio texto de la Ley de Amparo pues en su artículo 157 impone a los jueces de distrito y a los agentes del ministerio público la obligación de cuidar que los juicios de amparo no queden paralizados, en la inteligencia de que la caducidad implica la paralización del juicio, supuesto que no puede admitir el juez de distrito. Cabe señalar que esta disposición se aplica por analogía a los amparos indirectos en revisión y por analogía y mayoría de razón a los amparos directos, ya que en estos las partes no tienen más intervención que la de formular la demanda de amparo y rendir los alegatos, pero todo el trámite depende exclusivamente de lo que el haga el tribunal colegiado o la Suprema Corte de Justicia de la Nación. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1638 y 1639)

Se propone la reforma de la fracción V del artículo para reducir el término de trescientos días a tres meses.

MOTIVOS.-   Se estiman excesivos los trescientos días para ponderar el interés del quejoso, señalando un término menor que igualmente lo objetiviza, pero sobre todo, permite al órgano de amparo sacar de su trámite con mayor periodicidad los expedientes. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1912)

TEXTO ACTUAL. ARTICULO 74.- Procede el sobreseimiento:

(...)

V.- En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia. En ese caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida.

En los amparos en materia de trabajo operará el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados, cuando el quejoso o recurrente, según el caso, sea el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia.

JUSTIFICACIÓN. Estimamos que esta institución se traduce en una denegación de justicia. Si bien la carga de trabajo es excesiva, el problema puede estar en otras cuestiones, sobre todo en las cuestiones de procedencia del juicio de amparo. Estimamos un error establecer instituciones que permitan “resolver” asuntos con base en una negativa de justicia. El propio texto tiene implícita una negativa, ya que el transcurso de 300 sin resolverse el asunto es de por si grave. 

Estimamos que el fortalecimiento de las instituciones debe tener como principio la impartición de justicia, y no cualquier forma de evitarla, que a largo plazo en cualquier sentido permea en toda la sociedad. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2079 y 2080)

En los juicios de amparo directo, los Tribunales Colegiados de Circuito tienen un rezago considerable. En estos procedimientos es usual que se turne el expediente a alguna ponencia, a efecto de preparar el proyecto de resolución y preparar la sesión en que se vote la sentencia de amparo.

Sin embargo, y debido a este rezago, nos encontramos que en la práctica transcurren largos términos entre el momento en que un expediente se turna al ponente y la fecha de su resolución, y, en ocasiones, los asuntos tardan mas de trescientos días naturales en resolverse.

La legislación actual prevé la figura de la caducidad cuando no se ha realizado ningún acto procesal dentro de trescientos días naturales. Sin embargo, en los juicios de amparo directo al turnarse el asunto a la ponencia, no existe otro acto que deba ser realizado por las partes en el juicio, sino únicamente el hecho de que deberán esperar la resolución.

Luego entonces, parece injusto que el Tribunal deba ejecutar el próximo acto procesal - la sesión para dictar sentencia -, y, toda vez que la sesión se demora mas de trescientos días naturales, entonces se dictará resolución decretando la caducidad y, consecuentemente, sobreseyendo el asunto.

Es cierto que las partes pueden solicitar al Tribunal que se dicte sentencia, pero esta es una obligación de los tribunales, y no un acto procesal que corresponda a las partes. Por ello, me parece que se debe modificar el contenido del artículo 74, Fracción V de la Ley de Amparo para quedar como sigue:

“ARTÍCULO 74.- Procede el sobreseimiento:

.

V.- En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si, antes de que se turne el expediente a resolución o se turne a la ponencia respectiva, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en el mismo lapso.” (Juan Manuel López Ruíz, Tomo III, páginas 2141 y 2142)

ARTÍCULO 74. Procede el sobreseimiento:

I. Cuando el agraviado desista expresamente de la demanda;

II. Cuando el agraviado muera durante el juicio, si la garantía reclamada sólo afecta a su persona;

III. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniese alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el capítulo anterior;

IV. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el artículo 155 le (sic) esta ley.

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades responsables están obligadas a manifestarlo así, y si no cumplen esa obligación, se les impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de Salario, según las circunstancias del caso; y

V. En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite  ante el órgano de control  constitucional , cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de  ciento ochenta días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso, en tales circunstancias deberá notificarse personalmente al agraviado, y si dentro del término de tres días contados a partir del siguiente al en que surta efecto la notificación, no comprueba fehacientemente que haya activado el procedimiento, la resolución queda firme.

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia. En ese caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida,  excepto, cuando se trate de materia penal, si  el agraviado es  el reo, en materia laboral cuando se trate del trabajador y en materia agraria  cuando el recurrente sea un núcleo de población ejidal o comunal, o se trate de los  ejidatarios  y comuneros.

En los amparos en materia de trabajo operará el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados, cuando el quejoso o recurrente, según el caso, sea el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia o sesión plenaria no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2191 a 2193)

Antes de entrar en materia, se estima prudente señalar, que el Constituyente de 1917 no incluyó en el texto original del artículo 107 Constitucional, la figura del sobreseimiento por inactividad procesal, misma figura que actualmente se contempla en la fracción XIV, ya que en su origen, dicho precepto 107, únicamente comprendió doce fracciones y entre éstas, la fracción VIII , quedó concebida en los siguientes términos:

VIII.- “Cuando el amparo se pida contra una sentencia definitiva, se interpondrá directamente ante la Suprema Corte, presentándole el escrito con la copia de  que se habla en la regla anterior o remitiéndolo por conducto de la autoridad responsable o del Juez de Distrito del Estado a que pertenezca. La Corte dictará sentencia sin más trámite ni diligencia que el escrito en que se interponga el recurso, el que produzca la otra parte y el Procurador General o el Agente que al efecto designare y sin comprender otra cuestión legal que la que la queja contenga”.

Ahora bien, por reforma de 30 de diciembre de 1939, se adicionó el artículo 74 de la Ley de Amparo, en el sentido de admitir el sobreseimiento por una inactividad procesal de cuatro meses, respecto de los amparos directos en materia de revisión y el artículo 85 de la misma ley, para establecer el desistimiento tácito del recurso de revisión, por la misma razón en los amparos indirectos.

Esta reforma de 1939 no fue bien recibida por parte de afamados tratadistas de Amparo y de Derecho Constitucional entre los que se puede mencionar a Jorge Gaxiola, Mariano Azuela Jr., y León Orantes, quienes siguiendo el pensamiento de don Emilio Rabasa consideraban que el Juicio de Amparo, como juicio constitucional, no estaba sujeto a término, y menos se le debía sujetar a la caducidad.

Después de once años se aprobó la reforma de 30 de diciembre de 1950, que adicionó la fracción XIV del artículo 107 la que quedó concebida en los siguientes términos.

XIV.- “Cuando el acto reclamado proceda de autoridades civiles o administrativas y siempre que no esté reclamada la constitucionalidad de una ley, se sobreseerá por inactividad la parte agraviada en los casos y términos que señale la ley reglamentaria”.

Desde luego, resulta oportuno subrayar, que esta reforma de 1950, obedeció a la necesidad de purgar (ONCE AÑOS DESPUES) la evidente inconstitucionalidad de la anterior reforma de 30 de diciembre de 1939 que había adicionado la fracción V al artículo 74 y reformado el numeral 85, ambos de la Ley de Amparo.

Asimismo se estima necesario señalar, que en la exposición de motivos de la reforma de 30 de diciembre de 1950, se hizo incapie en el rezago que estaba teniendo la Suprema Corte de Justicia y que para 1949 había llegado a treinta y dos mil ochocientos cincuenta negocios sin fallar. Debido a ese problema se rezago se propusieron nuevas normas de competencia, a fin de que nuestro máximo Tribunal sólo conociera de la revisión contra las sentencias pronunciadas en amparos indirectos, cuando se reclamara la inconstitucionalidad de una Ley.

CONSIDERACIONES O MOTIVOS QUE SUSTENTAN LA PROPUESTA:

Como antes se expresó, en su origen, el Constituyente de 1917 no estableció en el artículo 107 de la Carta Magna la figura del sobreseimiento por inactividad procesal, sino que fue en 1939 cuando el legislador federal la incluyó en la Ley de Amparo, desde luego, a espaldas del texto constitucional. 

En consecuencia, no se justifica la existencia de esta institución en el ordenamiento jurídico, por las siguientes razones:

En primer lugar, porque resulta contraria a la garantía de seguridad jurídica contenida en el segundo párrafo del artículo 17 de nuestra Carta Magna, mismo precepto, que en su parte conducente, claramente estatuye:

“...Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijan las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial...”

En segundo término, cabe mencionar que distinguidos tratadistas, entre ellos Romeo León Orantes, se refiere a esta causal de improcedencia y la señala como “absurda e inicua”; por su parte Alfonso Noriega Jr., habla de esta “detestable” institución del sobreseimiento y Salvador Castro Zavalete, no le encuentra ninguna explicación lógica o metodológica, salvo como pretexto para denegar justicia y resolver “de paso” un problema de rezago.

En tercer lugar, desde un punto de vista práctico puede señalarse, que mantener la figura del sobreseimiento por inactividad procesal como se encuentra establecido en los artículos 74 fracción V de la Ley de Amparo y 107 fracción XIV de la Constitución Federal, no ha resuelto ni va a resolver el problema del rezago judicial y en cambio, lo único que se observa es que propicia la irresponsabilidad de los servidores públicos.

En resumen,  por ser contrarios al texto original de la Constitución Federal de  1917, se propone que sean derogados los preceptos ya señalados, o sea, la fracción XIV del artículo 107 Constitucional y la fracción V del artículo 74 de la Ley de Amparo, que al decir de los tratadistas, han propiciado una denegación de justicia, además de que va en contra del espíritu que informa la garantía de seguridad jurídica establecida en el artículo 17 Constitucional. (Manuel Jesús Vallado Castilla, Tomo IV, páginas 2301 a 2304).

Artículo 74 Bis.- En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica la fracción IV del artículo 22, o en que los mismos sean terceros perjudicados, se observarán las siguientes reglas:

I.- No procederá el desistimiento de los núcleos agrarios ejidales o comunales, salvo que sea acordado expresamente por la Asamblea General;

II.- No se sobreseerá por inactividad procesal de los mismos; 

III. No se decretará en su perjuicio la caducidad de la instancia; pero sí podrá decretarse en su beneficio; y

IV.- No será causa de improcedencia del juicio contra actos que afecten los derechos colectivos del núcleo, el consentimiento expreso de los actos, salvo que emane de la Asamblea General. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, página 2729).

Se propone reducir el plazo para que opere la caducidad de la instancia.  Asimismo, se prevé que para la interrupción de la caducidad no sólo sea necesaria la existencia de un acto procesal, sino que éste sea desarrollado por las partes.

TEXTO PROPUESTO

Art. 74 Procede el sobreseimiento:

V En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, las partes no han efectuado ningún acto procesal durante el término de ciento ochenta días, incluyendo los inhábiles.

En los amparos en revisión la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia.  En ese caso, el Tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida... (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2748 y 2749).

Lo mismo sucede con el sobreseimiento por inactividad procesal, previsto por inactividad procesal, previsto por la fracción V del articulo 74 de la Ley de Amparo, ya que la practica nos demuestra que todos los casos se presentan por inactividad de la autoridad, precisamente en los amparos en revisión, castigándose en forma injusta al quejoso por el hecho de que la autoridad no cumple con sus obligaciones; VIOLANDO EL PRECEPTO CONSTITUCIONAL CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 17, que a la letra en su segundo párrafo nos indica que : “ Toda Persona tiene Derecho a que se le administre justicia por los tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijan las Leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial..."; ello en estrecha relación con el Artículo 90 tercer párrafo, 157, 184 fracción II y 185   de la Ley de Amparo y que entre otras cosas a la letra acertadamente dicen : (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, página 9)

Comentario

Atendiendo al criterio que respecto de la figura de la caducidad se tiene en la primera instancia en cuanto a que las partes ya no ejercitan ninguna acción, ni la Ley les impone obligación alguna una vez que se llevó a cabo la audiencia constitucional, en cuyo momento las partes ya ejercieron lo que está a su alcance, y por tanto no puede ser decretada dicha figura, se considera que en el amparo en revisión debe de prevalecer el mismo criterio, toda vez que la parte que ocurre en recurso, ha manifestado los agravios que se le causan, por tanto se estima que no debe ser decretada la caducidad ante la falta de promoción de las partes, puesto que lo único que a lo que deben de estar atento las partes es a la emisión de la ejecutoria respectiva.

No se soslaya que en dicho caso podría pensarse de una falta de interés del recurrente, sin embargo en muchas ocasiones la continuación de la Alzada no se ejercita por exceso de trabajo de las respo9nsables o negligencia de los abogados de las partes, en perjuicio de los propios interesados. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 252 y 253)

Atendiendo al criterio que respecto de la figura de la caducidad se tiene en la primera instancia, en cuanto a que las partes ya no ejercitan ninguna acción, ni la Ley les impone obligación alguna una vez que se llevó a cabo la audiencia constitucional, en cuyo momento las partes ya ejercieron lo que está a su alcance, y por tanto no puede ser decretada dicha figura, se considera que en el amparo en revisión de prevalecer el mismo criterio, toda vez que la parte que ocurre en recurso, ha manifestado los agravios que se le causan, por tanto se estima que no debe ser decretada la caducidad ante la falta de promoción de las partes, puesto que lo único que a lo que deben de estar atento las partes es a la emisión de la ejecutoria respectiva.

No se soslaya que en dicho caso podría pensarse de una falta de interés del recurrente, sin embargo en muchas ocasiones la continuación de la Alzada no se ejercita por exceso de trabajo de las responsables o negligencia de los abogados de las partes, en perjuicio de los propios interesados.

reforma

ARTICULO 74. Procede el sobreseimiento:

I.- Cuando el agraviado se desista expresamente de la demanda;

II.- Cuando el agraviado muera durante el juicio, si8 la garantía reclamada solo afecta a su persona;

III.- Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniese alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el Capítulo anterior;

IV.- Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el artículo 155 de esta ley.

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades responsables estén obligadas a manifestarlo así, y si no cumplen esa obligación, se les impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de salarios, según las circunstancias del caso.

V.- En los amparos directos y en los indirectos que se encuentre en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en este mismo lapso.

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia. En ese caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida. (SE DEROGA).

En los amparos en materia de trabajo operará el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados, cuando el quejoso o recurrente, según el caso, sea el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 254 a 256)

Artículo 75.  El sobreseimiento no prejuzga sobre la responsabilidad en que haya incurrido la autoridad responsable al ordenar o ejecutar el acto reclamado.

PROPUESTA

ARTÍCULO 75. El sobreseimiento o la caducidad de la instancia  no prejuzga sobre la responsabilidad en que haya incurrido la autoridad responsable al ordenar o ejecutar el acto reclamado, toda vez que quedan intocados los conceptos de violación o de agravios que hiciera valer el quejoso o recurrente según sea el caso. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2193)
Capítulo X 

De las sentencias

Artículo 76.  Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

PROPUESTAS

Si en alguna forma gráfica pudiera nominar este tema, sería no tanto sugiriendo cómo acabar con la Fórmula Otero, sino como aclara dicha fórmula.

Nadie deja de reconocer que cuando en un juicio de amparo se reclama un acto o una omisión de una autoridad pública, al examinar la controversia planteada por el quejoso al respecto, el juez de amparo –si acepta estudiar el fondo del asunto, y encuentra que la responsable actuó inconstitucionalmente u omitió actuar en la forma que le obliga la Constitución-, otorga una salvaguarda constitucional que solamente puede beneficiar a quien demandó tal protección constitucional, y a nadie más, aun respecto de aquél que se quejara del mismo acto u omisión, dictado por exactamente la misma autoridad, en la misma situación y bajo el mismo documento en que conste el acto o la omisión reclamadas. La Fórmula Otero. (que establece la relatividad de las sentencias de amparo) en estos casos debe confirmarse en sus términos estrictos.

No es el mismo caso tratándose de la impugnación de leyes (en sentido estricto; o tratados internacionales; o reglamentos) que se afirma no se ajustan a los mandatos constitucionales.

El acto (o la omisión) constituye conductas de autoridades ordenadas para un individuo ( o a una persona moral), en forma concreta y singularizada.  La ley –a la manera en que se le distingue tradicionalmente-, es general, impersonal y abstracta.  La ley es genial, porque si bien puede referirse a ciertos sujetos generalizados (obreros, campesinos, comerciantes, ciudadanos), o sea todos los que queden incluidos en la hipótesis legal, se ven compelidos e incluidos en el mando legal; y si no se hiciera así, se rompería el principio de igualdad ante la ley.  Es impersonal porque nuestra Constitución, (de acuerdo con la doctrina universal) prohibe las leyes privativas, o sea las leyes privativas, o sea las que se expiden a favor o en contra de una persona, o de un grupo de personas individualizadas. Y es abstracta como corolario de todo lo anterior.

Si se aplica indebidamente la concepción de nuestro gran jurista Mariano Otero, al relativizar a la norma general, habremos logrado –como por siglo y medio lo hemos hecho-, que una ley, trata o reglamento declarados contrarios a lo que ordena nuestra Constitución Política, no deben ser cumplidos por quienes obtuvieron una sentencia favorable (la obtención de una patente personal); y en caso contrario, a pesar de su declarada inconstitucionalidad tendrán que ser obedecidos por los que no obtuvieron dicha patente. Premio para los diligentes; y castigo para los ignorantes, los descuidados, los incapacitados.  Este proceder es evidente que no pertenece al sistema de estricta constitucionalidad, como orden nacional, sino al régimen de pequeñas sutilezas legales, que no debe seguir siendo patrocinado.

Por ello propongo concretamente introducir un segundo párrafo al artículo 76 de nuestra Ley de Amparo actual, en la siguiente forma:


(ACTUAL ARTICULO 76)


…

Las leyes federales o locales, los tratados internacionales, los reglamentos expedidos por el Ejecutivo Federal, por los Gobernadores de los Estados o por el Jefe de Distrito Federal, que hubieren sido declarados inconstitucionales mediante jurisprudencia firme decretada por reiteración de criterio, o por prevalencia en una contradicción de tesis, serán invalidados, debiéndose publicar la tesis respectiva aprobada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual deberá insertarse en el Diario Oficial de la Federación y, en su caso, en la publicación oficial del Estado en donde se hubiera declarado inválido.

No escapa a usted que esta reforma reglamentaria no podría producirse, si antes no se lleva a cabo una reforma constitucional en el artículo 107, fracción II. (Juventino V. Castro y Castro, Tomo I, páginas 144 a 146)

La necesidad de reformar la Ley de Amparo, surge principalmente del hecho de que ésta, en contra del principio sustentado por el artículo 1º Constitucional, permite que los actos de autoridad que son violatorios de las garantías individuales prevalezcan en forma indefinida y permanente, sin que exista medio alguno a favor del gobernado para defenderse de los actos abusivos de poder.

El artículo 1º Constitucional establece, que en los Estados Unidos Mexicanos, todo individuo gozará de las garantías que otorga la Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos que ella misma establece; más, como se presenta la Ley de Amparo, por defecto de ésta y por omisión del artículo 107 Constitucional, se produce el grave efecto de la restricción de garantías, que prohibe expresamente la Constitución en el precepto antes mencionado.

DEL ARTÍCULO 107 CONSTITUCIONAL.- La necesidad de reformar el artículo 107 Constitucional, para ajustarse a los verdaderos requerimientos de la sociedad mexicana, se deriva de lo siguiente:

a).- En contra del principio establecido por el artículo 133 Constitucional, de la supremacía de la Constitución y Tratados Internacionales aprobados por el Senado sobre cualesquier otra ley secundaria, Constitución o Ley Local, le da efectos individuales a las sentencias dictadas en los amparos promovidos en contra de leyes o actos de efecto general. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas 802 y 803)

El Párrafo Primero, de la Fracción II, en virtud de que un amparo enderezado en contra de una Ley o acto de autoridad de efectos generales, debe ser de efecto general, en cuanto a su sentencia, como atinadamente lo ha sostenido el insigne jurista mexicano, Doctor Ignacio Burgoa Orihuela.

Si el efecto natural de la sentencia de amparo, es impedir que el acto reclamado pueda tener ejecución, por haber sido declarado contrario a la Constitución, tratándose de una Ley, o de un acto de efecto general la sentencia de amparo debe también producir efectos generales, precisamente en razón de haber sido declarada la Ley o acto inconstitucional, y no permitir, nociva e innecesariamente, que esa Ley o acto de efectos generales que ha sido tachada de ser en contra del texto Constitucional, siga produciendo sus efectos.

Ello, atendiendo también al principio de la supremacía de la Constitución sobre las demás leyes, establecido por el artículo 133 Constitucional, en relación con el artículo 1º de la misma Ley, que confiere a todo individuo el derecho de gozar de las garantías individuales; no existiendo ninguna razón de que una Ley que ha sido declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deba seguirse aplicando en contra del principio sustentado por el precepto primero mencionado y produciendo el efecto de la negación del goce de las garantías.

Estimamos, pues, que el texto del Párrafo Primero de la Fracción II, del artículo 107 Constitucional, debe reformarse para que diga: “La sentencia siempre será tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general al respecto del acto que la motivare; excepto en el caso de que el amparo se promueva en contra de leyes o de actos de efecto general, en los que los efectos de la sentencia serán también generales”. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas 804 y 805)

II.- El artículo 107 fracción II y 76 de la Ley de Amparo, limitan la eficacia de la sentencia de amparo contra leyes al quejoso, prohibida toda prolongación a otros sujetos que no hayan sido partes en la Litis Constitucional, “sin atacar –decía OCAMPO- al Legislador en su alta esfera de soberano”. La Ley así no se siente herida. Los Constituyentes del 57 y VALLARTA en la Corte, creían que la Ley inconstitucional perdería su fuerza moral, NO SE SUSPENDE SOLO POCO A POCO, BAJO LOS GOLPES REPETIDOS DE LA JURISPRUDENCIA LLEGA A SUCUMBIR AL FIN. VALLARTA pensaba así en vano, en el caso de FEBRONIO RAMÍREZ (Votos IV, p.35), esperaba que el gobernador del Estado de Guanajuato se “apresuraría a derogarla”; pero esas no son las bondades de la sentencia de amparo; por eso ante el cúmulo de leyes inconstitucionales, se requiere superar la relatividad de la sentencia de amparo, para darle advenimiento a la fórmula “erga omnes” de inconstitucionalidad; pues tenemos una Corte que hace alarde de su independencia suficiente para enfrentarse con energía, dignidad y habilidad política a los otros poderes. No hay control del Legislativo frente a las leyes inconstitucionales por jurisprudencia.

El texto vigente del artículo 107 de la Constitución, fracción II, y esto está retomado del texto de la Constitución Yucateca de 1840, dice que el amparo se concederá exclusivamente al quejoso para protegerle la garantía violada, sin hacer ninguna declaración general sobre la ley o el acto que la motivaron, esto que en un principio pareció inicuo, y que el insigne Diputado Ignacio Ramírez, luego Ministro de la Corte, objetó diciendo que era tanto como darles poderes a la Suprema Corte, al Poder Judicial Federal, para que se colocase encima del Congreso y ANULASE SUS LEYES Y, QUE ENTONCES ERA UN SUPERPODER, resulta que ha sido un minipoder, porque solamente la sentencia de Amparo está restringida al particular que obtuvo la sentencia favorable y la Ley sigue rigiendo, por eso el talentoso Don Manuel Moreno, cuando era Senador, él dijo, LA LEY ES LEGAL AUNQUE SEA INCONSTITUCIONAL, entonces hay que entender a Don Manuel Moreno, es un hombre muy erudito, muy inteligente ya que la Ley sigue rigiendo para todos, excepto para el sujeto quejoso que obtuvo la protección constitucional.

La declaratoria de inconstitucionalidad de la ley debe tener eficacia erga omnes, es decir, “hacer perder para siempre su eficacia normativa general y abstracta”. (Calamandrei, Derecho Procesal Civil, Tomo III, Editorial Ejea, págs. 32 y 33). OTERO en los artículos 16, 17 y 18 de su proyecto; y 22, 23 y 24 del Acta proponía, a través del Control Político, la anulación de leyes inconstitucionales. En su Voto Particular, decía: “… y la Constitución no debe dejar nunca a las leyes secundarias el poder de destruirlas…”. Nuestra Jurisprudencia y nuestros tratadistas negaron el principio de anulación, recogido por Austria y Alemania, cambiando el antro político por el control judicial, lo que viene del Poder Conservador de 1836 (art. 12) acta de reformas de 1847 y “que nosotros lo ahogamos con espectacular orgullo”.

En México en la reforma de 1987 y 1988, que se aparta del sendero de la Constitución americana, se estructura a la Suprema Corte como un Tribunal Constitucional, que ejerce la función del control de legitimidad de las leyes, siguiendo el sistema austríaco, obra personal del genial HANS KELSEN en 1920 y que matiza definitivamente en 1926 configurando el control concentrado.

La realidad punzante exige la transformación del principio de la relatividad de la sentencia debida al ilustre jurista jaliscience MARIANO OTERO, de ahí su denominación “fórmula de Otero”; para que el amparo contra leyes surta efectos generales, es decir que la sentencia adquiera valor erga omnes y así el Amparo contra Leyes será “el más genuino y estrictamente constitucional de las tres modalidades estructurales del Amparo”, como ha escrito el Doctor HÉCTOR FIX-ZAMUDIO siguiendo a Don MARIANO AZUELA, así pues, se necesita reformar el artículo 107 fracción II y el artículo 76 de la Ley de Amparo que consagra el principio de la relatividad de la sentencia.

El Maestro J. RAMÓN PALACIOS VARGAS, certeramente nos dice:

“No logramos ni entonces ni ahora comprender cómo el problema de leyes inconstitucionales en México pueda importar el “control de leyes”; el más genuino y directo control de leyes opuestas a la Carta, porque:

a).- La sentencia no adquiere valor erga omnes;

b).- La inconstitucionalidad de la ley es prejudicial lógica y jurídicamente estudiada en la sentencia, empero no llega al dispositivo;

c).- No obliga al Congreso ni al ejecutivo;

d).- La jurisprudencia sobre esas leyes tampoco abate la ley;

e).- Únicamente se impugna por el quejoso la lesión a sus derechos constitucionales particulares causados por la ley y se le ampara –en dado caso- contra ese perjuicio concreto;

f).- El Congreso puede votar y el ejecutivo promulgar y publicar leyes idénticas a las tildadas de inconstitucionales en los considerandos de las sentencias de amparo”. (Instituciones de Amparo, págs. 307 y 308, Ed. Cájica).

Don MARIANO AZUELA RIVERA, en su estudio “APORTACIÓN AL ESTUDIO DEL AMPARO CONTRA LEYES”, nos dice: “… el amparo interpuesto para obtener la declaración de inconstitucionalidad de una ley si de él se prescindiera resultaría dudosa la categoría de juicio constitucional atribuida a nuestro juicio de garantías”. (Autor y op. Cit., publicado en la Revista Jurídica Veracruzana, Tomo VII, Núm. 1. Pág. 7).

La historia del Amparo contra Leyes es brillantísima, pero al absorber los negocios judiciales y no tener efectos generales, la sentencia se va opacando, se impone reformarlo para ponerlo a la par, conforme la evolución de la doctrina procesal constitucional.

Recordemos la oración final de JOHN MARSHALL en su fallo en el caso de MADISON vs. MARBURY, que era: “Una ley contraria a la Constitución es nula y los Tribunales tanto como los demás departamentos de gobierno están obligados por dicha Constitución…”. “y las decisiones de la Suprema Corte asumen importancia especial sólo porque es la Corte de última instancia”. En consecuencia, nos dice GRANT, de los efectos de los fallos inconstitucionales se deduce que la invalidez de una Ley no data de la fecha en que la Corte así lo declaró, “de ahí que Las Cortes no invalidan las Leyes; se niegan a ponerlas en vigor porque no son válidas”. (Autor citado, El Control de la Constitucionalidad de las Leyes, pág. 430, Revista de la Facultad de Derecho de México, julio-septiembre 1992).

En nuestro sistema Constitucional el artículo 107 fracción II de la Constitución y el artículo 76 de la Ley de Amparo consagran el principio de relatividad de la cosa juzgada, limitándose la sentencia a amparar a los individuos particulares o personas morales, privadas u oficiales,… sin hacer una declaración general  respecto a la Ley o acto que la motivare.

La misión de la Suprema Corte, sostenía VALLARTA en el Voto de FEBRONIO RAMÍREZ (T. IV, p. 35) era evitar las Leyes inconstitucionales; sin embargo, esperaba que el Congreso Local del Estado de Guanajuato abrogara la Ley inconstitucional.

“Si el Congreso del Estado de Guanajuato se convenciera de la iniquidad de la Ley inconstitucional y se apresurara a derogarla, sería este caso el más brillante testimonio de la excelencia de nuestras Instituciones, de la bondad del amparo, que a la vez que asegura el goce de las garantías del individuo, fija el derecho público de la Nación haciendo imposibles las leyes inconstitucionales”. (Vallarta, Votos, IV, p. 35).

El sistema difuso del Control de la inconstitucionalidad del vecino país del Norte, desde MARSHALL, es que una Ley que repugna a la Constitución es NULA, ni crea derechos ni establece obligaciones, es como si nunca se hubiese dictado.

Por desgracia en México, no obstante, el precedente de MARSHALL de más de un siglo sobre “El Stare Decisis”, el cual declara nula la ley que pugna contra la Constitución, es decir que no obstante, no encontrar en la Constitución de Estados Unidos ni en las Leyes reglamentarias o secundarias un precepto que otorgue ese efecto derogatorio ya que en el sistema norteamericano del Stare Decisis, que arraiga desde la sentencia de Marshall y que llega hasta las recientes ejecutorias de “Brow y Borad Of. De. Topeka y Beeting Sharpe”, en donde se ha declarado nula la ley, y por lo mismo, ha de perecer, ha caracterizado al sistema de control constitucional de los E. U. A.

El precedente de la Sentencia Marshall, “MARBURY vs. MADISON” y los votos del insigne Vallarta, sientan las bases del derecho público de sus respectivas Naciones, y todavía continúan irradiando la autoridad de su sabiduría, y al igual que “las obras humanas se imponen por sí mismos”, ambos fueron “Jueces perínclitos”, sabios intérpretes de sus respectivas Constituciones y su obra jurídica continúa velando el sueño de la democracia de ambos países. Marshall y Vallarta, sientan las bases, definen los principios del Derecho Constitucional y cuando Marshall muere en (1835) “los precedentes tenía la autoridad más sólida y las prácticas quedaban consagradas como reglas invariables”, y fundamentalmente una ley inconstitucional “es tan ineficaz como si nunca se hubiere dictado”. (Norton V. Shelbey 118 U.S. 445, 482). “Estos varones constituyen los termómetros jurídicos que indican el avance o retroceso de nuestro Derecho”.

En México, la suprema Corte a través del Juicio de Amparo tratándose del Amparo Contra Leyes, dada la relatividad de la sentencia de amparo, que no surte efectos erga omnes, que no anulan la ley, evita realizar una justicia constitucional democrática, no tiene vigencia el principio de la igualdad frente a la ley.

El Maestro RAMÓN PALACIOS, nos dice: “Este efecto es el que invade de terror a nuestros constitucionalistas, que se han convertido en los resignados sepultureros de la facultad del Poder Judicial”. (La Suprema Corte y Las Leyes Inconstitucionales).

Así pues, con la competencia de la Corte para conocer de las acciones inconstitucionales, interpuestas por el equivalente del 33% de los integrantes de la Cámara de Diputados o del Senado, contra leyes Federales, Tratados o Leyes del Distrito Federal que expida el Congreso; así pues, tanto los fallos de la Suprema Corte sobe acción de inconstitucionalidad y la Controversia Constitucional, tendrán efectos generales cuando sea aprobado por una mayoría de 8 votos; así pues, se establece en nuestro país un sistema de justicia de jurisdicción constitucional especializada, por lo que la fórmula “Otero” de la relatividad de la sentencia debe transformarse y la sentencia de la Suprema Corte en Amparo contra Leyes debe surtir efectos generales erga omnes, estableciendo una justicia igualitaria; se necesita “la adopción en México –afirma el Maestro Palacios Vargas- de medidas enérgicas que revivan los viejos prestigios del Juicio de Amparo”. (La Suprema Corte y las Leyes Inconstitucionales, p. 105, Ediciones Botas, 1962).

Recordemos que RABASA nos dice que:

“El Juicio Constitucional merece los elogios que se le prodigan, como institución practica mantiene la Supremacía de la Constitución y protege al individuo en el goce de los derechos que de aquélla derivan; PERO NO HAY QUE OLVIDAR QUE ES SOLO UN INSTRUMENTO IMPERFECTO, HAY MUCHA DISTANCIA DEL IDEAL TEÓRICO QUE SE PERSIGUE”.

El Doctor HÉCTOR FIX-ZAMUDIO, Investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, en su artículo “LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL EN IBEROAMÉRICA Y LA DECLARACIÓN GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD”, afirma: “Pero además de la declaración general de inconstitucionalidad que se está imponiendo paulatinamente, y que tiene que vencer todavía los arraigados conceptos de la desaplicación para cada caso concreto, como sucede en México con la llamada ‘fórmula Otero’, la que se ha convertido en un verdadero dogma, justificable históricamente, pero vacío de contenido en la actualidad; el paso posterior que pueden dar los ordenamientos que ya han conquistado esa declaración general, es el establecimiento de una jurisdicción constitucional especializada, que debemos considerar como la verdadera culminación del desarrollo de la justicia constitucional en Iberoamérica”. (Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, Tomo XXXIV, Enero-Junio 1984, números 133-134-135, pág. 686).

Es necesario transformar la “fórmula de OTERO”, para que la sentencia de la Corte Constitucional en el amparo contra leyes tenga efectos de declaración general obligando a las autoridades responsables (Poder Legislativo) a la abrogación de la Ley inconstitucional para lograr una justicia democrática.

El principio ERGA OMNES de la sentencia, hace reflexiones en torno al artículo 25 del Acta de 1847, el artículo 102 de la Constitución de 1857 y de todas nuestras Leyes de Amparo, hasta llegar a nuestra Constitución, en el artículo 107 fracción II y 76 de la Ley de Amparo.

El principio de la relatividad de la sentencia de amparo debe superarse para que surta efectos generales la ley declarada inconstitucional por la jurisprudencia; y ello se debe a una evolución de los medios de control en Europa y Latinoamérica. Es una transformación que con toda seguridad aceptaría el ilustre Don Mariano Otero, como ya ha sucedido con la creación de la acción de inconstitucionalidad, que aunque se ha silenciado por el Legislador y autores de la reforma del artículo 105 fracción II de la Constitución, este medio de control no es más que el RECLAMO DE OTERO, (artículo 16, 17 y 18 de su Proyecto, 22, 23 y 24 del Acta de Reformas de 1847), cambiando el número de 10 diputados, 6 senadores por el 33%, y el órgano de control político a órgano de control judicial. El reclamo evolucionó de acuerdo con el avance de la democracia, y que con las controversias constitucionales, la Suprema Corte, adquiere la característica de un Tribunal Constitucional, que declara NULAS las leyes inconstitucionales; ya RAMÍREZ sostenía que “la derogación parcial” era un desatino y más convenía la derogación total y abierta.

JOSÉ BARRAGÁN, afirma: “Otero, en efecto, distinguió bien ambos sistemas el de la anulabilidad y el amparo, de que hablaremos seguidamente. Uno y otro sistemas se encomiendan a instituciones diferentes: la anulación estaba a cargo del Congreso general respecto de las leyes locales; y a la mayoría de las legislaturas respecto de las leyes generales;…”

“Mariano Otero diferenció perfectamente ambos sistemas. Si el sistema de la anulabilidad se le encomendaba al Congreso y, en su caso, a la mayoría de las legislaturas, era lógico prohibirle luego a la justicia el que hiciera declaración alguna acerca de la inconstitucionalidad de la ley o acto recurrido, debiéndose limitar a proteger al quejoso en particular. Tal prohibición, por tanto, impuesta o prescrita al Poder Judicial, era razonable y lógica dentro de todo el sistema de garantías de otero, pero carece de sentido en la Constitución de 1857 y en la de 1917, ya que en ninguna de las dos Constituciones se recoge la primera parte del sistema, o de la anulabilidad de las leyes anticonstitucionales. Decir que la justicia federal organizada conforme a las mencionadas Constituciones de 1857 y 1917, sólo puede amparar y proteger al quejoso y no puede pronunciarse ni sobre la constitucionalidad de la ley o acto que motiva el amparo, ni sobre la responsabilidad del agente, sólo porque la fórmula de Otero así lo indica, resulta una verdadera aberración, o una verdad a medias (si es que existen las medias-verdades) que sería injusta y minimalista”. (Autor citado, Facultades de la Justicia Federal en , Materia de Responsabilidad Según las Constituciones Mexicanas de  1824 y 1857, publicado en el Anuario Mexicano de Historia del Derecho III-1991, Universidad Nacional Autónoma de México, 1991).

Debe implantarse el principio de la eficacia erga omnes de la sentencia de amparo, cuando se forme la Jurisprudencia sobre la inconstitucionalidad de una ley, así se evitará la práctica de leyes inconstitucionales, porque la jurisprudencia, obligará a la autoridad legislativa a anular la ley, y no tendrá eficacia para casos futuros. “El amparo contra leyes es el más grave y el más genuinamente constitucional”. Es el motivo supremo del Juicio de Amparo.

Si la ley declarada inconstitucional se desaplica en cuanto al quejoso; y continua surtiendo sus efectos para todos los gobernados, entonces “se concluye –afirma PALACIOS VARGAS- que el amparo ha sido MAL ESTRUCTURADO”. (Instituciones de Amparo, p. 224).

El Tribunal Constitucional como Organo Supremo Jurisdiccional que protege la Supremacía Constitucional, debe ser un dique, al ejercer la función de su competencia frente a la inconstitucionalidad de las normas constitucionales; ese sería el verdadero “GOBIERNO NO LOS JUECES” SINO LA CONSTITUCIÓN; alcanzando así la Corte Suprema el PODER POLÍTICO CONSTITUCIONAL ejerciendo así un PODER de ENMENDAR LA CONSTITUCIÓN, pues, cuando la norma constitucional por chocar o contradecir con una decisión fundamente, debe ser declarada inconstitucional con efectos anulatorios, con fuerza erga omnes “que tiene, pues –afirma Eduardo García Enterría- una naturaleza puramente legislativa. Es, en consecuencia, el Tribunal Constitucional un Legislador…”. El Tribunal Constitucional Alemán –afirma BACHOF- ha integrado jurisprudencia de “NORMAS CONSTITUCIONALES INCONSTITUCIONALES” (verfassungswidrige vafas sun snormen).

Si aceptamos el carácter de Tribunal Constitucional de nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación, siguiendo el modelo europeo que sigue el sistema de HANS KELSEN, establecido en la Constitución Austríaca de 1920 y 1929, debemos considerar, que debido a la evolución histórica y por estos mismos motivos, la Corte Constitucional tiene la función, mediante una interpretación de confrontar las normas constitucionales con las ESTRUCTURAS FUNDAMENTALES y si chocan, declaran INCONSTITUCIONALES LAS NORMAS CONSTITUCIONALES, que violan “los valores superiores” que consagran las DECISIONES FUNDAMENTALES de la Constitución de que habló SCHMITT, pues, esta función que debe de ejercer la actual CORTE CONSTITUCIONAL, es para proteger la Constitución contra la dictadura y el abuso del Legislativo.

Nuestra CORTE CONSTITUCIONAL como intérpretes Supremo de la Constitución, frente a la inconstitucionalidad de Leyes o actos y de “NORMAS CONSTITUCIONALES INCONSTITUCIONALES”, debe constituir un auténtico factor real de poder en el seno del Estado Mexicano, cuyas sentencias deben de tener el valor erga omnes, frente a la colisión con la Constitución de un acto o Ley inconstitucional, o cuando la norma constitucional choca con otra de mayor jerarquía por contener una decisión político-jurídica de la constitucional o porque el proceso legislativo de la norma suprema contenga vicios de procedimiento. Esa sería “la obligación más fuerte, la vinculación más fuerte del Juez a la Constitución (higher, superior obligation)”. (Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, páginas 853 a 865)

Se necesita reformar el artículo 107 fracción I, el artículo 76 de la Ley de Amparo, que consagran el principio de la relatividad de la sentencia de amparo, que limita su eficacia al quejoso a la cosa litigiosa, sin el control del Legislativo, al no adquirir o carecer de valor erga omnes.

Es necesario superar la “fórmula de OTERO”, para que la sentencia de la Corte Constitucional en el amparo contra leyes tenga efectos de declaración general obligando a las autoridades responsables (Poder Legislativo) a la abrogación de la Ley inconstitucional para lograr una justicia democrática.

La declaratoria de inconstitucionalidad de la ley debe tener eficacia erga omnes, es decir, “hacer perder para siempre su eficacia normativa general y abstracta”. (Calamandrei, Derecho Procesal Civil, Tomo III, Editorial Ejea, págs. 32 y 33).

Debe implantarse el principio de la eficacia erga omens de la sentencia de amparo, cuando se forme la Jurisprudencia sobre la inconstitucionalidad de una ley; así se evitará la práctica de leyes inconstitucionales, porque la jurisprudencia, obligará a la autoridad legislativa a anular la ley, y no tendrá eficacia para casos futuros. “El amparo contra leyes es el más grave y el más genuinamente constitucional”. Es el motivo supremo del Juicio de Amparo. “Una Ley Inconstitucional… es tan eficaz como si nunca hubiese existido”.

Cuando la Suprema Corte por jurisprudencia integradora (5 ejecutorias) declare la inconstitucionalidad de una ley, tendrá eficacia general (erga omnes), será declarada nula. La declaratoria de inconstitucionalidad por la jurisprudencia será notificada al Congreso de la Unión, para su abrogación, en un plazo de 30 días; y a los Congresos Locales, en el mismo plazo, par los mismos efectos. La declaración de la inconstitucionalidad, como consecuencia de la anulación jamás podrá aplicarse.(Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, páginas 869 y 870)

Planteo, asimismo la propuesta en relación a los efectos generales  de la jurisprudencia definida sobre inconstitucionalidad de la Ley, en virtud de que el desenvolvimiento histórico-jurídico del juicio de amparo, demuestra que ha superado el riesgo de convertirse en instrumento político, que fue el principal motivo por el que se instauró el principio de relatividad del juicio de amparo, también conocido como principio de Mariano Otero, en el siglo XIX. (Bulmaro Corral Rodríguez, Tomo II, página 877)

Reformas a los principios del juicio de amparo.

A. Principio de relatividad de las sentencias (artículo 107, fracción II de la Constitución y 76 de la Ley de Amparo).

14.- En el proyecto de Constitución para Yucatán que formuló Manuel Crecencio Rejón, en el artículo 53 se dice: 

“…Art. 53. Corresponde á este tribunal (Corte Suprema de Justicia) reunido: 1° amparar en el goce de sus derechos á los que le pidan su protección, contra las leyes y decretos de la Legislatura que sean contrarias á la Constitución; ó contra las providencias del Gobernador ó Ejecutivo reunido, cuando en ellas se hubiese infringido el Código fundamental ó las leyes, limitándose en ambos casos á reparar el agravio en la parte en que estas ó la Constitución hubiesen sido violadas…”

En el artículo 19 del proyecto de reformas que propuso en su artículo 25 del Acta de Reformas de 1847, dice: 

“…Art. 19. Los tribunales de la Federación ampararán á cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados, limitándose dichos tribunales á impartir su protección en el caso particular sobre que verse el proceso sin hacer ninguna declaración general respecto de ley ó del acto que lo motivare. 

La proposición de Otero fue integrada a la Constitución de 1857 en el artículo 102 y en la de 1917 en el artículo 107, fracción I, precepto que en el texto original decía: 

“…I.- La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare…” 

La Ley de Amparo, en el ahora artículo 76, dispone: 

“…Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de ley o acto que lo motivare…” 

Tradicionalmente este principio se ha aplicado en sus términos y  la formula que utilizan los Tribunales Federales para conceder el amparo dice: la Justicia de la Unión ampara y protege a X contra actos de a), b) y c) consistentes en… Y la sentencia siempre favorece o perjudica a quienes son parte en el juicio y a nadie más.

Este principio tiene origen romano pues el Digesto disponía lo siguiente: Res inter alios acta vel judicata, alteri nec prodest, nec nocet. 

Pero a pesar de que este principio afirma que las sentencias sólo perjudican o favorecen a quienes litigaron, lo cierto es que de acuerdo con el objeto del juicio, la sentencia podrá tener efectos universales y doy dos ejemplos:

* Si una resolución judicial atribuye a Juan la propiedad de un predio, dicha resolución, tendrá que ser observada por todos, pues el derecho real de propiedad es oponible a todos.

* Si un Juez Familiar considera que Juan puede cambiar de apellido, el nuevo apellido tendrá que ser aceptado y observado por todos, ya que el efecto de la sentencia que permite el cambio de nombre es universal y retroactivo, porque tendrán que modificarse todos los documentos, en que aparezca el nombre primitivo.

Atento lo anterior, tanto Rejón como Otero, que eran abogados, para evitar que las sentencias pronunciadas en el juicio de amparo tuvieran un alcance universal, lo que hubiera ocasionado el rechazo del juicio de garantías por las animadversiones que habían existido en relación con el llamado Supremo Poder Conservador y sus resoluciones con efectos universales, dispusieron que su efecto fuera particular, limitado.

Por tal motivo, para que no tuvieran efectos universales las sentencias de amparo, se estableció lo que ahora llamamos el “principio de relatividad”.

15.- Desde 1847, fecha del Acta de Reformas, a este año de 2000 han transcurrido 153 años.  El juicio de amparo ha hecho un largo camino y hoy podemos decir que todos los mexicanos lo han aceptado, por lo que cabe examinar el principio de relatividad de las sentencias, para determinar si debe conservarse como se encuentra o puede ser modificado.

Es indudable que cuando el juicio de amparo se pide respecto de actos concretos de la autoridad, la sentencia que en el juicio se dicte sólo podrá favorecer o perjudicar a quienes son parte y no a otra persona alguna, de ahí que en relación con este tipo de juicios debe conservarse intacto el principio de relatividad; pero el amparo no sólo se promueve contra actos concretos, sino también contra leyes y la ley, por su propia naturaleza, es un ordenamiento general y abstracto, obligatorio para todos aquellos que se encuentran comprendidos dentro de su hipótesis de aplicación.

Así las cosas, si la Suprema Corte de Justicia considera que una norma general es contraria a la Constitución, de acuerdo con la formula de Otero, tal resolución solamente va  a favorecer a quienes solicitaron el juicio de garantías, pero no a quienes no lo pidieron, lo que entraña, en primer lugar, una situación de desigualdad entre quienes solicitaron el amparo y obtuvieron una sentencia favorable y aquéllos que por la circunstancia que haya sido, no pudieron presentar el juicio o no pudieron obtener una sentencia favorable.  Los primeros no están obligados a observar la ley, los segundos tienen que acatarla, quieran o no.  Esta situación, repito, es notoriamente desigual.

Además, si la Suprema Corte de Justicia es el interprete de la Constitución y ha estimado que una norma de carácter general es contraria a la dicha Constitución, su sentencia debe tener un efecto general, porque resulta absurdo que una ley inconstitucional, es decir una norma que ya se ha declarado por quién puede hacerlo, que es contraria a la ley fundamental, continúe en vigor, y, repito es un absurdo; para mostrarlo con mayor claridad daré un ejemplo: hace años en el Distrito Federal estaban en vigor unos reglamentos  para panaderías, tortillerías etc.  En todos esos reglamentos se contenía el llamado requisito de distancia, es decir la prohibición de instalar un establecimiento igual a aquellos a que el reglamento se refería, dentro de un radio de 50 o 100 metros.  Todos estos reglamentos fueron declarados inconstitucionales una y otra vez por la Suprema Corte de Justicia y todos esos reglamentos siguieron vigentes y eran aplicados por la autoridad. ¿No es esto absurdo?  No es contrario a la Constitución que siga en vigor y aplicándose una ley o un reglamento, que no la acatan.

Y si esto es así, por un elemental espíritu de igualdad, congruencia y justicia, debe otorgarse un efecto universal, obligatorio para todos, a las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia que declaren inconstitucional una norma de carácter general, lo que significa una modificación al artículo 107, fracción I de la Constitución y, por consecuencia, al artículo  76 de la Ley de Amparo, estableciendo una redacción que podría ser la siguiente: “Las ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia, que declaren inconstitucional una norma general, deberán ser cumplidas por todas las autoridades”.

Un último argumento olvidando el razonamiento de Marshall: la Constitución de acuerdo con su artículo 133 es la Ley Suprema de la Nación, y a ella deben ajustarse los actos de todas las autoridades quienes, de conformidad con el artículo 128 del propio texto constitucional, antes de tomar posesión de su encargo protestan guardar la Constitución.  Por tanto, si la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que una norma de carácter general es contraria a la Constitución, todas las autoridades, en cumplimiento a la protesta que hicieron de acuerdo con el artículo 128, deben dejar de aplicar la norma que el Tribunal, intérprete de la Constitución ha determinado que es contraria a la misma, por lo que las ejecutorias de la Suprema Corte, como ya se dijo, deben ser cumplidas por todas las autoridades.

16.- Sin embargo surgen dos problemas, a saber:

En el párrafo anterior se propone dar efecto general a una ejecutoria de la Suprema Corte que declare que una norma general es inconstitucional.

Muchos hay que estiman que no debe darse ese efecto, porque sería tanto como invadir las facultades del Poder Legislativo o del Ejecutivo en su facultad reglamentaria, objeción que en principio parece razonable, ya que es cierto que los Tribunales Federales podían convertirse en autoridades que derogaran la ley; pero para esto hay un remedio: que la resolución que declare inconstitucional una norma general, sólo sea cumplida por las autoridades que tienen obligación de aplicarla, sin que tenga la ejecutoria efectos derogatorios, o sea que la norma general queda vigente pero privada de efectos.  Esto se puede obtener mediante una adición al artículo 192 de la Ley de Amparo, que establezca que la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia debe ser acatada por todas las autoridades del país y no como ahora, que es obligatoria exclusivamente, para los Tribunales, de jure o de facto, y esto nos lleva al segundo problema. 

Hasta ahora he hablado de una resolución, pero se objeta por muchos, y creo que con razón, que una sola sentencia declarando inconstitucional una norma no es suficiente, porque también los Tribunales, formados por hombres, pueden equivocarse, de ahí que la mayoría de los partidarios del efecto universal en el amparo contra leyes, estimen que tal efecto debe darse a la jurisprudencia de la Suprema Corte y no a una ejecutoria que declare inconstitucional una norma.

De las dos proposiciones, si debe darse efecto general a una ejecutoria o a la jurisprudencia, me inclino por la primera, por dos razones: la jurisprudencia puede tardar en formarse mas tiempo del adecuado y quedar vigente una ley inconstitucional, máxime que hay normas fiscales con duración anual, respecto de las cuales no habría jurisprudencia posible, salvo que los amparos se fallaran en una o dos ocasiones, siempre que fueren consecutivas.

La otra razón deriva de los artículos 192, último párrafo, de la Ley de Amparo y 42, y 72 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 Constitucional, ya que en las contradicciones de tesis una sentencia constituye jurisprudencia; en las controversias constitucionales, una sentencia tiene efectos generales y en las acciones de inconstitucionalidad una sentencia invalida ley combatida.  Por tanto, creo que bastará una ejecutoria que declare la inconstitucionalidad de una ley, para que tenga efectos generales, agregando al capítulo único del título cuarto de la Ley de Amparo, un artículo que diga que constituyen jurisprudencia las resoluciones que declaren inconstitucional una norma general, jurisprudencia que deberá ser observada por todas las autoridades del país.

17.- Finalmente, para el mayor éxito de esta disposición, la parte de la ejecutoria que declare la inconstitucionalidad deberá publicarse en el Diario Oficial y en los principales periódicos de México. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1025 a 1032)

Enmienda.

Mismo texto, con la adición siguiente:..., SALVO QUE SE TRATE DE LEYES, REGLAMENTOS, DECRETOS O DEMÁS DISPOSICIONES DE OBSERVANCIA GENERAL, DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR JURISPRUDENCIA, PROCEDIÉNDOSE EN ESTE CASO, CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 105 BIS DE ESTA LEY.

Motivos.

Siendo el principio de la relatividad de las sentencias pronunciadas en los juicios de amparo, una de sus características fundamentales, surge frente al mismo la permanente aspiración de la obediencia a la Constitución General de la República, al invariable respeto a la supremacía constitucional, consagrada en el artículo 133 de la Carta Magna.  Cuando la jurisprudencia que declara la inconstitucionalidad de las leyes o disposiciones primeramente referidas y adquiere carácter obligatorio conforme al artículo 192 de la Ley de Amparo, su ejecución resultaría ilusoria si sólo surtiera efectos respecto del quejoso.  Como las leyes entre sus características tienen el carácter general e impersonal, resulta plenamente justificado cuando son declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia que concluya su vigencia. ( Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas 1145 a 1147)

Al libro segundo relativo al juicio de amparo en materia agraria, título único, artículo 76 actualmente contiene la redacción siguiente:

“ARTICULO 78.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que los hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

EXPOSICION DE MOTIVOS QUE GENERA LA PROPUESTA.

Tomando en cuenta el avance y grado de madurez tanto político como jurídico de nuestro país, así como el marco del estado de derecho de nuestro sistema jurídico claro e imparcial, como una condición necesaria para el ejercicio de la democracia, el funcionamiento de las políticas económicas y el crecimiento como nación, en atención a que la legalidad es un valor superior por encima de ideologías o posturas políticas, en tanto que sin un profundo respeto al derecho como ciencia del orden social, reflejado a través de la ley en todas sus formas y excepciones, ninguna sociedad podría avanzar al carecer sus miembros de la certidumbre respecto a los que los otros miembros de la sociedad, incluyendo el Gobierno podrían realizar, sin contar con un régimen de derecho.

En dicha tesitura ideológica, se propone ampliar el principio de la relatividad de las sentencias al considerar que para que exista credibilidad y estricto derecho en las instituciones republicanas, es menester que respecto a las iniciativas de ley no se aplique dicho principio cuando se ejercite el juicio de amparo, así como tratándose de amparo contra leyes, en virtud que actualmente resulta inconcebible que la justicia a través del amparo y protección del Gobierno Federal sólo sea para un sector de la población que posee los medios para interponer el juicio de amparo, con relación a la importancia social que representa una reforma de rango constitucional o una ley, no obstante que se entienda la importancia histórica del principio que rige el dispositivo que se pretende modificar, aunque actualmente no exista la renuencia del Poder Judicial de la Federación para ocuparse de analizar la constitucionalidad de una reforma a la Constitución, pues conforme al principio de relatividad de los efectos de la sentencia de amparo, si se llegara a declarar que dicha reforma se encuentra viciada, esto únicamente va a favorecer a quien pida el amparo, esto es nada más a un sujeto o a los que en número específico interpongan el amparo, y la trascendencia como ya se dijo tratándose de una norma constitucional, debiera ser en todo caso que la sentencia vallera erga omnes, por lo que es aquí en donde radica la esencia de la reforma propuesta, en tanto que hasta ahora los efectos relativos de la sentencia de amparo no permiten que la sola declaración de inconstitucionalidad de una norma la nulifique, sino que únicamente se deja de aplicar en contra de las personas que obtienen el amparo.

Por lo que dado la trascendencia que significa la responsabilidad jurídica, política y social de las reformas constitucionales como de las leyes que expide el constituyente, se considera que es el momento adecuado para que dicha responsabilidad sea compartida con el garante natural de la Constitución que el Poder Judicial Federal, en virtud de que debe existir un cauce legal para dirimir las bondades o defectos de una posible reforma que podría ser contraria al propio texto Constitucional, toda vez que como ya dijimos la legalidad de la Constitución es un valor superior, más allá de ideologías o posturas políticas que le da certidumbre al régimen democrático y republicano que rige nuestro país.

Así las cosas, se propone la siguiente redacción al artículo 76 de la Ley de Amparo:

“ARTICULO 76.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare, excepción hecha cuando se trate del juicio de amparo en contra de una Reforma Constitucional o en amparo contra leyes en cuyo caso por su trascendencia la resolución tendrá efectos erga omnes, es decir, generales”.(Agustín Hernández González, Tomo II, páginas 1331 a 1333)

Artículo 76, consignar una fracción que diga:

“Los Jueces de Distrito y los Magistrados del Tribunal Colegiado, deberán tramitar y resolver los amparos que ante ellos se interpongan en estricto orden en que fueron citados para sentencia, sin dar preferencia a ninguno.

“El incumplimiento a esta disposición será causa de responsabilidad”.

También en mis 69 años de ejercer la profesión, he podido comprobar que Jueces de Distrito y Magistrados del Tribunal Colegiado, por razones inexplicables o inconfesables, resuelven determinados juicios, no en el orden cronológico en que han sido puestos para sentencia.

Consignar otro párrafo que sería a continuación del actual artículo 76, con el siguiente texto:

“Redactada una sentencia, se pondrá a la vista de las partes por el término de DIEZ DIAS para que si lo creen pertinente hagan las observaciones que estimen legales y que deberá atender el funcionario o Tribunal respectivo”.

“Si esto aconteciere en un Juzgado de Distrito el litigante que dentro del término citado no hiciera observación alguna a la sentencia proyectada, perderá el derecho a recurrirla y causará estado en su contra”.

La costumbre de hacer entrega del proyecto de la sentencia, fue seguida por muchos años por la entonces Tercera Sala Civil de esta H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, y actualmente algunos Magistrados del Tribunal Colegiado la siguen, y dio y da muy buen resultado para la buena administración de justicia, porque frecuentemente se cometen equivocaciones, omisiones y violaciones y algunas veces, pero pocas, entonces inadvertidas, y hoy deliberadas, por venalidad, corrupción o ineptitud de Jueces de Distrito o Magistrados del Tribunal Colegiado, tanto más cuando que los Jueces de Distrito y sobre todo los Magistrados del Tribunal Colegiado, tienen cada uno dos o tres auxiliares que les llaman “proyectistas” y me consta que muchos de esos Juzgadores se atienen al proyecto de esas personas y no se enteran del expediente, y menos aún los otros dos miembros del Tribunal, distintos al Ponente, que simplemente leen la sentencia sin enterarse de las constancias del expediente para cerciorarse que el proyecto coincida con estas y no omita alguna.(Félix Galindo D. B., Tomo II, páginas  1367 a 1369)

El  Congreso de Magistrados concluyó que el principio de relatividad de las sentencias transgrede la Supremacía Constitucional, consagrada en el art. 133 de la Carta Magna, pues deja su observancia sujeta al nivel  cultural y/o económico del gobernado. 

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 76.- Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo en  que se decrete la inconstitucionalidad de una ley  o un acto, que afecte no sólo al quejoso, tendrán el efecto de hacer extensivo a todos los que se encuentren en el mismo supuesto, quedando la o las autoridades responsables obligadas a observar tal conducta. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, página 1412)

Otro problema relevante que sobre las sentencias de amparo se ha suscitado, consiste en los llamados amparos para efectos, en los que el tribunal que conoce del juicio de garantías al momento de resolverlos se limita declarar nulo el acto de autoridad, para el efecto de que la responsable emita uno nuevo con plenitud de jurisdicción, y si bien esto es correcto, en los amparos judiciales, especialmente en los directos, se ha abusado de esta figura, pues con el ánimo de respetar al máximo la jurisdicción de la responsable, muchas veces la concesión del amparo es muy ambigua, y ello da lugar a que en lugar de que la responsable se sienta orientada por la sentencia de amparo, sucede exactamente lo contrario, pues no sabe exactamente en que consistió la violación, y ello da lugar que al emitir una nueva resolución se cometa la misma violación o alguna otra, lo que puede dar lugar a la repetición del acto reclamado o a un nuevo amparo, y así sucesivamente haciendo una cadena interminable de amparos en un mismo asunto, lo que implica que la impartición de justicia se retrase. 

Ante esta situación considero que los amparos para efectos sólo deberían darse, cuando el objeto de la protección federal fuera reponer el procedimiento (admitir una prueba, un recurso, revocar actuaciones nulas para realizarlas conforme a la ley, etc), y hecho esto dictar una nueva sentencia conforme a los elementos que tenga el juez responsable. Pero en el caso de los amparos contra sentencias porque al dictarla no se valoró adecuadamente alguna prueba, o no resolvió alguno de los puntos litigiosos, o no se fundamentó conforme a la letra de la ley o de su interpretación jurídica, o no se motivó conforme a los hechos, creo que es ocioso que el juez con plena jurisdicción pueda emitir una nueva sentencia, pues lo cierto es que la autoridad federal en la sentencia de amparo ya determinó que la responsable violó determinadas garantías, normalmente las de audiencia y legalidad, por las razones que se expresan en la parte considerativa de la misma,  por la que la responsable debe quedar vinculada con las razones expuestas en la sentencia de amparo y en cumplimiento de ella, emitir una nueva resolución, tomando en cuenta esas razones, pues si no lo hace, insiste en la violación de garantías por la que su acto fue revocado.

Esta solución no da lugar a que se invada la competencia de los tribunales locales, ya que ellos resuelven un problema de propiedad, de familia, de arrendamiento, etc., y el tribunal de amparo lo que determina es si la forma en que el juez responsable dirimió el conflicto que le fue planteado viola o no las garantías previstas en los artículos 14, 16 o en algún otro de los que integran la parte dogmática de la Constitución. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1641 y 1642)

Uno de los principios más importantes del juicio de amparo es el de la relatividad de las sentencias, conforme al cual éstas se limitaran a proteger al agraviado en el caso especial sobre el que verse la queja sin hacer una declaración general sobre la ley o acto que la motivare. La razón del principio salta a la vista, pues con base en la garantía de audiencia ninguna sentencia puede afectar a quién no fue parte en el juicio; pero además hay una razón histórica, evitar el enfrentamiento que existió entre las autoridades causado por el Supremo Poder Conservador. Sin embargo hay que considerar que los efectos de las sentencias también dependen de la naturaleza del derecho que tutela, por ejemplo la que declara la titularidad de un derecho real a favor de persona determinada, también afecta a terceros pues aunque no hayan sido parte en el juicio están obligados a respetar el derecho real decretado judicialmente a favor de cierta persona.

Bajo este criterio podría concluirse que de concederse el amparo en contra de una norma general, ésta debería anularse y dejar de obligar a la colectividad, ya que por tener efectos generales y abstractos se aplicaría a cualquier persona que estuviere en su hipótesis, pero por su inconstitucionalidad declarada, no podría seguir obligando. Sin embargo se pensó que esta solución no era necesaria porque a través de los golpes redoblados de la jurisprudencia la autoridad dejaría de aplicar la ley aunque esta no hubiere quedado derogada, sin embargo en México los golpes redoblados de la jurisprudencia no han surtido efectos pues hay leyes que hace mas de medio siglo se declararon inconstitucionales y al día de hoy las responsables las siguen aplicando.

En estas condiciones si bien es cierto que por su naturaleza la ley debería dejarse de aplicar a partir de su declaración de inconstitucionalidad, como sucede en las acciones de inconstitucionalidad y en las controversias constitucionales, también lo es que por la trascendencia de las consecuencias que puede tener la resolución que declara inconstitucional una ley, y para lograr una mayor certeza jurídica sobre la bondad de las decisiones del Tribunal Constitucional, es necesario una mayor reflexión para dejar de aplicar la ley declarada inconstitucional, y es a través de la jurisprudencia que pueden anularse con efectos erga omnes las disposiciones generales declaradas inconstitucionales. La razón es sencilla, en México la jurisprudencia en amparo normalmente se integra con 5 sentencias dictadas en el mismo sentido y de manera ininterrumpida, lo que significa mayor estudio y reflexión sobre el problema  planteado, pues si el tribunal se percata que cometió un error, puede corregirlo cambiando el criterio y sosteniendo otro que cumpla con los requisitos para integrar jurisprudencia.

Además es necesario que la jurisprudencia que declara la inconstitucionalidad de una ley obligue no solo a los tribunales, sino a cualquier tercero y derogue o abrogue en su caso la norma jurídica impugnada, sin que en contra de ello obste la fórmula Otero  ya que ésta se refiere a las sentencias que son las resoluciones que dicta el Juez resolviendo el fondo de la controversia o una cuestión incidental, pero como la jurisprudencia no es una sentencia, sino el criterio judicial sostenido de manera reiterada por los tribunales en diversos casos, a ella no le es aplicable la Fórmula Otero.

Las principales objeciones que podrían formularse serían que el Poder Judicial Federal se convertiría en un super poder que nulificaría los actos de las demás autoridades, lo que violaría el principio de división de poderes; la segunda objeción podría orientarse sobre la vigencia de la jurisprudencia, esto es si solo afectaría a situaciones verificadas con posterioridad a su integración o a las realizadas con anterioridad a ella; la tercera podría consistir en qué sucedería con las personas que hubieren acatado voluntariamente la ley inconstitucional y que no tuvieren objeción en seguirlo haciendo. A estos argumentos se les podrían dar las siguientes respuestas. Al primero, que el Poder Judicial Federal desde la Constitución de 1857 es el Supremo Poder de la Unión, por ser el único capaz de juzgar los actos de los demás poderes y si al hacerlo los estima inconstitucionales, los declara nulos, aunque dicha nulidad tenga efectos relativos, en el entendido de que los otros poderes no pueden juzgar actos de poder, incluso la facultad concedida en los artículos 108 a 114 de la Constitución Federal al legislativo no le permite hacerlo, pues solo juzga la conducta ilícita de la persona que integra a uno de ellos o que es alto funcionario de éstos. Además a pesar de la Fórmula Otero en la parte considerativa de las sentencias de amparo si se analiza la constitucionalidad de la norma. La segunda objeción es irrelevante pues de otorgar efectos generales a la jurisprudencia que decrete la inconstitucionalidad de una norma, simplemente habría que adoptar el criterio sobre su vigencia, estimando por seguridad jurídica que el más correcto sería que dicha derogación tuviere efectos a futuro inmediato o mediato, dependiendo del tema de la ley, o de la norma que hubiere sido declarada inconstitucional. Finalmente la tercera objeción es infundada, pues al igual que la ley establece derechos y obligaciones que deben cumplirse independientemente de lo que piense el gobernado, la jurisprudencia que tuviere efectos generales y derogara una ley, debería cumplirse con independencia de lo que pensara el gobernado. Además hay que recordar que los derechos del orden público son irrenunciables y como las garantías individuales lo son, no son renunciables su goce y ejercicio.

Existe otra razón que acaba con todas las dudas, pues en las controversias constitucionales y en las acciones de inconstitucionalidad previstas en el artículo 105 de la Constitución, se faculta al Pleno de la Suprema Corte de Justicia para que declare la nulidad de una ley con efectos erga omnes, siempre y cuando esa decisión se adopte por el voto favorable de cuando menos ocho de los once ministros.

En consecuencia cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación o un Tribunal Colegiado en el ámbito de su competencia, emita con motivo de un juicio de amparo, jurisprudencia declarando inconstitucional una norma general y abstracta, esta debería dejase de aplicar. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1676 a 1680)

Obligación de la Jurisprudencia y Fórmula Otero.  Deben deslindarse dos cuestiones:  el grado de obligatoriedad de los criterios interpretativos e integradores de ley emanados de los tribunales, por un lado, y la posibilidad de dar efectos generales a sus sentencias, por otro.  Con relación al primer punto, la jurisprudencia debe obligar tanto a tribunales (como dispone la Ley vigente)  como a autoridades administrativas.  Con relación al segundo, las sentencias podrán tener efectos generales, amén de otros requisitos, sólo cuando los actos reclamados fueran normas jurídicas generales, abstractas e impersonales. (Julio César Vázquez Mellado García, Tomo III, página 1774)

SENTENCIAS. Inconstitucionalidad de Leyes. Cuando la Suprema Corte de la Nación resuelva sobre la inconstitucionalidad de una ley, remita la resolución al Congreso de la Unión. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1794)

Las sentencias que se dictan en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales  privadas u oficiales que lo hubieran solicitado, limitándose a ampararlos, si procediere, en el caso especial sobre el que versa la demanda, sin hacer declaración general respecto del acto que la motive.

Tratándose de Leyes, Reglamentos y demás disposiciones de carácter general y obligatorio, la declaración de  inconstitucionalidad imposibilita su aplicación.

MOTIVOS.-    La formula otero ha sido muy criticada por lo que hace al aspecto de constitucionalidad de leyes, porque resulta no ético aplicar disposiciones inconstitucionales.  Por ello, se propone flexibilizarla en el supuesto indicado. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1913)

No obstante que ha habido ya importantes reformas al respecto y existe el  contenido del artículo 76 bis relativo a las excepciones a este principio, que dan forma a la llamada suplencia de la queja, pero bajo el esquema de que opera exclusivamente en relación a los conceptos de violación expresados por el quejoso en la demanda de amparo o en los escritos de recursos, a pesar de ello el Juez de amparo se encuentra maniatado para defender la constitución y anular el acto de autoridad reclamado a pesar de que la inconstitucionalidad del acto sea a todas luces manifiesta, por ello se propone la desaparición del principio de estricto derecho a fin de que los jueces tengan absoluta libertad de otorgar el amparo por causas que no se hayan señalado por el quejoso cuando sea manifiesta la contravención de la autoridad responsable al texto constitucional, pues siendo la finalidad del amparo mantener incolumne el orden jurídico, el principio debe ser sin lugar a dudas el de suplir cualquier deficiencia independientemente de que el quejoso haya sabido o no impugnar técnicamente el acto de autoridad que viola sus derechos.

Esta propuesta de reforma no tendría más beneficio que mantener el objetivo fundamental del juicio de amparo, que es el de tutelar el respeto, que todas las autoridades deben a la ley fundamental de nuestro país. (Laura Elena Palafox Enriquez, Tomo III, página 2037 y 2038) 

Se considera aquí que la aplicación del principio de la relatividad de las sentencias la cual hoy en día resulta completamente obsoleto toda vez que su utilización favorece única y exclusivamente a quien tiene la oportunidad de contratar los servicios de un Licenciado en Derecho para defender sus intereses y, por ende, es quien tiene las posibilidades económicas de hacerlo, pero ¿Qué hay de la inmensa mayoría de los ciudadanos que se encuentran en los mismos supuestos en que se pretende violar sus garantías constitucionales por la sola promulgación de una ley o su primer acto de aplicación?, se ha de recordar que el bien común debe prevalecer sobre el bien individual, así como el principio de generalidad de toda norma jurídica, por tales motivos cuando una ley es considerada como inconstitucional por los órganos federales en materia de amparo debe dejar de aplicarse con efectos erga omnes lo que traería como consecuencia la no operatividad del principio de la relatividad de las sentencias.

Ahora bien, la no aplicación de la fórmula Otero nos lleva a la propuesta de reformar el artículo 107 Fracción  II de la Constitución que reza:

“La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

En conclusión podemos afirmar que para que la ley sea de observancia general se debe suprimir el principio de relatividad de las sentencias contendido en el artículo 76 de la Ley de Amparo, siendo necesario que se reforme también el artículo 107 en su fracción de nuestra Ley de Leyes, para con ello cuando un ordenamiento legal sea declarado a través de sentencia ejecutoria en materia de amparo como inconstitucional lo sea para todos los individuos que se encuentren en nuestro país, por lo que los artículos mencionados quedarían de la siguiente manera:

Artículo 76 de la Ley de Amparo:

“Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo surtirán efectos erga  omnes  cuando se trate de leyes declaradas inconstitucionales por los tribunales federales si procediere, en el caso especial, sobre el que verse la demanda”.

Con esta propuesta se evitaría el rezago judicial en materia de Amparo toda vez que no habría razón de ser de las demandas presentadas ante los Tribunales Federales competentes por casos similares habiendo sido resueltos y así surtir efectos de aplicación general.

Artículo 107, Fracción II Constitucional:

“La sentencia que se pronuncie en juicios de amparo surtirán efectos de carácter general cuando se trate de leyes declaradas inconstitucionales por los Tribunales Federales si procediere, en el caso especial, sobre el que verse la demanda.”

Con esta propuesta se estaría corroborando que el bien común debe prevalecer sobre los intereses individuales y, en consecuencia, no debe aplicarse una ley declarada inconstitucional toda vez que en la actualidad dicho ordenamiento jurídico si lo permite. (Mario Luis Pérez Méndez, Tomo III, páginas 2059 a 2061)

En relación con la fórmula Otero

Se propone la derogación del articulo 76 de la ley de amparo, es decir derogar el artículo 76 que contiene la fórmula Otero por las siguientes razones:

No hay razón jurídica, ni práctica, para que una sentencia emitida por autoridad competente, que resuelva sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley o un reglamento o un tratado, no produzca efectos hacia todas las personas que se encuentren en igualdad de condiciones. 

De hecho, con la supresión que se propone se beneficiaría a las personas de bajos recursos, que en muchas ocasiones no promueven precisamente por su condición económica (aún cuando existe la figura del defensor de oficio).

Por otra parte, se reduciría la carga de trabajo de los tribunales que en muchas ocasiones tienen que resolver sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los mismos ordenamientos. 

Al derogar el artículo 76, habría seguridad jurídica con el pronunciamiento que surtiría efectos hacia todos los que se encontraran en el mismo caso. Ya que no estarían sujetos al criterio que tuviera cada autoridad respecto del mismo asunto.

Finalmente, las leyes deben elaborarse para que respondan a las necesidades de la sociedad, deben estar apegadas al espíritu de la constitución, ya que es injusto que la constitucionalidad de un ordenamiento jurídico varíe de acuerdo a la persona que lo impugne.

Consideramos que derogando la formula Otero se fortalecerá el Estado de Derecho, ya que no hay mejor principio legal que en nuestro país sólo se apliquen las leyes que estén apegadas a la Constitución. Por otro lado el país avanzaría ya que el Congreso y el Ejecutivo Federal tendrían una mayor responsabilidad al formular leyes. Desde luego, sería positivo que la Suprema Corte pudiera tener facultades de iniciativas de ley. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2077 y 2078)

También se propone que se analice la fórmula Otero, sobre todo en tratándose de amparo contra leyes, es decir que se flexibilice este principio. (Román Díaz Vázquez, Tomo III, página 2291)

Consideraciones.- El crecimiento lógico y natural de la población, la globalización y otros factores de índole tanto interna como externa, ha producido efectos en la vida económica y social del país, que se han traducido en problemas laborales, penales, civiles y administrativas que después de ventilarse ante las instancias correspondientes, llegan hasta los tribunales de amparo.

El aumento destacado, ha hecho que nuestra institución haya tenido que multiplicar sus órganos con el consiguiente esfuerzo de sus funcionarios, que en muchas de las veces, podría catalogarse como sebrehumano.

Es un hecho conocido que los Tribunales de control constitucional conceden, en muchos casos, el amparo de la Justicia Federal.

Buena parte de ese trabajo, que llega tanto a los Juzgados de Distrito como a los Tribunales, se debe a cuestiones relacionadas con el cumplimiento de las sentencias, que muchas veces llegan hasta la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma que ha tenido que crear todo un aparato jurídico-administrativo para resolver esas cuestiones se ha tenido que editar un manual y emitir numerosas jurisprudencias y tesis, entre las que destaca una que propone el trámite de un incidente innominado para aclarar los efectos de una sentencia y su cumplimiento.

Desde mi particular punto de vista, la problemática se produce, la mayoría de las veces, sin ser las únicas, por dos cuestiones a saber.

1º Falta de precisión de los efectos de las sentencias, y

2º Imprecisión en el momento de atender al cumplimiento por parte de las responsables, en mérito a una interpretación errónea o imprecisa de la sentencia amparadora, dictada por un Tribunal Colegiado en el recurso de revisión.

Por tales motivos, con respecto al primer extremo, los Artículos 76 y 73, fracción III de la Ley de Amparo, se deben adicionar para que en las sentencias de amparo se imponga como obligación, para los órganos de control constitucional, que deban precisar los alcances de la protección federal, respecto de todos y cada uno de los actos reclamados de un modo claro, destacado y porque no sistematizado con relación al carácter de cada una de las autoridades responsables (ordenadoras y ejecutoras). (Francisco Javier Teodoro Arcovedo Montero, Tomo IV, páginas 2550 a 2552).

Otra reforma que se propone es la reducción de la fórmula Otero en la fracción II del supracitado artículo 107, sin que la propuesta llegue a romper con la fórmula Otero en sentido estricto, toda vez que ya existe la acción de inconstitucionalidad en el artículo 105 que prevé la abrogación automática de una ley inconstitucional por mandato de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, órgano ante el que se sustancia la acción de inconstitucionalidad. Por ello nuestra propuesta es sólo en el sentido de que en el amparo contra leyes, el órgano legislativo emisor del acto reclamado y que tenga carácter de autoridad responsable, deba cumplir con la sentencia de amparo, derogando o reformando la parte que haya sido declarada inconstitucional por la resolución judicial, con lo que formalmente no se dá la derogación o abrogación automática de la ley como en la acción de inconstitucionalidad, y sí en cambio, se pugna porque el Legislador ajuste sus actos al régimen de constitucionalidad, sin perjuicio de que la nueva Ley de Amparo establezca ciertos mecanismos de excepción en virtud del fuero de que gozan los legisladores. (Felipe Chávez Carrillo, Tomo IV, páginas 2561 y 2562).

Antecedentes del principio de relatividad. Con el triunfo de la tendencia federalista en 1847, Mariano Otero fue comisionado para redactar el proyecto de reformas que deberían introducirse a la Constitución de 1824, el que luego de aprobarse en sus términos y promulgarse pasó a formar parte del derecho como el Acta de Reformas de 1847, en cuyo artículo 25 se establecía: “Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concede esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo ya sea de la federación, ya de los Estados; limitándose a impartir su protección en el caso particular sobre el que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general, respecto de la ley o acto que la motivare”.

Tal disposición es desde ese entonces principio rector del juicio de garantías, pues la protección de los gobernados por los tribunales de amparo se concreta a protegerlos en el caso sobre el que verse el proceso constitucional, sin hacer ninguna declaración general de la ley o acto que motivare la protección.

La razón del principio de relatividad -según Otero y los Constituyentes de 1857- era evitar una declaración general de inconstitucionalidad que derogara o aboliera la ley reclamada, y que con ello provocara fricciones entre los poderes o pugnas violentas entre el Poder Judicial y el Poder Legislativo y aún el Ejecutivo.

Quizás los comentarios de Alexis de Tocqueville sobre el funcionamiento del Poder Judicial Federal de los Estados Unidos de Norteamérica, fueron los que inspiraran a Otero y a los Constituyentes de 1857, al sostener que las sentencias “no tienen por objeto más que el descargar el golpe sobre un interés personal y la ley sólo se encuentra ofendida por causalidad. De todos modos, la ley así censurada no queda destruida; se disminuye sí, su fuerza moral, pero no se suspende su efecto material. Sólo perece, por fin, poco a poco y con los golpes redoblados de la jurisprudencia”.   

Marco jurídico. El principio de relatividad de las sentencias de amparo se encuentra  previsto en los artículos 107, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 76 y 80 de la Ley de Amparo.

El primero establece que todas las controversias de que habla el artículo 103 constitucional, se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, pero entre las bases que señala está la de que la sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que versa la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

Mientras el segundo dispone que las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare; y el tercero, que la sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir por su parte, lo que la misma garantía exija.

De acuerdo con el contenido de los anteriores preceptos, los efectos de la sentencia de amparo en un caso concreto, no producen consecuencias en todos los casos similares ni respecto de cualquier afectado por la ley o por el acto reclamados, aun cuando guarde idéntica posición jurídica con el que obtuvo la protección constitucional, es decir, la sentencia de amparo no surte efectos erga omnes sino sólo respecto de quien demandó el amparo; de manera que la ley o acto reclamados permanecen inalterados -desde el punto de vista de su validez o vigencia- para todos aquellos que no hayan sido el quejoso.

CASO DE EXCEPCION DE INAPLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido jurisprudencia de que tratándose del litisconsorcio pasivo necesario, el principio de relatividad no debe aplicarse al ejecutarse la sentencia de amparo sino que sus efectos también se extienden a favor de los litisconsortes que no acudieron al juicio de garantías; ello con base en que, por virtud de ese fenómeno procesal, existe unidad y el interés es común entre todos los litisconsortes, por lo que no debe dividirse el juicio cuando se ordena reponer el procedimiento por uno de ellos sino mantener la unidad del juicio y la reposición debe abarcar a todos los litisconsortes. Dicha jurisprudencia
 es del rubro: “SENTENCIAS DE AMPARO. CUANDO ORDENEN REPONER EL PROCEDIMIENTO, SUS EFECTOS DEBEN HACERSE EXTENSIVOS A LOS CODEMANDADOS DEL QUEJOSO, SIEMPRE QUE ENTRE ÉSTOS EXISTA LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO”.

Y si bien su fundamento consiste en que los efectos del litisconsorcio pasivo sólo se producen dentro del proceso correspondiente, que éste es una unidad y que las consecuencias de una sentencia protectora sí deben alcanzar o beneficiar a los codemandados del quejoso en el juicio natural, por constituir -la reposición de su procedimiento- un acto necesario para el debido cumplimiento de la ejecutoria de amparo; la consideración de que esto no implica infracción al principio de relatividad, porque no se está en la hipótesis de que una sentencia de amparo se hubiese ocupado de individuos particulares o de personas morales diversas a quienes hubieren solicitado la protección federal, viene a demostrar no sólo la precisión del alcance de la jurisprudencia y lo absurdo de que se reponga un juicio por uno y quedara firme por otros, sino la ventana jurídica por la que pueda apartarse del principio de relatividad.

La ley sólo queda abrogada o derogada por otra cuyo nacimiento le preceda y que así expresamente lo declare, o bien que contengan disposiciones incompatibles entre una y otra, pero lo cual es obra del  Poder Legislativo. 

Al Poder Judicial de la Federación se le encomienda la decisión de inconstitucionalidad o no de una ley; y cuando la declara en sentencia de amparo, su efecto es que no se le aplique exclusivamente al gobernado que la haya reclamado, pero no se hace extensiva –tal inaplicación- a quienes no hayan demandado la protección constitucional. El Poder Legislativo debiera subsanar los errores en que incurra al aprobar la ley cuando se hagan notables por la sentencia de amparo; empero no lo hace, pese a la declaración de inconstitucionalidad, de ahí que incluso el mecanismo jurisprudencial resulta ineficaz para anular la ley inconstitucional que se declara a través del mismo. 

La ley es general, por tanto, cuando la misma es declarada inconstitucional en beneficio del quejoso que la reclamó los efectos protectores de la sentencia de amparo también han de ser generales, pues con esa sentencia de amparo lo que se defienden son las garantías individuales que resultan vulneradas con el acto de la autoridad legislativa; de manera que si el juicio de amparo es el medio eficaz que los gobernados tienen para defender sus derechos públicos subjetivos que se trastocan por una ley o por un acto de autoridad, haciendo prevalecer la Constitución y sometiendo a la autoridad a la misma, es inconcuso que no hay razón para que a los gobernados -no quejosos-  se les siga sometiendo a una ley que es inconstitucional so pretexto de la relatividad de las sentencias de amparo.

No debe perderse de vista que la institución del juicio de amparo ha sido acogida por el derecho positivo extranjero
 y que, incluso, en el mismo actualmente presenta el avance que se comenta, en cuanto a que en materia de inconstitucionalidad de leyes la sentencia tiene efectos erga omnes; además de que en el derecho positivo mexicano ya ha desaparecido cualquier temor de pugna entre los Poderes de la Unión, tan es así que las sentencias que se dictan en las acciones de inconstitucionalidad
, los efectos de invalidez son generales.

PROPUESTAS DE REFORMAS A LOS ARTÍCULOS 107, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN, Y 76 Y 80 DE LA LEY DE AMPARO.

“Artículo 107.- ..... II. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto del acto que la motivare, a excepción de cuando se trate de una ley”.

“Artículo 76.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto del acto que la motivare, a excepción de cuando se trate de una ley”.

Se considera que en la declaración respecto de la ley o acto que motiva la demanda de amparo, es donde deben reformarse las disposiciones constitucional y reglamentaria que se analizan, dado que idénticamente establecen en lo conducente “...sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare” y se propone “...sin hacer una declaración general respecto del acto que la motivare, a excepción de cuando se trate de una ley”. 

En cuanto al artículo 80 de la Ley de Amparo, se propone como reforma la supresión de “al agraviado” y sustituir el verbo “restituir” por “restitución”, pues dispone: “La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada,...”; y deberá establecer: “La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto la restitución en el pleno goce de la garantía individual violada,...” (Victorino Rojas Rivera, Tomo IV, páginas 2658 a 2664).

EL PRINCIPIO DE LA RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIA DE AMPARO.- Es necesario abrir más este principio. Proponemos que una vez que un acto reclamado sea declarado inconstitucional de manera definitiva por un tribunal de la Federación, cualquier persona que se considere afectada por tal acto podrá hacer valer la estimación de inconstitucionalidad a fin de que aquél no se pueda aplicar en su contra y en su caso se deje insubsistente. El gobernado tendrá que ocurrir a juzgado de distrito o tribunal colegiado al que le correspondería conocer del asunto, para el único efecto de que dicho órgano declare que efectivamente en relación con ese acto reclamado ya hay una decisión de inconstitucionalidad y que hay afectación de dicho acto en perjuicio del particular. Esto es, la intervención del tribunal no será para estudiar si el acto es ilegal o no, sino únicamente para constatar y declarar en su caso que el propio acto ya se tuvo por ilegal y que afecta al gobernado, por lo que en cuanto a él también debe dejarse insubsistente. (José Luis Arellano Pita, Tomo IV, página 2692).

Esto en base a las siguientes consideraciones:

La llamada Formula Otero o Principio de Relatividad, como principio rector del Juicio de Amparo consiste en que las Sentencias de Amparo sólo surte efectos en relación con las personas que promovieron el Juicio, jamás respecto de otros, dicho principio se encuentra consagrado en los artículos 107 fracción II, de la Constitución General de la República y 76 de la Ley de Amparo.

El primer párrafo de la fracción II del artículo 107 de la Constitución General de la República dispone:  “La Sentencia será siempre tal, como sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la Ley o Acto que la motivare”.  Estoy de acuerdo que esta disposición Constitucional tenga plena aplicación a las Sentencias de los juicios de Amparo contra actos de autoridad, pero no a las sentencias de los juicios de Amparo en contra de Leyes; esto es, cuando un Gobernado se ampara contra actos de autoridad, ya provengan del Poder Ejecutivo en sus tres niveles Federal, Estatal o Municipal (Actos Judiciales), el acto reclamado efectivamente solo afecta la esfera jurídica del quejoso, mas no de terceras personas que no solicitaron el amparo y protección de la Justicia Federal; en tal caso sí es razonable que la sentencia de amparo sólo se ocupe del gobernado en particular, del quejoso, amparándolo y protegiéndolo si el acto de autoridad resulta vulnerador de las garantías individuales o contrario a la Constitución.

Pero no es razonable, ni jurídico, ni lógico que una Ley autoaplicativa o sea un acto Legislativo emitido por el Poder Legislativo ya sea Federal o Estatal, y contra el cual algún gobernado haya solicitado amparo y concedido que fuere la sentencia sólo surta efectos para el quejoso, esto es, si el máximo órgano del control de la Constitucionalidad, que es el Poder Judicial de la Federación, ya resolvió en una sentencia que causó ejecutoria, resultado del Juicio de Amparo, que una Ley o algún precepto de esa Ley es anticonstitucional, la Sentencia de Amparo deberá surtir efectos Erga Omnes, es decir sus efectos deberán de extenderse a todos los gobernados y no sólo a la esfera jurídica del quejoso; si alguna Ley o algún precepto es anticonstitucional para el quejoso, lógico que también lo es para todos los Gobernados, de no ser así se aplicaría una Ley autoaplicativa o un precepto contrarios a la Constitución, a los Gobernados que no se ampararon dentro del término de Ley, rompiendo con ello el Estado de Derecho y se permitiría que una Ley o algún precepto contrario al espíritu de nuestra Ley máxima que es la Constitución General de la República, cuya Supremacía es indiscutible, se aplicara aún ya declarada su inconstitucionalidad, lo cual resulta inadmisible, por ello propongo LA NO APLICACION DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO CONTRA LEYES, y que dicho principio sólo rija en el Amparo contra actos de autoridad; aunque esto implique una reforma Constitucional al artículo 107 fracción II, lo que desde luego compete al Constituyente Permanente, pero es urgente dicha reforma al precepto mencionado que es uno de los que regulan desde el marco constitucional al Juicio de garantías y que una nueva Ley de Amparo que se diga moderna deberá contemplar esta propuesta, insisto, de no aplicar el Principio de relatividad en las Sentencias del Juicio de Amparo contra Leyes o preceptos que hayan sido declarados anticonstitucionales.

La anterior propuesta la hago de su Superior conocimiento y la pongo a consideración de su elevada Investidura, para los efectos conducentes, reiterándole las seguridades de mi atenta consideración y respeto. (José Manning Bustamante, Tomo IV, páginas 2764 a 2766).

En primer término he de referir que en nuestro sistema jurídico la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es el ordenamientos primario y por tanto es la ley fundamental, supremacía que se debe conservar y proteger a través de sus medios de constitucionalidad y el respeto a las normas que la contienen, tal supremacía implica que no puede existir el acto de autoridad contrario a la constitución, entendiendo por acto tanto a las leyes como a las resoluciones judiciales y administrativas.

El control constitucional de nuestro sistema está conferido al órgano judicial federal y los efectos de la resolución que éste pronuncie, sólo pueden versar sobre el caso concreto planteado por individuos particulares, tal y como lo establecen los artículos 103 y 107 de la Constitución Política que en lo relativo dicen:

“Artículo 103.- ...” (se transcribe primer párrafo).

“Artículo 107 fracción II.- ...” (se transcribe).

De ahí la importancia que adquiere en ésta exposición el amparo contra leyes que consagra el principio de relatividad de la sentencia de amparo, que constriñe el efecto de la sentencia que conceda la protección de la justicia federal al quejoso, de manera de que quien no haya sido expresamente amparado, no puede beneficiarse con la apreciación que acerca de la inconstitucionalidad del acto reclamado haya expresado el juzgador en la mencionada sentencia; principio de relatividad que se contempla al igual que los preceptos constitucionales citados, en el artículo 76 de la Ley de Amparo que establece:

“Artículo 76.- ...” (se transcribe).

Lo anterior implica que al no pronunciarse la declaración general de inconstitucionalidad de las leyes impugnadas a través del juicio de amparo, y sólo conceder el amparo a individuos particulares se viola el principio esencial del Estado democrático de derecho, de igualdad de los gobernados ante la ley, en cuanto a que algunos han contado con asesoramiento jurídico por tener mayores alternativas y recursos económicos, no estando obligados a cumplir con los mandatos de una ley inconstitucional mediante el amparo concedido, en cambio quienes no han obtenido deben acatarla, lo que rompe con la justicia y equidad; amén de que dicho principio de relatividad de la sentencia en la actualidad resulta ineficaz y agrava el rezago de los Tribunales Federales a medida que cada individuo en particular reclame el amparo y protección de la justicia federal contra leyes inconstitucionales.

Por las reflexiones aquí asentadas, tomando en cuenta la consideración que emite el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al invitarnos para participar en la propuesta que deba hacerse a una nueva Ley de Amparo para lograr la consolidación de nuestro estado de derecho en la que se asegure a los gobernados una pronta, completa e imparcial administración de justicia, ante todo con igualdad jurídica, me permito proponer:

Se reformen los artículos 107 fracción II constitucional y el relativo al artículo 76 de la Ley de Amparo, para anular la aplicación del principio de relatividad de la ley de desaplicación concreta, con la finalidad, por lo tanto, de que ninguna ley declarada inconstitucional pueda tener vida jurídica, para así consignar la declaración general de inconstitucionalidad de una ley o reglamento, pudiendo establecerse el absoluto respeto que la jurisprudencia merece como fuente formal del derecho en términos del artículo 192 de la Ley de Amparo, de tal manera que cuando se hayan resuelto de inconstitucionalidad de una ley en revisión ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante las Salas en cinco ejecutorias seguidas en un mismo sentido no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos por catorce Ministros si se trata de jurisprudencia del Pleno, o por cuatro Ministros en los casos de jurisprudencia de Salas, esta resolución de declaración de nulidad deberá hacerse con las mismas formalidades que para su expedición se utilizaron, turnándose al Ejecutivo con el objeto de que ordene su publicación en el Diario Oficial de la Federación con la finalidad de que no se vuelva a aplicar esa norma declarada inconstitucional.  En consecuencia y para adecuar las facultades que otorgue la ley al Poder Judicial de la Federación, se deberá modificar la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, con objeto de que el Tribunal en Pleno se incluya la de hacer una declaración general, en los términos que he precisado en la presente propuesta. (Miriam Torres Monroy, Tomo IV, páginas 2797 a 2799).

Se considera inaplicable el principio de relatividad, en los casos de sentencias que conceden el amparo contra leyes o su aplicación.

Dando las gracias, por la oportunidad que se da a los que nos dedicamos al estudio de la Ciencia del Derecho, y sin faltar a la decencia ética que es la modestia, damos un punto de vista sobre un tema que afecta a la sociedad, y que le causa repudio porque crea una discriminación y una desigualdad entre sus miembros.

Se parte de las bases y los principios constitucionales y legales del juicio de amparo, y de las doctrinas de nuestros grandes jurisconsultos, enfocándolos a la solución de un problema concreto.

Juristas más capaces, con mayor cultura y con grande experiencia, podrán aquilatar los siguientes puntos de vista, y nos daremos por servidos si nuestra opinión, como un grano de arena sirve para construir el gran edificio del orden jurídico constitucional.

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos está en la base y en la cúspide del orden jurídico de la República, formal y materialmente; lo primero, por ser escrita y rígida, y lo segundo, porque emana de la soberanía del pueblo.

El principio de supremacía constitucional es universal, doctrinaria y legalmente.

La Constitución autodetermina su superioridad, y la subordinación de todos los actos de autoridad a sus principios y mandatos.

Con efecto, así se concluye de sus siguientes preceptos:

1) El artículo 133 imperativamente dice, que es la Ley Suprema de toda la Unión; que las Leyes del Congreso deben “emanar” de ella; y, que los Tratados que celebre el Presidente de la República, con aprobación del Senado, deben estar de “acuerdo”, con la misma.

2) El artículo 128 establece que, todo funcionario público, sin excepción tiene, la obligación de prestar la protesta de guardarla, o sea, la de cumplirla y obedecerla, antes de tomar posesión de su cargo.

3) Los artículo 87 y 97 específicamente imponen, al Presidente de la República y a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, la obligación de guardar y hacer guardar la Constitución y las Leyes que de ella emanen, mirando en todo por el bien, la prosperidad de la Unión.

4) El artículo 135 dispone, que sólo puede ser adicionada o reformada, de la manera y en la forma que ella determina.

5) El artículo 136 indica, que no perderá su fuerza y vigor, aún cuando por alguna rebelión se interrumpa su observancia.

6) Los artículo 40 y 41 determinan, que es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República, Representativa, Democrática y Federal, compuesta de Estados, unidos en una Federación, establecida según los principio de la misma ley fundamental; y, que el pueblo ejerce su soberanía por medio de los poderes de la Unión, en los términos establecidos por la propia constitución federal.

7) El artículo 49 establece, que el Supremo Poder de la Federación se divide, para sus ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

8) El artículo 115 estatuye, que los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma del gobierno Republicano, Representativo y Popular.

Por lo tanto, la Supremacía de la Constitución nunca pierde su vigencia, porque debe ser cumplida, en todo tiempo y circunstancias.

Los actos, de cualquier autoridad, comprendiendo los del Poder Legislativo, están limitados por los preceptos de la Constitución, como Ley Suprema, por lo que no pueden calificarse de legales, si no son fieles a sus preceptos.

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD

La misma Constitución General de la República establece los medios para controlar la actuación de todas las autoridades, cualquiera que sea su jerarquía, e impedir que puedan desconocerla o violarla, y para restituir las cosas al estado material y jurídico que tenían, antes de que el orden jurídico constitucional hubiese sido alterado, a fin de conservar, permanentemente, su supremacía.

Los medios de control son:

1) El Juicio Político o de Responsabilidad de los Funcionarios Públicos, establecido y regulado por los artículos 108, 109 fracción I, 110, 74 fracción V y 76 fracción VII:

2) Los Procesos de Litigios Constitucionales, creados por el artículo 105 fracción I:

3) Las Acciones de Inconstitucionalidad, contempladas por el artículo 195 fracción II:

4) El Proceso Investigatorio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contenido en el artículo 97, segundo párrafo:

5) El Proceso de Averiguación de algún hecho o hechos que constituyan violación al voto público, fundado en el artículo 97, tercer apartado:

6) El Proceso Suspensivo de Garantías Individuales, previsto en el artículo 29:

7) El Juicio de Amparo, instituido por los artículos 103 y 107, por violación a las garantías individuales.

ACCIÓN DE AMPARO.

Cuando un gobernado considera que sufre o va a sufrir un perjuicio, una molestia, o una violación, en alguno de los derechos públicos subjetivos, que le reconoce la Constitución, tiene un poder jurídico para obtener la prestación de la jurisdicción constitucional especial, para hacerla saber ese estado y reclamarla su intervención, a fin de que cese esa situación arbitraria, y sea restituido al pleno goce del derecho fundamental que le fue desconocido o violado, y se restablezca el orden Constitucional. Este poder es la acción de amparo.

Así como los órganos jurisdiccionales ordinarios, deben mantener la observancia de la ley sobre los particulares, la jurisdicción especial de amparo debe mantener la observancia de la Constitución, sobre todas las autoridades. En otros términos, los Tribunales comunes, como órganos jurisdiccionales ordinarios, controlan la legalidad de la conducta de los particulares y los Tribunales de amparo ejercen un control jurídico sobre la actividad de las autoridades.

Mediante la acción de amparo, se persigue proteger, tanto los derechos fundamentales de los particulares, como el orden constitucional.

El amparo no es un recurso ordinario en el que se decide sobre los derechos de los litigantes, sin que la litis trascienda al orden público, como no fuera evitar conflictos, para que haya tranquilidad social, sino un juicio que tiene por objeto el interés general y el orden público, para contener a todas las autoridades en la estricta observación de la Constitución. Es un instrumento, para que el Poder Judicial de la Federación alcance sus fines superiores y más bastos, que exceden los límites de una controversia de particulares, que son los de mantener el riguroso cumplimiento de la Ley Fundamental. Es el eslabón que une al Poder Legislativo con el Poder Judicial, para formar la unidad del Estado de Derecho.

La finalidad última de la acción de amparo, es de carácter constitucional; de coordinación entre las funciones legislativas y judiciales, y de unificación de todo el orden jurídico.

Mediante la acción de amparo, se aprovecha el interés individual de los litigantes, poniéndolo al servicio del interés público.

Pensamos con A. M. Morello, “que si no hacemos demasiada teoría y abstracción dogmática caemos en la cuenta de que el derecho subjetivo de la parte (jus litigatoris), es el alma de la impugnación; el que mueve los engranajes; también el que cuida por el valor y eficacia de la ley”, en nuestro caso, de la Ley Suprema.

Desde los Emperadores Romanos existió la visión del Poder Central, de valerse de los litigios de los particulares, por lograr que mediante una queja del perdidoso, ese Poder actuara para que se respetara su legislación. La “Suplicatio” romana, no era un recurso ordinario, como la “appellatio”, sino una queja ante quien gobierna, para que éste asegurara el “derecho” que ha decretado, y se mantenga el jus constitutionis.

El gran constitucionalista del siglo XIX, Don José María Velasco, cuando tomó la palabra en la deliberación Camaral, del Proyecto de la Ley Reglamentaria de los artículos 101 y 102 de la Constitución, al Congreso de la Unión (Segunda Ley de Amparo, de 1869), dijo: “La ventaja de ese juicio (el de amparo) es, que la defensa de las instituciones se confía al interés individual, siendo la cuestión de instituciones…”.

En la iniciativa que el Ejecutivo presentó, por conducto del C. Secretario de Justicia, Protasio P. Tagle, a la Cámara de Diputados, con el título de “Modificaciones y Adiciones a la Ley Orgánica de los artículos 101 y 102 de la Constitución, expedida el 20 de Enero de 1869”, se dice: “El pensamiento dominante de la reforma es conciliar el interés particular con el bien público…”.

El juicio de amparo está hermanado a la Constitución, es un control nomofiláctico.

A través del quejoso, que sufre un agravio directo a sus garantías individuales, se protege el Estado de Derecho Constitucional. Este es un atributo del juicio de amparo, a la vista de los artículos 107 fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 4, 5, fracción I, 116 segundo párrafo, 166 fracciones I y IV y 80 de la Ley de Amparo.

La jurisdicción de amparo es negativa, porque está limitada al conocimiento y decisión de una cuestión de derecho constitucional, y su efecto es destruir el acto inconstitucional, pero no decidir positivamente, el mérito de la controversia del agraviado peticionario.

El amparo es un procedimiento de anulación del acto reclamado que se juzga inconstitucional, porque si se determina que pugna contra la Ley Fundamental, es inexistente, y porque si la sentencia que se pronuncie, ampara y protege al quejoso, tiene efectos retroactivos, conforma al artículo 80 de la Ley de Amparo, que ordena que se restablezcan las cosas al estado que guardaban antes de la violación, si el acto reclamado fue de carácter positivo, u obligando a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantías de que se trate, y a cumplir, por su parte lo que la misma garantía exija, si fue de carácter negativo.

Si el acto o la Ley reclamada se declaran inconstitucionales, se les debe considerar como si nunca hubiesen existido.

El derecho comparado nos enseña, que a las leyes contrarias a las constituciones, se les ya considerado nulas y anulables.

En el Digesto del Emperador Justiniano encontramos, en sus Libros Cuadragésimonono, Título VIII, Apartado 1, párrafo segundo, la Ley QUAE SENTENTIAE SINE APPELLATIONE RESCINDANTUR, Cuadragésimo segundo, Título I, Apartado 32, la Ley DE RE IUDICATA, ET DE EFFECTU SENTENTIARUM, ET DE INTERLOCUTIONIBUS; y en el Cuadragésimonono, Título I, Apartado 19, la Ley DE APPELLATIONIBUS ET RELATIONIBUS. La primera distinguía, el caso en el que una sentencia pugnaba con una norma legal del en el que sólo se afectaban intereses privados, y determinaba, en la primera hipótesis, que se negara la ejecución de la sentencia y se declarara la nulidad del fallo, aunque la hubiese pronunciado el mismo Pretor. La segunda precisaba el caso en el que una sentencia pugnaba con la ley, del en que sólo se afectaban los intereses de las partes, estableciendo que se juzgaba contra las constituciones (Jus constitutionis), cuando se pronunciaba un fallo contra el derecho constitutivo, no contra el derecho del litigante (Jus litigatoris). Correlativamente se daban dos medios de impugnación contra la sentencia, según la naturaleza de infracción; si recaía sobre el derecho constitucional se establecía la “querella nulitatis”, sustentada en el principio de nulidad, si recaía sobre el derecho de litigantes se establecía la “appellatione”. El primero era judicium rescindens, porque anulaba, y el segundo judicium rescissorium, porque confirmaba o revocaba la sentencia.

Con el mismo pensamiento político de los Emperadores Romanos, actuaron los Reyes de Francia. Para fortalecer la autoridad Real se creó, hacia el año de 1422, durante los reinados de Carlos VI y Carlos VII, la apelación ab abusu”, fundada en los principios de que era un atributo esencial y necesario del soberano, defender y proteger a sus vasallos cuando quedaban sometidos a leyes y jurisdiccional eclesiástica, porque no podían abdicar, ni desprenderse de esa autoridad suprema, sin que al mismo tiempo renunciaran a su independencia y dividieran el Poder Real del Imperio. El Rey en interés de su autoridad regia como depositario de la Soberanía, que reunía en su persona los poderes Legislativo, Administrativo y Judicial. El Consejo del Rey se dividió en dos: “el Conseil d ‘Etat” y “el Conseil des Parties”, correspondiendo al primero funciones políticas, y al segundo funciones decisorias de los recursos judiciales. Esta organización y división de funciones subsistieron hasta la Revolución. El “Conseil des Parties”, vigilaba a los jueces para que no dejaran a un lado la Ley, expresión de la voluntad del pueblo, en daño del Poder Legislativo y la separación de Poderes. Sus funciones eran negativas pues sus facultades eran anular lo contrario, en forma expresa o tácita, a la ley.

En España se instituyeron los Recursos de Fuerza en forma similar a la apelación ab abusu francesa. Joseph de Covarrubias, haciendo suya la Doctrina del Ilustre Colegio de Abogados contenida en el Dictamen sobre las Conclusiones de Valladolid, sostiene que: “Las doctrinas de los sabios griegos… y entre los romanos, dejaron preceptos que, trasladados e ilustrados por los sabios de los siguientes siglos enseñan que en cualquier República que se considerara sólo podía existir una sola potestad suprema e independiente, fuese el Príncipe o fuese el Pueblo, de la que dimanaban las demás, aún cuando en su modo de ejercitarse y acomodarse al pueblo variara; por consiguiente, no puede haber una República donde cupieran muchas potestades supremas”. Hubo dos Recursos de Fuerza, “por injusticia notoria” y de “segunda suplicación. La “injusticia notoria”, consistía, en la expresa y notoria transgresión de la Ley y la máxima sobre este tema era “Dixe nulidad, porque la injusticia notoria tienen todos los caracteres de la nulidad, y la nulidad todos los caracteres de injusticia notoria”, La “segunda suplicación” era un recurso, para anular las sentencias pronunciadas contra la ley.

El artículo 12 fracciones I, II y III de la Segunda Ley Constitucional, estableció como atribuciones del Supremo Poder Conservador, las de declarar la nulidad de una Ley o Decreto, cuando fueran contrarios a artículo expreso de la constitución, la nulidad de los actos del Poder Ejecutivo, cuando fueron contrarios a la Constitución o a las Leyes, y de la Suprema Corte de Justicia en el caso de usurpación de facultades. Esta fue la primera vez, en el Derecho Público Mexicano, en la que se estableció una autoridad con la facultad de poder declarar la nulidad de una Ley Inconstitucional.

PRINCIPIO DE RELATIVIDAD

En la Exposición de Motivos, del Proyecto de Reformas a la Constitución Política del Estado de Yucatán, que formuló la Comisión formada por, DON MANUEL CRESCENCIO REJÓN, PEDRO C. PÉREZ Y DARÍO ESCALANTE, se dice que; se siguen las huellas de los Estados Unidos de Norte-América, en los que la Corte Suprema ejerce, al lado de atribuciones judiciales, otras enteramente políticas, en los casos en los que el Poder Ejecutivo se opone a los desafueros del cuerpo Ejecutivo y en los que éste se defiende de las empresas atrevidas de aquél, aunque ese poder inmenso es de pura opinión; que es innecesario un Poder Conservador por monstruoso, que destruye las Instituciones fundamentales a pretextos de conservarlas, que se convierte en el árbitro de los destinos del estado; que no se hacía el Poder Judicial, de él “un Poder temible”, cual sería si se le encargase de impugnar las leyes de un modo teórico y general; pues que entonces al erigirse en censor del Legislativo, entraría abiertamente en la escena política, dando apoyo al partido que le contrariase, y llamando todas las pasiones que pudiesen interesarse en la contienda, con peligro de la tranquilidad del Estado; que aunque “…se da al Poder Judicial el derecho de censurar la legislación, también se le obliga a ejercerlo de una manera oscura y en casos particulares, ocultando la importancia del ataque a las miras apasionadas de las facciones. Sus sentencias, pues, como dice muy bien Tocqueville, no tendrían por objeto más que el descargar el golpe sobre un interés personal, y la Ley sólo se encontraría ofendida por casualidad. De todos modos la ley así censurada no se quedara destruida: se disminuirá su fuerza moral, pero no se suspenderá su efecto material. Sólo perecerá por fin poco a poco y con los golpes redoblados de la jurisprudencia, siendo además fácil de comprender, que encargando la interés particular promover la censura de las leyes, se enlazarán el proceso hecho a éstas con el que se siga a un hombre, y habrá por consiguiente seguridad de que la legislación no sufrirá el más leve detrimento, cuando no se le deje expuesta por ese sistema a las agresiones diarias de los partidos. En fin, multiplicándose por el medio referido los fallos contra las leyes inconstitucionales, se harán estas ineficaces, teniendo las Cámaras por lo mismo que derogarlas, y sacándose de consiguiente la ventaja de conservar el Código fundamental intacto, por un antemural el más fuerte que se ha levantado contra la tiranía de las asambleas legislativas”.

El artículo 53 del Proyecto, indicado, decía: “Corresponde a ese tribunal (Corte Suprema de Justicia) reunido: 1º amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección, contra las leyes y decretos de la Legislatura que sean contrarios a la Constitución; o contra las providencias del Gobernador o Ejecutivo reunido, cuando en ellas se hubiese infringido el Código fundamental o las leyes, limitándose en ambos casos a reparar el agravio en la parte en que éstas o la Constitución hubiesen sido violadas…” (este Proyecto de precepto, pasó con el número 62 a la Constitución Política del Estado de Yucatán).

Por su parte, DON MARIANO OTERO, al disentir de la mayoría de los miembros de la Comisión de Constitución, designada por el Congreso extraordinario de 1847, emitió su famoso voto particular, en el que expuso: “Para este último evento, es indispensable dar al Congreso de la Unión el derecho de declarar nulas las leyes de los Estados que importen una violación del Pacto federal, o sean contrarias a las leyes generales; porque de otra manera el poder de un Estado sería superior al de la Unión, y el de ésta se convertiría en una mera irrisión. Pero para evitar que se hagan declaraciones imprudentes, ya se consulta que estas leyes sólo puedan iniciarse en la Cámara de Senadores, la cual representa el principio federativo en toda su fuerza, y da las mejores garantías de calma y circunspección; y además se establece que la mayoría de las Legislaturas de los Estados tenga el derecho de decidir en todo caso si las resoluciones del Congreso general son o no anticonstitucionales. De esta manera cada Estado en particular está sometido a la Unión y el conjunto de todos será el árbitro supremo de nuestras diferencias y el verdadero poder conservador de las instituciones. Si hay todavía otro medio más eficaz de robustecer el principio federativo, si se conoce otra mejor garantía de las libertades e los cuerpos confederados, yo no la propongo, porque no la conozco”.

“Los ataques dados por los poderes de los Estados y por los mismos de la Federación a los particulares, cuentan entre nosotros por desgracia numerosos ejemplares, para que no sea sobremanera urgente acompañar el restablecimiento de la Federación con una garantía suficiente para asegurar que no se repetirán más. Esta garantía sólo puede encontrarse en el poder judicial, protector nato de los derechos de los particulares, y por esta razón el solo conveniente. Aun en las monarquías absolutas, refugiada la libertad en el recinto de los tribunales, ha hecho que la justicia encuentre allí un apoyo cuando han faltado todas las garantías políticas y por esto yo no he vacilado en proponer al Congreso que eleve a grande altura el Poder de la Federación, dándole el derecho de proteger a todos los habitantes de la República en el goce de los derechos que les aseguren la Constitución y las leyes constitucionales, contra todos los atentados del Ejecutivo o del Legislativo, ya de los Estados o de la Unión”.

En su voto particular, OTERO redactó los siguientes preceptos:

“Art. 16. Toda ley de los Estados que ataque la Constitución o las leyes generales, será declarada nula por el Congreso; pero esta declaración sólo podrá ser iniciada en la Cámara de Senadores”.

“Art. 17. Si dentro de un mes de publicada una ley del Congreso general fuere reclamada, como anticonstitucional, o por el Presidente de acuerdo con su ministerio, o por diez diputados, o seis senadores, o tres Legislaturas, la Suprema Corte, ante la que se hará el reclamo, someterá la ley al examen de las Legislaturas, las que dentro de tres meses, y precisamente en un mismo día, darán su voto.

Las declaraciones se remitirán a la Suprema Corte, y ésta publicará el resultado, quedando resuelto lo que diga la mayoría de las Legislaturas”.

“Art. 18. En el caso de los artículos anteriores, el Congreso general y las Legislaturas a su vez se contraerán a decidir únicamente si la ley de cuya invalidez se trate es o no anticonstitucional; y en toda declaración afirmativa se insertarán la letra de la ley anulada y el texto de la Constitución o ley general a que se oponga”.

“Art. 19. Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados, limitándose dichos tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de ley o del acto que lo motivare”.

OTERO estableció para el Control de Constitucionalidad dos procedimientos, uno político que denominó reclamo, y otro Judicial al que dio el nombre tradicional y castizo de amparo. Mediante el primero se obtenía la declaración de nulidad de las Leyes de los Estados que atacarán la Constitución, por declaración del Congreso, y la declaración de nulidad de las leyes del Congreso General que fueran anticonstitucionales, por las Legislaturas Estatales. Mediante el segundo, se obtenía la declaración de nulidad de todo ataque a los derechos, que a todos los habitantes de la República, les concede la Constitución.

Los preceptos proyectados por DON MARIANO OTERO fueron aceptados por el Congreso Constituyente e incorporados en el Acta Constitutiva y de Reformas de 18 de Mayo de 1847, con los números 22, 23, 24 y 25.

La Constitución Política de la República Mexicana, de 1857, aceptó el principio de relatividad, antes referido, en sus artículos 101 y 102 sus textos son:

“Artículo 101. Los tribunales de la federación resolverán toda controversia que se suscite:

I. Por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen las garantías individuales.

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados. 

III. Por leyes o actos de las autoridades de estos, que invadan la esfera de la autoridad federal”.

“Artículo 102. Todos los actos de que habla el artículo anterior se seguirán, a petición de la parte agraviada, por medio de procedimientos y formas del orden jurídico, que determinará una ley. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a protegerlos y ampararlos en el caso especial sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

La Comisión desechó en su Dictamen, el reclamo del Acta Constitutiva y de Reformas, porque: “La ley de un Estado, cuando atacaba la constitución o leyes generales, se declaraba nula por el congreso; y la ley de éste, reclamada como anticonstitucional, se sometía al juicio de la mayoría de las legislaturas. En cualquier caso era una declaración de guerra de potencia a potencia, y esta guerra venía con todas sus resultas, con sus más funestas consecuencias. Los gobernados tenían la obligación de promulgar y ejecutar las leyes del congreso federal, como si fuesen empleados de esta administración, y el poder ejecutivo de la Federación expedía órdenes a los gobernados como de superior a inferior. Una veces las leyes o actos de los Estados se sobreponían a la autoridad federal, y otras el poder de la Unión hacía sucumbir al del Estado: en uno y otro extremo quedaba siempre desairada y envilecida una de las dos autoridades, sancionada la discordia y hasta decretada inevitablemente la guerra civil. No es éste el sistema federal, pues si ésta fuera, sería necesario proscribirlo y execrarlo”.

La Constitución Política de la República Mexicana de 1857, subsumió o incorporó en un mismo procedimiento, el juicio Político y el juicio Jurisdiccional, ideados por OTERO.

Los Constituyentes de 1856-1857, aceptaron el principio de relatividad con el corte jurídico de CRESCENCIO REJÓN y MARIANO OTERO en el artículo 102 de la Constitución Política de la República Mexicana, tanto para los casos de leyes anticonstitucionales, federales o estaduales, como para los casos de violación de garantías individuales.

Como es natural, las Leyes Orgánicas, de Procedimientos de los Tribunales de la Federación, que exige el artículo 102 de la Constitución Federal, para los juicios de que habla el artículo 101 de la misma, de 1861; Orgánica Constitucional sobre el Recurso de Amparo de 1869, y Orgánica de los Artículos 101 y 102 de la Constitución Federal, de 1882, se amoldaron al principio de relatividad de la Constitución de 1857.

En el Proyecto que presentó el señor Venustiano Carranza, al Congreso Constituyente 1916-1917, sobre reforma al artículo 102 de la Constitución de 1857, se siguió la misma directriz establecida de éste, en relación al principio de relatividad de la sentencia que conceda el amparo al quejoso agraviado. El precepto, ya aprobado, coincide con el texto del proyecto, cambiando, únicamente, la ubicación de la fracción I, por la de la fracción II, que dice: “La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare"”

La Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 104 de la Constitución Federal, de 1919, y la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente, se ajustan a las normas constitucionales que reglamentan.

INCONGRUENTE APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD, EN LOS CASOS EN LOS QUE SE RECLAMA LA ANTICONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY.

Las sentencias que se pronuncian en un juicio constitucional, que concede el amparo y protección de la Justicia Federal, a un quejoso agraviado por una ley anticonstitucional, no puede fundarse ni tener los mismos conceptos, extensión y alcance, que los de las sentencias dictadas en los juicios de amparo, en los que quien pide la prestación de la jurisdicción especial, se funda en la privación o molestia que le causa un acto de autoridad por ilegalidad o inexacta aplicación de la ley.

Es una expresión hermosa pero utópica y romántica, la de don MANUEL CRESCENCIO REJÓN cuando dice: “En fin, multiplicándose, por el medio referido, los fallos contra las leyes anticonstitucionales, se harán estas ineficaces, teniendo las Cámaras por los mismos que derogarlas, y sacándose por consiguiente la ventaja de conservar el Código Fundamental intacto, por un antemural el más fuerte que se ha levantado contra la tiranía de las asambleas legislativas”.

La sensibilidad y la disposición permanente del espíritu del gran jurista a buscar y lograr la estabilidad de una Nación, que tratando de organizarse entre principios centralistas y federalistas, y entre ideas conservadoras y progresistas, le hicieron imaginar que los integrantes del Poder Legislativo serían, sino como él, que cuando menos tendrían sentimientos patrios iguales, en los que predominaría la razón; sin embargo, la historia nos demuestra lo contrario. Después de ciento sesenta años, las Cámaras no acatan los fallos jurisprudenciales de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, derogando las leyes que han sido juzgadas y declaradas inconstitucionales.

2) El Acta Constitutiva y de Reformas de 1847, tuvo una vigencia efímera, en medio de la tragedia que sufrió México, por la invasión norteamericana y sus consecuencias lamentables.

Además, nunca se dictó la Ley Reglamentaria de los artículos 22, 23, 24 y 25 del Acta Constitutiva y de Reformas.

OTERO, en unión de MANUEL ROBREDO y DOMINGO IBARRA formularon un Proyecto de Ley Constitucional de Garantías Individuales, anunciada en el Acta Constitutiva y de Reformas y envió a JOSÉ URBANO FONSECA, Ministro de Justicia y Negocios Eclesiásticos un Proyecto de Reglamento del artículo de la misma, aunque, desgraciadamente, no se conoce su contenido.

Con justa razón se dice que no hay más grande mentira que una verdad a medias.

OTERO creó dos procedimientos para el control de constitucionalidad, uno de carácter político, y otro de carácter jurisdiccional. El primero se refería, específicamente, al control de la constitucionalidad de las leyes, confiando al Congreso Federal la decisión de las reclamaciones contra las disposiciones generales y abstractas dictadas por las Legislaturas Locales, y a éstas el examen y voto de una Ley del Congreso General. Por el segundo se sometían, al conocimiento de la Suprema Corte de Justicia, los casos de violaciones a cualesquiera de las garantías individuales reconocidas a favor de los habitantes de la República.

Desde la Constitución de 1857 se damasquinaron los dos procedimientos en uno sólo y se hicieron comunes los principios, que por sus propias naturalezas, correspondías a cada uno de ellos. De esta manera, la jurisdicción especial federal, de control de constitucionalidad, ejerce funciones de orden político y funciones propiamente jurisdiccionales. A través del juicio de amparo, por violación de las garantías individuales, se juzga de la constitución de las leyes que corresponderían, conforme al pensamiento de OTERO, al procedimiento de reclamo; sin embargo, no se dan a la sentencia de amparo los efectos generales de las resoluciones del procedimiento político.

3) OTERO abrió la luz dentro de las tinieblas creadas por el conservadurismo. Isidro Antonio Montiel y Duarte nos dice: “Un lunar oscurismo veremos siempre en el derecho constitucional que estableció entre nosotros, “el Supremo Poder Conservador,” con una superioridad inconcebible, respecto del Poder Judicial, del ejecutivo y aún del Legislativo, pues autorizado estaba para suspender  a la alta Corte de Justicia, para declarar la incapacidad física o moral del Presidente de la República y hasta para suspender por dos meses las sesiones del congreso general.  Un poder tan monstruoso, fue creado con el fin de sostener el equilibrio constitucional entre los poderes y el de mantener o restablecer el orden constitucional en los casos en que fuere perturbado; y aunque no pudo ser más plausible el propósito; de seguro que el medio fue completamente inadecuado, porque la eficacia de la acción de un poder tan exorbitante, no pudo derivarse sino de un profundo y religioso respecto al principio de autoridad; y este respecto quedó completamente relajado desde el momento en que se vio levantada una entidad enteramente desconocida, cuyas plantas podían hollar impunemente la supremacía de nuestros Altos Poderes aún en su existencia colectiva… Se nota que la organización del Poder Legislativo, está basada en la creencia errónea de que su acción es omnipotente, pues al ponerle restricciones expresas, se da a entender muy claramente, que puede hacer todo aquello que no esté comprendido expresamente en tales restricciones; sobre todo cuando en plena cámara se dijo a una vez sin contradicción: que el Congreso tenía todo el poder de un Monarca absoluto”.    

Es indudable que no se quiso caer en el campo del conservadurismo. 

Al subsumirse en un solo procedimiento el reclamo y el amparo, se quiso respetar el federalismo, pero el resultado no fue feliz.

4)  No es verdad que la sentencia que concede el amparo, a un habitante de la República, contra una ley inconstitucional, desaire y envilezca a las autoridades que intervinieron en su procedimiento legislativo y que engendre discordia y una guerra civil entre los Poderes.

La autoridad es el derecho de ser escuchado y obedecido por otro, de dirigir y mandar; y el poder es la fuerza de que se dispone, y con cuya ayuda se puede obligar a otro a escuchar y obedecer.

La Suprema Corte  es una autoridad  privada de poder, y el Legislativo y el Ejecutivo, cuando dictan una norma general y abstracta, inconstitucional, ejercen un poder sin autoridad.  El poder que no es la expresión de una autoridad es inicuo.  Con el solo poder la autoridad baja al orden físico, y como autoridad el poder se eleva al orden jurídico y moral.  Cuando el Legislativo y el Ejecutivo ejercen poder sin autoridad, obran sobre el Estado y carecen de autoridad para dirigir, para ser escuchado y para ser obedecido. 

Una ley anticonstitucional es inexistente, aunque materialmente sea el producto del poder.

La soberanía nacional, o sea, las voluntad del pueblo mexicano, se ejerce a través de la trilogía de los Poderes, que por lo mismo son iguales, aunque los distingan sus funciones.

Si la sentencia dictada por la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, que declara la inconstitucionalidad de una ley, no se cumple ni respeta, se crea una situación privilegiada para las autoridades  que intervinieron en el procedimiento legislativo de la norma general y abstracta reclamada, y un respeto mítico y omnímodo para el Poder Legislativo,  y a su vez, se minimiza al Poder Judicial, lo que equivale a subordinar la Soberanía nacional y sus facultades de mandante, a los intereses arbitrarios del mandatario. 

Se destruye la distribución igualitaria de la Soberanía nacional.

5) El quejoso que ejercita la acción de amparo actúa en defensa de sus derechos públicos subjetivos, y en interés del orden constitucional, y si se le concede el amparo y protección, es para restituirlo en el que de sus derechos fundamentales; pero la restitución no será completa, si no se satisfacen los intereses particulares y generales de su acción.

6) Si  a la sentencia que declara que una ley es anticonstitucional, se le dan efectos restitutorios relativos, debe concluirse, por necesidad lógica, que la supremacía constitucional también es relativa y no absoluta, pues se permite la existencia de una norma general y abstracta que al estar impugna con la constitución debe ser nula de manera absoluta. 

7) La conservación de una ley, que ha sido declarada inconstitucional crea una desigualdad entre los gobernados, porque sufren un trato desigual, ya que el mandato o la prohibición inconstitucional no se aplica al quejoso que obtuvo el amparo y protección de la justicia federal, y se sigue aplicando a quien no tiene la defensa de ese mural.

Los artículos 1° y 13 de la Constitución Política de la República determinan, que todos los individuos gozarán de las garantías que la misma otorga, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, si no en los casos h condiciones que ella misma establece, y que no habrá leyes privativas ni tribunales especiales, y que nadie tiene fueros.

La Ley Fundamental, no establece ninguna excepción, en perjuicio de la conservación de la pureza y de la supremacía constitucionales. 

8) Los derechos públicos subjetivos son fundamentales y permanentes, y la ley inconstitucional inexistente, razones por las que una vez que se ha declarado inconstitucional una ley, no debe aplicarse en forma alguna, en perjuicio de un gobernado.

El juicio de amparo, se ha ido formando y perfeccionando, a través del tiempo, con la fuerza intelectual y moral de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Aún cuando la parte resolutiva de una sentencia, dictada en un juicio de amparo en el que se reclamó una ley por inconstitucional, sólo haga referencia a la persona del quejoso y al acto concreto de aplicación de esa ley, para cumplir constitucional y legalmente con el principio de relatividad, en su parte Considerativa se estudia la ley reclamada como norma abstracta y general, pues de otra manera no podría examinarse si está o no dentro del marco constitucional.  La H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, tiene sentada jurisprudencia en el sentido de que la autoridad de las sentencias se extiende a sus considerandos, porque “en términos generales, la parte resolutiva de la sentencia, por sí misma es la que puede perjudicar a los litigantes y no la parte Considerativa, pero este principio debe entenderse  unido al de la congruencia, según el cual los considerandos rigen a los resolutivos y sirve para interpretarlos…”.

Los considerandos de la sentencia que ampara y protege contra una ley inconstitucional hacen un estudio y declaración general respecto a la ley reclamada, aún cuando ese estudio y esa declaración se limiten en el fallo. 

Todos conocemos la frase exteriorizada de la sentencia de amparo, que dice que la Justicia de la Unión ampara y protege al quejoso, para los efectos que se determinan en los Considerandos.

El más alto Tribunal de la Nación, destruyendo la esencia de la cosa juzgada, determina, en su jurisprudencia firme, que “Las ejecutorias de amparo deben ser inmediatamente cumplidas por toda autoridad que tenga conocimiento de ellas y que, por razón de sus funciones, deba intervenir en su ejecución, pues atenta la parte final del primer párrafo del artículo 107 de la Ley Orgánica, de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal, no solamente la autoridad que haya figurado con el carácter responsable en el juicio de garantías está obligada a cumplir la sentencia de amparo, si no cualquiera otra autoridad que, por sus funciones tenga que intervenir en la ejecución de ese fallo”.  Se impone la conservación de la estabilidad y supremacía del orden jurídico constitucional, y de interés público, sobre el interés de los particulares.                  

El Legislador ha establecido, como un caso de la suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda de amparo, los casos  “En cualquier materia,  cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas anticonstitucionales por la  Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia”, atendiendo al artículo 76 bis, fracción I, de la Ley de Amparo en vigor.

9) Actualmente y en términos del artículo 105 fracciones I inciso K), segundo apartado y II, inciso f), último apartado, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de las controversias constitucionales y de las acciones de inconstitucionalidad, si aquéllas versan sobre disposiciones generales de los Estados o de los Municipios impugnados por la Federación, de los Municipios impugnadas por los Estados, o de los Poderes de un mismo Estado, o de dos Órganos del Gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales, y si éstas tienen por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución.

En  estos casos, si las resoluciones deciden que la controversia constitucional es operante y que existe contradicción entre una norma de carácter general y la  Constitución, tendrán efectos generales de invalidez de las disposiciones o normas impugnadas.

Sin embargo, no sucumben, ni quedan desairadas e envilecidas las autoridades Federal o del Estado, ni caen en inevitable guerra civil. 

El fantasma del conservadurismo ha desaparecido y sin temor ninguno debe prevalecer la Supremacía Constitucional.

PROPOSICIONES CONCRETAS

PRIMERA.- Deben reformarse los artículos 94, apartado VIII, 107 fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 192 de la Ley de Amparo, para determinar que la jurisprudencia que establezca la H. Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno o en Salas, por reiteración y por contradicción de Tesis, que se refiera a la inconstitucionalidad de una norma general y abstracta, es obligatoria para todas las autoridades de la República, ya sean Federales, Estatales o Municipales, sin distingo de sus jerarquías.

SEGUNDO.- Debe adicionarse el artículo 195 de la Ley de Amparo, estableciendo que la jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, referente a la inconstitucionalidad de una norma general y abstracta, deberá publicarse, además de en el Diario Oficial de la Federación, y en los Diarios Oficiales o Gacetas, de o de las Entidades Federativas, a las que corresponda la norma anticonstitucional.        

TERCERO.- Debe agregarse como caso de suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda de amparo aquél  en el que el acto reclamado se haga consistir en la inconstitucionalidad de una norma general y abstracta, o en su aplicación, y ya se haya resuelto por la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, en controversias y en acciones de inconstitucionalidad, que tal norma pugna con la Constitución.

CUARTO.-  Cuando exista Jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que una norma general y abstracta, reclamada en un juicio de amparo, es inconstitucional, por violación de los procedimientos legislativos o establecidos para su pronunciamiento y publicación, y en los casos del artículos 103 fracciones II y III de la Constitución General de la República, la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, la pondrá en conocimiento de la parte legitimada, conforme al artículo 105 fracciones I y II de la Carta Magna, para que inicie la controversia o la acción inconstitucionalidad, correspondiente.

QUINTO.-   Deben adicionarse, los artículos 107 fracción II de la Constitución y 80 de la Ley de Amparo, para determinar, que en los casos en los que se conceda el amparo y protección de la Justicia Federal, a un quejoso, porque la ley que reclamó, o su aplicación, sean inconstitucionales  la ley así juzgada será inaplicable a casos iguales o futuros en perjuicio de  cualquier habitante de la República, si al respecto se llega a formar Jurisprudencia.

SEXTO.- Debe agregarse una fracción al artículo 95 de la Ley de Amparo, para establecer que en los casos en que exista jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que una norma general y abstracta es inconstitucional, cualquiera persona a la que se aplique puede impugnar, esa aplicación mediante el Recurso de Queja, en cualquier tiempo.

Al respecto debe tenerse presente que las autoridades que intervinieron en el procedimiento legislativo o en el pronunciamiento y publicación de la norma general y abstracta, declarada inconstitucional, ya fueron oídas legalmente en los juicios de amparo en que se pronunciaron las Ejecutorias o Tesis  que constituyen Jurisprudencia.

Se trata de un verdadero caso de exceso o defecto de la ejecución de la sentencia que amparo. (Antonio Zafra Oropeza, Tomo IV, páginas 2823 a 2850).

a) La propuesta de reforma lo constituye el TÍTULO PRIMERO, relativo a las REGLAS GENERALES, del Capítulo X, artículo 76 de la Ley de Amparo, que a la letra dice: “Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

b) Las consideraciones o motivos que explican la aportación, son las siguientes:

Uno de los medios de la defensa de la Constitución, puede realizarse en nuestro país a través del juicio de amparo; la defensa sí lograda es primordialmente del individuo y sólo indirecta, secundaria y limitadamente de la Constitución.

Por su parte, el Poder Judicial Federal, tiene una función jurisdiccional específica, que le confiere el artículo 103 constitucional, a través del juicio de amparo como un sistema de defensa constitucional, fijándose las bases para su tramitación en el artículo 107 del mismo texto.

Motivo por el cual, el objetivo fundamental de este trabajo estriba en reformar la fracción II del artículo 107 constitucional; y como consecuencia el artículo 76 de la Ley de Amparo, conocida en la doctrina como principio de la relatividad de la sentencia de amparo (fórmula Otero); evitando el mencionado precepto que las sentencias de amparo tengan efectos generales, limitándose única y exclusivamente a amparar y proteger al quejoso en los casos en que verse su demanda de garantías, sin hacer una declaración general de nulidad de leyes o actos inconstitucionales.    

Fundamento constitucional que tuvo su origen con Mariano Otero, quién al proponer el juicio de amparo a nivel federal en su notable voto particular de 5 de abril de 1847, que después quedaría consagrado en el Acta Constitutiva y de Reformas de 18 de mayo de 1847, consideró que, siguiendo el modelo americano, el Poder Judicial solamente desaplicaría la norma secundaria, ya que de lo contrario los jueces derogarían las leyes y se pondrían en oposición contra el Poder Legislativo.

Esta fórmula quedó recogida, casi literalmente, por el artículo 102 de la Constitución de 1857, el cual, junto con el artículo 101, representaron la consagración definitiva del juicio de amparo; más tarde pasó a formar parte  por la fracción II del artículo 107 constitucional vigente.

Hemos observado que el principio de la relatividad de la sentencia de amparo (fórmula Otero), es injusta, por cuanto tal como hoy se práctica, mediante el amparo contra ley o acto inconstitucional sólo se protege al quejoso, dejando subsistente y en pleno vigor dicha ley  o acto inconstitucional para todos aquellos otros particulares que no hubieren recurrido a tiempo, no atacando el mal intrínseco de la disposición contraria a la Constitución.

Lo cual nos induce a proponer como solución del problema, reformar la fracción II del artículo 107 constitucional y 76 de la Ley de Amparo, basada en el método científico del estudio de legislación comparada, donde en algunos países europeos y americanos se han venido creando tribunales constitucionales, dotando a sus sentencias de efectos erga omnes, así como en otros países, a las sentencias de constitucionalidad de leyes dadas por tribunales ordinarios, también se les ha dado esa característica a sus efectos, ya que consideran que los efectos generales de la sentencia de un proceso en que se revise la constitucionalidad de una ley, no violan los principios de la división de poderes, puesto que con ello se procura aplicar con realismo el principio de la supremacía de la norma constitucional sobre las normas secundarias. 

Concebimos esta reforma como un urgente mecanismo, pretendiendo como fin inmediato la adecuación del principio del que nos hemos referido en el amparo, a efecto de que las sentencias pronunciadas no sean relativas, sino generales y abstractas, logrando el bienestar tanto del quejoso que haya impugnado la inconstitucionalidad de la ley o acto de autoridad, como aquél que no lo hizo paro que se encuentra afectado por dicha ley o acto, quedando invalidado totalmente y lograr un bienestar en el gobernado.   

c)  Redacción que resulta  al incorporar comentarios.

Ante el problema planteado, proponemos la reforma de la norma constitucional en cuestión, para quedar en los siguientes términos:

Texto actual

“La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

Texto de la reforma

Sugerimos la reforma de la facción II  del artículo 107 constitucional y 76 de la Ley de Amparo, para quedar en los términos siguientes:

La sentencia que declare la inconstitucionalidad de una ley o acto, será definitiva y de efectos generales, amparando y protegiendo tanto al quejoso que impugnó la inconstitucionalidad, como a todos aquéllos que se encuentran afectados por dicha ley o acto.  (Tranquilino Juárez Ortega, Tomo IV, páginas 2851 a 2854).

Artículo 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I.  En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.

PROPUESTAS

En el artículo 107 de la Constitución Federal se fijan las bases que sustentan al juicio de amparo; ahí se encuentra una serie de principios que deben aplicarse a aquél, dentro de los cuales está el "de estricto derecho" que se identifica con el principio procesal de congruencia y exige que el Juzgador de amparo limite la función Jurisdiccional a resolver sobre los actos reclamados y los conceptos de violación hechos valer en la demanda; es decir, el Juzgador no puede hacer consideraciones de inconstitucionalidad o ilegalidad que no se hubieren planteado en la demanda.

Concretamente el principio "de estricto derecho" está contemplado en el artículo 107, fracción II, primer párrafo, de la Constitución General de la República; dicho precepto prevé: "La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de los individuos particulares limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la Ley o acto que la motivare".

Cuando se habla de que un principio rige una institución (en este caso el juicio de amparo), se considera regla general, misma que se debe observar y para ser confirmada requiere de excepciones. En su origen, el principio "de estricto derecho" era regla general que normaba a los juicios constitucionales; su excepción era la suplencia de la queja la cual sólo operaba en casos especiales  y  concretos. La evolución del juicio de garantías ha permitido que  la aludida excepción se esté consagrando como una regla general, así  se observa que se aplica en materia administrativa, civil y mercantil en donde en otras épocas la suplencia era vedada.

El principio "de estricto derecho" debe ser observado por la autoridad que conoce del juicio de garantías, es decir, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados de Circuito y Unitarios así como los Jueces de Distrito.

Otra nota que distingue al principio de que se viene hablando, es que regula a la sentencia de amparo y que sirve de advertencia al quejoso y a su patrocinador para que se esmeren en  la formulación de la demanda, ya que si el acto reclamado no es atacado adecuadamente a través de los conceptos de violación, el Juzgador no podrá suplir sus deficiencias y,  obviamente, se obtendrán resultados negativos.

El principio “de estricto derecho" es desarrollado en la Ley de Amparo en los artículos 76, 76 bis (interpretado a contrario sensu) y 78. El articulo 76 bis, contiene las hipótesis en que el Tribuna de amparo tiene la obligación de suplir la deficiencia de la queja, lo que quiere decir, en sentido contrario, que mientras el asunto no esté comprendido dentro de esas hipótesis, el juicio de garantías estará siempre regido por el principio "de estricto derecho".

La  idea  de  presentar  este  trabajo  se  apoya fundamentalmente en las fracciones 1, IV y VI del artículo 76 bis. Cuando se trata del juicio de amparo; en que el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe suplirse la deficiencia de los conceptos de violación. Recientemente la Honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación, declaró inconstitucional el artículo 1°.  de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. Al tener conocimiento de esta Jurisprudencia, los Tribunales que conocen del juicio de garantías la aplicaron de inmediato y las reflexiones vinieron después, a virtud de que el juicio laboral se inició ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y el demandado no opuso la excepción de incompetencia, lo cual obligaba a aquél a dictar el laudo correspondiente.  Entonces el quejoso planteaba  en los conceptos de violación la incompetencia Legal de aquél Tribunal. Cuando ese tipo de asuntos fue del conocimiento del Tribunal al que pertenezco, siempre fui de la idea de que la Jurisprudencia se aplicara de inmediato para así lograr que el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje se declarara incompetente, sin importar si quien peleaba esa situación había planteado o no la excepción correspondiente. Sin embargo, el Alto Tribunal de la Federación ha indicado a través de la tesis aislada 2a. XIX/99, visible en el Tomo IX, marzo de 1999, página 307, materia laboral, que si el quejoso tuvo conocimiento de la Jurisprudencia, debió invocarla ante la autoridad instructora del proceso laboral.

A partir de 1995, la Honorable Suprema Corte de Justicia ha sido más abierta hacia los temas jurídicos, por tanto,  imbíbitamente plasma su deseo de que los juzgadores de amparo, no seamos rígidos, que procuremos la impartición de justicia en su máxima expresión, por eso cuando el juzgador que conoce del amparo observa que la Ley que rige el acto reclamado ha sido declarada inconstitucional, no encuentro justificación legal para exigir al quejoso que tenga que  hacer valer ese derecho durante el procedimiento y en la etapa procesal correspondiente. De acuerdo con el artículo 192 de la Ley de Amparo, la Jurisprudencia es obligatoria para las autoridades a que dicho precepto se refiere, mas no para los particulares, que es la pretensión de la tesis; pero independientemente de ello, se lograrían mejores encauzamientos de justicia si la autoridad que conoce del juicio natural  aplica oficiosamente la jurisprudencia que declara inconsitucional una ley pues de otra forma no se lograría el propósito del artículo 17 de la Constitución Federal, es decir no sería correcto que una autoridad emitiera su resolución en contra de un gobernado a sabiendas de  que es incompetente legalmente para conocer del juicio sometido a su consideración. (José Manuel Hernández Saldaña, Tomo II, páginas 745 a 748)

II.  En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.

PROPUESTAS

Ahora bien, la naturaleza del juicio de garantías permite al juzgador ampliar la intención del legislador en aras de la preservación de las garantías individuales de los gobernados, tal y como se consideró en la exposición de motivos del decreto que incorporó al artículo 107 vigente, la suplencia de la queja deficiente en amparos en revisión en materia penal, que expresa en lo conducente 

"El motivo que justifica la suplencia de la queja deficiente en amparos penales, ha consistido siempre en proteger, de la manera más amplia posible y apartándose del formalismo que muchas veces des plaza la justicia intrínseca del negocio jurídico del negocio jurídico de que se trate, valores e intereses humanos de la más alta jerarquía. como son la vida y libertad del individuo. Conforme a este desideratum, se ha estimado la Constitución por la Ley de Amparo y por la jurisprudencia de la Suprema Corte, que en el amparo penal puede existir mayor liberalidad en la apreciación de los conceptos de violación o de los agravios alegados por el quejoso, y que, en el supuesto de no haberlos expresado, el órgano jurisdiccional de control debe tener facultad para suplir su deficiente formulación o su total ausencia, toda vez que, atendiendo al ambiente económico en que vive la mayoría de la población de México, y que, sí no es de pobreza es de extrema miseria, y en el que se registra generalmente la delincuencia, los autores de un delito carecen del numerario suficiente para remunerar los servicios profesionales de un abogado que, mediante sólidos conocimientos jurídicos, habilidad técnica o influencia política o amistosa, los patrocine con éxito viable." 
De lo que se sigue, que si la tutela de la defensa del acusado por la comisión de un delito es de una cobertura tan amplia, y ante el evidente desequilibrio de los beneficios o garantías existentes entre el victimario probable y  la víctima del delito, por mayoría de razón tratándose de ésta última, se debe suplir la deficiencia de la queja como protección mínima de su derecho de impugnar las resoluciones del Ministerio Público de no ejercicio o del desistimiento de la acción penal, como de manera clara se expresa en el criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que en lo conducente se transcribe: 

"la negativa sobre el ejercicio de la acción penal o el desistimiento de ésta, cuando resultan injustificados, violan en perjuicio del denunciante, querellante, víctima del delito o de los familiares de éste, o del interesado legalmente en la persecución del delito, la garantía de seguridad jurídica consagrada en la reforma al artículo 21, párrafo cuarto, de la Constitución Política. Además, es patente que tales determinaciones afectan los intereses jurídicos de la sociedad y por ende, del ofendido, persona que ha resentido directa o indirectamente la conducta calificada como delito, en especial, al privarle de la posibilidad de obtener la reparación del daño, por lo que éste, por sí, por medio de sus representantes o, en su caso, sus sucesores, el legitimado para ejercer al respecto la acción de garantías. Conforme a lo  anterior, si las determinaciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal, pueden resultar directamente violatorias de las garantías individuales del ofendido, el juicio  de amparo es plenamente procedente para reclamarlas”. Amparo en revisión 32/197.- Luis Guillermo Bueno Ziaurriz.- 21 de octubre de 1997.- Unanimidad de once votos.- Ponente: Juan Díaz Romero.- Secretario: Armando Cortés Galván.

En suma, si el máximo Tribunal de la Nación estableció que el ofendido tiene el carácter de parte dentro de la relación jurídica procesal, aunque sea de manera limitada, pues sólo puede impugnar resoluciones de naturaleza administrativa dictadas por el Ministerio Público, deviene evidente que en sus exposiciones de agravios, cuando menos, procede suplir la deficiencia de la queja.(José Pérez Tronco, Tomo I, páginas 424 a 426)

En atención a su cordial invitación, realizada por memorándum de fecha 24 de noviembre de 1999, y que a su vez se desprende de la realizada por el Ministro GENARO DAVID GONGORA PIMENTEL, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, me permito hacerle llegar la siguiente propuesta que se considera debe hacerse a la Nueva Ley de Amparo que está en estudio, para que por su conducto se envíe al Coordinador de la Comisión Organizadora Ministro HUMBERTO ROMAN PALACIOS:

UNICO:  La propuesta que se realiza, va en relación a las excepciones al principio de estricto derecho que rige a la Ley de Amparo, que encuentran fundamento en el artículo 107 fracción II, Párrafo Segundo, de la Constitución Federal que a la letra dice:  “todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y forma del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo con las siguientes bases:

I.-…

II.-…

En el juicio de Amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución”.

De modo particular la propuesta va dirigida en relación a la materia penal y precisamente al ofendido o víctima de un proceso penal, en lo que se refiere a la reparación de daños y perjuicios y no ejercicio o desistimiento de la acción penal.

Actualmente el artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, expresamente estatuye varias excepciones al citado principio, atendiendo unas a la naturaleza del acto y otros a las circunstancias personales del quejoso y recurrente, y en efecto, el citado artículo dice:  “las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demandada, así como la de los agravios formulados en los recursos que ésta ley establece conforme a los siguientes:  I.-...;  II.-  en materia penal, la suplencia operará aún ante la ausencia de los conceptos de violación o de agravios del reo.

Como puede constatarse de la lectura del artículo mencionado en la fracción II, en materia penal, solo el reo tiene la facilidad de que el juez de amparo de forma oficiosa entre al estudio del acto reclamado, aún y cuando los conceptos de violación o de agravios sean deficientes o no existan, es decir que el juzgador se apoyará en las consideraciones que estime oportuno, aunque el reo haya omitido todo razonamiento tendiente a demostrar la Constitucionalidad del acto reclamado a la ilegalidad de la resolución que recurra.  De lo que se desprende que el legislador hace que el juicio de amparo constituya para el reo un medio de fácil defensa, y a consideración del proponente también el ofendido o la víctima de un delito tiene derecho a que el juez de amparo supla las deficiencias de los conceptos de violación o de los agravios en los recursos, ya que por lo regular en el proceso no tienen un asesor jurídico y en muchas de las ocasiones el ministerio público les obstaculiza su intervención en el procedimiento penal, resultando inermes ante los actos de autoridad, y para sustentar el criterio nos basamos en los siguientes razonamientos:

1.-  “La Justicia es uno de los derechos del pueblo mexicano, y la cual se concibe como el objetivo a alcanzar y todo el aparato gubernamental y el sistema jurídico deben estar encaminados a permitir su concreción en casos reales e individualizarlos que se sometan a su jurisdicción.  Y el determinar que es lo suyo de cada cual debe ser tarea permanente del Estado y muy especialmente del Poder Judicial.  Esa y no otra debe ser su razón de ser”;  estas ideas son tomadas del artículo suscrito por MANUEL LORENZO NUÑEZ, y publicado en la Revista Lex, Tercera Epoca, Año V, JUNIO-JULIO 1999, números 48 y 49, páginas 87 y 88.

2.-  Ahora bien, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su título Primero Capítulo 1, establece las garantías individuales que abarcan del artículo 1 al artículo 29, y el artículo 20 establece:  “en todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías”, y en seguida el artículo enumera las garantías que se comprenden en diez fracciones, y el último párrafo menciona:  “en todo proceso penal, la víctima o el ofendido por algún delito, tendrá derecho a recibir atención jurídica, a que le satisfagan la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el ministerio público, a que se le preste atención médica de urgencia cuando lo requiera, y, lo demás que señalen las leyes”;  a su vez el artículo 21 párrafo cuarto de la Carta Magna menciona:  “las resoluciones del ministerio público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas vía jurisdiccional en los términos que establezca la ley”, por lo cual al comprenderse estos derechos del ofendido o de la víctima, dentro de la Constitución Federal, dentro del capítulo de Garantías Individuales, conlleva a determinar que tanto los derechos expuestos en el último párrafo del artículo 20 y el cuarto párrafo del artículo 21 son Garantías Constitucionales que al ser vulneradas por alguna autoridad son susceptibles de tutela Constitucional a través del juicio de amparo conforme a los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal, ya que incluso actualmente la Suprema Corte de Justicia ha establecido Jurisprudencia al resolver la Contradicción de Tesis 55/96, que es procedente el juicio de garantías contra la resolución del ministerio público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal.  Luego entonces si el Legislador Federal establece en la Carta Magna, que en materia penal tanto el inculpado como el ofendido tienen garantías constitucionales, entonces en la ley de amparo debe darse igualdad jurídica entre el ofendido o la víctima y el procesado, igualdad que es uno de los componentes de la justicia y que garantiza la Carta Magna en sus artículos 1º y 17, por lo tanto la propuesta se encamina a que en el artículo 76 Bis se establezca que en el juicio de garantías, en materia penal, el juez de amparo supla la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de los agravios formulados en los recursos, respecto del ofendido o de la víctima única y exclusivamente en la reparación de daños y perjuicios y del no ejercicio o desistimiento de la acción penal.

3.-  Una vez expuestos los argumentos, en seguida se expondrá el texto de reforma de la fracción II del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo para quedar como sigue:                  

Artículo 76 Bis…

I.-…

II.-  En materia penal, la suplencia operará aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo; así como del ofendido o víctima por lo que hace a la reparación del daño proveniente del delito e impugnación del no ejercicio o desistimiento de la acción penal. (Fernando Romero Domínguez, Tomo IV, páginas 2770 a 2774).

III.  En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.

PROPUESTAS

Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación estime que el amparo,  por sus características especiales, debe ser resuelto por ella, conocerá del mismo, bien sea procediendo de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del Procurador General de la República, aplicándose en lo conducente lo dispuesto por el artículo 182 de esta Ley. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1915)

IV.  En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador.

PROPUESTAS

Tema diferente es el de la suplencia de la queja contemplado en la fracción IV del artículo 76 bis. de la Ley de  amparo. En la compilación de 1 975, Tomo relativo a la Cuarta Sala, página 67, 68 y 69, dicho Alto Tribunal de la Nación,  sostuvo que tratándose de amparos interpuestos por trabajadores debe  suplirse la deficiencia de la queja aun en ausencia total de  conceptos de violación. El rubro de esa tesis relacionada dice lo siguiente: “COPIAS PARA EL AMPARO DIRECTO EN MATERIA DE TRABAJO (SUPLENCIA DE LA QUEJA)". No fue sino hasta el 1O de Octubre de 1994, cuando la Cuarta Sala citada, emitió la Jurisprudencia número 47/94, por mayoría de 3 votos, en la que consideró que para que el Tribunal de amparo esté en aptitud de aplicar la suplencia de la queja, tratándose de amparos promovidos por el Trabajador, era necesario que en la demanda se expresaran, de alguna manera, conceptos de violación o un agravio, porque la fracción II, que regula la materia penal, solo autoriza la suplencia aun en ausencia total de conceptos de violación.

La actual Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación interrumpió la Jurisprudencia a que se refiere el  párrafo anterior, para considerar que la suplencia de la queja opera aun  ante la falta de conceptos de violación. Este es el criterio que actualmente prevalece.

Los elementos antes descritos permiten apreciar que la Ley es omisa en establecer con toda claridad la verdadera intención de suplir la deficiencia de la queja en materia laboral; esas obscuridades han tenido que ser aclaradas por la H. Suprema Corte de Justicia, con criterios de interpretación diferentes. Tal vez en esta parte el tema resulte trillado; pero ahora que tengo oportunidad, deseo expresar mi opinión.

La suplencia de la deficiencia de la queja ha tenido fuente principal de implantación, las interpretaciones jurídicas  que a lo largo de la historia ha hecho la Suprema Corte de  Justicia de la Nación, pensamientos que han sido recogidos por los diferentes ordenamientos que preceden a la Ley de Amparo. Siempre se ha pensado en proteger con esa institución a la parte más débil; pero tampoco podemos dejar de advertir que los tiempos han cambiado radicalmente, a tal grado que no permanecen las mismas circunstancias ahora, que las que rigieron el pasado y si bien se  dijo que la suplencia se aplicaría en toda su extensión, ello se debió al gran atrazo jurídico intelectual que tenía nuestro pueblo; desde luego que esto ya no es del todo prevaleciente por eso es que en la evolución de esa suplencia o quiza en busca de la perfección, ya no debería permitirse que en materia laboral se supla la queja a favor del trabajador aun en ausencia total de conceptos de violación.

El tercer punto de este Trabajo tiene como su base principal la correlación que a mi juicio debe hacerse de las fracciones IV y VI, del artículo 76 bis, de la Ley de Amparo. La última de las fracciones anotadas establece que debe suplirse la deficiencia de la queja cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta a la Ley que lo  haya dejado sin defensa. El problema radica en que en su apreciación literal está permitida la suplencia "EN OTRAS MATERIAS", lo que quiere decir a simple vista que en materia laboral, dicha institución sólo se aplica a favor del trabajador. El máximo Tribunal del país debería interpretar todas estas disposiciones del 76 bis, para llegar a concluir que en el concepto "OTRAS MATERIAS" también debe incluirse a la laboral, cuando se advierta que el patrón ha quedado sin defensa.  Esta posición se apoya fundamentalmente en la experiencia vivida pues en muchas ocasiones se observa que los laudos impugnados a través del amparo por los patrones, carecen de alguna firma de los integrantes de la Junta o que tratándose de resoluciones que ponen fin al juicio de tercería, son dictados  por el Presidente de la Junta quien carece de toda facultad legal para  ello y sin  embargo,  los  quejosos  patrones  no se  percatan  de  esa circunstancia con lo cual se observa que hay una manifiesta  violación de la Ley que bien podía ser suplida por el órgano que conoce del amparo. La Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que es totalmente improcedente la suplencia de la deficiencia de la queja a favor de la parte patronal; fundamentalmente se apoya en que la fracción IV, del artículo 76 bis, señala que en materia laboral sólo se aplica a favor del trabajador; esto es cierto, pero esta parte no debe interpretarse en sentido literal ni aislado sino, como en otras ocasiones lo hace el Máximo Tribunal. Si llegara a buscarse la correcta armonía del precepto 76 bis, nada impediría que también los patrones fueran beneficiados con esta medida. La Jurisprudencia número 42/97, ha tenido ciertas modificaciones en cuanto la misma Segunda Sala consideró, en correcta interpretación, que tratándose de los sindicatos quejosos, debe suplirse la deficiencia de la queja en dos casos específicos:

1.-
Cuando al Sindicato se le niegue el registro; y

2.-
Cuando  impugne  la  resolución  que  declara   inexistente la  huelga.

Hasta donde tengo conocimiento, antes no se permitía la suplencia de la queja a favor de los Sindicatos; pero ahora la Suprema Corte sí armonizó estos preceptos en forma adecuada para considerar procedente esa medida a favor de aquellos grupos inexistente sociales. Insisto, de esa misma manera debería buscarse la esencia del artículo 76 bis, para lograr un avance más en la aplicación de la institución a favor de los patrones, claro en ciertos casos específicos.

CONCLUSlONES.

PRIMERA.- La suplencia de la deficiencia de la queja debe aplicarse en todos los casos en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya declarado inconstitucional una Ley, independientemente de cuál sea el estado del juicio o que lo hayan hecho o no valer las partes.

SEGUNDA.-  En  los amparos promovidos por los trabajadores debe condicionarse la suplencia de la queja a que exista un principio de concepto de violación o de agravio.

TERCERA.- Debe suplirse la deficiencia de la queja a favor de los patrones cuando se advierta que se le ha dejado en total estado de indefensión. (José Manuel Hernández Saldaña, Tomo II, páginas  748 a 752)

Limitación de la Suplencia de la Queja 

Consideraciones de la Aportación

Si bien se reconoce que la suplencia de la queja surgió como una forma de atemperar el principio de estricto derecho, que rige a nuestro juicio de amparo en virtud de que, como han apuntado grandes juristas de la talla del Ministro Juventino  V. Castro  y  Felipe Tena Ramírez, dicho principio provoca que “la decisión judicial en mucho dependa de la perspicacia jurídica de los abogados o de la torpeza de sus patrocinadores” convirtiéndolo en un “formulismo inhumano y victimario de la justicia”;
 hoy por hoy,  dicha suplencia es escudo de  abogados ineptos y en ocasiones hasta poco honestos.

En efecto, tras veinte años de que la suplencia de la queja fue prevista en el artículo 107 constitucional
 con carácter obligatorio, estimamos que el otro lado de la moneda ha resultado verdadero, como ya apuntaba el Maestro Ignacio Burgoa, en su libro El Juicio de Amparo, “el efecto práctico del  uso indiscriminado de la suplencia de la queja se ha traducido en la indolencia y apatía de algunos abogados quienes se cobijan en la esperanza”, muchas veces satisfecha por nuestros funcionarios judiciales  “de encontrar un juzgador diligente, acucioso o movido de buena voluntad y simpatía, que en la sentencia tome a su cargo el trabajo de formular a guisa de considerandos, los conceptos de violación omitidos o torpe o deficientemente desarrollados.”

  Si bien reconocemos que las causas que motivaron al legislador a prescribir la suplencia de la queja en el juicio de amparo (la protección de las clases económicamente desfavorecidas: obrero, campesinos, menores de edad, indiciados, que en muchas ocasiones  no pueden allegarse la representación legal adecuada) aún persiste, consideramos que la excepción al principio de estricto derecho no ha sido, cuando menos en todos los casos, la solución idónea.
 La verdadera solución consiste en unir esfuerzos para elevar la calidad de la abogacía  en nuestro país y sobretodo la de la defensa de los justiciables a través de mecanismos como la representación legal certificada
, la colegiación obligatoria o bien a través de los servicios que  ya ofrece el Instituto Federal de la Defensoría Pública del Poder Judicial de la Federación.

En este contexto, estimamos necesario una limitación a la excepción de la suplencia de la queja, que restituya en la medida de lo posible, el principio de igualdad procesal, al no obligar al juzgador a alterar la litis del juicio constitucional, convirtiéndose en  juez y parte; pues esta excepción ha resultado escudo de ineficiencias y faltas de profesionalismo de muchos litigantes.  Por ello, consideramos que sería conveniente devolverle el carácter discrecional a esta facultad, a fin de que sólo en aquellos casos en que el juez perciba una grave omisión que colocara al quejoso en estado de indefensión, supla  la deficiencia.
Ahora bien, por lo que toca al ámbito del derecho laboral, en adición a lo hasta aquí expuesto, estimamos que la suplencia de la queja para el trabajador, en materia de amparo resulta excesiva; en virtud de que toda la regulación en materia del trabajo tiene como propósito, precisamente, la protección de esta clase social. En efecto, desde la redacción del artículo 123 constitucional y con la promulgación de la Ley Federal del Trabajo de 1970, esta rama del ordenamiento jurídico mexicano ha sido catalogada como derecho social, cuyo objetivo primordial es lograr  la igualdad material de los mexicanos, a través de la protección de los trabajadores frente al capital.  El derecho del trabajo constituye, como apuntaba el maestro Trueba Urbina, “ un estatuto proteccionista y reivindicador del trabajador.”

Este espíritu de protección y defensa del trabajador, también se encuentra en el proceso laboral, así lo apunta Trueba Urbina al señalar que corresponde a las Juntas de Conciliación y Arbitraje corregir y subsanar las demandas omisas o defectuosas de los trabajadores así como reivindicar  sus derechos en el laudo:

 “Las Juntas de Conciliación y Arbitraje están obligadas a redimir a la clase trabajadora supliendo sus quejas o reclamaciones defectuosas”
.

En la misma línea, el jurista Néstor de Buen distingue, entre los principios que  rigen el derecho laboral, el de la interpretación, consistente  en que las Juntas de Conciliación y Arbitraje deberán procurar que sus interpretaciones legales contribuyan a los fines de la justicia social, la igualdad y la libertad de todos los trabajadores.
 

Si, como ha quedado apuntado en los párrafos precedentes, la legislación laboral, tanto en la parte sustantiva, como en la adjetiva, tiene por objeto la protección y reivindicación de la clase obrera, resulta un tanto excesivo que tal situación se reitere en el juicio de amparo. El derecho procesal laboral ha privilegiado a una de las partes en el juicio laboral haciendo del juzgador un defensor del trabajador, por estimar que tal situación es necesaria para lograr una justicia social, ello es plenamente justificable; sin embargo, el fin del juicio de amparo es diverso, e incluso la contraparte del quejoso-obrero ya no es el patrón, sino una autoridad que, en no pocas ocasiones, es precisamente la Junta de Conciliación y Arbitraje;  por lo tanto  tal  desequilibrio entre las partes en el juicio  ya no encuentra  fundamento en la reivindicación de la clase obrera.

Tomando en cuenta todo lo hasta aquí expuesto es que proponemos la derogación de la fracción cuarta del artículo 76bis de la Ley de Amparo, así como atemperar el carácter obligatorio de la suplencia de la queja para las demás materias previstas en esta norma, en virtud de que en los demás casos la protección legal no es tan predominante.

Título, Capitulo de la Ley de Amparo Actual

Artículo 76bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como los agravios  formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

…

IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a favor del trabajador.
Redacción resultante 

Artículo 76 bis.  Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir las deficiencias,  que consideren dejarían al justiciable en completo estado de indefensión, tanto por lo que se refiere a los conceptos de violación de la demanda como en el caso de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

...

IV.- DEROGADA.

... (Absalón Alvarez Escalante, Tomo II, páginas  1176 a 1180)

3.-  Propongo, en principio, derogar la fracción IV del artículo 76 bis, relativa a la suplencia de la deficiencia de la queja en materia laboral a favor del trabajador, puesto que con ella se rompe el equilibrio procesal entre las partes.  A mayor abundamiento, tan competentes son los abogados de los trabajadores como los de los patrones; además, existe una Procuraduría de la Defensa del Trabajo, tanto federal como en cada uno de los Estados de la República, con abogados muy capaces, de ahí que dicha disposición no tenga razón de ser.

Sin embargo, de estimarse lo contrario, bien valdría la pena reflexionar sobre los alcances de la suplencia de la deficiencia de la queja a favor del trabajador, que en mi concepto debieran estar limitados a los conceptos de violación o agravios expuestos en la demanda de garantías o en el recurso, según sea el caso, pues definitivamente no es admisible que –como se viene dando en la actualidad-, se supla la deficiencia de la queja respecto de conceptos de violación o agravios que no se hicieron valer; ello equivale a que los tribunales de amparo se conviertan en parte al suplir no una deficiencia de la queja, sino la queja misma.  Así las cosas, la fracción en comento quedaría como sigue:

“… IV.-  En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a favor del trabajador Y EXCLUSIVAMENTE RESPECTO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACION QUE HAYAN SIDO INVOCADOS EN LA DEMANDA DE GARANTIAS”. (Martín González Gamboa, Tomo II, páginas  1252 y 1253)

V.  En favor de los menores de edad o incapaces.

PROPUESTAS

En favor de menores de edad, incapaces, personas de la tercera edad y miembros de etnias o grupos indígenas .

MOTIVOS.-  Se estima conveniente incorporar en el sistema de suplencia de la queja a individuos que por sus especiales circunstancias habían estado ajenos a la institución, no obstante que los informes oficiales han detectado que el promedio de vida de los mexicanos ha aumentado a 75 años y que cada día son objeto de abandono.  Lo mismo ocurre con los grupos indígenas, quienes cada día reclaman el respeto de sus derechos, y    de sus costumbres. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1913 y 1914)

QUE SE EXTIENDA DICHA FIGURA DE MANERA ESPECÍFICA A LA MATERIA FAMILIAR.

ANTECEDENTES:  

Como es el conocimiento, el tema que es materia de mi propuesta, está contemplado en la Ley de Amparo y de manera específica en el numeral 76 bis, que es del tenor siguiente:

“Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir las deficiencias de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.

II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.

III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta ley.

IV.- En materia laboral, la suplencia solo se aplicará a favor del trabajador.

V.- A favor de los menores de edad o incapaces.

VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa”.

JUSTIFICACIÓN:

A).- De la manera como está legislada esta figura jurídica, su finalidad se diversifica en dos cuestiones a saber:

I.- Suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda.

Lo que entraña, por necesidad, vincularlo directamente con el acto y con el informe justificado.

II.- Suplir la deficiencia de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece (nominados e inominados).

Este punto, trae consigo la vinculación con el acto reclamado, el informe justificado, con los cuales se estableció la litis constitucional, y con la resolución que se hubiere emitido, que por su multiplicidad de casos y de causas, no tendría caso aludir a las mismas; baste que la impugnación que se haga en contra de dicha resolución, vía agravios, será en su caso objeto de la suplencia.

B).- Se pudiera imaginar que el objeto de mi propuesta estaría contemplado dentro de los supuestos previstos  por las fracciones V y VI del precepto aludido, sin embargo no es así, atendiendo a lo siguiente:

1°. Las fracciones en comento aluden a los menores de edad o a los incapaces, que en estricto sentido están contemplados en el derecho de la familia, pero este va mas allá de estos dos sujetos, merecedores de toda consideración legal, como a la fecha acontece; y en otras materias, como pudiera ser la familiar, bajo los supuestos que la ley establece.

2°.- El objeto de la presente propuesta bajo ningún concepto estaría en contra o pugnaría con el principio de estricto derecho, pues dentro de los mismos casos de excepción se fundamenta éstas.

3°.- Considerando que el principio de estricto derecho, imbibito dentro de la Ley de Amparo, obliga a las autoridades que conozcan de un juicio de amparo, en primera o segunda instancia o en única instancia, de conformidad a las exposiciones que hubiere vertido el quejoso, vía conceptos de violación o de agravios, y de conformidad a las piezas  de autos que integren el sumario correspondiente.

4°.- Ahora bien, dicho principio emite ciertas excepciones, como las previstas en el transcrito numeral 76 bis, del ordenamiento invocado, mediante las cuales se obliga a la autoridad judicial, que resolverá la controversia constitucional, puesta a su consideración, a subsanar o corregir los errores que advierta en los escritos de demanda o de agravios, al haberse recurrido alguna resolución.

5°.- La propuesta de protección en caso de conflicto, supuesto bajo el cual emerge la figura de la suplencia de deficiencia de la queja a la familia y a las instituciones que de ella se desprende, tienen como argumento principal a que ellas, son base y fundamento de la sociedad y por consiguiente del derecho familiar. Y que tanto la familia como las referidas instituciones, deben contar con instrumentos legales para su supervivencia y para que se fortalezcan, teniendo como común denominador la subsistencia del basamento social, en el cual estamos inmersos todos.

6°.- Dentro del servicio de la Administración de Justicia, cuantos y cuantos casos hemos visto, que un inadecuado planteamiento de una acción o excepción, dan al traste con una familia, en el sentido amplio, su patrimonio; o bien no se logra el bienestar de dicha familia, entratándose de alimentos, sin que la autoridad pueda hacer algo porque triunfe la justicia y no el derecho, en acatamiento al principio estricto derecho; si bien esta propuesta sería la última oportunidad para proteger y salvaguardar los intereses de la familia no es menos cierto, que la naturaleza del amparo lo exige.

7°.- Por consecuencia bajo la denominación genérica de la familia o del derecho familiar la suplencia de la deficiencia de la queja, habrá de operar en tratándose de:

- Divorcios

- Alimentos

- Nulidad de matrimonio

- Subsistencia del concubinato

Sin abarcar los sujetos objeto de protección de esta figura ya contemplada, por obvias razones, o en su caso, con la modificación pertinente y que a manera de conclusión se esboza en el párrafo siguiente.

CONCLUSIÓN:

Incorporarse al artículo 76 bis, de la Ley de Amparo una fracción, que aluda a la materia familiar, precisándose alcances, a efecto de que prospere la suplencia de la deficiencia de la queja; aunque con mejor técnica jurídica, se sugiere que la fracción V, se modifique y se incorpore a la materia familiar, incluyéndose como sujetos de protección a los menores o incapaces, elementos sustanciales del derecho de familia. (Salvador del Razo Jiménez, Tomo IV, páginas 2790 a 2794).

VI.  En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

PROPUESTAS

La suplencia de la queja deficiente como deber impuesto al juzgador de amparo, comprende en algunos casos a la materia fiscal, y se establece en los artículos 76 bis y 79 de la Ley de Amparo.

En efecto, el artículo 76 bis de la Ley citada, determina la responsabilidad de la suplencia de la queja deficiente, incluyendo a la materia tributaria, en las fracciones que transcribiremos a continuación: “Artículo 76 Bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia”. 

En esta fracción, quedan comprendidas lógicamente las leyes fiscales declaradas inconstitucionales.

“V. A favor de los menores de edad o incapaces”.

En la parte anterior, se comprende también a los menores de edad o incapaces que tengan calidad de contribuyentes por cualquier motivo, y por consecuencia, debe suplirse las queja deficiente en favor de los mismos, en tratrándose de amparos fiscales.

“VI. En otras materias, cuando se advierte que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa”.

En el fragmento transcrito queda también comprendida la materia tributaria, pero hubiera sido más acertado el texto de la fracción, si en lugar de la expresión. “En otras materias”, se hubiera utilizado la locución.  “En cualquier materia”, y por lo mismo, formando parte de la fracción I, del artículo que nos ocupa, aun cuando se le agregara un segundo párrafo. (Gregorio Sánchez León, Tomo I, páginas 12 y 13)

La aseveración que da título a este trabajo expone la manera en que –en mi opinión- se debe entender y se debe aplicar la suplencia de la deficiencia de la queja, pues sólo así quedará satisfecho el interés tutelado por esta institución procesal, cuya atención, antes de las últimas reformas que a este respecto se hicieron a la Ley de Amparo (2), se encontraba prevista como una facultad discrecional del juzgador de amparo en materia penal y en favor de la parte obrera en materia laboral, y sólo se preveía como obligatoria cuando el acto reclamado se fundara en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte o cuando figuraran como quejosos los menores de edad o incapaces (3), así como en materia agraria en los juicios en que eran parte, como quejosos o como terceros, los medios de población ejidal o comunal, los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como en su pretensión de derechos a quienes pertenecían a la clase campesina (4).

La Reforma de 1986, con buen criterio, estableció como obligatorio, para las autoridades que conozcan del juicio de amparo, suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que establece la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, en los siguientes casos: "Art. 76 Bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.- II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.- III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.- IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador. V.- En favor de los menores de edad o incapaces. VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa" (Texto vigente a partir del 4 de junio de 1986).

Así mismo, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 11 de mayo de 1995, estableció la suplencia de la deficiencia de la queja en el dictado de las resoluciones que se emitan, tanto en la acción de controversia constitucional como en la de inconstitucionalidad (5).

Ahora bien, para entender y aplicar una institución, es menester entender su razón de ser, y si se ven los supuestos bajo los cuales ha venido operando la suplencia de la queja, se aprecia que con ella se busca la preservación de instituciones cuyo resguardo no puede dejarse a la voluntad de su titular, bien porque involucren un derecho fundamental, como es la vida o la libertad, o derechos de trabajadores, ejidatarios, comuneros, menores e incapaces, o bien, facultades de las entidades de gobierno que litiguen la acción de controversia constitucional, o las posturas de las minorías legislativas y demás entidades que pueden plantear acciones de inconstitucionalidad; derechos, facultades o posturas cuyas correspondientes normas  reguladoras  disponen  su  irrenunciabilidad, ampliándose esta situación al derecho del quejoso de no ser sujeto de aplicación de leyes declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de la Suprema Corte.

Las instituciones a preservarse así, son derechos que trascienden no sólo a la esfera particular de su titular, sino que revisten el orden público en que jurídicamente se sustenta nuestro Estado y sistema de derecho; luego, es claro que buscando un común denominador de los supuestos que originaron instituir la suplencia de la deficiencia de la queja, lo encontramos, precisamente, en ese orden público, y bajo este mismo denominador, por existir la misma razón, debemos entender la operancia de suplir la queja, no sólo bajo los supuestos en que ahora lo exigen los artículos 76 bis, 227 de la Ley de Amparo y 39, 40 y 71 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, pues en todo litigio hay cuestiones, tanto procedimentales como sustantivas, que la ley o la jurisprudencia señalan que revisten carácter de orden público, como es el caso del análisis de los elementos de procedencia de la acción (6), y que, por lo mismo, su vigencia no debe dejarse expuesta a la renuncia expresa de su titular o a la renuncia implícita derivada de una nula o deficiente alegación o actuación en el juicio, por lo que cuando ésta se dé, deberá ser la suplencia de la deficiencia de la queja la que restituya la vigencia de ese orden, en cuya preservación -por ser público- el pueblo está interesado, sin importar la materia sobre la cual se proyecte (7).

El orden público es así -a mi entender- el interés que debe tutelar el legislador, tanto a nivel constitucional, como ordinario, y por ello su atención se debe prever como obligación del juez en todas las materias, pues, incluso, bajo la actual legislación, el supuesto “violaciones manifiestas de la ley, que dejen sin defensa al quejoso", con el cual la fracción VI del artículo 76 de la Ley de Amparo regula uno de los casos en que debe suplirse la deficiencia de la queja, debe entenderse en el sentido de que tales violaciones estén vinculadas con cuestiones, procedimentales o sustantivas, que revistan el carácter de orden público y sólo no habrán de atenderse, cuando el silencio en el juicio afecte derechos renunciables por ser del exclusivo interés particular de quien los ostente o reclama, pues, en este caso, tal silencio o falta de defensa deberá surtir sus consecuencias procesales y sustantivas y no deberá ser objeto de atención en suplencia de queja, toda vez que ese interés particular no se encuentra tutelado por la institución supletoria que se ha tratado.

Tal interpretación la auspicia el imperativo contenido en el artículo 133 de la Constitución General de la República, que, en lo conducente, impone a los jueces del fuero común la obligación de aplicar dicha Constitución y sus leyes reglamentarias, por encima de las leyes estatales, cuando ésta se contraponga a aquellas normas fundamentales (8). Criterio parecido fue atendido por la antes Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aun cuando se vio limitado al caso de controversias civiles en que se involucraron derechos de menores, y se apoyó, sustancialmente, más que en la aplicación del artículo 133 de la Constitución, en la circunstancia de que Ias "normas de la Ley de Amparo no sólo son reglamentarias de los artículos 103 y 107 Constitucionales, sino de todas las garantías individuales y por lo mismo, son de superior jerarquía de las disposiciones del Código Procesal del Distrito y de las Entidades Federativas, debiendo acatarse preferentemente sus preceptos" (9).

Mantener la suplencia de la queja en los ámbitos limitados en que ahora se aplica, lleva a establecer, sin justificación alguna, un orden público "de primera categoría" y un orden público "de segunda categoría". Este último, lo es aquél que, no obstante ser tal, orden público, no merece de especial resguardo por el juzgador, con su correspondiente detrimento.

Por otro lado, justificar lo anterior con el argumento de que implicaría que la pericia del juzgador sustituyera a la del abogado,  solapándose así la abulia y negligencia de éste; esto, no puede ser justificativo de no atender la suplencia de la queja siempre que medie una cuestión de orden público, ya que además de que ésta ya se tutela expresamente en ciertas materias y con esto se puede ya estar propiciando tal abulia e irresponsabilidad, sin embargo, no ha sido obstáculo para suplir la deficiencia de la queja, pues con justa razón se estima que la impericia del abogado no puede provocar el sacrificio del derecho de su cliente y, cabe preguntar, si no debe esto prevenirse en todo litigio?, pues, de no hacerse así, no solamente estaríamos hablando de un orden público de primera o segunda categoría, sino también, de justiciables bajo esa doble e inequitativa clasificación; debe, en todo caso, dejarse al litigante el resguardo de su dignidad profesional al procurar que sus argumentos no requieran de ser reparados por la autoridad judicial.

Se puede entender también que la aplicación que hasta ahora se ha hecho de la suplencia de la queja a favor sólo de ciertos sujetos de la población, corresponde a la necesidad de igualar su status jurídico frente al de contrarios mas poderosos, económica, cultural e intelectualmente hablando, o bien, para salvaguardar derechos fundamentales del hombre como la vida, la libertad, la dignidad; sin embargo, cabe también preguntar, si no en la actualidad esas diferencias de status jurídicos o esa salvaguarda del derecho fundamental a la vida digna, a la libertad física, económica e intelectual, no se presenta también en los litigios de deudores, de inquilinos, de ocupantes, de predios sin título que aspiran a una vivienda indispensable, en los derechos del cónyuge maltratado, del causante ante la autoridad fiscal?; en fin, no hay litigio que no proyecte cuestiones de orden público.

Encuadrar o enlistar, limitadamente, los supuestos de suplencia de la queja, implica discriminación e injustificada desatención de los no incluidos, por lo que ideal sería que se legislara, en rango constitucional, que la suplencia de la queja debe atenderse siempre que se dé una cuestión de orden público, pues además, ello impediría que la jurisprudencia deba de hacer encuadramientos casuistas como el del criterio que se anotó respecto de la obligación de los jueces de los estados de suplir la deficiencia de la queja en asuntos de menores, aun cuando la legislación estatal no lo autorice, por estimarse en dicho criterio que la Constitución regula las garantías individuales y que por ello debe entenderse que las leyes estatales deben acatar lo dispuesto en una ley reglamentaria de nuestra Carta Magna (10).

Lo anterior puede encontrar apoyo en lo dispuesto en el artículo 133 de nuestra Ley Fundamental, que señala el principio de "supremacía constitucional", pero, insisto, tal interpretación se aprecia casuista y, sin duda, cuestionable para algunos escépticos respecto del "control difuso" de nuestra Constitución, que ese precepto auspicia. Lo ideal, como ya señalé, sería elevar a rango constitucional la sencilla regla de que TODO JUZGADOR, EN  CUALQUIER  INSTANCIA  PROCESAL  O COMPETENCIAL,  DEBE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTIÓN DE ORDEN PÚBLICO.

Por último, estimo que la aplicación de la suplencia de la queja no compromete la igualdad procesal de las partes, en virtud de que EL PROCEDIMIENTO NO DEBE APRECIARSE COMO UN MEDIO PARA DILUCIDAR QUIEN LITIGA MEJOR, SINO PARA DEFINIR A QUIEN LE ASISTE EL DERECHO, y esta definición, al darse en un medio que exige que se respete y salvaguarde el orden público, aun supliendo para esto la queja, es indudable que se proyectará mas confiable que la definición que se emite cerrando los ojos ante la vulneración de dicho orden, propiciada por la torpeza o ignorancia de uno de los litigantes. En relación con esto cabe acoger la conclusión a que arriba la Señora Ministra Olga María del Carmen Sánchez Cordero García Villegas, en su ensayo "El principio de estricto Derecho" (11), cuando sostiene: "EL PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO NACE COMO UNA EXCEPCIÓN A LA REGLA GENERAL, HOY, DE FORMA DESNATURALIZADA SE HA CONVERTIDO EN LA REGLA GENERAL LO QUE NACIÓ COMO UNA EXCEPCIÓN." (Pedro F. Reyes Colín, Tomo I, páginas 576 a 582)

Se propone que el anterior precepto se reforme, para que quede de la siguiente manera: Artículo 76 bis.- 

“Las Autoridades que conocen del Juicio de Amparo en cualquier materia deberán suplir la deficiencia de  los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, siempre que medie una cuestión de orden público”.

Asimismo, y por su relación con el anterior precepto, propongo la reforma al Artículo 227 de la misma Ley de Amparo, contenido en el LIBRO SEGUNDO (Del Amparo en Materia Agraria), TITULO UNICO, Capítulo Unico, que es del siguiente texto actual :

“Art. 227.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte como quejoso o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios”.

Propongo que el anterior artículo se reforme para quedar, como sigue:

“Art. 227.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja en los términos que señala el Artículo 76 bis de la presente Ley” (conforme a reforma propuesta).   (Pedro Fernando Reyes Colin, Tomo II, páginas  756 y 757)

EN EL JUICIO DE AMPARO LA SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA DEBE ATENDERSE EN TODA INSTANCIA Y MATERIA, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTION DE ORDEN PUBLICO. (1)

La aseveración que da título a este trabajo expone la manera en que -en mi opinión- se debe entender y se debe aplicar la suplencia de la deficiencia de la queja, pues sólo así quedará satisfecho el interés tutelado por esta institución procesal, cuya atención, antes de las últimas reformas que a este respecto se hicieron a la Ley de Amparo (2), se encontraba prevista como una facultad discrecional del juzgador de amparo en materia penal y en favor de la parte obrera en materia laboral, y sólo se preveía como obligatoria cuando el acto reclamado se fundara en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte o cuando figuraran como quejosos los menores de edad o incapaces (3), así como en materia agraria en los juicios en  

(1)
El presente ensayo amplía el publicado por su autor en el Boletín de Información Judicial del Estado de Sonora, Número 1. Mayo 1989. Sexta Epoca. H. Supremo Tribunal de Justicia. Hermosillo, Sonora.



(2)
Decreto de 26 de abril de 1986, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 20 de mayo de 1986, que reformó, entre otros, el artículo 76 y creó el 76 Bis.



(3)
“Art. 76 .- Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte, los funcionarios que conozcan del amparo deberán suplir la deficiencia de la queja, ajustándose a los plazos que señalan los artículos 156 y 182 Bis de esta Ley.

Podrá también suplirse la deficiencia de la queja, en materia penal y la de la parte obrera en materia de trabajo, cuando se encuentre que ha habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo ha dejado sin defensa, y en materia penal, además, cuando se le haya juzgado por una ley que no es exactamente aplicable al caso.

Deberá suplirse la deficiencia de la queja en los juicios de amparo en que los menores de edad o los incapaces figuren como quejosos” (Texto anterior a la reforma que entró en vigor el 4 de junio de 1986).



que eran parte, como quejosos o como terceros, los medios de población ejidal o comunal, los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como en su pretensión de derechos a quienes pertenecían a la clase campesina (4).

La Reforma de 1986, con buen criterio, estableció como obligatorio, para las autoridades que conozcan del juicio de amparo, suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que establece la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, en los siguientes casos: “Art. 76 Bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.- II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.- III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.- IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador. V.- En favor de los menores de edad o incapaces. VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa” (Texto vigente a partir del 4 de junio de 1986).

(4)
“Art. 212 primer párrafo. Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina, se observarán las disposiciones del presente Libro Segundo en los siguientes juicios de amparo.”

“Art. 27. Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios.”

Así mismo, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 11 de mayo de 1995, estableció la suplencia de la deficiencia de la queja en el dictado de las resoluciones que se emitan, tanto en la acción de controversia constitucional como en la de inconstitucionalidad (5).

Ahora bien, para entender y aplicar una institución, es menester entender su razón de ser, y si se ven los supuestos bajo los cuales ha venido operando la suplencia de la queja, se aprecia que con ella se busca la preservación de instituciones cuyo resguardo no puede dejarse a la voluntad de su titular, bien porque involucren un derecho fundamental, como es la vida o la libertad, o derechos de trabajadores, ejidatarios, comuneros, menores e incapaces, o bien, facultades de las entidades de gobierno que litiguen la acción de controversia constitucional, o las posturas de las minorías legislativas y demás entidades que pueden plantear acciones de inconstitucionalidad; derechos, facultades o posturas cuyas correspondientes normas reguladoras disponen su irrenunciabilidad, ampliándose esta situación al derecho del quejoso de no ser sujeto de aplicación de leyes declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de la Suprema Corte.

(5)
Controversia Constitucional.

“Art. 39. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación corregirá los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y examinará en su conjunto los razonamientos de las partes a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada.

“Art. 40. En todos los casos la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá suplir la deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o agravios.”

Acción de Inconstitucionalidad.

“Art. 71. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y suplirá los conceptos de invalidez planteados en la demanda. La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá fundar su declaratoria de inconstitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el escrito inicial.”

Las instituciones a preservarse así, son derechos que trascienden no sólo a la esfera particular de su titular, sino que revisten el orden público en que jurídicamente se sustenta nuestro Estado y sistema de derecho; luego, es claro que buscando un común denominador de los supuestos que originaron instituir la suplencia de la deficiencia de la queja, lo encontramos, precisamente, en ese orden público, y bajo este mismo denominador, por existir la misma razón, debemos entender la operancia de suplir la queja, no sólo bajo los supuestos en que ahora lo exigen los artículos 76 bis, 227 de la Ley de Amparo y 39, 40 y 71 de la Ley Reglamentaria de la fracción I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, pues en todo litigio hay cuestiones, tanto procedimentales como sustantivas, que la ley o la jurisprudencia señalan que revisten carácter de orden público, como es el caso del análisis de los elementos de procedencia de la acción (6), y que, por lo mismo, su vigencia no debe dejarse expuesta a la renuncia expresa de su titular o a la renuncia implícita derivada de una nula o deficiente alegación o actuación en el juicio, por lo que cuando ésta se dé, deberá ser la suplencia de la deficiencia de la queja la que restituya la vigencia de ese orden, en cuya preservación -por ser público- el pueblo está interesado, sin importar la materia sobre la cual se proyecte (7).

(6)
“Acción. Estudio Oficioso de su Improcedencia. La improcedencia de la acción por falta de uno de sus requisitos esenciales, puede ser estimada por el juzgador, aun de oficio, por ser de orden público el cumplimiento de las condiciones requeridas para la procedencia de dicha acción”. Quinta Epoca. Tercera Sala, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1985. Pág. 11. Tesis No. 3.



(7)
“La estimación del orden público puede estar expresamente señalada por la ley, por la jurisprudencia, o por el propio juzgador respecto a la naturaleza de la norma jurídica que deba atender” (Jurisprudencia 193. Apéndice al Semanario Judicial de la Federación. 1917-1985. Sección Común al Pleno y a las Salas. Pág. 314).

El orden público es así -a mi entender- el interés que debe tutelar el legislador, tanto a nivel constitucional, como ordinario, y por ello su atención se debe prever como obligación del juez en todas las materias, sólo no habrán de atenderse, cuando el silencio en el juicio afecte derechos renunciables por ser del exclusivo interés particular de quien los ostente o reclama, pues, en este caso, tal silencio o falta de defensa deberá surtir sus consecuencias procesales y sustantivas y no deberá ser objeto de atención en suplencia de queja, toda vez que ese interés particular no se encuentra tutelado por la institución supletoria que se ha tratado.

Mantener la suplencia de la queja en los ámbitos limitados en que ahora se aplica, lleva a establecer, sin justificación alguna, un orden público “de primera categoría” y un orden público “de segunda categoría”. Este último, lo es aquél que, no obstante ser tal, orden público, no merece de especial resguardo por el juzgador, con su correspondiente detrimento.

Por otro lado, justificar lo anterior con el argumento de que implicaría que la pericia del juzgador sustituyera a la del abogado, solapándose así la abulia y negligencia de éste; ésto, no puede ser justificativo de no atender la suplencia de la queja siempre que medie una cuestión de orden público, ya que además de que ésta ya se tutela expresamente en ciertas materias y con ésto se puede ya estar propiciando tal abulia e irresponsabilidad, sin embargo, no ha sido obstáculo para suplir la deficiencia de la queja, pues con justa razón se estima que la impericia del abogado no puede provocar el sacrificio del derecho de su cliente y, cabe preguntar, si no debe ésto prevenirse en todo litigio?, pues, de no hacerse así, no solamente estaríamos hablando de un orden público de primera o segunda categoría, sino también, de justiciables bajo esa doble e inequitativa clasificación; debe, en todo caso, dejarse al litigante el resguardo de su dignidad profesional al procurar que sus argumentos no requieran de ser reparados por la autoridad judicial.

Se puede entender también que la aplicación que hasta ahora se ha hecho de la suplencia de la queja a favor sólo de ciertos sujetos de la población, corresponde a la necesidad de igualar su status jurídico frente al de contrarios mas poderosos, económica, cultural e intelectualmente hablando, o bien, para salvaguardar derechos fundamentales del hombre como la vida, la libertad, la dignidad; sin embargo, cabe también preguntar, si no en la actualidad esas diferencias de status jurídicos o esa salvaguarda del derecho fundamental a la vida digna, a la libertad física, económica e intelectual, no se presenta también en los litigios de deudores, de inquilinos, de ocupantes, de predios sin título que aspiran a una vivienda indispensable, en los derechos del cónyuge maltratado, del causante ante la autoridad fiscal?; y qué decir de la inseguridad a que se enfrenta a la sociedad entera cuando, en aras del estricto derecho con que se atienden los agravios del Ministerio Público, se confirma la libertad de delincuentes que, de permitirse suplir la deficiencia de los argumentos de la Representación Social, conllevaría a revocar la resolución que los pone en la calle con impunidad y ante la indefensión de la sociedad a quien la ley y la justicia deben de resguardar.  

Encuadrar o enlistar, limitadamente, los supuestos de suplencia de la queja, implica discriminación e injustificada desatención de los no incluidos, por lo que ideal sería que se estableciera, en rango constitucional y, por lo pronto, en la Ley de Amparo, que LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEBE ATENDERSE  EN TODA INSTANCIA Y MATERIA, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTION DE ORDEN PUBLICO, pues además, ello impediría que la jurisprudencia deba de hacer encuadramientos casuistas.

Por último, estimo que la aplicación de la suplencia de la queja no compromete la igualdad procesal de las partes, en virtud de que EL PROCEDIMIENTO NO DEBE APRECIARSE COMO UN MEDIO PARA DILUCIDAR QUIEN LITIGA MEJOR, SINO PARA DEFINIR A QUIEN LE ASISTE EL DERECHO, y esta definición, al darse en un medio que exige que se respete y salvaguarde el orden público, aun supliendo para ésto la queja, es indudable que se proyectará mas confiable que la definición que se emite cerrando los ojos ante la vulneración de dicho orden, propiciada por la torpeza o ignorancia de uno de los litigantes. En relación con ésto cabe acoger la conclusión a que arriba la Señora Ministra Olga María del Carmen Sánchez Cordero García Villegas, en su ensayo “El principio de Estricto Derecho” (11), cuando sostiene: “EL PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO NACE COMO UNA EXCEPCION A LA REGLA GENERAL, HOY, DE FORMA DESNATURALIZADA SE HA CONVERTIDO EN LA REGLA GENERAL LO QUE NACIO COMO UNA EXCEPCION.”

No puede pensarse que la manera en que actualmente se regula la intención de igualar las fuerzas en litigio en favor de quienes, por su ámbito de cultura, social, económico, de salud, o de edad, no cuentan originariamente con ese ambiente de equidad, pueda  llevar, vía suplencia de la queja, a  permitir la desatención del orden público, pues éste, se insiste, es el sustento de todo régimen de derecho y no es dable  que un afán de equidad, sustento a su vez de la justicia, lleve a quebrantar una institución a la que ambas, equidad y justicia, están para servir.

(11)
“Revista del Instituto de la Judicatura Federal.- Número 4, junio de 1999, Pág. 373-398. Cita en pág. 388, primer párrafo.


-
NO SE PROPONE SUPLIR LA VOLUNTAD DE ACCIONAR O RECURRIR.

-NO SE PROPONE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA PRUEBA.

-SE PROPONE, SOLAMENTE, QUE: “SE SUPLA LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LOS JUICIOS DE AMPARO, EN CUALQUIER MATERIA Y EN TODA INSTANCIA, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTION DE ORDEN PUBLICO.” (Pedro Fernando Reyes Colin, Tomo II, páginas  758 a 768)

Permite, en el Párrafo Segundo de la Fracción II, que la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, que es la Ley de amparo, prevenga sobre la suplencia de la deficiencia de la queja, lo que ha producido el injusto efecto de que en el artículo 76 Bis, de la ley de Amparo, se limite injustamente la suplencia de la queja a casos especiales y no a todas las materias, como debe ser el espíritu de la Constitución, pervertido por la Ley Reglamentaria; porque al final, cuando a través de un juicio de garantías en el que el quejoso teniendo el derecho de ser protegido por la Justicia de la Unión, le es negado a éste el amparo por defectos de la queja, ahí se da, precisamente la restricción de las garantías individuales. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, página 803)

Respecto al Párrafo Segundo de la misma Fracción II del artículo 107 Constitucional, debe reformarse para que la suplencia de la queja sea general, y no conforme a lo que disponga la Ley Reglamentaria, atendiendo a que conforme a las condiciones económico sociales de la sociedad mexicana, principalmente a los muchos millones que están sujetos a extrema pobreza, existe para éstos la imposibilidad de contratar un abogado, sobre todo que conozca del “elitista juicio de amparo”, como lo establece nuestra actual e injusta legislación.

Con tristeza vemos en las listas de acuerdos d ellos Tribunales Federales que conocen de juicios de amparo, que la mayoría de éstos se sobreen, algunos se niegan, y un mínimo porcentaje se conceden casi siempre para efectos. Como vemos el espíritu de casi todos los Tribunales de Amparo, es desechar demandas, o de inventar causas de sobreseimiento, para nunca conocer el fondo de los negocios, situación que produce inevitablemente denegación de justicia y la restricción de las garantías individuales, por defecto de la Ley y de quienes la aplican.

Nace la necesidad entonces de que la suplencia de la queja sea general y no limitada, y que además, que el quejoso cuente con asesoría jurídica, por lo que el Párrafo Segundo de la Fracción II del artículo 107 de la Constitución, debe reformarse para decir: “en el juicio de amparo y en todos los casos deberá suplirse la deficiencia de la queja y el agraviado contará con asesoría jurídica adecuada”.

Y a fin de quitar el juicio de amparo el carácter de elitista, con el propósito también de evitar la denegación de justicia por parte de los Tribunales de Amparo, debe adicionarse a la Fracción mencionada un párrafo que diga: “En la demanda de amparo bastará que se señale a la autoridad o autoridades responsables, en el acto que se reclame en cada autoridad, el tercero o terceros perjudicados y el domicilio de éstos, si el agraviado los conociera, para que el Juez de Distrito, los Tribunales Colegiados de Circuito, o la Suprema Corte de Justicia, según sea el caso y el estado del juicio, proceda, existiendo el interés jurídico del quejoso, a estudiar si el acto o actos que se reclaman de la autoridad son violatorios de las garantías individuales; y en tal condición, a amparar y proteger al agraviado en contra de dichos actos. Queda a cargo de la autoridad responsable y bajo su más estricta responsabilidad, informar sobre la existencia de terceros perjudicados y del domicilio de éstos cuando la demanda sea omisa, así como para remitir todos los documentos y pruebas que tuviere relativos al acto reclamado o que sean antecedentes al mismo.”

Esa adición, bien puede hacerse y para los mismos fines en la Ley de Amparo, sí se estima que no deba ser reformada para ese efecto la Constitución, con el fin de evitar los nocivos efectos producidos por el desechamiento de demandas, sobreseimientos de amparos y negativas de concesión de amparo, en casos que debe protegerse al gobernado. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas  805 a 807)

Deben reformarse a su vez los artículos 76 Bis y 116, de la Ley de Amparo, a fin de hacer más sencilla la formación de la demanda de amparo y no dar lugar a que por defectos de ésta, o de la queja, se niegue al quejoso el amparo y protección de la justicia federal, cuando a éste le han sido violadas las garantías individuales.

A fin de garantizar el fiel cumplimiento del artículo 1º Constitucional, la reforma al artículo 76 bis, de la Ley de amparo, podría ser en los siguientes términos: “Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir en todos los casos la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, y aún la ausencia de los mismos cuando el acto reclamado indicado por el quejoso sea violatorio de las garantías individuales de éste; debiendo suplir también la deficiencia de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece”. Con ello se lograría, que el juicio de amparo esté, como debe ser, al alcance de todo individuo en la República Mexicana. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, página 812)

6. Propongo reformar totalmente el artículo 76 bis de la Ley de Amparo, a fin de que la suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda de garantías, así como la de los agravios formulados en los recursos que establece la propia Ley, opere en absolutamente todas las materias, y que se reserve el principio de estricto derecho exclusivamente a cargo de la autoridad responsable; e igualmente que la jurisprudencia definida que declare la inconstitucionalidad de una ley, se comunique al órgano legislativo responsable, a fin de que de inmediato derogue la ley reclamada.

Planteo la propuesta anterior, en relación a la suplencia, porque desgraciadamente como puede constatarse en multitud de ejecutorias pronunciadas en el juicio de amparo, los tribunales de la Federación inopinadamente aplican la suplencia más allá de un mero arbitrio discrecional, y sin limitarse a los casos verdaderamente manifiestos, se sustituyen a las autoridades responsables y rebasan la soberanía de éstas sobre todo en la estimación y valoración de las pruebas, y despojan arbitrariamente de sus efectos jurídicos a resoluciones en materia civil, mercantil, laboral, pronunciadas en juicios en los que en realidad no hay violaciones manifiestas que suplir, ni las partes litigantes han estado nunca en estado de indefensión, lo cual se traduce en verdaderos perjuicios para los interesados, contrapartes de los favorecidos con la suplencia. (Bulmaro Corral Rodríguez, Tomo II, páginas 876 y 877)

Restauración del principio de estricto derecho.

Hubo un tiempo en que rigió en el amparo la norma de que los conceptos de violación y los agravios formulados por el quejoso,  no podían completarse por el juez, quien por tanto, no podría suplir la queja, salvo la llamada suplencia del error en la cita.  Más tarde en una reforma a la Ley de Amparo a iniciativa de Miguel Alemán, se agregaron al artículo 76 un segundo y un tercer párrafo, para que pudiera suplirse la deficiencia de la queja cuando se fundara el acto reclamado en leyes dictadas inconstitucionales por la Suprema Corte, en materia penal y la de la parte obrera en materia laboral, reforma motivada por otra hecha al artículo 107 constitucional.  La  reforma al artículo 76 se publicó en el Diario Oficial del 19 de febrero de 1951.  Posteriormente se volvió a reformar la fracción II del 107 de la Constitución, para adicionarle un párrafo final, que ordenaba la suplencia de la deficiencia de la queja en materia agraria.  La reforma al artículo 76 se publicó en el Diario Oficial del 4 de febrero de 1962.  Más tarde se agregó al artículo 91 de la Ley de Amparo la fracción VI, facultando a los Tribunales a suplir la deficiencia de la queja en el juicio de amparo que se promoviera contra actos que afectaran los derechos de los menores o de los incapaces esta reforma se publicó el 23 de diciembre de 1974. 

Por último, los diversos casos de suplencia de la queja se reunieron en el artículo 76 bis, por reforma publicada en el Diario Oficial del 20 de mayo de 1986.

Debo hacer una observación para demostrar el descuido con el que se ha reformado la Ley de Amparo.  En diciembre de 1974 se publicó un decreto agregando una fracción VI al artículo 91 de la ley, para suplir la queja en los amparos promovidos por menores e incapaces, con el efecto señalado en el artículo 78 último párrafo, que en la misma fecha se agregó y que disponía que se tendría como actos reclamados los que afectaran sus derechos, aun cuando no se expresaran en la demanda.  En reforma de mayo de 1986 se eliminó el párrafo sobre los actos reclamados, pero se dispuso la aportación oficiosa de pruebas en los amparos promovidos por menores e incapaces.

Finalmente, en enero de 1988 se publicó una última reforma, para que el artículo 78 quedara como hoy se encuentra; pero el artículo 91, fracción VI, sólo se modificó en mayo de 1976, para facultar a los Tribunales Colegiados y a la Suprema Corte a suplir la queja en los amparos de menores e incapaces, en los términos del tercer párrafo del articulo 78, que ya nada dice al respecto.

Este descuido y otros más que existen en la ley han originado preceptos fuera de lugar, repeticiones, contradicciones, que hay que eliminar.

La razón de estas reformas, cuando menos la razón confesada, es la protección de aquellos grupos humanos que se estima que están más desprotegidos, como los campesinos, los obreros, los menores e incapaces, cuya inclusión en la suplencia de la queja se debió a que se celebraría el año del niño y el Presidente Echeverría quería poder decir ante el mundo, que tenía la legislación más adelantada para la protección de los menores.  La suplencia de la queja se incluye en la Constitución y en la ley para ayudar a quienes no habían sabido pedir el amparo.  Y cabe preguntar ¿y que pasa con los que no lo pidieron?

En materia penal la suplencia a favor del reo ha sido tradicional en México, ante el hecho de que la mayoría de los que se encuentran en prisión pertenecen a los grupos humanos más depauperados y más ignorantes.

Finalmente, la suplencia de la queja en leyes reclamadas inconstitucionales, más que suplir la queja, es una manera tímida de darle efectos generales a la jurisprudencia de la Suprema Corte, que declara inconstitucional una norma general.  Y digo tímida, porque para que esta fracción I del artículo 76 bis se aplique se requiere, necesariamente, presentar una demanda de amparo, por lo que no favorece a quienes no la presentan, produciendo – de nuevo – desigualdad.

En términos generales la suplencia propende a la protección de los grupos humanos que, real o supuestamente, son desprotegidos.  En  principio pudiera parecer valido requerir el auxilio del Juez para ayudar al quejoso, supliendo deficiencias, alegándose, además, que el amparo es técnico; que es coto cerrado de especialistas caros, por lo que no está al alcance de obreros, campesinos y, en general, de quienes no tienen muchos recursos. 

No puede negarse que hay mucho de razón en lo que se afirma para sostener la pertinencia de la suplencia de la queja; pero lo cierto es que para resolver esos problemas se escogió un camino equivocado.  Para resolver un mal se creo otro mal, si cabe, más grave. Todos los tratadistas; todos los abogados postulantes; todos aquellos que realmente estudian el problema de los Tribunales, coinciden en que éstos deben de ser independientes y en que el Juez debe de ser imparcial, insistiendo en que no puede tomar partido; en que no puede inclinarse, ni a una parte ni a la otra; de ahí que en todos los códigos procesales de México, una de las causas de recusación o de excusa de los jueces, sea el hecho de que alguna de las partes sea su pariente o que reciba regalos o que, de alguna manera, se incline a una de las partes.  Es decir, la ley procura salvaguardar la imparcialidad  del Juez.

La suplencia de la queja termina con tal imparcialidad, porque se obliga al Juez a buscar razones para defender a una de las partes, alegándose su pobreza, su marginalidad, su falta de conocimientos; pero al obligar al juez de esa manera, lo único que ocurre es que pierde imparcialidad en mayor o en menor grado.  Y cabe preguntar ¿la suplencia de la queja será aplicada en forma aséptica, cuando realmente  proceda? o tal vez así ocurra al principio, pero más tarde puede suplirse la queja por intereses bastardos, pues la suplencia obedece a motivaciones subjetivas, en ocasiones sin apoyo en elementos objetivos. 

Atento el hecho de que el Juez pierde imparcialidad es evidente que debe eliminarse la suplencia de la queja.  Y no se crea que esto que digo es una ocurrencia, ¿qué imparcialidad tiene un juez obligado a cumplir con el artículo 225 de la Ley de Amparo?  Este precepto obliga al Juez a recabar todas las pruebas que puedan beneficiar a los campesinos, a contrario sensu, no recabará las pruebas que los desfavorezcan y si la prueba favorece a un pequeño propietario o alguno otro tercero perjudicado, contrario al grupo campesino.  ¿No se tomará en cuenta? ¿Y esto no significa tomar partido?

Siempre ha sido un principio que deben observar todos los tribunales: que sólo deben resolver los asuntos sometidos a su consideración y exclusivamente ellos, sin poder resolver ni más ni menos, principio que se conoce con el nombre de principio de congruencia; pero el artículo citado faculta al Juez, si es a favor de los campesinos, a conceder el amparo por actos que no han sido reclamados, lo que significa que la suplencia de la queja puede llevar a sentencias injustas y destruye la seguridad y el orden jurídico y, lo que es muy grave, desnaturaliza  la labor de los Jueces.  Disposiciones como éstas permiten fallar, de hecho lo hacen, con un auténtico subjetivismo.  En relación con este punto, y para subrayar los errores de la suplencia, les pongo a mis alumnos el siguiente ejemplo: Si en un juego de fútbol, sobre todo en aquellos en los cuales los contendientes son verdaderos adversarios, el arbitro, en lugar de sujetarse a reglas dirige el juego a su capricho, lo único que va a ocurrir, y así ha ocurrido, es que se desaten verdaderos motines, como ocurrió hace muchos años con una decisión arbitral, que motivó que fuera quemado el parque Asturias.

Sin embargo queda vivo el problema del acceso a la justicia.  Es cierto que hay quienes no pueden  por ignorancia, por pobreza, por marginalidad, presentarse  en un juicio.  La solución que con más o menos perfección se ha adoptado, es que el Estado proporcione una asesoría gratuita a quienes no pueden pagar un abogado, en especial en materia penal.

En México, hasta donde yo se, esa asesoría la proporciona el DIF en materia familiar, las Procuradurías de la Defensa del Trabajo, en materia laboral;  las defensorías de oficio en materia penal y ahora los asesores jurídicos y defensores de oficio del Poder Judicial Federal que prestan su servicios en la defensa de reos y en asesorar en otro tipo de juicios.

La queja generalizada es que esos organismos son ineficaces y que a la postre, se dice, cuestan dinero, porque de una manera o de otra, solicitan dinero a quienes acuden ante ellos, por lo que no hay un servicio estrictamente gratuito.  Y esto lo he oído en especial de la defensoría de oficio del fuero común. 

A pesar de ello, lo cierto es que ese es el medio para que, quienes no puedan pagar a un abogado, lo tengan; pero en México esta institución, como tantas otras, no funciona como debiera funcionar por varios motivos, entre los que se encuentran, los sueldos misérrimos que se otorgan  a los defensores de oficio, que además tienen un exceso de trabajo; la ignorancia o incapacidad de quienes aceptan un cargo de ese tipo el nulo apoyo que tienen.  Sin embargo, en ocasiones, cuando en las Procuradurías de la Defensa del Trabajo quienes las dirigen son auténticos abogados, se defiende, realmente, al trabajador.

Respecto del DIF, me consta que en algunas épocas defendían a los menores y a las mujeres en forma óptima.  Por lo que se refiere a los campesinos, hubo épocas en que el CNC defendía y defendía bien a los campesinos.  En cuanto a los sindicatos, defienden a sus agremiados con ventaja, porque además de gozar de la suplencia de la queja, tienen buenos abogados.

En pocas palabras, la suplencia de la queja es un mal remedio adoptado por exceso de populismo y demagogia para resolver el problema del acceso a la justicia, pues no proporciona los medios adecuados para resolver el problema.  El Poder Judicial Federal lo está resolviendo mejor: defensores de oficio para la materia penal; asesores jurídicos para otras materias.  Y se están escogiendo mejores abogados, pagándoles un estipendio mejor.  Y esto es lo que hay que hacer.  A ello cabe agregar que no se aprovecha  a los estudiantes de derecho.  Los médicos, para obtener el grado, requieren trabajar en hospitales, en constante contacto con el enfermo y, posteriormente, deben hacer un auténtico servicio social y el sistema funciona.  ¿No podría hacerse lo mismo con los estudiantes de derecho?  ¿No podrían formarse equipos dirigidos por abogados capaces, para encargarse de la defensa gratuita de los reos y de la asesoría jurídica para los que acuden a tribunales diversos de los penales?  De esta manera se obtienen dos beneficios: uno para el estudiante, porque el abogado, cualquiera que sea la rama o la actividad jurídica a que se dedique en el futuro, debe formarse en los Tribunales.  Un beneficio para los grupos humanos marginales o depauperados, que contarían con una mejor atención a sus necesidades.  

En conclusión, debe eliminarse la suplencia de la queja tanto del artículo 107, fracción II,  párrafos segundo, tercero y cuarto, como del artículo 76 bis de la Ley de Amparo.  (Estas razones son validas para eliminar la suplencia en la controversia constitucional y en la acción de inconstitucionalidad). (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1032 a 1040)

Enmienda.

Se deroguen las seis fracciones transcritas para que quede redactada esta parte como sigue: En todas las materias, independientemente de la calidad, condición o actividad del quejoso, siempre que del contenido de la demanda y de las pruebas aportadas se demuestre plenamente que la autoridad o autoridades responsables incurrieron en un acto violatorio de sus garantías individuales.

Motivos.

La redacción actual del precepto en comento, en cuanto a sus seis fracciones, sin negar que su ratio juris está orientada a la consecución del fin más elevado del derecho que es la justicia, sin proponérselo conlleva una grave injusticia.  Bien es cierto que las desigualdades sociales señalan que a los menos favorecidos se les deben conceder prerrogativas adecuadas, excepcionales, superiores que al resto de la comunidad, pero ese camino justificado en otras funciones de manera principal en la administrativa, resulta impracticable tratándose de la función jurisdiccional porque aquí todos somos iguales ante la ley y en ese plano de igualdad se deben tramitar y resolver los juicios de amparo.  Ampliar el horizonte de la suplencia de la queja deficiente en donde se encuentre la razón, en donde se localice la justicia y se deba aplicar con equidad, es retomar la primigenia orientación del juicio de amparo.  Precisa aclarar categóricamente que no se busca suprimir el beneficio a determinadas clases sociales, que en los términos de la enmienda propuesta lo seguirán disfrutando siempre y cuando la justicia les asista.  Cuando suceda lo contrario, se debe suplir y estudiar para que la misma se le otorgue a quien le corresponde.  En este punto que toca un aspecto toral, pensamos fundadamente que esto nos llevará a vivir en un auténtico país de leyes. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas 1147 a 1149)

MOTIVOS 

ARTICULO 76 BIS.

La propuesta pretende darle también al ofendido oportunidad de acudir al Juicio de Garantías y para que goce de los mismos beneficios que el reo, por encontrarse en igual desventaja. 

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 76 Bis.- Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:


I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.


II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo  o del ofendido en los casos que proceda el juicio de amparo.


III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.


IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador.


V.- En favor de los menores de edad o incapaces.


VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.(María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1414 a 1416)

De lo transcrito, se aprecia que la Ley de amparo establece la suplencia de los conceptos de violación únicamente en las materias penal, agraria y laboral, ésta última sólo a favor del trabajador, y en otras materias, distintas a aquéllas, cuando existan violaciones que dejen sin defensa a los quejosos.

Tomando en consideración la propuesta anterior, en el sentido de derogar el Libro Segundo, del amparo en materia agraria, se propone derogar las fracciones  III y IV.

Debiendo entonces quedar el numeral citado con la siguiente redacción:

Artículo 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: 

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia; 

II. En materia penal, la suplencia operará aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo; 

III. A favor de los menores de edad o incapaces, y 

IV. En todas las materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa”. (Emilio Alberto Hassey Domínguez, Tomo III, páginas 1612 a 1614)

Crear una Comisión que analice que no haya abusos por parte de la Autoridad de Amparo, respecto a la figura Jurídica de la suplencia de la demanda de garantías del trabajador ya que en algunas ocasiones se abusa de esta figura. (Héctor Manuel Medrano Hurtado, Tomo III, página 1800)

Si observamos la estadística de la promoción de amparos, a nivel nacional de 100 amparos que se promueven, se sobreseen un 95 por ciento, y se otorga el uno o dos por ciento, los jueces y secretarios debido a la carga de trabajo, tratan de deshacerse, de estos amparos observando causales de improcedencia, y sobreseyéndose sin estudiar el fondo del asunto, por lo que sugiero que se derogue las causales de improcedencia que señala la ley, en su Capítulo VIII y IX de la Ley de Amparo, proponiendo en su lugar la obligación de estudiar el fondo de la violación en la garantía individual o social por parte de la autoridad jurisdiccional otorgando o negando la protección de la justicia federal, y que la deficiencia de la suplencia de la queja no solo sea en materia, penal agraria, o laboral sino en todas las materias. (Silverio Castañeda Ceballos, Tomo III, página 1990)

El artículo 76 bis de la Ley de Amparo establece la facultad de que el juzgador supla la queja deficiente en los casos que específica el propio numeral; sin embargo, de las sentencias en las que se ha aplicado tal principio se advierte que el juzgador sólo invoca el precepto y la fracción correspondiente, sin expresar razonamiento alguno del porqué en el caso específico opera dicha suplencia.

Por lo anterior, se considera de suma importancia adicionar el precepto que se comenta, imponiendo al juzgador el deber de razonar en las sentencias en forma concreta los elementos tomados en cuenta para suplir la queja, con lo cual se da mayor seguridad jurídica a las partes y se evita la promoción de recursos por cuestiones meramente formales que en muchos casos implican un retraso en la administración de justicia. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, páginas 2065 y 2066)

Otro punto importante, relacionado con el control constitucional, es el relativo al de la suplencia de la queja, y si este se debe extender a todas las materias o eliminar el amparo de estricto derecho tal como hasta ahora se le conoce.

Nuevamente las diversas interpretaciones realizadas a través de las jurisprudencias, que se le han dado al artículo 76 de la Ley de Amparo, para regular la suplencia de la queja, ha generado problemas que han tenido que ser resueltos por los Tribunales Colegiados y la Suprema Corte, en muchas ocasiones en forma contradictoria, todo esto generado por una indebida redacción.

Quizás una buena reforma a la Ley de Amparo en esta materia sería que se eliminen todos los vicios de la anterior redacción y se defina si se suple en todas las materias o en ninguna.

La suplencia de la queja nació como excepción al principio de estricto derecho, y consiste en que al analizar la constitucionalidad del acto o actos reclamados, únicamente se deben analizar y estimar los conceptos de violación aducidos en la demanda de amparo, en los términos que se han formulado, prohíbe que el juez de amparo pueda expresar consideraciones respecto a la constitucionalidad del acto reclamado, que no se haya hecho valer expresamente por el quejoso.

Consideramos que las fracciones lV y Vl deben ser eliminadas, ya que el principio del juicio de amparo, es de estricto derecho y las excepciones ya se encuentran plasmadas a saber, en materia penal y la laboral.

Razón por la cual consideramos, que es un rubro que debería analizarse.

TEXTO PROPUESTO. ARTÍCULO 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia;

II. En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo;

III. En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta ley;

IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador;

V. En favor de los menores de edad o incapaces.

Agradeciendo de antemano las atenciones que se sirva prestar a la presente, aprovechamos la oportunidad para enviarle un cordial saludo. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2109 a 2111)

En dicho precepto se consagra la suplencia de la queja y expresamente en la fracción IV se establece que en materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador.

Derivado de dicha premisa en la práctica ocurre infinidad de injusticias, desconocemos si de buena o de mala fe y aún a sabiendas de que hay trabajadores que tienen como su modus operandi el promover juicios laborales aduciendo falsos despidos injustificados y a pesar de que se destacan en los procedimientos laborales que los juicios concretos devienen de una cadena de juicios instaurados por el trabajador contra el mismo patrón, los colegiados hacen caso omiso a dicha circunstancia y suplen sin explicación alguna la supuesta deficiencia de la demanda laboral o del recurso de revisión según se trate de juicio de amparo directo o indirecto y con ello afectan los intereses de los patrones a quienes siempre se les otorga el papel de “malos”. Perdemos de vista como lo sostenía el Ministro jubilado Lic. Noé Castañón León, que la suplencia de la queja o la suplencia de la deficiencia de la queja lo que busca en esencia es darle la razón a quien la tiene trabajo que debe estar encomendado al juzgador y se debe aplicar a todas las materias y en beneficio de cualquiera de las partes.  Por lo que consideramos que se debe reformar la fracción IV del precepto en comento indicándose que dicha suplencia también debe favorecer a los patrones. (Ignacio Quesada Castillo, Tomo III, página 2117)

ARTÍCULO 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia

II. En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo;

III. En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta ley;

IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador;

V. En favor de los menores de edad o incapaces; y

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa y que la misma trascienda al resultado del fallo. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2193 y 2194)

En cuanto al artículo 76 bis de la Ley, debe ser reformado, para quedar en los siguientes términos:  La suplencia de la queja consiste en decir que una autoridad violó un precepto constitucional  o legal, o bien una jurisprudencia, sin que el quejoso o recurrente se refiera a esa violación, o bien aludiendo a ella defectuosamente en sus conceptos de violación o agravios.  Por violación manifiesta de la ley se entiende como la imposibilidad del quejoso de lograr que se modifique el acto reclamado, ya sea porque no exista medio de defensa para ese efecto, o bien porque existiéndolo el quejoso no pudo agotarlo o agotando el mismo, le fue adverso.   Las autoridades que conozcan el juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos. 

Son  casos para suplir la deficiencia de la queja, entre otros, los siguientes:  I.-  Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales pro la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia,   II.-  Cuando se advierta que ha habido en contra  del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta que lo haya dejado sin defensa, III.-  Cuando  al quejoso o al recurrente no se le haya respetado la garantía de audiencia.

La autoridad que conoce del juicio de amparo debe, al momento de suplir la deficiencia de la queja, señalar cuál es el precepto legal o constitucional,  o bien la jurisprudencia infringida, cuál es el acto concreto de autoridad que contiene esta violación y las razones para considerar la misma. (Mario Gómez Mercado, Tomo IV, páginas 2679 y 2680).

Sin lugar a dudas la Reforma Constitucional de 1993 relativas precisamente a los derechos del ofendido que el artículo 20 Constitucional fracción X párrafo final le otorga a la víctima u ofendido por un delito, ha traído como consecuencia en las legislaciones secundarias importantes modificaciones surgiendo nuevas disposiciones y nuevos criterios tanto Jurisprudenciales como doctrinarios que vienen a revolucionar el procedimiento penal Mexicano.

En un principio, debe decirse que esa nueva reforma por su ubicación fue considerada por algunos como inapropiada y desafortunada pues justamente el artículo 20 de nuestra Carta Magna contiene lo que son básicamente significativas garantías para el inculpado durante el procedimiento Penal y que por ello hablar del ofendido en el referido precepto, se afirma, no es adecuado, sin embargo, debe reconocerse que independientemente de su ubicación las referidas Reformas deben estimarse acertadas pues miran hacia uno de los sujetos del drama penal que tradicionalmente pasaba desapercibido, casi en el anonimato no obstante que en torno a él gira toda la maquinaria de Procuración y Administración de Justicia.

En nuestra entidad, Hidalgo, ese nuevo concepto se ha visto reflejado en diversas reformas y adiciones que desde 1990 y hasta el mes de marzo de 1999 se han venido llevando a cabo en los dispositivos sustantivos y adjetivos entre los que destacan la obligación del Juzgador de tener con carácter de Coadyuvante al ofendido o a su representante a partir del auto de radicación del proceso, así, sin mayor trámite, basta con que se le reconozca el carácter de ofendido para que en consecuencia se le admita también como Coadyuvante del Ministerio Público y sólo en los casos de Homicidio se requiere que la persona que tenga derecho a la Reparación de los daños y perjuicios expresamente se constituya como Coadyuvante del Ministerio Público, teniendo el derecho de hacer valer alguno de los recursos que la Ley de la materia señala durante los cuales expresará los agravios que le cause la resolución combatida, en materia federal, el artículo 141 del Código de Procedimientos Penales otorga al ofendido ciertos derechos.

En el Estado de Hidalgo la asesoría jurídica a que hace referencia el artículo 20 Constitucional en su fracción X párrafo final y que como garantía tiene derecho la víctima o el ofendido ha quedado ampliada al imponerse como obligación del Estado pues en aquellos casos en que el ofendido no tenga los recursos necesarios para contratar un abogado particular, podrá solicitar al Ministerio Público o al Juzgador según sea el caso le asigne un asesor jurídico con remuneración a cargo del Estado.

En materia Constitucional debe recordarse el contenido del artículo 21 de la Ley Suprema en donde en su párrafo cuarto pone de manifiesto la posibilidad de que las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio de la acción penal puedan ser impugnadas por la vía Jurisdiccional resolviendo nuestro Alto Tribunal que ésta habrá de ser la Constitucional y quien sino la víctima o el ofendido será quien intente dicho juicio pues reciente directa o indirectamente la conducta calificada como delito y en especial puede privársele de la posibilidad de obtener la reparación del daño lo que le da legitimación para ejercer al respecto la acción de garantías toda vez que las resoluciones sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal puedan resultar directamente violatorias de las garantías del ofendido.

En las condiciones anotadas, resulta cuestionable que atentos al triple propósito del proceso penal de tutelar jurídicamente al inculpado (en lo que hace a sus legítimos intereses), al ofendido por el delito y a la sociedad, y la protección constitucional que ahora resulta obligada para la víctima u ofendido, se impone la necesidad de que en los juicios de amparo promovidos por éstos o su representante el Juez Federal supla también las deficiencias de los conceptos de violación de la demanda y de los agravios formulados en los recursos que la Ley de Amparo establece, no solo por lo que hace al reo sino también a quien reciente las consecuencias de la acción criminosa en su vida, salud, patrimonio o en algún otro bien jurídico protegido por la Ley razón por la cual se propone una adición al artículo 76 bis de la Ley de Amparo que imponga la obligación a la autoridad Federal de suplir las deficiencias cuando el peticionario de amparo lo sea también la víctima, ofendido o su representante.  (Esteban Espinosa Ramírez, Tomo IV, páginas 2757 a 2759).

LAS CUESTIONES FAMILIARES DENTRO DEL JUICIO DE AMPARO

Al margen de la discusión sobre si las cuestiones de índole familiar deben de estar incluidas tradicionalmente dentro del derecho civil o si bien deben de ser regulados por una rama independiente del derecho común, hemos de hacer hincapié en el que las cuestiones que se encuentran dentro del llamado derecho familiar merecen un tratamiento especial, dado que dentro de él se encuentran diversos supuestos que atañen a entidades y sujetos tales como la familia, el matrimonio, los menores, los incapaces y los ausentes, los cuales reclaman un tratamiento específico, que les separe de los principios igualitarios pregonados por el liberalismo y de los cuales tiene su sustento el derecho civil, que en muchos casos los coloca en situaciones no del todo favorables a los intereses primigenios que portan.

En este sentido, considero que como signatura fundamental de la reforma que se realice a la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales debe de serlo sin duda el de considerar a los temas del derecho de familia, como elementos fundamentales a proteger dentro del procedimiento de amparo, toda vez que el considerarlos junto con otra clase de temas que sólo responden a intereses particulares sin trascendencia común, se corre el riesgo de derruir las prerrogativas que la legislación ordinaria ha concedido en estos menesteres a efecto de lograr que el interés común que envuelven a estos supuestos queden plenamente salvaguardados.

Fácilmente se advierte que en el texto de la Ley de Amparo en vigor, algunas cuestiones son distinguidas del resto de casos que previene, ello en virtud a la trascendencia de los derechos que se tutelan.

Así verbi gracia tenemos que en el caso de la suspensión del acto reclamado, la Ley de Amparo reserva para algunos supuestos, la procedencia de oficio de la misma, tal y como lo señala en su artículo 123, al disponer:

Artículo 123.- Procede la suspensión de oficio:

I. Cuando que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal.

II. Cuando se trate de algún otro caso que, si llegaré a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual reclamada.

Como se aprecia, sólo para los casos antes enumerados se concederá la suspensión en forma oficiosa, para el resto de actos deberá llevarse a cabo a petición de parte y agotarse el incidente respectivo.

En ese mismo sentido la Ley de Amparo establece al lado del principio de estricto derecho, la facultad de suplencia de la queja en tratándose de amparos en materia laboral, penal y agrario, aún que hace excepciones en el resto de materias, en los casos consagrados por el artículo 76 bis en las fracciones I, V y VI, destacando en el presente caso que nos ocupa el contenido de la fracción V, que contempla supuestos afines a nuestro tema, dicho precepto establece lo siguiente:

Artículo 76 bis.- Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: ... V. En favor de los menores de edad o de los incapaces.

Con los dos anteriores ejemplos, se aprecia que la legislación de amparo concede a ciertos hechos un trato especial, a mayor abundamiento basta recordar el contenido del libro segundo de la Ley de Amparo, el cual se establece con el único propósito de fincar a favor de los sujetos enumerados en el artículo 212 de la propia ley, una serie de preferencias en su actuación procesal como parte en el amparo.

En este sentido, consideramos que ciertas situaciones de índole familiar, tal como lo es la concesión de alimentos, la custodia de menores, la protección de incapaces, medidas provisionales entre cónyuges, entre otros, deberían de incluirse dentro de estos supuestos de excepción. De esta forma el acto de autoridad consistente en denegar la fijación de una pensión alimenticia provisional o definitiva, que en determinado caso podría convertirse en acto reclamado de un juicio de amparo, bien ameritaría que se concediese una suspensión de oficio, o bien que en el caso de que en su escrito de demanda no se estableciese con toda certeza y propiedad los conceptos de violación que lo motivan, pudiese el juzgador de amparo suplir esta deficiencia y con esto evitar que por una deficiencia en la exposición de su demanda se dejase sin percibir alimentos a quien por derecho debería de corresponderle.

Los dos anteriores casos –la concesión de la suspensión oficiosa y la suplencia de la queja- sirven de fiel sustento a la tesis enarbolada líneas arriba, las cuales se proponen en forma enunciativa y no limitativa, a la serie de supuestos donde puede lograrse una amplia protección a los intereses tutelados por el derecho de familia, por lo que en realidad esto sólo propone evidenciar la necesidad de contemplar este aspecto dentro de una posible enmienda legislativa, la cual consideramos no escapa a la idoneidad o adecuación con los principios rectores del juicio de garantías, puesto que como se adujo, la propia ley en la actualidad concede estas concesiones, por lo que si se otorgan ciertas prerrogativas especiales a ejidatarios, trabajadores o procesados, por qué no hacerla extensiva a la familia, los menores, incapaces o el matrimonio.

En todo caso la reforma que adopte estas ideas debe de precisar los alcances de la misma, vigilando a qué sujetos y en qué condiciones puede obsequiarse estas preferencias y bajo qué supuestos pueden prestarse las mismas. En esta labor debe de ser fundamental el auxilio que preste la jurisprudencia existente hasta el momento, la cual ha tenido a bien reconocer esta realidad y en más de un caso ha atendido el silencio del texto legal. (Brígida Pérez Perusquia, Tomo IV, páginas 2786 a 2789).

II.‑ En cuanto a la suplencia de la queja deficiente.

El principio de estricto derecho que regía en el juicio de amparo, obligaba al órgano jurisdiccional al dictar sentencia, a sujetarse a los conceptos de violación contenidos en la demanda, sin que pudiera suplir al quejoso, de oficio, sobre aspectos de inconstitucionalidad de los actos reclamados que éste no señalaba.

Dicho principio ha sido criticado por eminentes juristas, entre los que destaca el Maestro Tena Ramírez, quien sostuvo que implicaba una restricción rigurosa al arbitrio judicial; que sacrificaba los derechos fundamentales al rigor de la fórmula, al tecnicismo sutil que requiere de servicios de profesionistas eminentes que no están al alcance de las personas de escasos recursos, los que quedaban a merced de un contrincante más hábil. Que se premiaba la destreza y no se perseguía la Justicia.

Otros, en cambio, lo han justificado, con el argumento de que por la propia naturaleza de los litigios en los que se ventilan intereses meramente privados, su defensa corresponde en forma íntegra a sus titulares y de ninguna manera a las autoridades de control constitucional.

Frente al principio aludido se encuentra el diverso relativo a la facultad de suplir la queja deficiente, que permite al órgano jurisdiccional perfeccionar, completar o aclarar las deficiencias de la demanda; de tal modo que puede, otorgarse el amparo en la sentencia con base en el concepto de violación suplidos o perfeccionados oficiosamente por el juzgador.

El Poder Constituyente de 1917, sólo la estableció a favor de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación y en materia penal. Posteriormente se amplió a jueces de Distrito y Tribunales Colegiados y se amplió a otras materias, como las siguientes:

Tratándose de leyes inconstitucionales, a partir de las reformas de 1984 a la Ley de Amparo, se obliga a suplir la deficiencia de la queja en cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En materia penal procede la suplencia de la queja deficiente aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.

En materia agraria opera a favor de los núcleos de población ejidal o comunal; de los ejidatarios y comuneros, y en general, de quienes pertenezcan a la clase campesina cuando los actos reclamados afecten sus derechos agrarios.

En otras materias, en referencia obvia por exclusión, a los asuntos del orden civil y administrativo, la suplencia se aplica cuando se advierte que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente, una violación manifiesta de la ley que lo hubiera dejado sin defensa.

En este último aspecto, existen criterios jurisprudenciales en el sentido de que, en razón de lo dispuesto por el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, en las citadas materias, el juicio de garantías ha dejado de ser de estricto derecho.

Para corroborar la exposición anterior, basta la lectura de las siguientes tesis y ejecutorias:

Octava Epoca

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 111 Primera Parte

Tesis: 3a./J. 22 (5/89)

Página: 399

SUPLENCIA EN LA
DEFICIENCIA DE LA QUEJA, IMPLICA UN EXAMEN CUIDADOSO DEL ACTO RECLAMADO. El artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, establece que las autoridades que conozcan del juicio de garantías deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos previstos en la propia ley, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa. Este dispositivo no puede ser tomado literalmente, pues si así se hiciera, su contenido se volvería nugatorio habida cuenta que contra los actos de autoridad arbitrarios e ilegales, el agraviado siempre podrá defenderse a través del juicio constitucional, de manera que la indefensión prevista nunca se presentaría; en cambio, una saludable interpretación del citado numeral permite sostener que la suplencia en la deficiencia de la demanda, ha lugar cuando el examen cuidadoso del problema que se plantea hace patente que la responsable infringió determinadas normas en perjuicio del quejoso, quien como consecuencia de ello, quedó colocado en una situación de seria afectación a sus derechos que de no ser corregida, equivaldría a dejarlo sin defensa.

Octava Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: IV Primera Parte

Tesis: LIV/89

Página: 122

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA. EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA PROCEDENTE.   El artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, dispone que la suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación o de los agravios procede "en otras materias" cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa. De lo anterior se sigue que la suplencia prevista en esa fracción opera en los amparos en las materias civil y administrativa, toda vez que el legislador, al emplear las palabras "en otras materias", se refiere a las que no están expresamente reguladas en las primeras cinco fracciones del artículo citado, y que son, precisamente, la civil y la administrativa.

Octava Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: IV Primera Parte

Tesis: LV/89

Página: 123

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA. PROCEDE UNICAMENTE ANTE UNA VIOLACION MANIFIESTA DE LA LEY. Para efectos de la suplencia de la queja deficiente, prevista en la fracción VI del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, que se refiere implícitamente a las materias civil y administrativa, debe establecerse que sólo procede ante una violación manifiesta de la ley, que es la que se advierte en forma clara y patente, que resulta obvia, que es innegable e indiscutible, y cuya existencia no puede derivarse de una serie de razonamientos y planteamientos cuestionables.

Octava Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: IV Primera Parte

Tesis: LVI/89

Página: 122

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA. DEBE SER ESTRICTA Y CIRCUNSCRIBIRSE A LA LITIS CONSTITUCIONAL. La suplencia de la deficiencia de la queja prevista por el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, debe ser de aplicación estricta y circunscribirse exclusivamente a la litis constitucional, lo que significa que no debe introducir en el juicio extraordinario cuestiones no controvertidas en el juicio ordinario, sobre las que no se expresaron razonamientos ni fueron materia de prueba.

Octava Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: IV Primera Parte

Tesis: LIX/89 

Página: 123

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA. SIGNIFICADO DEL SUPUESTO DE INDEFENSIÓN. El artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, establece, para suplir la deficiencia de la queja en las materias civil y administrativa, además de haberse producido en contra del quejoso o del particular recurrentes una violación manifiesta de la le que, el acto de autoridad lo haya dejado sin defensa. Este supuesto no debe interpretarse literalmente, ya que el precepto se volvería nugatorio, toda vez que contra todo acto de autoridad existen medios de defensa, entre ellos el juicio de amparo. Por ello, debe interpretarse esa disposición en el sentido de que indefensión significa que la autoridad responsable infringió determinadas normas de tal manera que afectó substancialmente al quejoso en su defensa.

Octava Epoca

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: V Primera Parte

Tesis: LXXXII/90

Página: 194

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA. No PERMITE EN LA HIPO TESIS PREVISTA EN LA FRACCION VI DEL ARTÍCUL0 76 BIS DE LA LE Y DE AMPAR0, VARIAR LA LITIS CONSTITUCIONAL. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 bis, fracción VI de la Ley de Amparo, procede suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de los agravios formulados en los recursos que establece la legislación en  consulta, la hipótesis prevista por dicha fracción, cuando se advierta que ha habido contra el quejoso o particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.  Luego, esta suplencia opera sólo respecto de los conceptos de violación o de los agravios, sin que se pueda variar la litis constitucional; es decir, no se pueden introducir en ésta, cuestiones no controvertidas en el juicio ordinario y el juzgador de amparo no puede integrar pruebas que el quejoso o el particular recurrente debieron ofrecer y rendir en el juicio de garantías.

En el mismo sentido, se han pronunciado los Tribunales Colegiados de Circuito y como referencia, enseguida se transcriben dos criterios al respecto:

Novena Epoca

Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tesis: VI.2o. J/166

Página: 1337

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA, PROCEDENCIA DE LA. De lo dispuesto por el artículo 76 bis, fracción VI de la Ley de Amparo, se desprende que es procedente suplir la deficiencia de los conceptos de violación o de los agravios "en otras materias" cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa; de lo que se sigue, que la suplencia prevista en esa fracción opera en los amparos en las materias civil y administrativa, toda vez que el legislador, al emplear las palabras "en otras materias", se refiere a las que no están expresamente reguladas en las primeras cinco fracciones del artículo citado, y que son, precisamente, la civil y la administrativa.

Octava Epoca

Instancia: TERCER TRIBUNAL, COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Tomo: VIII-Octubre

Tesis: VI. 3o. J/23

Página: 117

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA CIVIL, POR FALTA DE EMPLAZAMIENTO. De conformidad con el artículo 76 bis, fracción VI de la Ley de Amparo, las autoridades que conozcan del juicio de garantías, están facultadas para suplir la deficiencia de los conceptos de violación o de los agravios, en cualquier materia, aun la civil, cuando se advierte que ha habido en contra del quejoso una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa y entre tales violaciones es obvio que se encuentra la falta o el ilegal emplazamiento por ser la violación procesal de mayor magnitud y de carácter más grave, de ahí que si el juez de Distrito, al analizar las actuaciones del juicio de origen, suple la deficiencia de los conceptos de violación, al advertir que el emplazamiento a la sucesión demandada fue hecho en contravención a lo establecido en el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, no viola el principio de estricto derecho.

En las referidas condiciones, con la finalidad de que los tribunales de amparo no premien la destreza de los litigantes sino que actúen en el alto fin de conseguir la Justicia, convendría que en el nuevo ordenamiento se conservara la institución de la suplencia de la queja deficiente, clarificando los conceptos y términos de la actual redacción, e incorporar los extremos aludidos en los precedentes jurisprudenciales antes transcritos. Esto es: precisar que procede la suplencia de la queja deficiente en materias civil y administrativa y en cualquier materia; que procede ante una violación manifiesta de la ley, entendida como aquélla que se advierte cuando la autoridad responsable infringe determinadas normas de tal manera que afecta substancialmente las defensas del quejoso. Que la autoridad de amparo debe circunscribirse exclusivamente a la litis constitucional, sin introducir cuestiones no controvertidas en el juicio ordinario, sobre las que no se expresaron razonamientos ni fueron materia de prueba y que no puede integrar pruebas que el quejoso o el particular recurrente debieron ofrecer y rendir en el juicio de garantías.

Actualmente, el articulo 76 bis, fracción VI de la Ley de Amparo, previene:

ARTÍCULO 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

En razón de lo expuesto, se realiza la siguiente:

P R O P U E S T A

Que la nueva Ley de Amparo contenga una disposición en la que al respecto estatuya:

Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: .... En todas las materias, incluidas la civil y la administrativa, cuando se advierta que la autoridad responsable incurrió en una violación manifiesta de la ley que hubiera dejado sin defensa al quejoso o al particular recurrente y hubiera trascendido al resultado del fallo. En estos casos, la  autoridad de amparo debe circunscribirse exclusivamente a la litis constitucional sin introducir cuestiones no controvertidas en el JUICIO ordinario, y sin posibilidad de recabar pruebas que el quejoso o el particular recurrente debieron ofrecer y rendir en el juicio de garantías. (Herminio Huerta Díaz, Tomo IV, páginas 2904 a 2914).

DEL ARTICULO 107 CONSTITUCIONAL.- La necesidad de reformar el artículo 107 Constitucional, para ajustarse a los verdaderos requerimientos de la sociedad mexicana, se deriva de lo siguiente:

En contra del principio establecido por el articulo 133 Constitucional, de la supremacía de la Constitución y tratados Internacionales aprobados por el Senado sobre cualesquier otra ley secundaria, Constitución o Ley local, le da efectos individuales a las sentencias dictadas en los amparos promovidos en contra de leyes o actos de efecto general.

Permite, en el párrafo segundo de la fracción II, que la Ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucional, que es la Ley de Amparo, prevenga sobre la suplencia de la deficiencia de la queja, lo que ha producido el injusto efecto de que en el articulo 76 Bis, de la Ley de Amparo, se limite injustamente la suplencia de la queja a casos especiales y no a todas las materias, como debe ser el espíritu de la Constitución, pervertido por la Ley Reglamentaria; porque al final, a través de un juicio de garantías en el que el quejoso teniendo el derecho de ser protegido por la Justicia de la Unión, le es este negado el amparo por defectos de la queja, ahí se da, precisamente, la restricción de las garantías individuales.

Injustamente, en ese precepto, en el Articulo 107 fracción XIV, contempla la figura del sobreseimiento por inactividad y la caducidad, en el juicio de amparo.

Estimamos por ello, y por otras razones, que el articulo 107 Constitucional, debe ser reformado en su Fracción II, párrafos Primero, Segundo, y Cuarto y fracción XIV. El párrafo Primero, de la  Fracción II, en virtud de que un amparo enderezado en contra de una Ley o acto de autoridad de efecto general, en cuanto a su sentencia , como atinadamente lo ha sostenido el insigne jurista mexicano, Doctor Don Ignacio Burgoa Orihuela.

Si el efecto natural de la sentencia de amparo, es impedir que el acto reclamado pueda tener ejecución, por  haber sido declarado contrario a la Constitución, tratándose de una Ley o  de un acto de efecto general, la sentencia de amparo debe también producir efectos generales, precisamente en razón de haber sido declarada  la Ley o acto inconstitucional, y no permitir, nociva e innecesariamente, que ha sido tachada de ser en contra del texto Constitucional, siga produciendo sus efectos.

Ello, atendido también al principio de la supremacía de la Constitución sobre las demás leyes, establecido por el articulo 133 Constitucional, en relación con el articulo 1º. de la misma Ley, que confiere a todo individuo el derecho de gozar de las garantías individuales; no existiendo ninguna razón de que una Ley que ha sido declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deba seguirse aplicando en contra del principio sustentado por el precepto primero mencionado y produciendo el efecto de la negación del goce de las garantías.

Estimamos, pues, que el texto del Párrafo Primero de la Fracción II, del articulo 107 Constitucional, debe reformarse para que diga: 

“La sentencia siempre será tal, que solo se ocupe de individuos particulares, limitándose  a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general al respecto del acto que la motivare; excepto en el caso de que el amparo se promueva en contra de leyes o de actos de efecto general, en los que los efectos de la sentencia serán también generales”.

Respecto al Párrafo Segundo de la misma Fracción II del articulo 107 Constitucional, debe reformarse para que la suplencia de la queja sea general, y no conforme a lo  que disponga la Ley Reglamentaria, atendiendo a que conforme a las condiciones económicas sociales de la sociedad mexicana, principalmente a los muchos millones que están sujetos a extrema pobreza, existe para estos la imposibilidad de contratar un abogado, sobre todo que conozca del  “elitista juicio de amparo”, como lo establece nuestra actual e injusta legislación.

Con tristeza vemos en las listas de acuerdos de los Tribunales Federales que conocen de juicio de amparo, que la mayoría de estos se sobreseen, algunos se niegan, y un mínimo porcentaje se conceden casi siempre para efectos. Como vemos el espíritu de casi todos los Tribunales de amparo, es de desechar demandas, o de inventar causas de sobreseimiento, para nunca conocer el fondo de los negocios, situación que produce inevitablemente denegación de justicia y la restricción de las garantías individuales, por defecto de la Ley y de quienes la aplican.

Nace la necesidad entonces de que la suplencia de la queja sea general y no limitada, y que además, que el quejoso cuente con asesoría jurídica, por lo que el Párrafo Segundo de la Fracción II del articulo 107 de la Constitución, debe reformarse para decir :

“En el juicio de amparo y en todos los casos deberá suplirse la deficiencia de la queja y el agraviado contara con asesoría jurídica adecuada”.

Y a fin de quitar al juicio de amparo el carácter de elitista, con el propósito también de evitar la denegación de justicia por parte de los Tribunales de Amparo, debe adicionarse a la Fracción mencionada un párrafo que diga :

“ En la demanda de amparo bastara que se señale a la autoridad o autoridades responsables, el acto que se reclame de cada autoridad, el tercero o terceros perjudicados y el domicilio de estos, si el agraviado los conociera, para que el juez de Distrito, los Tribunales Colegiados de Circuito, o la Suprema Corte de Justicia, según sea el caso y el estado del juicio, procedan, existiendo el interés del jurídico del quejoso, a estudiar si el acto o actos que se reclaman de la autoridad son violatorios de las garantías individuales; y en tal condición, a amparar y proteger al agraviado en contra de dichos actos. Queda a cargo de la autoridad responsable y bajo su mas estricta responsabilidad, informar sobre la existencia de terceros perjudicados y del domicilio de estos cuando la demanda sea omisa, así como para remitir todos los documentos y pruebas que tuviere relativos al acto reclamado o que sean antecedentes al mismo”.

Esa adición, bien puede hacerse y para los mismos fines  en la Ley de Amparo, si se estima que no deba ser reformada para ese efecto la Constitución, con el fin de evitar los nocivos efectos producidos por el desechamiento de  demandas , sobreseimientos de amparo, en casos que debe protegerse al gobernado.

La Fracción XIV y el párrafo IV de la Fracción II también del articulo 107 Constitucional, estimamos que debe suprimirse la primera parte, en atención a que deben desaparecer las figuras del sobreseimiento y la caducidad procesal en el juicio de amparo, por ser injusto que se castigue al gobernado por el incumplimiento de los deberes de la autoridad; reformándose en tal sentido la Ley de Amparo, como adelante se indica. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, páginas 2 a 6)

Debe reformarse a su vez los artículos 76Bis y 166, de la Ley de Amparo, a fin de hacer mas sencilla la formación de la demanda de amparo y no dar lugar a que por defectos de esta, o de la queja, se niegue al quejoso el amparo y protección de la justicia federal cuando a este le han sido violadas las garantías individuales. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, páginas 12 y 13)

A fin de garantizar el fiel cumplimiento del articulo 1º  Constitucional , la reforma al articulo 76 bis, de la Ley de Amparo, podría ser en los siguientes términos: 

“Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir en todos los casos, la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, y aun la ausencia de los mismos cuando el acto reclamado indicado por el quejoso sea violatorio de las garantías individuales de este; debiendo suplir también , la deficiencia de los agraviados formulados en los recursos que eta ley establece”.  

Con ello se lograría, que el juicio de amparo esté, como debe ser al alcance de todo individuo en la República Mexicana. Para simplificar la demanda de amparo, el articulo 116 de la Ley de Amparo, bien podría adicionarse con lo siguiente: 

“ En caso de que el quejoso omita señalar las garantías violadas y los conceptos de violación, o lo hiciere equivocadamente, probándose la existencia del mismo acto reclamado y siendo este violatorio de garantías individuales las autoridades que conozcan del deberán suplir esa deficiencia en la sentencia que en su caso se dicte”. 

Es muy común, especialmente en materia penal, que al promoverse un juicio de amparo enderezado en contra de actos violatorios de las garantías  consignadas por los artículos 16, párrafo segundo, y 19 Constitucionales, aunque estén probadas en el juicio de amparo las violaciones de fondo de esos preceptos, que se traducen generalmente en la privación de la libertad del agraviado, al advertir los jueces de Distrito que el acto reclamado adolece defectos de forma, invocando la suplencia de la deficiencia de la queja, resuelven el amparo concediéndolo para el efecto de que, subsanadas las violaciones de forma, la autoridad responsable en plenitud de jurisdicción vuelva a resolver sobre el liberamiento o negativa de la orden de aprehensión, o de la formal prisión, según proceda.

Como consecuencia, la sentencia de amparo, dictada aparentemente para proteger al agraviado, por el contrario somete a este a una larga, injusta, e innecesaria prisión preventiva, lo que resulta a todas luces antijurídico y absurdo, atendiendo a las siguientes razones:

1ª.- Porque se rompe con el principio jurídico, de que lo accesorio sigue a lo principal, por lo que existiendo una violación de fondo que es la principal, debe de dejarse a un lado la accesoria , que es la forma.

2ª.- Porque si en el juicio de amparo en contra de una orden de aprehensión se reclama la violación directa de un precepto Constitucional, como lo es el párrafo segundo del articulo 16 Constitucional, que se refiere a una garantía especifica y no la general que contiene el párrafo primero de la misma disposición, al darse la violación directa al párrafo segundo, resulta indebido que se deje de proteger al agraviado de esa violación y se le concede el amparo por defectos de forma, lo que equivale sin lugar a dudas denegación de justicia Constitucional.

Lo mismo sucede cuando se reclama la violación a las garantías contempladas por el Párrafo Primero del articulo 19 Constitucional, que justificándose la violación a esa garantía especifica, se deniega la protección de la Justicia de la Unión por ese concepto y tratando de aparentar que se protege al inculpado se le concede el amparo para el efecto de que se suplan defectos de forma, que la mayoría de las veces no existen y constituye un medio para dejar de conocer el fondo de los amparos en contravención a lo dispuesto por los artículos 1º., y 103, Fracción y Constitucionales. El resultado, totalmente injusto, toda vez de que estando el agraviado privado de su libertad, sufre, en esas condiciones en que se da la violación las garantías  que otorgan los artículos 16, Párrafo Segundo, y 19 Párrafo Primero, para que se les dicte una nueva resolución, que siempre es en sentido negativo para el quejoso, lo que motiva la promoción de nuevos juicios de amparos totalmente innecesarios en contra de los nuevos autos.  Y si la autoridad responsable, en su nueva resolución no suple las deficiencias de forma y no son tratadas, por cualquier causa, en el recurso de queja, de nueva cuenta el nuevo amparo será “concedido” para el mismo efecto de que se suplan las deficiencias de forma, pudiendo el agraviado estar indefinidamente detenido cuando se dan violaciones directas a los preceptos Constitucionales mencionados. 

3ª.- La ultima razón, estriba que con esa perjudicial practica, que se da negativamente por omisión de la Ley de Amparo y no por el sentimiento de la misma ni de la Constitución, se eleva muy considerablemente el volumen de los amparos en tramite, en perjuicio de la Administración de justicia, dado que la cantidad innecesaria de negocios retarda la Administración de justicia y resta calidad a las resoluciones.  En tales condiciones, estimamos que el Capitulo X del Titulo Primero de la Ley de Amparo, debe adicionarse con una disposición que diga: (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, páginas 13 a 16)

ARTÍCULO 76 bis.- Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

. . .  

VI.- En todas las  materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente, una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa. (Salvador Bravo Gómez, Tomo  V, página 24)

Otra reforma que se propone, es al artículo 76 bis relativo a la suplencia de la deficiencia de la queja, así como de los agravios formulados en los recursos que la ley concede. En efecto, la ley de amparo, en el dispositivo legal invocado prevé la suplencia de la deficiencia en los conceptos de violación de la demanda en materia penal, en la agraria, en la laboral, así como en las demandas promovidas por menores de edad o por incapaces, ampliándolo en cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la suprema corte de justicia o bien, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa. Como puede observarse, la ley contempla diversas hipótesis en las que procede este beneficio que, a mi juicio, debe limitarse a la materia penal y cuando sea un menor o un incapaz el que promueva el amparo. Es perfectamente entendible que, tratándose de la libertad de la persona o de un menor o incapaz, proceda esta medida y, por tanto, la suplencia, pero en los demás casos y dado el incremento de los peritos en derecho en nuestra república mexicana, no es dable subsanar una anomalía de la demanda o de los agravios en los recursos que la ley reconoce, para enmendar, por parte del órgano de control constitucional, esa anomalía o irregularidad que presenta la parte afectada. En tales condiciones, se propone la reforma adecuada para que, el artículo 76 bis de la ley de amparo contenga únicamente dos fracciones, el cual quedaría redactado de la siguiente forma:

La ley reconoce, para enmendar, por parte del órgano de control constitucional, esa anomalía o la irregularidad que presenta la parte afectada, en tales condiciones, se propone la reforma adecuada para que, el artículo 76 bis de la ley de amparo contenga únicamente dos fracciones, el cual quedaría redactado de la siguiente forma:

“Art. 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I.- En materia penal. La suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo; y

II.- A favor de los menores de edad o incapaces. (José Antonio Gómez-Cambrón, Tomo V, páginas 54 y 55)

Artículo 77. Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo deben contener:

I.  La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados;

II.  Los fundamentos legales en que se apoyen para sobreseer en el juicio, o bien para declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado;

III.  Los puntos resolutivos con que deben terminar, concretándose en ellos, con claridad y precisión, el acto o actos por los que sobresea, conceda o niegue el amparo.

PROPUESTAS

En mi carácter tanto de autoridad responsable como de académica y de ciudadana interesada en la implantación de un eficiente sistema de impartición de justicia que garantice en todos los niveles la garantía contenida en el artículo 17 constitucional, me permito participar en esta consulta, para exponer una inquietud sobre la técnica y los principios del juicio de amparo, en particular con relación al contenido y los efectos de las sentencias de los juicios de amparo directo, específicamente en la materia laboral que me compete, problemática que he advertido no sólo en mi carácter de Presidenta de Junta Especial, sino como secretaria de estudio del Poder Judicial Federal, puesto en el que me desempeñé previamente a mi actual actividad.

b) CONSIDERACIONES O MOTIVOS QUE EXPLICAN ESTA APORTACIÓN:

Mi reflexión se refiere a la consideración que rige la actuación de los Tribunales Colegiados de Circuito al dictar las sentencias de concesión de amparo “para efectos”, en cuanto a señalar únicamente en forma genérica la violación en que incurrió la responsable al emitir el respectivo laudo, dejándola en plenitud de jurisdicción para resolver nuevamente, bajo la premisa de no substituir su imperio para analizar la controversia ante ella planteada. Tal principio que resulta impecable desde el punto de vista de la estructura y atribuciones de cada uno de los niveles de nuestro sistema de impartición de justicia, genera en la práctica una serie de vicios y de retrasos en la resolución definitiva de los juicios, propiciando la negación de la garantía constitucional de justicia pronta y expedita, además de una gran improductividad en la función jurisdiccional.

En efecto, consideremos el caso de cualquier juicio laboral: resulta evidente que la emisión del laudo va precedido de un estudio de la controversia y de las pruebas ofrecidas. Cuando dicho laudo es impugnado, el Tribunal Colegiado que conoce del respectivo amparo, debe realizar también un estudio general de tales cuestiones y, evidentemente se forma una opinión jurídica de la forma en que debió actuar la autoridad responsable. Sin embargo, este punto de vista en la gran mayoría de las ocasiones de las sentencias de concesión no se hace evidente, cuando para evitar “sustituir a la responsable” se le señala exclusivamente la violación en que incurrió y se le deja en libertad de jurisdicción para resolver lo que en derecho proceda. Lo anterior, independientemente de que muchas veces carece de claridad el sentido de la concesión, provocando problemas de interpretación para su cumplimiento, conlleva a que dicha autoridad responsable se vea obligada a hacer un nuevo estudio y análisis de la controversia planteada antes de emitir el segundo laudo, el cual es susceptible de ser nuevamente impugnado mediante un nuevo juicio de amparo, lo que da lugar a un tercer estudio del mismo expediente, habiendo ocasiones en que esta cadena se extiende a un sinnúmero de eslabones, lo que da lugar a que un mismo expediente se estudie varias veces hasta que se dicte una ejecutoria que constriña a la responsable. Además, resulta común que después de varios años y de diversos laudos y amparos, un juicio se resuelva, en los mismos términos en que se dictó el primer laudo, con el consecuente incumplimiento del ideal de justicia expedita y después de un desgaste innecesario de recursos y tiempo de las partes y de los órganos jurisdiccionales involucrados, traduciéndose ello en prácticas contrarias a los propósitos de productividad y eficiencia que se buscan en el México actual.

A mi juicio, ello se evitaría si, - respetando desde luego la premisa de que si existen violaciones procesales, o violación en aspectos que como la prescripción o la falta de legitimación, deben estudiarse previamente al fondo de la controversia -, al advertir el Tribunal una violación de fondo, no se limite a señalarla en su sentencia para que sea reparada por la responsable con libertad de jurisdicción, sino que igualmente determine con precisión los lineamientos a los que la responsable debe ceñirse en la emisión del nuevo laudo, con lo cual éste ya no resulte impugnable por la vía del amparo, sino en todo caso de la queja por exceso o defecto en el cumplimiento de la respectiva ejecutoria, la cual en caso de resultar procedente daría lugar a un laudo que necesariamente sería el último.

Lo anterior reduciría significativamente el lapso existente entre la presentación de la demanda de primera instancia y el laudo firme, con lo cual no sólo se favorecerían los intereses de los trabajadores que se ven sumamente afectados por la tardanza existente en la resolución definitiva de su juicio sino de los patrones que ven incrementadas sus condenas con el pago de salarios caídos derivados de dicha tardanza. Pero, sobre todo el proceder que se sugiere colaboraría enormemente para la reducción de los juicios de amparo que se tramitan, cuyo incremento desmedido y eventual “abuso”, es motivo de preocupación del Poder Judicial Federal, disminuyendo también los recursos y el tiempo invertidos por las autoridades de primera instancia en el cumplimiento de dichas ejecutorias, contribuyendo a disminuir el rezago de juicios que actualmente las asola.

Por otra parte, debe destacarse la situación que deriva del hecho de las concesiones de amparo por violaciones procesales que no trascienden en el fondo del fallo o por violaciones de fondo que aún reparándolas van a dar lugar a una resolución similar. Si bien es verdad que el criterio adoptado por el Consejo de la Judicatura Federal en cuanto a que el órgano que conoció del primer amparo debe conocer de los sucesivos, colabora a evitar esta práctica, a mi juicio sería necesario adoptar medidas más contundentes para limitarla.-

C) PROPUESTA.- 

Mi propuesta se orienta a que en el capítulo relativo a las “Sentencias de Amparo”, en particular en el artículo 77 de la actual Ley de Amparo, relativo al contenido de las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, se  agregue como fracción IV lo siguiente:

“Artículo 77:---IV.- En el caso de las sentencias que concedan el amparo, se deberán precisar con claridad los lineamientos a los que debe ceñirse la autoridad responsable en la cumplimentación de la respectiva sentencia.”

Para el caso de que no se considere esta propuesta, me permito sugerir que quizá mediante la vía de los acuerdos internos, se haga conciencia en los órganos de dicho Poder Judicial, sobre la importancia de emitir sentencias en las que se señalen con claridad las violaciones constitucionales existentes y en las que las concesiones de amparo no se rijan por consideraciones formales, sino que bajo la premisa de una auténtica impartición de justicia, tales concesiones se limiten a los casos en que efectivamente existan violaciones que resulten trascendentes. (Ana María Conesa Ruíz, Tomo II, páginas  1245 a 1249)

También se propone que el artículo 77 de la Ley de Amparo se adicione con un párrafo o fracción I bis, para que se establezca que en las sentencias de amparo deberán analizarse y resolverse, ya sea porque las partes las hagan valer en sus conceptos de violación, o aún de oficio, todas las violaciones procesales o formales, que se adviertan en el acto reclamado, lo que impediría que en un mismo asunto se tramiten varios juicio de amparo lo que va en contra de lo dispuesto en el artículo 17 constitucional, que consigna la garantía de justicia pronta y expedita, ya que de resolverse en la sentencia todas las violaciones de esa naturaleza y de resultar fundadas varias de ellas, la autoridad responsable, en el supuesto de que esté obligada a emitir un nueve acto, deberá subsanar esas violaciones, por lo que, en su caso, se tramitaría un segundo amparo, en el que ya se resolvería respecto del fondo de asunto, evitando infinidad de juicio que en muchas ocasiones las partes los hacen valer invocando las violaciones a que se hace referencia, porque así les conviene.

La propuesta que se realiza debe ser incluida en el Libro Primero, Título Primero, Capítulo X “De las Sentencias”, y quedaría de la siguiente forma:

…

I. bis.  El análisis de todas las violaciones procesales y formales que contenga el acto reclamado ya sea que las haga valer la parte quejosa en sus conceptos de violación o de agravios, o advertidas de oficio por el juzgador”. (Rosa Elena Rivera Barbosa, Tomo III, páginas 1757 y 1758)

séptimo.- En cuanto al alcance de las sentencias de amparo, estimamos que debido a la eficacia y seguridad legal de la ley concreta, no es permitible de acuerdo a la técnica jurídica, como alguien propone, que las resoluciones de amparo incorporen a entidades ajenas a la litis constitucional resuelta en las instancias de amparo; en efecto, la ley concreta constituida por las sentencias de amparo, sólo debe obligar a las partes contendientes y a sus causahabientes. Quedan para las entidades ajenas a la contienda amparista, los beneficios de las tesis y criterios jurisprudenciales emitidos por los jueces, magistrados y ministros. Entender lo contrario significaría incluir obligadamente como partes de una controversia amparista a todos los gobernados, lo que no es ni lógico ni razonable ni jurídico.

 
Sin embargo, entendemos que hay que profundizar en la instrumentación legal de las sentencias de amparo, con la finalidad de evitar que, como reiteradamente sucede, los jueces y magistrados, al resolver, omitan importantes consideraciones que resultan de insoslayable estudio, valoración y definición; sucede que de acuerdo a los criterios de la justicia federal que ya son de explorado derecho en el sentido de que el examen de pruebas no debe de ser general, sino específico y concreto, se han dado a la tarea de examinar cada prueba en forma aislada, de tal suerte que tales estudios y consideraciones en relación con las constancias de autos, a nada conducen, al menos con la firmeza que demanda la seguridad legal; así las cosas, resulta impostergable a la legalidad y a la seguridad jurídica constitucionales, que las sentencias de amparo se emitan bajo un lineamiento de obligada observación, que contenga los más elevados principios de la técnica jurídica, con la finalidad de que las sentencias de amparo surtan en favor de los gobernados los afanes de justicia que todos pretendemos, elevados propósitos y fines republicanos que poco se pueden lograr si se constriñe el examen de la controversia constitucional a apreciaciones limitadas, ya que es precisamente el ámbito constitucional del juicio de amparo, en el que las contiendas se deben conocer y resolver en razón fundamental de la verdad, que por diversos motivos los contendientes del amparo no pudieron obtener en los juicios de origen; en efecto, resulta desalentador que no obstante aportar en los juicios de amparo diversas probanzas que hacen entender de manera fehaciente la falta de motivación y de fundamentación del acto reclamado, éste a pesar de sus vicios siga prevaleciendo, porque los jueces y magistrados no pueden acceder al estudio y consideración de probanzas en forma abierta, como lo reclama el derecho contemporáneo; así, nos permitimos proponer las reformas a los artículos 77 y 78 de la ley de amparo, en los siguientes términos:

"artículo 77.- Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo deben contener:

i.- La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados; para lo cual se procederá al examen de cada una de las pruebas aportadas por las partes y de las que obren en autos, determinando su valor legal intrínseco, así como el que resulte de relacionarlas unas con otras en forma razonada, lógica y congruente.

ii.- ...

iii.- Los puntos resolutivos con que deben terminar, concretándose en ellos con claridad y precisión, el acto o actos por los que se sobresea, conceda o niega el amparo. En tratándose de sentencias que concedan el amparo, deberán fijarse además, con igual claridad y precisión, los contenidos, alcances y efectos jurídicos y legales de la resolución".


"artículo 78.- En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el acto reclamado se apreciará en razón de las pruebas aportadas por las partes y de las que obren en autos.


El juez del amparo deberá recabar oficiosamente pruebas que, estime necesarias para la resolución del asunto". (Jesús González Moreno, Tomo III, páginas 1809 a 1812)

ARTÍCULO 77. Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo deben contener:

I. La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados;

II. Los hechos  y fundamentos legales en que se apoyen para sobreseer en el juicio, o bien para declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado; y

III. Los puntos resolutivos con que deben terminar, concretándose en ellos, con claridad y precisión, el acto o actos por los que sobresea, conceda o niegue el amparo. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2194)

Se adiciona la exigencia de que en las sentencias de amparo indirecto se cumpla con el principio de congruencia, exigido en la propia Ley de Amparo para las sentencias de Amparo Directo.

TEXTO PROPUESTO

Art. 77 Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo deben contener:

I La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados;

En ningún caso comprenderán más cuestiones que las legales propuestas en la demanda de amparo.

II. Los fundamentos legales en que se apoyen para sobreseer en el juicio, o bien para declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado

III. Los puntos resolutivos con que deban terminar, concretándose en ellos, con claridad y precisión, el acto o actos por los que sobresea, conceda o niegue el amparo. (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2749 a 2751).

Esto, en razón de que al no estar previsto que la autoridad al  resolver  el  juicio  de garantías, precise con claridad y precisión los efectos para los cuales se otorga el amparo, a la fecha existen un sin número de ejecutorias que no pueden ser   cumplidas   por   las autoridades responsables.

TEXTO QUE SE PROPONE

Artículo 77.- …

III. Los puntos resolutivos con que deban terminar, concretándose en ellos, con claridad y precisión, el acto o actos por los que se sobresea, conceda o niegue el amparo; así como de sus efectos en caso de otorgarse éste. (Manuel Fuentes Muñiz, Tomo V, páginas 169 y 170)

Comentario

La presente reforma establece la incorporación del concepto de aclaración de sentencia, misma que no se preveía en las disposiciones vigentes, incluyendo el procedimiento, bajo el cual se desahoga la aclaración de sentencia.

Cabe mencionar que la aclaración de sentencia que se propone sólo procederá después de que ésta haya causado ejecutoria, en virtud de que antes de que se actualice dicha situación, las sentencias pueden ser impugnadas y por ello modificadas. 

Reforma

ARTICULO 77-A.- Por una sola ocasión podrá pedirse la aclaración o adición de la sentencia incidental o definitiva. El promovente deberá presentar dentro de los tres días siguientes contados a partir de que le sea notificado el acuerdo que establezca que la sentencia, expresando la contradicción, ambigüedad u obscuridad que contenga.

El órgano del conocimiento resolverá dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que haya sido presentado el escrito de aclaración lo que estime procedente, sin que pueda variar la substancia de la resolución.

El auto que resuelva sobre la aclaración o adición de una resolución, se reputará parte integrante de ésta, y no admitirá recurso alguno. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 256 y 257)

Artículo 78.  En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el acto reclamado se apreciará tal como aparezca probado ante la autoridad responsable, y no se admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad para comprobar los hechos que motivaron o fueron objeto de la resolución reclamada.

En las propias sentencias sólo se tomarán en consideración las pruebas que justifiquen la existencia del acto reclamado y su constitucionalidad o inconstitucionalidad.

El juez de amparo deberá recabar oficiosamente pruebas que, habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y estime necesarias para la resolución del asunto.

PROPUESTAS

(ACTUAL ARTICULO 78).-


……………

El juez de amparo deberá recabar oficiosamente pruebas que, habiendo sido rendidas ante la responsable no obren en autos, y estime necesarias para resolución del asunto; o bien cuando se trate de los amparos de la libertad precisadas en la fracción II del artículo 136 de esta ley. (Juventino V. Castro y Castro, Tomo I, páginas 152 y 153)

En cuanto al alcance de las sentencias de amparo, estimamos que debido a la eficacia y seguridad legal de la ley concreta, no es permitible de acuerdo a la técnica jurídica, como alguien propone, que las resoluciones de amparo incorporen a entidades ajenas a la litis constitucional resuelta en las instancias de amparo; en efecto, la ley concreta constituida por las sentencias de amparo, sólo debe obligar a las partes contendientes y a sus causahabientes. Quedan para las entidades ajenas a la contienda amparista, los beneficios de las tesis y criterios jurisprudenciales emitidos por los jueces, magistrados y ministros. Entender lo contrario significaría incluir obligadamente como partes de una controversia amparista a todos los gobernados, lo que no es ni lógico ni razonable ni jurídico.

 
Sin embargo, entendemos que hay que profundizar en la instrumentación legal de las sentencias de amparo, con la finalidad de evitar que, como reiteradamente sucede, los jueces y magistrados, al resolver, omitan importantes consideraciones que resultan de insoslayable estudio, valoración y definición; sucede que de acuerdo a los criterios de la justicia federal que ya son de explorado derecho en el sentido de que el examen de pruebas no debe de ser general, sino específico y concreto, se han dado a la tarea de examinar cada prueba en forma aislada, de tal suerte que tales estudios y consideraciones en relación con las constancias de autos, a nada conducen, al menos con la firmeza que demanda la seguridad legal; así las cosas, resulta impostergable a la legalidad y a la seguridad jurídica constitucionales, que las sentencias de amparo se emitan bajo un lineamiento de obligada observación, que contenga los más elevados principios de la técnica jurídica, con la finalidad de que las sentencias de amparo surtan en favor de los gobernados los afanes de justicia que todos pretendemos, elevados propósitos y fines republicanos que poco se pueden lograr si se constriñe el examen de la controversia constitucional a apreciaciones limitadas, ya que es precisamente el ámbito constitucional del juicio de amparo, en el que las contiendas se deben conocer y resolver en razón fundamental de la verdad, que por diversos motivos los contendientes del amparo no pudieron obtener en los juicios de origen; en efecto, resulta desalentador que no obstante aportar en los juicios de amparo diversas probanzas que hacen entender de manera fehaciente la falta de motivación y de fundamentación del acto reclamado, éste a pesar de sus vicios siga prevaleciendo, porque los jueces y magistrados no pueden acceder al estudio y consideración de probanzas en forma abierta, como lo reclama el derecho contemporáneo; así, nos permitimos proponer las reformas a los artículos 77 y 78 de la ley de amparo, en los siguientes términos:

"artículo 77.- Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo deben contener:

i.- La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados; para lo cual se procederá al examen de cada una de las pruebas aportadas por las partes y de las que obren en autos, determinando su valor legal intrínseco, así como el que resulte de relacionarlas unas con otras en forma razonada, lógica y congruente.

ii.- ...

iii.- Los puntos resolutivos con que deben terminar, concretándose en ellos con claridad y precisión, el acto o actos por los que se sobresea, conceda o niega el amparo. En tratándose de sentencias que concedan el amparo, deberán fijarse además, con igual claridad y precisión, los contenidos, alcances y efectos jurídicos y legales de la resolución".


"artículo 78.- En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el acto reclamado se apreciará en razón de las pruebas aportadas por las partes y de las que obren en autos.


El juez del amparo deberá recabar oficiosamente pruebas que, estime necesarias para la resolución del asunto". ". (Jesús González Moreno, Tomo III, páginas 1809 a 1812)

ARTÍCULO 78. En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el acto reclamado se apreciará tal como aparezca probado ante la autoridad responsable, y no se admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad para comprobar los hechos que motivaron o fueron objeto de la resolución reclamada.

En las propias sentencias sólo se tomarán en consideración las pruebas que justifiquen la procedencia o improcedencia del juicio de garantías, el sobreseimiento o la caducidad de la instancia, así como la existencia del acto reclamado y su constitucionalidad o inconstitucionalidad.

El Juez de Distrito o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito  deberá recabar oficiosamente pruebas que, habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y estime necesarias para la resolución del asunto. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2194 y 2195)   
Artículo 79.  La Suprema Corte de Justicia de la Nación, los tribunales colegiados de circuito y los jueces de distrito, deberán corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrán examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda.

PROPUESTAS

Prevalencia del Derecho.

En el tipo de contenciones de interés público, como la que ahora capta nuestra atención, es totalmente irrazonable que las causas se resuelvan con estricto apego a las argumentaciones legales de las partes en conflicto, hipótesis en la cual los desaciertos, omisiones y errores suelen conducir a resultados absurdos, y situaciones extremas, a la negación del Derecho mismo.

Tratándose del juicio de amparo, cuya materia se centra en posibles violaciones directas a la Constitución, más particularmente a las garantías individuales, es preciso que en forma legal se de una aplicación de máximo alcance a la suplencia de la queja, a pesar de que esto se traduzca en una ventaja sobre todo para la parte quejosa, pues, como se ha manifestado en apartados anteriores, su posición es débil comparativamente con el aparato gubernamental que cuenta con unidades especializadas en materia legal y contenciosa.

Sobre este aspecto no debe perderse de vista que otras entidades del sector oficial están actuado oficiosamente para proteger los derechos esenciales del individuo, como persona y como ciudadano, o en último caso brindan asesoría gratuita para evitar errores defensivos en esta materia, lo que no está aconteciendo en el Poder Judicial Federal. (Ivan Rueda Heduán, Tomo I, página 107 y 108)

Justicia de Fondo.

Nuestro actual sistema propicia, o al menos permite, que los juicios “suban y bajen” dentro de las jerarquías jurisdiccionales, sin encontrar solución de fondo, sobre todo cuando se plantean violaciones formales o de carácter procedimental, lo cual es absolutamente común, provocándose así que los expedientes sean reenviados a su jurisdicción original por los tribunales revisores cuando reconocen cierto tipo de irregularidades, para el efecto de que se enmienden los vicios configurados y se vuelva a dictar sentencia, todo lo cual puede ser reiterativo, sin que existan limitantes en las regulaciones procesales a esta censurable práctica.

En algunos casos, cuando los formalismos afectan esencialmente los derechos de las partes contendientes, tal mecánica puede justificarse, pero no así en otras situaciones en que los vicios conformados resultan intranscendentes o pueden subsanarse en las etapas finales de revisión, casos en los que debe prevalecer una normatividad distinta, tendiente a la resolución sustancial y definitiva de la causa. 

El juicio de amparo no escapa a la referida rutina, aceptada por décadas a pesar de la interferencia que ocasiona a los justiciables en el logro de sus propósitos finales, de tal manera que debe recomendarse la adopción de nuevas medidas tendientes a la pronta solución del proceso atendiendo el apotegma “justicia denegada”. (Ivan Rueda Heduán, Tomo I, páginas 113)

Es menester que se ordene que en las sentencias de amparo se traten todos los conceptos de violación que se hagan valer por los quejosos y no que, con el pretexto de que ya se trataron algunos puntos, se omitan otros que son de importancia. (Jorge Manuel Garizurieta González, Tomo I, página 169)

Debe reformarse el artículo 79 de la Ley de Amparo, para obligar a los Jueces Federales y Ministros a fundar sus sentencias no solo en los conceptos de violación y agravios, sino “además en los razonamientos de las partes”; este agregado de la Reforma de 1984, desnaturaliza la técnica de Amparo, de antaño existe Jurisprudencia de la Suprema Corte, que ha sido sostenida. (Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, página 867)

Debe reformarse el artículo 79 de la Ley de Amparo para eliminar la frase “además en los razonamientos de las partes”, ya que el Juez al dictar la sentencia analiza los conceptos de violación o agravios, por lo que debe eliminarse este agregado de la reforma de 1984 que desnaturaliza la técnica del amparo. (Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, página 872)

Estudio del fondo del asunto.  Es importante establecer en la ley que los Tribunales Federales resolverán en primer lugar sobre el fondo del amparo, y sólo concederán el amparo pro vicios de forma cuando el particular hubiera quedado en estado de indefensión y no se pueda a través del amparo tramitar y subsanar y vicio de forma y dejar sin efecto el acto de autoridad.  Con ello se pretende transformar al amparo de un juicio de nulidad a un juicio con plena jurisdicción. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, páginas 1794 y 1795)

ACLARACION DE SENTENCIA.  Podría establecerse texto expreso en la Ley de Amparo que determine cuándo y por qué, así como el plazo, de aclaración de sentencias de amparo.  Ya que al no existir este texto da margen a una laxa interpretación de si procede la aclaración en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles o Penal, o bien de recurso de revisión. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1798)

2.- En algunos casos los Tribunales de Amparo conceden la protección de la Justicia de la Unión tomando como base los 2 conceptos de violación que tienen que ver con el fondo del asunto, sin entrar al estudio de los demás conceptos de violación que también tienen que ver con el fondo del asunto: Por lo que se propone se estudien todos y cada uno de los conceptos de violación. (Héctor Manuel Medrano Hurtado, Tomo III, página 1799)

ARTÍCULO 79. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados  y Unitarios de Circuito y los Jueces de Distrito, deberán corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrán examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda de amparo o en el escrito de agravios. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2195)

Si la demanda de amparo por jurisprudencia firme es un todo, sin importar cierto desorden en que incurren algunos quejosos, ello  debe llevar al juez a examinarla en su conjunto, hasta donde sea posible. evitando el amparo para efectos.  Se propone la siguiente redacción del artículo 79 de la Ley.

La Suprema  Corte  de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados de Circuito y los Jueces de Distrito, que conocer del juicio de amparo y de los recursos contemplados en esta ley, están obligados:

A corregir los errores que adviertan en la  cita de los preceptos constitucionales y legales que estimen violados; II.-  A examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios,  así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda; III.-  A examinar en primer lugar los conceptos de violación y agravios que tiendan a una concesión lisa y llana del amparo y IV.-  A precisar los efectos de la concesión cuando ésta sea por vicios de forma o de procedimiento. (Mario Gómez Mercado, Tomo IV, página 2679).

Artículo 80.  La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija.

PROPUESTAS

1.1 Antecedentes del principio de relatividad. Con el triunfo de la tendencia federalista en 1847, Mariano Otero fue comisionado para redactar el proyecto de reformas que deberían introducirse a la Constitución de 1824, el que luego de aprobarse en sus términos y promulgarse pasó a formar parte del derecho como el Acta de Reformas de 1847, en cuyo artículo 25 se establecía: “Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concede esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo ya sea de la federación, ya de los Estados; limitándose a impartir su protección en el caso particular sobre el que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general, respecto de la ley o acto que la motivare”.

Tal disposición es desde ese entonces principio rector del juicio de garantías, pues la protección de los gobernados por los tribunales de amparo se concreta a protegerlos en el caso sobre el que verse el proceso constitucional, sin hacer ninguna declaración general de la ley o acto que motivare la protección.

1.1.1 La razón del principio de relatividad -según Otero y los Constituyentes de 1857- era evitar una declaración general de inconstitucionalidad que derogara o aboliera la ley reclamada, y que con ello provocara fricciones entre los poderes o pugnas violentas entre el Poder Judicial y el Poder Legislativo y aún el Ejecutivo.

1.1.2 Quizás los comentarios de Alexis de Tocqueville sobre el funcionamiento del Poder Judicial Federal de los Estados Unidos de Norteamérica, fueron los que inspiraran a Otero y a los Constituyentes de 1857, al sostener que las sentencias “no tienen por objeto más que el descargar el golpe sobre un interés personal y la ley sólo se encuentra ofendida por causalidad. De todos modos, la ley así censurada no queda destruida; se disminuye sí, su fuerza moral, pero no se suspende su efecto material. Sólo perece, por fin, poco a poco y con los golpes redoblados de la jurisprudencia”.   

1.2 Marco jurídico. El principio de relatividad de las sentencias de amparo se encuentra  previsto en los artículos 107, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 76 y 80 de la Ley de Amparo.

El primero establece que todas las controversias de que habla el artículo 103 constitucional, se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, pero entre las bases que señala está la de que la sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que versa la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

Mientras el segundo dispone que las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare; y el tercero, que la sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir por su parte, lo que la misma garantía exija.

1.3 De acuerdo con el contenido de los anteriores preceptos, los efectos de la sentencia de amparo en un caso concreto, no producen consecuencias en todos los casos similares ni respecto de cualquier afectado por la ley o por el acto reclamados, aun cuando guarde idéntica posición jurídica con el que obtuvo la protección constitucional, es decir, la sentencia de amparo no surte efectos erga omnes sino sólo respecto de quien demandó el amparo; de manera que la ley o acto reclamados permanecen inalterados -desde el punto de vista de su validez o vigencia- para todos aquellos que no hayan sido el quejoso.

2.CASO DE EXCEPCION DE INAPLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD

2.1 La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido jurisprudencia de que tratándose del litisconsorcio pasivo necesario, el principio de relatividad no debe aplicarse al ejecutarse la sentencia de amparo sino que sus efectos también se extienden a favor de los litisconsortes que no acudieron al juicio de garantías; ello con base en que, por virtud de ese fenómeno procesal, existe unidad y el interés es común entre todos los litisconsortes, por lo que no debe dividirse el juicio cuando se ordena reponer el procedimiento por uno de ellos sino mantener la unidad del juicio y la reposición debe abarcar a todos los litisconsortes. Dicha jurisprudencia
 es del rubro: “SENTENCIAS DE AMPARO. CUANDO ORDENEN REPONER EL PROCEDIMIENTO, SUS EFECTOS DEBEN HACERSE EXTENSIVOS A LOS CODEMANDADOS DEL QUEJOSO, SIEMPRE QUE ENTRE ÉSTOS EXISTA LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO”.

Y si bien su fundamento consiste en que los efectos del litisconsorcio pasivo sólo se producen dentro del proceso correspondiente, que éste es una unidad y que las consecuencias de una sentencia protectora sí deben alcanzar o beneficiar a los codemandados del quejoso en el juicio natural, por constituir -la reposición de su procedimiento- un acto necesario para el debido cumplimiento de la ejecutoria de amparo; la consideración de que esto no implica infracción al principio de relatividad, porque no se está en la hipótesis de que una sentencia de amparo se hubiese ocupado de individuos particulares o de personas morales diversas a quienes hubieren solicitado la protección federal, viene a demostrar no sólo la precisión del alcance de la jurisprudencia y lo absurdo de que se reponga un juicio por uno y quedara firme por otros, sino la ventana jurídica por la que pueda apartarse del principio de relatividad.

2.2 La ley sólo queda abrogada o derogada por otra cuyo nacimiento le preceda y que así expresamente lo declare, o bien que contengan disposiciones incompatibles entre una y otra, pero lo cual es obra del  Poder Legislativo. 

Al Poder Judicial de la Federación se le encomienda la decisión de inconstitucionalidad o no de una ley; y cuando la declara en sentencia de amparo, su efecto es que no se le aplique exclusivamente al gobernado que la haya reclamado, pero no se hace extensiva –tal inaplicación- a quienes no hayan demandado la protección constitucional. El Poder Legislativo debiera subsanar los errores en que incurra al aprobar la ley cuando se hagan notables por la sentencia de amparo; empero no lo hace, pese a la declaración de inconstitucionalidad, de ahí que incluso el mecanismo jurisprudencial resulta ineficaz para anular la ley inconstitucional que se declara a través del mismo. 

La ley es general, por tanto, cuando la misma es declarada inconstitucional en beneficio del quejoso que la reclamó los efectos protectores de la sentencia de amparo también han de ser generales, pues con esa sentencia de amparo lo que se defienden son las garantías individuales que resultan vulneradas con el acto de la autoridad legislativa; de manera que si el juicio de amparo es el medio eficaz que los gobernados tienen para defender sus derechos públicos subjetivos que se trastocan por una ley o por un acto de autoridad, haciendo prevalecer la Constitución y sometiendo a la autoridad a la misma, es inconcuso que no hay razón para que a los gobernados -no quejosos-  se les siga sometiendo a una ley que es inconstitucional so pretexto de la relatividad de las sentencias de amparo.

No debe perderse de vista que la institución del juicio de amparo ha sido acogida por el derecho positivo extranjero
 y que, incluso, en el mismo actualmente presenta el avance que se comenta, en cuanto a que en materia de inconstitucionalidad de leyes la sentencia tiene efectos erga omnes; además de que en el derecho positivo mexicano ya ha desaparecido cualquier temor de pugna entre los Poderes de la Unión, tan es así que las sentencias que se dictan en las acciones de inconstitucionalidad
, los efectos de invalidez son generales.

3. PROPUESTAS DE REFORMAS A LOS ARTÍCULOS 107, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN, Y 76 Y 80 DE LA LEY DE AMPARO.

“Artículo 107.- ..... II. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto del acto que la motivare, a excepción de cuando se trate de una ley”.

“Artículo 76.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto del acto que la motivare, a excepción de cuando se trate de una ley”.

Se considera que en la declaración respecto de la ley o acto que motiva la demanda de amparo, es donde deben reformarse las disposiciones constitucional y reglamentaria que se analizan, dado que idénticamente establecen en lo conducente “...sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare” y se propone “...sin hacer una declaración general respecto del acto que la motivare, a excepción de cuando se trate de una ley”. 

En cuanto al artículo 80 de la Ley de Amparo, se propone como reforma la supresión de “al agraviado” y sustituir el verbo “restituir” por “restitución”, pues dispone: “La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada,...”; y deberá establecer: “La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto la restitución en el pleno goce de la garantía individual violada,...” (Victorino Rojas Rivera, Tomo IV, páginas 2658 a 2664).

Otra de las cuestiones graves que presenta la Ley de Amparo, por omisión, y que en la práctica, por el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación trae como consecuencia la tramitación de miles de amparos innecesarios, a pretexto de la suplencia de la deficiencia de la queja, es por lo siguiente:

Es muy común, especialmente en materia penal, que al promoverse un juicio de amparo enderezado en contra de actos violatorios de las garantías consignadas por los artículos 16, Párrafo Segundo y 19 Constitucionales, aunque estén probadas en el juicio de amparo las violaciones de fondo de esos preceptos, que se traducen generalmente en la privación de la libertad del agraviado, al advertir los jueces de Distrito que el acto reclamado adolece de defectos de forma, invocando la suplencia de la deficiencia de la queja, resuelven el Amparo concediéndolo para el efecto de que subsanadas las violaciones de forma, la autoridad responsable en plenitud de jurisdicción vuelva a resolver sobre el libramiento o negativa de la orden de aprehensión, o de la formal prisión, según proceda.

Como consecuencia, la sentencia de amparo, dictada aparentemente para proteger al agraviado, por el contrario somete a éste a una larga, injusta e innecesaria prisión preventiva, lo que resulta a todas luces antijurídico y absurdo, atendiendo a las siguientes razones:

1a.- Por que se rompe con el principio jurídico, de que lo accesorio sigue a lo principal, por lo que existiendo una violación de fondo que es la principal, debe dejarse a un lado la accesoria, que es la forma.

2a.- Porque si en el juicio de amparo en contra de una orden de aprehensión, se reclama la violación directa de un precepto constitucional, como lo es en el Párrafo Segundo del artículo 16 Constitucional, que se refiere a una garantía específica y no la general que contiene el Párrafo Primero de la misma disposición, al darse la violación directa al Párrafo Segundo, resulta indebido que se deje de proteger al agraviado de esa violación, y se le conceda el amparo por defectos de forma, lo que equivale sin lugar a dudas denegación de justicia constitucional.

Lo mismo sucede cuando se reclama la violación a las garantías contempladas por el Párrafo Primero del artículo 19 Constitucional, que justificándose la violación a esa garantía específica, se deniega la protección de la justicia de la unión por ese concepto, y tratando de aparentar que se proteja al inculpado se le concede el amparo para el efecto de que se suplan defectos de forma, que la mayoría de las veces no existen y constituye un medio para dejar de conocer el fondo de los amparos en contravención a lo dispuesto por los Artículos 1º y 103 Fracción I Constitucionales.

El resultado, totalmente injusto, toda vez de que estando el agraviado privado de su libertad, sufre, en esas condiciones en que se da la violación a las garantías que otorgan los artículos 16, Párrafo Segundo, y 19, Párrafo Primero, para que se les dicte una nueva resolución que siempre es en sentido negativo para el quejoso, lo que motiva la promoción de nuevos juicios de amparo, totalmente innecesarios en contra de los nuevos Autos. Y si la autoridad responsable en su nueve resolución no suple las deficiencias de forma y no son tratadas, por cualquier causa, en el recurso de queja, de nueva cuenta el nuevo amparo será “concedido” para el mismo efecto de que se suplan las deficiencias de forma, pudiendo el agraviado estar indefinidamente detenido cuando se dan violaciones directas a los preceptos constitucionales mencionados.

3a.- La última razón, estriba que con esa perjudicial práctica, que sea negativamente por omisión de la Ley de Amparo y no por el sentido de la misma, ni de la constitución se eleva muy considerablemente el volumen de los Amparos en trámite en perjuicio de la administración de justicia, dado que la cantidad innecesaria de negocios retarda la administración de justicia y resta calidad a las resoluciones.

En tales condiciones estimamos que el Capítulo X del Título Primero de la Ley de Amparo, debe adicionarse con una disposición que diga: “Cuando en el acto reclamado existan violaciones de fondo y además de forma, en la sentencia se estudiarán y decidirán primeramente las primeras; y solo en el caso de que produzcan solamente las segundas se concederá en contra de éstas el amparo y protección de la Justicia Federal.” (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas 813 a 816)

Son muchos los problemas de naturaleza laboral que se plantean ante los Tribunales de Trabajo, y que posteriormente a través del Amparo Directo, llegan al conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, que de acuerdo con las reformas del artículo 107 Constitucional, y a la Ley de Amparo que entraron en vigor el 15 de enero de 1988, son los competentes para conocer de los Juicios de Garantías de esa clase.

Ahora bien, los Tribunales Colegiados de Circuito casi invariablemente, cuando conceden el Amparo, precisan que éste se otorgue para un determinado efecto, lo que ocasiona además de retardo en la aplicación de la justicia, un cúmulo de trabajo para los propios Tribunales Colegiados, a quienes les regresan nuevamente los expedientes con nuevos Amparos, lo que motiva que en un Juicio Laboral se tengan que tramitar hasta tres Juicios de Amparo Directo, porque las responsables no interpretan correctamente el sentido de las ejecutorias.  Asimismo, sucede que en algunas ocasiones se conceden los Amparos para efectos, por  la falta de estudio de las responsables de una o dos pruebas, sin que éstas sean trascendentales para el fondo del negocio, lo cual también resulta determinante para que la administración de la Justicia Laboral sea pronta y eficaz:

Por lo que se propone:

1º.- Que tal y como lo señala el artículo 80 de la Ley de Amparo, la Autoridad Amparista debe señalar a las responsables como deben cumplir las ejecutorias en que la justicia de la Unión ampara y protege a los Quejosos.

2º.- Sólo para el caso de que las pruebas que dejara de valorar las responsables tuvieran trascendencia y eficacia para el resultado del Juicio, conceder el Amparo, de lo contrario resulta inútil la concesión de la protección.

3º.- Finalmente, porque en nuestra Legislación de Amparo no existe la figura de conceder Amparos para efectos.(Pablo Enrique Barradas Anchondo, Tomo II, páginas 829 y 830)

66.- Una practica de los Tribunales Colegiados que retrasa la sentencia definitiva y  que permite que sobre el mismo asunto se dicten dos, tres o más sentencias y hayan otras tantas demandas de amparo, es el llamado amparo para efectos.

El juicio de amparo es un juicio de nulidad, si se concede la protección de la Justicia Federal se anula el acto y si se trata de un juicio en contra de una sentencia, concedido el amparo, el tribunal federal reenvía los autos a la responsable para que en cumplimiento de la ejecutoria de amparo y de acuerdo con lo que ésta indique, anule o deje sin efectos, la resolución motivo del amparo y dicte otra nueva.  Si en la resolución del amparo éste se concede respecto de la acción, de la excepción o de la condena y considera que el tribunal violó garantías, vincula a la responsable para dictar la nueva sentencia de acuerdo con el criterio sustentado por el tribunal federal; pero si se examinan violaciones procesales, se hayan cometido durante el procedimiento o en la sentencia, y se considera fundada una, el tribunal federal concede el amparo para el efecto de que la autoridad repare la garantía violada, dicte una nueva sentencia con plena jurisdicción.  Y este amparo para efectos causa que la responsable repare la garantía violada y dicte una nueva sentencia que será materia de otra demanda de amparo y así hasta cinco, que son las que me constan, aun cuando he sabido que en algún caso el número de demandas fue mayor.  Y esto ocurre, porque el Tribunal  Colegiado no estudia todo el problema y todas las violaciones alegadas, para resolver todas; incluso las de fondo, pues puede suceder, de hecho sucede, que una de estas es fundada y puede concederse el amparo en el fondo, evitando otro amparo.

Esta situación requiere ser remediada y considero que el único medio consiste en que el tribunal federal resuelva todos los problemas inherentes al juicio, como si fuere un tribunal de instancia vinculando a la responsable, y que sólo pudiera dictarse una sentencia para efectos, cuando hubiera que reponer el procedimiento, como por ejemplo, cuando debe admitirse y desahogarse una prueba.  De esta manera ya no habrá amparo para efectos y los asuntos se resolverán con mayor rapidez. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1078 a 1080)

1.-  Planteamos como tema fundamental la creación de un Capítulo sobre “el amparo en materia laboral” que podría incluirse como Título Primero, Capítulo II-Bis.

Este Capítulo incluiría principalmente los siguientes aspectos:

A)  En el amparo otorgado para efectos de que la autoridad responsable emita un nuevo laudo, estimamos que debe suprimirse el agregado de “con libertad de jurisdicción”  y resolver de una vez completamente todos los puntos contenidos en la demanda de amparo.

La experiencia demuestra que esa libertad de jurisdicción conduce a que la autoridad responsable emita varios nuevos laudos, porque éstos son revocados sucesivamente por la autoridad del amparo; lo que ocasiona una enorme erogación económica para las partes, que tienen que cubrir honorarios a los abogados patrocinadores, y además cargas de trabajo excesivas e injustificadas para la Junta.

Cuando se concede el amparo no debe limitarse a un concepto de violación, sino resolver de una vez todos los puntos de la demanda, para evitar que se produzcan varias resoluciones de amparo bajo un mismo asunto; con los perjuicios inherentes para las partes y el retraso en la impartición de la justicia laboral; salvo que se trate de una excepción que deja sin materia el fondo del amparo como en el caso de la prescripción.

Establecer sanciones eficaces para evitar los abusos en la interposición del juicio de amparo, toda vez que hay un gran número de amparos interpuestos, con la sola finalidad de retardar el cumplimiento de los laudos. (Antonio Montes Peña, Tomo II, páginas  1254 y 1255)

1.- De este capítulo de la Ley de Amparo tan sólo aclararía que los efectos de cualquier sentencia que se dicte en el juicio de garantías, ya sea que se trate de actos negativos y positivos, será restituir al quejoso en el goce de la garantía individual violada, incluso en aquéllas violaciones que se originaron con motivo de una abstención u omisión en la que legalmente o inconstitucionalmente incurrió la autoridad, pues aún en esos casos antes de configurarse la omisión, el particular tenía pleno goce de sus garantías individuales, y no fue sino que hasta la autoridad se abstuvo de hacer lo que debía, cuando violo la esfera jurídica del gobernado, por lo que la manera reparar esa violación es haciendo lo que dejo de hacer.

En consecuencia creo que debería reescribirse el articulo 80 de la Ley de Amparo en ese sentido. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1640)

El origen de esta propuesta se encuentra  al considerar que el actual artículo 80 de la Ley de Amparo permite que, en ocasiones, al concederse el amparo y protección de la Justicia Federal, se deje en libertad de jurisdicción a la autoridad responsable para que emita un nuevo acto de autoridad; sin embargo, existen casos, específicamente en materia penal, tratándose de amparos contra autos de formal prisión, en los que existen violaciones constitucionales de forma que si bien son suficientes para amparar y proteger al quejoso, al no entrar al fondo del asunto, dejan en libertad de jurisdicción a la autoridad responsable para que emita un nuevo acto de autoridad, cuestión que en mi opinión, impide que los efectos de esa protección federal sean cumplidos cabalmente, ya que permite que la autoridad responsable corrija el error cometido, involucrando al quejoso en un círculo que le niega la impartición de justicia garantizada en nuestra Carta Magna.

En efecto, si atendemos a las disposiciones del artículo 80 de la Ley de Amparo, encontraremos que no se indica la forma en que deberá ser restituida la garantía conculcada sino que señala que el “efecto” será el de obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía violada y a cumplir lo que la misma garantía exija.

Por lo anterior, considero factible la reforma a dicho numeral, mediante la adición que se propone, a fin de que, en materia penal, una vez que la autoridad amparista determine la existencia de violaciones constitucionales, otorgue la protección de la Justicia de la Unión con el efecto  de restituir la garantía conculcada mediante la determinación expresa de dicha autoridad, lo que se materializará a través de los actos de ejecución de la autoridad responsable.

Podría pensarse que es una propuesta disparatada o sin sentido, pero no debe olvidarse que al concederse el amparo y protección federal es porque el acto reclamado es inconstitucional, y que su efecto, en las condiciones actuales, permite que la autoridad responsable corrija las deficiencias de forma que consideró para dictar el auto de formal prisión, pero que dejan en estado de incertidumbre al procesado, negándole el derecho a la impartición de justicia que posee todo gobernado. Es decir que, en tales supuestos, el procesado se encuentra sujeto a las determinaciones de la responsable que no siempre se encuentra debidamente fundadas y motivadas.

En consecuencia, la propuesta que se expone obligaría a los jueces penales a estudiar con mayor profundidad los asuntos a su cargo, de manera que los autos de formal prisión que dicten se encuentren fundados y motivados, lo que permitirá sustentar su legalidad, en caso de que se impugnen en la vía constitucional.

Para hacer factible esta propuesta considero pertinente  derogar la fracción VI del artículo 225 del código penal federal, consignada en el Titulo Decimoprimero, capitulo I denominado DELITOS COMETIDOS POR LOS SERVIDORES PÚBLICOS, que prevé el delito contra la administración de justicia.

Pues si bien es cierto que este delito se consuma cuando el juzgador dicta una sentencia ilícita, cuestión que, en principio, otorgaría al quejoso la posibilidad de presentar la denuncia correspondiente a fin de que, en su caso, se sancionara al juzgador, también es cierto que esa denuncia no tendría consecuencias legales en el juicio de garantías, pero que permitiría un marco de libertad para que los jueces penales pudieran ejercitar sus labores.

Por las razones expuestas, armonizando la propuesta de adición del articulo 80 de la Ley de amparo, a fin de que la concesión de la protección de la Justicia Federal tuviera efectos plenos, en conjunción con la derogación de la fracción VI del articulo 225 del Código Penal Federal, se establecería la libertad plena para que, de manera responsable, los jueces penales emitieran sus resoluciones o sentencias, ya que en caso contrario, éstas serían revocadas mediante la intervención de la autoridad de amparo, teniendo como consecuencia jurídica fundamental, el fortalecimiento del Poder Judicial, tanto en el ámbito local como en el federal, así como la recuperación de la confianza de los gobernados en nuestras Instituciones encargadas de la impartición de Justicia.

“La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será el de obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija”

Para los efectos del presente trabajo, considero prudente mencionar algunos aspectos doctrinarios relativos a las sentencias de amparo, a fin de sustentar técnicamente la propuesta planteada. 

2. La sentencia en el juicio de amparo

“CONCEPTO. La sentencia en el juicio de amparo es el acto culminatorio de la actividad jurisdiccional pronunciado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribunal Colegiado de Circuito, Juez de Distrito o superior del tribunal que haya cometido la violación en los casos que la ley así lo establezca, por el que resuelve si concede, niega o sobresee el amparo solicitado por el quejoso en contra del acto reclamado a la autoridad responsable.” (
)

De lo expuesto podemos inferir que en el juicio de garantías la sentencia definitiva será la que niegue o conceda el amparo de la justicia federal, no así la que sobresee el juicio en razón de que no resuelve el fondo del asunto.

3. Efectos de la sentencia de amparo

Por lo que se refiere a los efectos del amparo, el autor Chávez Castillo, en la obra Juicio de Amparo, señala: “Ahora bien, las sentencias que se dicten en el juicio de amparo solo exigen cumplimiento una vez que hayan causado ejecutoria aquellas en las cuales se haya concedido el amparo y protección de la justicia de la unión, toda vez que el efecto genérico de las mismas es el de restituir al agraviado en el goce de sus garantías individuales violadas; no así de aquellas sentencias de amparo en las cuales se haya negado la protección federal o se haya sobreseído en el juicio, pues en esta hipótesis indudablemente el acto reclamado queda intocado, dejando a la autoridad o autoridades responsables en aptitud de actuar conforme a sus atribuciones; en atención a lo expuesto, a continuación nos referiremos a los efectos de la sentencia de amparo, en el único caso en el que deben cumplimentarse, pues en los casos de negativa o sobreseimiento, no tienen efecto.

El efecto de la sentencia concesoria del amparo y protección de la justicia de la unión, lo encontramos regulado en el art. 80 de la ley reglamentaria de los numerales 103 y 107 de la Constitución Federal, que textualmente dispone:

“La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será el de obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija”

Cuando en el amparo directo se aleguen violaciones al procedimiento origen del acto reclamado, la sentencia de amparo en caso de encontrar ciertas violaciones tendrá el efecto de que se anule el acto reclamado, o sea, la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, y además reponer el procedimiento a partir del momento en que ocurrió la violación; por otro lado, si no se encuentran dichas violaciones, como ya lo mencionamos con antelación, la autoridad de amparo estudiará los conceptos de violación en cuanto a las violaciones de fondo se refiere y por consiguiente, en caso de encontrarlos fundados, otorgará la protección federal solicitada, y el efecto será el que la autoridad responsable deje insubsistente el acto reclamado y resuelva en los términos precisados en la ejecutoria de amparo, purgando las violaciones que haya cometido en perjuicio del quejoso, restituyéndolo así en el goce de las garantías individuales violadas.

No debemos olvidar que para que la sentencia concesoria del amparo tenga los efectos que se han mencionado, se requiere de forma indispensable que haya causado ejecutoria y, por tanto, tenga la calidad de cosa juzgada.” (
).

El Maestro Juventino V. Castro, en su obra “Lecciones de Garantías y Amparo” expresa, en relación con los efectos de las sentencias de amparo, que: 

“El artículo 80 de la Ley de Amparo establece los efectos de las sentencias que concedan la protección constitucional solicitada.

Plantea dos hipótesis: aquella en que el acto reclamado sea de carácter positivo -en cuyo caso la sentencia estimatoria tendrá como efecto restablecer las cosas al estado que guardaban antes de la violación-, y aquella otra en que el acto reclamado sea de carácter negativo -caso en el cual el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía violada, y a cumplir con lo que la misma garantía exija.

Por lo anterior, resulta incompleta la tesis jurisprudencial que a continuación se transcribe:

Tesis 174. SENTENCIAS DE AMPARO.- El efecto jurídico de la sentencia definitiva que se pronuncia en el juicio constitucional, concediendo el amparo, es volver las cosas al estado que tenían antes de la violación de garantías, nulificando el acto reclamado y los subsecuentes que de él se deriven.

Es incompleta la cita porque si el efecto de toda sentencia que concede el amparo fuere volver las cosas al estado que tenían antes de la violación -nulificando el acto reclamado y sus consecuencias-, tratándose de actos de carácter negativo esto no tendría el menor sentido.

Si se reclama, por ejemplo, la inconstitucionalidad o ilegalidad de un auto de formal prisión, que es un acto positivo, es correcto afirmar que la sentencia que concede el amparo anula al auto de formal prisión; y sus consecuencias materiales como lo es la perdida de la libertad. Este amparo tendrá como efecto dejar las cosas como se encontraban antes de la violación de garantías, o sea al quejoso libre y sin tener que responder dentro de un proceso penal.” (
)

En estas condiciones, en mi opinión, resulta evidente y necesaria la reforma del artículo en cuestión para normar los efectos del otorgamiento de la protección federal en materia penal y, sobre todo, en lo que se refiere al auto de formal prisión.

Finalmente cabe precisar que con la propuesta no se rompe el equilibrio constitucional entre la Federación y los Estados, en cuanto a las determinaciones respecto a los negocios judiciales que son competencia de aquélla y de éstos, toda vez que el papel de la autoridad federal no sería el de revisar cuestiones de la competencia de los tribunales del fuero común sino sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado.

II. EL DELITO CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

En los meses de noviembre-diciembre del año anterior, en la revista especializada “El mundo del Abogado” se publicó un artículo denominado: “En defensa de los Jueces” de Jesús Zamora Pierce, en el que expone la actuación de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal en torno al ejercicio de la acción penal en contra de algunos jueces que, al parecer –como dice el autor citado- han emitido resoluciones que la Procuraduría no comparte. Sostiene el Lic. Zamora Pierce que con esa actitud se amenaza con destruir la independencia del Poder Judicial y, propone la derogación de la fracción VI del artículo 225 del código penal federal, que establece el delito  en contra de la administración de justicia, que se consuma cuando se dicta una resolución de fondo o una sentencia definitiva que sean ilícitas por violar algún principio terminante de la ley o por  ser contrarias a las actuaciones seguidas en juicio o al veredicto de un jurado.

En opinión del autor, el creador de la norma que se comenta, parece pensar que la legalidad o ilegalidad  de una sentencia es un concepto objetivo, cuestión que resulta del todo alejada de la realidad y expresa:

 “...El autor del artículo 225, VI, parece olvidar que el derecho procesal tiene ya firmemente establecido un procedimiento de control de la legalidad. Sólo su ignorancia pudo llevarlo a tipificar como delito la conducta de un juzgador al dictar una sentencia. Esa misma ignorancia nos lleva, en la aplicación del tipo, a soluciones monstruosas y a evidentes injusticias, así como a efectos que distorsionan la justicia y rompen el equilibrio entre los poderes, como veremos a continuación. Ante la posibilidad de error, natural en el hombre, el derecho procesal exige  que se otorgue a las partes la posibilidad de impugnar ante el superior del juzgador, la sentencia de éste que estiman ilícita. Sólo queda firma, sólo es cosa juzgada, la sentencia contra la cual no pueden ya interponerse recursos. 

A la luz de este procedimiento de control de la legalidad, resulta evidente su esencial contradicción con el tipo penal en estudio. ¿Podrá el ministerio público ejercer la acción penal en contra de un juez, imputándole el haber dictado una sentencia ilícita, antes de que se resuelvan los recursos de los que se valgan las partes, o únicamente cuando la sentencia esté firme, por haber sido confirmada en apelación?

El artículo 225, VI, no resuelve este problema. Su autor ni siquiera parece consciente de que existe. Si se permite que se proceda penalmente en contra del juez, sin esperar a que se resuelvan los recursos procedentes, pueden dictarse sentencias contradictorias. Así, por ejemplo, puede condenarse penalmente a un juez por haber dictado sentencia ilícita, a pesar de que ésta haya sido plenamente confirmada en apelación.

El sentido común parece indicar que debiera esperarse al resultado de la apelación y que debiera procederse penalmente, tan sólo, en contra del juez cuya sentencia fue revocada por el superior. Pero, si así fuera, todos los jueces deberían estar en la cárcel, porque todos han dictado una sentencia que, posteriormente ha sido revocada en apelación. Es decir, a todo juez le ha dicho alguna vez su tribunal de apelación que su sentencia no se ajustaba a derecho; es decir que era ilícita”(
)

Es evidente que, con independencia de las razones expuestas por el autor mencionado, esta hipótesis normativa constituye una amenaza para que los jueces emitan, particularmente, sentencias que pueden transformarse en ilícitas y con ello la posibilidad de que sean sujetos a proceso penal, lo que limita su actuación en el ejercicio de su función. Por tales motivos, me adhiero al sentido del artículo que se comenta, es decir a su derogación.

Ahora bien, la derogación del precepto, armonizada con la adición al artículo constitucional que se plantea, establecería plena libertad para los jueces. 

III.
PROPUESTA DE ADICIÓN AL ARTÍCULO 80 DE LA LEY DE AMPARO.

En el contexto expresado, considero que el referido numeral 80 de la Ley de Amparo, deberán adicionarse los siguientes párrafos:

“En materia penal, cuando el Juzgado de Distrito que conozca del juicio de amparo determine la existencia de violación de garantías por parte de la autoridad responsable, sean de forma o de fondo, deberá ordenar, en forma directa, la restitución de los derechos constitucionales conculcados.

El cumplimiento de dicha ejecutoria deberá realizarlo en forma inmediata la autoridad responsable quien, para efectos de esa resolución, no gozará de libertad de jurisdicción.

El mismo criterio deberá aplicarse por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito y los Unitarios de Circuito, por conducto, también, de las autoridades responsables”

Por lo anterior, el nuevo articulo 80 deberá quedar en la forma que a continuación se indica:

“La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será el de obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija”

“En materia penal, cuando el Juzgado de Distrito que conozca del juicio de amparo determine la existencia de violación de garantías por parte de la autoridad responsable, sean de forma o de fondo, deberá ordenar, en forma directa, la restitución de los derechos constitucionales conculcados.

El cumplimiento de dicha ejecutoria deberá realizarlo en forma inmediata la autoridad responsable quien, para efectos de esa resolución, no gozará de libertad de jurisdicción.

El mismo criterio deberá aplicarse por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito y los Unitarios de Circuito, por conducto, también, de las autoridades responsables”.

Se reitera que la propuesta de adición no implica que las autoridades, al otorgar la protección de la Justicia Federal invadan el ámbito competencial de las autoridades responsables, ya que únicamente intervendrán para restituir los derechos fundamentales conculcados, lo que impide que conozcan del juicio o procedimiento que dio origen a la instancia de amparo.

En efecto, el sustento de la propuesta radica en tres cuestiones fundamentales, que le permitirán a las autoridades de amparo intervenir, únicamente en los términos anotados, en los procedimientos y juicios naturales y, en su caso, en los tramitados ante los Tribunales Colegiados de Circuito y Tribunales Unitarios de Circuito.

A) La primera consiste en la derogación de la fracción VI del artículo 225 del código penal federal, lo que permitirá la libertad e independencia absoluta de los jueces (locales y federales) para dictar sus resoluciones y, en forma correlativa, la obligación de que dichas resoluciones sean emitidas conforme a derecho, es decir, debidamente fundadas y motivadas, en la inteligencia de que al no hacerlo en términos legales, los juzgadores de amparo las revocarán, quedando constreñidos a cumplir las ejecutorias de amparo correspondientes, con los efectos, jurídicos y administrativos, derivados de una deficiente actuación y sin perjuicio de las sanciones del orden que procedan.

B) La segunda, radica en la existencia y funcionamiento del Consejo de la Judicatura Federal y los Consejos de las Judicaturas Locales, ya que, en palabras del actual presidente de la Suprema Corte de justicia de la Nación: “El Consejo de la Judicatura es un órgano de apoyo administrativo de instrumentación técnica al desarrollo material de los órganos jurisdiccionales y de control de la conducta judicial de jueces y Magistrados” y ”...la función jurisdiccional debe recaer en Jueces independientes, capaces, imparciales, honorables y responsables, es decir, con un alto respeto a los valores morales y profesionales, sin que estas virtudes puedan ser trastocadas por imposiciones internas o externas ajenas al ejercicio propio de la función jurisdiccional.

Esto significa que la potestad del ejercicio jurisdiccional corresponde sólo a Jueces y Magistrados considerados en lo individual, puesto que por su naturaleza es inherente a cada unos de ellos; de ahí, la independencia y autonomía del Juzgador.

El Poder Judicial, como Institución, agrupa a los órganos judiciales que administran justicia, integrados por la unidad jurisdiccional.

La relación jerárquica que surge por su sola pertenencia a una estructura orgánica no puede extenderse al ejercicio de la función judicial, pues la dependencia que se crea solo se da dentro del ámbito jurídico, cuando así lo establezcan las leyes.

Es independiente el que no depende de otro, el que goza de autonomía propia en el ejercicio de su función judicial.

La independencia judicial supone la ausencia de subordinación, el no reconocimiento de un mayor poder o autoridad administrativa.”(
)

En concordancia con lo expresado, considero conveniente señalar que el segundo párrafo del articulo 94 de la Constitución General de la República, establece que “La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estarán a cargo del Consejo de la Judicatura Federal en los términos que, conforme a las bases que señala esta Constitución, establezcan las leyes” y el sexto párrafo del numeral 100 del ordenamiento invocado expresa que “La Ley establecerá las bases para la formación y actualización de funcionarios, así como para el desarrollo de la carrera judicial, la cual se regirá por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia.”

Ahora bien, con la creación del Consejo de la Judicatura Federal y con la directriz  expresada por su actual Titular, me lleva a reflexionar en la posibilidad del mejoramiento de los órganos encargados de la impartición de justicia. Sobre este tema el Ministro Gudiño Pelayo ha expresado: “ La carrera judicial ha sido ampliamente reglamentada por la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la que en su artículo 112 establece que el ingreso y promoción para las categorías de Magistrados de Circuito y Juez de Distrito se hará a través de concurso interno de oposición y para ingresar como actuario o secretario se requiere del acreditamiento de un examen de aptitud. Para la evaluación del concurso de oposición libre e interna, el segundo párrafo de la fracción III del artículo 114 del mismo cuerpo legal dispone: “Al llevar a cabo su evaluación, el jurado tomará en consideración los cursos que haya realizado el sustentante en el Instituto de la Judicatura, la antigüedad en el Poder Judicial de la Federación, el desempeño, el grado académico y los cursos de actualización y especialización que haya acreditado en términos del reglamento que dicte el Consejo de la Judicatura Federal. Cuando ningún sustentante alcance el porcentaje mínimo requerido, el concurso se declarará desierto.”(
).

En atención a lo expresado es posible colegir que la existencia del Consejo de la Judicatura Federal supone no sólo la regulación de la función judicial sino, también, la mejoría de sus integrantes en aspectos profesionales y personales, lo que posibilitará indudablemente, la independencia de los integrantes del Poder Judicial federal para el ejercicio de su función, sin la existencia del delito contra la administración de justicia que supone, también, una presión para el ejercicio profesional de los jueces.

C) La tercera consiste en el razonamiento que considera los argumentos jurídicos expresados en este trabajo, los que interpretados de manera integral, llevan a concluir que es factible la adición propuesta al artículo 80 de la Ley de Amparo, cuestión que implica, por un lado, mayor responsabilidad y cuidado por parte de los jueces penales al emitir sus determinaciones, especialmente en los autos de término constitucional, sin la existencia de la fracción Vi del artículo 225 del código penal federal, esto es, en un marco de absoluta libertad e independencia; y, por otro lado, con la plena certeza de que al incurrir en un análisis ligero de las constancias de autos para dictar el auto de término constitucional, provocará la intervención de la autoridad de amparo para subsanar, directamente la violación de garantías en que hubieran incurrido.

En efecto, al existir violaciones constitucionales de forma en perjuicio del quejoso, si la autoridad amparista concede la protección federal, dicho acto constituye la base para que le sean restituidos tales derechos conculcados y su efecto debe ser el de la libertad inmediata.

No es obstáculo para ello el que no se hubiese analizado el fondo del asunto, toda vez que la obligación fundamental del juzgador de origen es resolver debidamente el asunto en cuestión, es decir que en el marco de libertad e independencia que obtendrá con la adición, se le impone la obligación, también adicional, de fundar y motivar debidamente sus actos de autoridad, puesto que nuestro sistema jurídico establece derechos y obligaciones tanto para los gobernados como para las autoridades. En este sentido, Manuel Loaiza Nuñez, al referirse al “Derecho a la Justicia”, señala: 

“El derecho, acción o posibilidad de acudir ante los tribunales establecidos para exigir justicia, tiene componentes esenciales que no se agotan, pero si que le dan una configuración, siendo los más significativos: Igualdad, Seguridad, Legalidad y Supremacía Constitucional.

IV.1- Igualdad ante la Ley. 

Es de explorado derecho que cuando el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que “En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece”, no únicamente establece una garantía de igualdad jurídica de todos ante la ley, ya sean blancos, morenos, negros, chaparros, pobres, ricos, hombres, mujeres, niños, personas morales o físicas, lo cual de por si es de la mayor relevancia, sino que también fija un límite a la actuación del poder público frente a los gobernados. En efecto, el dispositivo legal en comento consta de dos partes fundamentales: 

a) El reconocimiento de las garantías consignados por la Constitución en beneficio de todos los gobernados, sin distinción de ninguna especie; y 

b) La obligación del poder público de respetar esas garantías, las cuales sólo podrán restringirse o suspenderse en los casos de excepción previstos por la propia ley fundamental, y cumpliendo con los requisitos y condiciones que ella misma establece. 

En ese orden de ideas, todo órgano estatal debe apegarse estrictamente a lo preceptuado por la Ley Suprema, so pena de incurrir en violación de garantías, las cuales deben serle restituidas al quejoso en el amparo, sin condicionamientos, y, en su caso, fincar a la autoridad infractora las responsabilidades civiles, administrativas o penales que en cada caso procedan. 

Al respecto resulta aplicable la jurisprudencia visible en el apéndice de 1975, Octava Parte, Pleno y Salas, Tesis 46, pág. 89, que textualmente dice: 

“AUTORIDADES. Las autoridades sólo pueden hacer lo que la Ley les permite”.

Dicha situación que pudiera estimarse intimidatoria e inhibitoria del quehacer público, no lo es en absoluto, ya que de conformidad con nuestro derecho positivo vigente la autoridad únicamente puede hacer aquello para lo que esta expresamente facultada; en tanto que el particular, el gobernado, tiene un amplísimo espacio jurídico de libertad, que le permite hacer todo lo que no le esté expresamente prohibido, además de lo que le autorice la norma cumpliendo con los requisitos y condiciones previstos en la legislación específica de la materia de que se trate.

De lo anterior se infiere que el poder público, los órganos del Estado, en sus tres niveles de gobierno y cualesquiera que sea de los poderes debidamente establecidos: Ejecutivo, Legislativo o Judicial, están obligados jurídica y políticamente a servir al pueblo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39 de nuestra Carta Magna...” (
)

Por último, en una propuesta seria no pueden omitirse las posiciones contrarias, bajo el riesgo de caer en la subjetividad o en la parcialidad, por ello, es preciso señalar  que nuestro más alto tribunal, a través de la Primera Sala, emitió la Jurisprudencia 20/94, cuya denominación es: ”AUTO DE FORMAL PRISIÓN INFUNDADO E INMOTIVADO. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DEBE SER LISA Y LLANA”, en la que analiza resoluciones contradictorias entre tribunales colegiados, siendo importante transcribir lo siguiente:

Ahora bien, el que se conceda a la parte quejosa el amparo de manera absoluta, no significa que como consecuencia ineludible la autoridad judicial responsable deba decretar la libertad del quejoso, pues al caso la restitución de la garantía violada conforme al artículo 80 de la Ley de Amparo, sería para en ejecución de la sentencia, en el plazo a que se refiere la primera parte del párrafo inicial del artículo 105 de la mencionada ley, la autoridad resuelva lo procedente en términos de lo dispuesto en el artículo 19 constitucional, es decir, al quedar invalidada la determinación constitucional en el sentido de formal prisión, lo técnicamente adecuado no es dejar incierta la situación jurídica del quejoso inculpado, ni obligar a la autoridad responsable a definirla en determinado sentido, ya que el amparo en tal caso se limitó a examinar cuestiones de forma y no de fondo, por lo que lo correcto, es dar opción a la propia autoridad para que dentro del ámbito de su jurisdicción emita una nueva resolución, pero sin darle lineamientos, aún de forma, en cuanto a la manera de hacerlo”.

En mi opinión el razonamiento anterior es el que debe modificarse, ya que:

Soslaya las violaciones de forma que se cometan por parte del juzgador; 

Interpreta la consecuencia del otorgamiento de la protección federal, conculcando las garantías individuales;

Interpreta, sin el debido sustento legal, los denominados “efectos” que el propio articulo 80 omite;

Esta argumentación encuentra también su fundamento en el párrafo que se transcribe y que forma parte del razonamiento de la Primera sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis referida:

“...no omite considerar esta Sala que, con una finalidad estrictamente doctrinal y tendiente al estricto cumplimiento de sus decisiones por parte de las autoridades responsables, los tribunales de amparo han establecido la práctica de que, en los casos que conceden la protección constitucional, abundan sobre las consecuencias inherentes a ello, o bien respecto a sus efectos si se quiere utilizar esta expresión, lo que si bien técnicamente es innecesario ya que conforme a lo establecido en el artículo 77, fracción III, de la Ley de Amparo, la sentencia debe concluir por establecer con claridad y precisión el sobreseimiento, concesión o negativa del amparo solicitado; empero, se reitera, tal forma de actuación encuentra como justificantes razones de índole pragmático, tendientes a que las autoridades responsables que habrán de cumplir a final de cuentas con la ejecutoria de amparo, se encuentren en la aptitud de tener la claridad suficiente para cumplimentarla de manera correcta y en sus términos.”

Por lo expuesto, a manera de conclusión, considero que es factible la propuesta de adición por lo siguiente:

a) No se encuentran normados los “efectos” de la sentencia concesoria de amparo en materia penal,

b) La derogación de la fracción VI del artículo 225 del código penal federal otorgaría mayor libertad a los jueces penales para emitir sus determinaciones;

c) La existencia del Consejo de la Judicatura Federal supone la vigilancia en las actuaciones de los miembros del Poder Judicial Federal, cuestión que otorga una garantía en la impartición de justicia;

d) Se obligaría a los jueces a fundar y motivar debidamente sus determinaciones, en la inteligencia de que los errores cometidos repercutirían en su labor cotidiana, lo que traería como consecuencia una mayor aplicación y estudio en sus labores; y

e) Los litigantes tendríamos acceso a la impartición de justicia que anhelamos y los gobernados volverían a creer en el Poder Judicial, como base para un mejor desarrollo de la vida en sociedad. (Raúl  Miguel Arriaga Escobedo, Tomo III, páginas 1729 a 1752)

COMENTARIO: Como puede advertirse, la Ley vigente no contempla lo que ha dado en llamarse “el amparo para efectos”; sin embargo, en una práctica insana algunos Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de Circuito, conceden la protección de la Justicia Federal “para determinados efectos”, circunstancia que ha generado que en un mismo juicio natural existan varios amparoS, lo que evidentemente retarda la administración de justicia.  De ahí que deban diseñarse mecanismos de reforma a este precepto, para evitar la reiterada concesión de amparos en el juicio de instancia, salvo, por supuesto, en violaciones procesales que cometa la autoridad. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, página 2047)

Los actos de autoridad, son el presupuesto necesario para le existencia de un juicio de amparo, por lo que en primer lugar, sería sano que se adoptara la tendencia que se estudien primero los conceptos de violación que puedan conducir al amparo liso y llano y solo en caso de no haber tales, se entre al estudio de las violaciones procesales.

Es decir, si en materia de suspensión se puede aceptar la apariencia del buen derecho, en materia del fondo también puede adoptarse dicha tesis para resolver el fondo.

Por otra parte, el amparo “para efectos” únicamente debería proceder en contra de actos autoridad que nacen de la actividad del estado resolviendo una disputa entre particulares, y en consecuencia, al promoverse el juicio de amparo, aparece un particular como tercero perjudicado, y nunca en contra de actos, en los que el acto de autoridad nace de la actividad jurisdiccional del estado, dirimiendo controversias entre sí mismo y un particular, trátese de recursos o juicios administrativos, en donde aparece una entidad como tercero perjudicado.

Razón por la cual se debería modificar la actual redacción del artículo 80 de la Ley de Amparo, para quedar al tenor siguiente:

TEXTO PROPUESTO. ARTÍCULO 80. La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación. El amparo para efectos únicamente procederá en contra de actos autoridad que emanen de la actividad del estado resolviendo una controversia entre particulares (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2107 y 2108)

Se establece en la Ley de Amparo, en su artículo 80, lo que sigue: 

“La sentencia que concede el Amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exige”.

Por su parte, el artículo 81, de la propia Ley, asimismo estatuye: 

“Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas, o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento ochenta días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso”.

De la transcripción anterior, se observa, que el legislador fue injusto al redactar ambos artículos. En efecto, del examen del artículo 80 claramente aparece que, cuando se conceda la protección constitucional, el objeto de la sentencia será obligar a la autoridad responsable a restablecer las cosa al estado que guardaban antes de la violación (en caso de que el acto sea de carácter positivo), o bien, a obrar en el sentido de respetar la garantía de que se trata (cuando el acto es de carácter negativo).

Por el contrario, al redactar el artículo 81, estableció una sanción pecunaria, de diez a ciento ochenta días de salario, para el quejoso, a su abogado o a ambos, en los casos en que se dicte sentencia de sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o se desista el quejoso; y que dicha sanción será impuesta por el resolutor, cuando advierta de que el agraviado promovió el juicio de amparo, con el propósito de retrasar la solución del asunto o entorpecer la ejecución de la resolución respectiva, o de obstaculizar la legal actuación de las autoridades, o sea, como dice el artículo 3-bis, segundo párrafo de la propia ley de amparo, cuando se advierta que el infractor actuó de mala fe.

Para modificar esa injusticia, es decir, que el legislador no trata por igual a las partes en el juicio de amparo, se propone que la autoridad responsable, además de restablecer las cosas del estado que guardaban antes de la violación, se le debe separar del ejercicio del cargo cuando se justifique, que en el término de un año, en doce casos distintos incurrió en violación de garantías.

CONSIDERACIONES O MOTIVOS QUE SUSTENTAN LA PROPUESTA:

Por publicaciones de la prensa, continuamente se tiene conocimiento de que año a año aumenta el número de juicios de amparo que se tramitan ante los distintos Juzgados de Distritos en la entidad; de ese número total de juicios, desde luego, algunos son sobreseídos, otros llegan a sentencia, en la que se niega la protección constitucional y también otros llegan a sentencia en la que se concede el Amparo de la Justicia de la Unión.

Muchos de los casos en los que se concede la protección constitucional, se refieren a asuntos penales, concretamente órdenes de aprehensión y autos de formal prisión, en donde el hecho en sí no es delictuoso, o bien, no se reúnen los elementos necesarios para comprobar el cuerpo del delito o para hacer probable la responsabilidad y no obstante estas deficiencias, las autoridades responsables emiten sus determinaciones, que no resisten al análisis del Juicio Constitucional de Amparo.

En otras ocasiones, los jueces de lo civil que conocen de la materia mercantil, pronuncian sentencias contrarias a las constancias de autos, que motivan que el demandado tenga que recurrir ante los Tribunales Colegiados a demandar la inconstitucionalidad de dichas resoluciones y en los casos que se conocen, las sentencias fueron favorables a los intereses de los quejosos.

Por todo ello, se justifica adicionar el Capítulo II del Título Quinto de la Ley de Amparo, con un artículo que específicamente se refiera a la separación de su cargo, que se debe imponer a los funcionarios que incurran, en forma sistemática, en violación de garantías individuales.

LA REDACCION QUE RESULTARIA AL INCORPORAR SUS COMENTARIOS SERIA LA SIGUIENTE:

Artículo.... La Suprema Corte de Justicia de la Nación, con base en las ejecutorias relativas y los informes que estimare pertinentes, podrá ordenar la separación de los titulares de las dependencias, que aparezcan como autoridades responsables en los diversos juicios de garantías, cuando se justifique, que en el término de un año, incurrieron  en violación de garantías individuales, en doce casos distintos, independientemente de las demás sanciones que en su caso procediere. (Manuel Jesús Vallardo Castilla, Tomo IV, páginas 2305 a 2308).

Para cumplir el imperativo constitucional de rapidez en la administración de justicia, en reparación al agravio hecho valer en el amparo, la sentencia que concede el mismo tendría el efecto jurídico de ser la verdad legal, evitando, las sentencias conocidas “para efectos”.

Las sentencias de amparo se equiparan actualmente a sentencias de anulación, por el principio de que la autoridad de amparo no puede sustituir a la demandada, pero este amparar para efectos no impide que las autoridades responsables muchas veces al dar cumplimiento al amparo causen otro agravio diferente al quejoso o insistan en el mismo.

Si en un procedimiento llevado ante una autoridad jurisdiccional del fuero ordinario ya se agotaron todas las fases procesales resulta claro que ya se puede juzgar el negocio,  y por ello la autoridad de amparo precisamente en reparación del agravio debe dar la solución del caso, señalando las bases de cumplimiento.

En la practica resulta irrelevante muchos amparos que se conceden por ejemplo en materia civil por el hecho de no recibirse una prueba, aunque ella sea intrascendente  o cuando se le declare confeso, se ampara para efectos trayendo como consecuencia que un negocio se concluya después de promover varios amparos directos.

La reforma propuesta consiste en adicionar el artículo 80 de la Ley quedando redactada en los siguientes términos:

“La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía constitucional violada, señalando las bases de cumplimiento, y restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir por su parte lo que la misma garantía exija”. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 196 y 197)

En los términos del párrafo Segundo del artículo 107 Constitucional, la sentencia que concede el amparo solo tendrá efectos en el asunto particular controvertido sin hacer una declaración general respecto de la ley que la motiva.

Cuando se declara inconstitucional una ley por determinación del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resulta evidente que no solamente se encuentra inserto el interés del promovente, sino que una ley de carácter general y obligatoria que es contraria a la constitución sigue siendo obligatoria para los gobernados, lo cual es impropio que así se reconozca por el órgano encargado de la vigencia constitucional.

El órgano legislativo fue parte en el procedimiento que reconoció la inconstitucionalidad, y cuando esta se da por una mayoría calificada de Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la sentencia debe ser causa para obligar a la entidad legislativa a emitir otra ley en la que eliminado los aspectos de inconstitucionalidad reconocida emita otra que vaya de acuerdo con la Constitución.

El plazo de cumplimiento que implica realizar los estudios conducentes y someterlos a consideración de la soberanía popular no debe de exceder de 4 meses contados a partir de la notificación en que se indique que causo estado. 

No se trata que el Poder Judicial se encuentre por arriba del Poder Legislativo, los poderes tienen igual jerarquía pero todos ellos deben ajustar sus actos a la Constitución la que su interpretación corresponde al Poder Judicial en los juicios de amparo y en las acciones de inconstitucionalidad. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 200 y 201)
� Recuérdese que por decreto del 30 de diciembre de 1983, se adiciono el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo pues hubo varias ocasiones en que le poder judicial federal con motivo de la concesión del amparo ordenó la restitución de tierras al quejoso, pero el cumplimiento de dicha sentencia era imposible porque las tierras habían sido invadidas por cientos de familias o revendidas, etc., y entonces para resolver el cumplimiento de estas sentencias  se opto por el cumplimiento sustituto.


� Los tratados y acuerdos comerciales celebrados por México desde 1994, contienen disposiciones de esta naturaleza. P. ej: el TLCAN contiene disposiciones relativas a los tres tipos de arbitraje en su carácter de internacional (capítulo XX: entre estados: capítulo XI: entre estado y particulares; artículo 2022 y 707: entre particulares)
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